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DB LA 
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CAUSA 218 

Sumario — Las diligencias periciales del sumario criminal 
carecen de valor legal en el juicio civil por daños 
y perjuicios para probar la responsabilidad del 
absuelto ante aquella jurisdicción. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos, caratulados «don Fernando 
Larriviere contra Bisighini Hnos., por daños y per- 
juicios»; de los cuales resulta: 

1^ Don Fernando Larriviere se presenta á fs. 1, 
exponiendo: Que el 26 de marzo de 1896, siéndolas 
2 y 15 p. m., mientras reposaba con su esposa en 
uno de los cuartos de la casa ubicada en la calle 
Viamonte número 972, aquél se derrumbó; que este 
hecho fué consecuencia inmediata de la obra que 
los empresarios Bisighini construían, quienes prac- 
ticaron los apuntalamientos de los edificios conti- 
guos, sin tomar las medidas precaucionales necesa- 
rias; que el derrumbe le ha causado una afección 
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cardíaca de pronóstico fatal y la pérdida de mue- 
bles y útiles de cocina; que los empresarios le han 
hecho ofertas de indemnización, reconociéndose por 
ello autores y responsables del accidente, así como 
por haber indemnizado perjuicios del mismo origen 
á otras personas, entre las que se halla el almace- 
nero José Barrios; que fundándose en los arts. 1109 
y 1168 del Código Civil, demanda á los señores 
Bisighini Hnos., para que se les condene al pago de 
la suma de 3,000 pesos en que estima las pérdidas 
materiales, la asistencia médica, la imposibilidad 
prolongada de trabajar y las consecuencias del 
accidente, que lo inhabilitan para su arte de coci- 
nero, pidiendo también las costas. 

2^ A fs. 7, y en mérito del poder de fs. 5, se 
presenta don Máximo Castro, por los señores Bisi- 
ghini. Dice: que Larriviere, sabiendo que no había 
sufrido perjuicios, y que los demandados no tenían 
responsabilidad en el accidente enunciado en la de- 
manda, aceptó de aquéllos 70 pesos que le dieron 
como caridad y no como arreglo; siendo cierto que 
le ofrecieron 150 para evitar un pleito, sin que 
tal ofrecimiento importara reconocer sus pretensio- 
nes; que el actor no puede apoyarse en el art. 1109 
del Código Civil, pues el hecho de que se queja no 
es imputable á los demandados y no ha habido da- 
ños; que el doctor Astigueta, previo informe de dos 
ingenieros, sobreseyó definitivamente en el sumario, 
declarando que los señores Bisighini no tenían cul- 
pa alguna en lo ocurrido; que por lo expuesto, se 
deseche la acción, con costas, y se absuelva á los 
demandados. 

3^ Abierta la causa á prueba por el auto de fojas 
14, se ha producido la expresada en el certificado 
de fs. 56, más el expediente agregado sin acumu- 
larse, remitido por el Juzgado correccional. Alega 
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el actor á fs. 57, y los demandados á fs. 60, lla- 
mándose autos para definitiva á fs. 63. 
Y considerando: 

1^ Que todo el que ejecuta un hecho que por su 
culpa ó negligencia ocasiona un daño á otro está 
obligado á la reparación del perjuicio, según lo dis- 
pone el art. 1109 del Código Civil. Fundada en esta 
disposición la acción instaurada, y negados por los 
demandados los daños y perjuicios que se cobran, 
así como la culpabilidad en el hecho del derrumbe 
que ha dado margen á aquélla, el actor está obliga- 
do á probarlos, so pena de darse por absueltos á los 
demandados (ley 1^, tít. 14, part. 3^, y 39, tít. 2^, 
partida 3^). 

2^ Que la culpabilidad de los constructores Bisi- 
ghini surge de los términos del informe de fs. 29 
del sumario agregado, que á causa de lesiones por 
imprudencia se les formó. 

En efecto, dicho informe hace constar que la 
solera inferior del apuntalamiento descansaba en el 
borde de la excavación, y que la lluvia disminuyó 
la cohesión de la tierra, de por sí de mala calidad. 

La razón indica que si la tierra era de mala ca- 
lidad, no podría soportar peso considerable, y que 
forzosamente el borde de la excavación debía des- 
moronarse, aumentando esta probabilidad en caso 
de lluvia. 

Siendo esto así, es evidente que los demandados 
han sido negligentes y contraventores de la ordenan- 
za de 21 de noviembre de 1891, la que no tan sólo 
manda que las demoliciones y excavaciones de todo 
edificio se ejecuten de modo que no perjudiquen á 
las casas vecinas, sino que hace responsable al maes- 
tro de obras cuando el derrumbe haya sucedido por 
falta de precaución en la ejecución del trabajo. 

Es indudable que no ha estado en manos de los 
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demandados impedir la lluvia y mejorar la mala 
tierra, como lo dicen en su alegato de fs. 60, pero 
también lo es que han podido y debido prever la 
lluvia y el viento, porque son accidentes conocidos; 
debiendo tenerse en cuenta que no se califican de 
caso fortuito los resultados del curso ordinario y 
regular de la naturaleza, como los indicados. Ade- 
más, la mala calidad de la tierra han tenido que 
verla y palparla indispensablemente los hermanos 
Bisighini, y cerciorados de su poca consistencia, de- 
bieron calzar los bordes de la excavación donde 
descansaban las soleras inferiores de los puntales y 
tomar todas las demás medidas precaución ales acon- 
sejadas en tales circunstancias, para que la lluvia 
y el viento no ejerciesen su influencia destructora. 

3^ Que los daños no se han comprobado en to- 
das sus partes. Así, la afección cardíaca, según el 
informe médico-legal de fs. 33 del expediente agre- 
gado, es crónica y de fecha anterior al accidente. 

Las declaraciones prestadas al tenor del interro- 
gatorio de fs. 26, en cuanto alude á la enfermedad 
del actor, no destruyen las afirmaciones de la cien- 
cia consignadas en el citado informe, no tan sólo 
por la ignorancia de los testigos en la materia, sino 
porque refieren su dicho al del propio interesado, 
cuando no á simple creencia (contestaciones de fo- 
jas 27, 41 y 44 hasta la sexta pregunta). Lo mismo 
sucede en lo que respecta á la destrucción y pérdi- 
da de muebles, ropas y útiles, pues mientras los 
testigos, contestando desde la séptima hasta la déci- 
ma preguntas, deponen contestes sobre esos hechos, 
el demandante dice á fs. 51, refiriéndose á la pri- 
mera interrogación, que cargó con sus muebles para 
llevarlos á su nuevo domicilio, agregando á fs. 52 
vuelta que todos los perdió. 

4^ Que sin embargo, del conjunto de las constan- 
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cias de autos aparece que el actor ha sufrido per- 
juicios. 

En primer lugar, su vida y la de su esposa, en 
estado avanzado de preñez, han estado en peligro; 
ambos han recibido contusiones, siendo verosímil 
que los muebles, ropas y útiles se hayan deteriora- 
do un tanto; y en segundo lugar, los demandados 
reconocen en la tercera pregunta del pliego de posi- 
ciones de fs. 50 la existencia de los perjuicios, re- 
conociendo también, en el conjunto de ese pliego y 
al contestar la demanda, que los esposos Larriviere 
soportaron lesiones en el derrumbe, aunque de ca- 
rácter leve. 

Como se ve, hay daño, en los términos prescrip- 
tos por el art. 1068 del Código Civil, faltando úni- 
camente la comprobación de su monto; pero esto no 
obsta, porque, con arreglo á lo establecido en el 
artículo 220 del Código de Procedimientos, la sen- 
tencia debe deferir al juramento del actor la fijación 
del importe de los perjuicios reclamados, siempre 
que su existencia estuviese comprobada y no re- 
sulte justificado ese importe, como en el presente 
caso; debiendo el juez, en virtud de la facultad dis- 
crecional que el mismo artículo le confiere, así como 
el 1083 del Código Civil, determinar la cantidad 
dentro de la cual se prestará el juramento estima- 
torio. 

Por estos fundamentos, los concordantes del alegato 
de fs. 57 y lo que establecen las leyes citadas, defini- 
tivamente juzgando, fallo: condenando á los señores 
Bisighini Hnos. á que paguen, dentro de diez días, 
á don Fernando Larriviere, los daños y perjuicios 
que éste reclama á fs. 1, cuyo importe será el que 
éste jure dentro de la suma de 800 pesos, que al 
efecto se fija. Los condeno también en las costas, 
regulando, en consecuencia, el honorario del doctor 
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Daireaux en 100 pesos y los de Daireaux Molina 
en 200. 

Asilo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires, 
á 28 de setiembre de 1897. 
Repónganse las fojas. 

Luis PoNCE Y Gómez. 

Ante mí: /uan B, Palacios, secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 10 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en 
lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por don 
Fernando Larriviere contra Bisighini Hnos., por 
daflos y perjuicios; respecto de la sentencia co- 
rriente á fs. 77, el Tribunal estableció las siguien- 
tes cuestiones: 

1^ ¿Es justa la sentencia de fs. 77 en cuanto de- 
clara la responsabilidad de los demandados? 

2^ Caso afirmativo: ¿es equitativa la suma fijada 
para la prestación del juramento estimatorio? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Giménez, 
González del Solar, Molina Arrotea, Gelly, Díaz. 

A la primera cuestión el doctor Giménez dijo: 

Al actor ha correspondido rendir en este juicio la 
prueba indispensable para acreditar la responsabili- 
dad de los demandados en los términos de los ar- 
tículos 1109 y sus concordantes del Código Civil. 

Tal prueba no consta de autos, ni puede tam- 
poco sostenerse que la responsabilidad resulta de 
las conclusiones del informe pericial en que la sen- 
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tencia funda su decisión, puesto que ese informe, 
no ratificado en el presente juicio, con sujeción á 
las formalidades establecidas en la ley procesal, ha 
sido tenido en consideración por el juez de instruc- 
ción precisamente para declarar la inculpabilidad 
de los demandados. 

Por lo demás, aun cuando él fuera admisible en 
el presente juicio civil, es mi opinión que sus con- 
clusiones no son desfavorables para los demandados. 

En mérito de estas razones, voto por la negativa 
en esta cuestión. 

Los doctores González del Solar, Molina Arrotea, 
Gelly y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión, el Tribunal resolvió no 
tomarla en consideración, teniendo en vista el resul- 
tado de la primera. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — Gonzá- 
lez DEL Solar. — Díaz. 

Ante mí: A\ Gonsáles del Solar (hijo), secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 10 de 1898. 

Y vistos: i\tento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia apelada. 

Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Carlos Mo- 
lina Arrotea — Nicanor González del 
Solar.— Delfín B. Díaz. 

Ante mí: .V. González del Solar (hijo), secretario. 
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CAUSA 219 

Sumario — La acción de simulación deducida por el que se 
dice heredero debe ser desestimada si no justifica 
su carácter hereditario ni presenta el contradocu» 
mentó que haría viable la acción deducida por su 
antecesor. 

Antecedentes 

i Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos; de los que resulta: 
P Que en 31 de julio de 1891 se presentó al 
Juzgado don Luis Payné, apoderado de don Mario 
Baraldo, exponiendo: Que don Andrés Baraldo, pa- 
dre de su representado, se encontraba en apremian- 
te necesidad de fondos para hacer frente á sus 
compromisos desde el año anterior, mediando la 
circunstancia de tener á su esposa gravemente en- 
ferma, lo que aumentaba los gastos y le hacía des- 
atender sus negocios; que, además, estaba inhibido 
de disponer de sus bienes, y en la urgente necesi- 
dad de hacerse de fondos encontró quien le presta- 
ra 50,000 pesos con hipoteca en una casa de su 
propiedad, situada en la calle Ayacucho número 
349; que el prestamista exigió el certificado de que 
no estaba inhibida la esposa de Baraldo, sino tam- 
bién que éste mismo estaba libre, pero como éste 
estaba inhibido, la negociación fracasó; que en esta 
situación, vió á su íntimo amigo don Ventura Fer- 
nández, y le pidió que aceptara una escritura simu- 
lada de venta de la ya expresada casa que le otor- 
garía su esposa, al único objeto verdadero de 
obtener bajo su nombre el préstamo hipotecario ya 
recordado, á lo que el señor Fernández accedió 
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gustoso; que la escritura se otorgó en 25 de junio 
de 1890 en el registro del escribano Del Río, siendo 
el precio simulado de 50,000 pesos, además de dos 
hipotecas de 7,500 cédulas cada una, pues ese pre- 
cio no lo pagó Fernández nunca; que la proyectada 
operación de préstamo no se realizó, porque no sólo 
empeoró la situación de la plaza, sino también por- 
que se agravó la enfermedad de la señora de Ba- 
raldo, la que falleció el 3 de julio; que el señor 
Baraldo, después del fallecimiento de su esposa, vió 
al señor Fernández para que declarase en la forma 
correspondiente que la escritura fué simulada, y 
que la casa que aparece vendida pertenece á la 
testamentaría de la madre de don Mario Baraldo; 
que el señor Fernández no se negó á ello, y es 
de esperar que no se niegue ahora, pero como el 
tiempo pasa sin obtener esa declaración, se ve obli- 
gado á ocurrir al Juzgado, deduciendo las acciones 
del caso; que la copia ¿e la escritura de venta ja- 
más ha estado en poder de Fernández sino en el de 
Baraldo^ el cual pagó al escribano los gastos de la 
escritura y de la copia; que en la escritura se dice 
que la vendedora recibió el precio con anticipación, 
y se dice así porque en verdad ningún precio se 
pagó; que el señor Fernández no estaba en condi- 
ciones de hacer semejante compra, pues la mala 
situación que afligía al país había también hecho 
difícil su posición; que el señor Fernández jamás 
ha pretendido la entrega de la casa, que ha conti- 
nuado como antes en poder de la familia de Baraldo, 
sin pagar alquiler á Fernández ni á nadie; que por 
la escritura, Fernández se hacía cargo de las dos 
hipotecas que ha reconocido, pero no ha hecho 
un solo servicio, ni se ha hecho en el Banco la 
transferencia de la deuda, pues Baraldo ha conti- 
nuado pagando esas hipotecas; que tampoco .ha 
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pagado Fernández la contribución directa ni ha 
ejecutado acto que implique ejercer derechos de com- 
prador; que el señor Fernández ha manifestado de- 
lante de personas respetables que nada había paga- 
do por la casa ni podía pagar, pues se encontraba 
en dificultades para cumplir sus compromisos, y que 
la compra no era verdadera; que habiéndose ini- 
ciado la testamentaría de la señora de Baraldo, es 
necesario partir los bienes quedados por su falleci- 
miento, y debe quedar constancia de que la venta 
de la referida casa no fué real y verdadera; que su 
poderdante, don Mario Baraldo, es mayor de edad, 
y en su carácter de hijo legítimo de doña Mercedes 
Iriondo de Baraldo ha entrado en posesión de la 
herencia y puede ejercer todos los derechos y ac- 
ciones que podía ejercer la causante; que en esta 
virtud, en nombre de su representado, interpone 
formal demanda contra don Ventura Fernández, pi- 
diendo se resuelva en definitiva que la escritura de 
venta de la casa calle Ayacucho número 349, otor- 
gada por doña Mercedes Iriondo de Baraldo á don 
Ventura Fernández en 25 de junio de 1890, ante el 
escribano Del Río, es simulada y sin valor legal, 
debiendo declararlo así en escritura pública. 

2^ Que corrido traslado de la demanda, lo evacuó 
á fs. 11 el doctor Salustiano J. de Paula, por don 
Ventura Fernández, exponiendo: Que el poder con- 
ferido por don Mario Baraldo á don Luis Payné es 
para pedir la nulidad de un contrato de compra- 
venta contra su mandante y reivindicación de la fin- 
ca que expresa ese poder, y entretanto en la de- 
manda se pide que se declare simulada y sin valor 
legal esa escritura, constituyendo esto una diferen- 
cia notable; que el señor Baraldo no ha acreditado 
su personería como heredero de su señora madre, 
peyó aun admitida la hipótesis de que un heredero 
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pueda presentarse en juicio sin los justificativos in- 
herentes á su persona, debe probar su estado de 
heredero, pues una cosa es la capacidad de here- 
dar y otra es heredar; que propone estos puntos 
como excepciones perentorias; que afirmando el se- 
ñor Baraldo que la copia de la escritura , la tiene en 
su poder, debió acompañarla con su demanda, para 
indicar cuál de sus partes pudiese adolecer de nuli- 
dad, ó que demostrase su simulación, pero no la 
exhibió, porque la escritura no estaba en poder de 
su señor padre; que además de no presentar esa 
escritura, no ha presentado ningún contradocumen- 
to para dejarla sin efecto, como lo prescribe la ley; 
que para que don Mario Baraldo pudiese legal- 
mente haber deducido esta demanda, no bastaba 
invocar su carácter de heredero de su señora madre; 
necesitaba también haber probado legalmente que 
pertenece á la sucesión el derecho que reclama y 
citar la disposición legal que declare que su señora 
madre tenía derecho para pedir la rescisión ó reso- 
lución del contrato de compraventa hecho en es- 
critura pública, que no se ataca de falsa; que la 
compra del inmueble por parte de su representado 
y su precio de 50,000 pesos, además de las dos 
hipotecas ya mencionadas que quedaron á cargo del 
señor Fernández, fué pagado antes del acto de la 
escrituración, como lo expresa la escritura, y ha- 
ciendo ésta plena fe, es lógico que contra sus enun- 
ciaciones no pueda admitirse otra prueba que la de 
un contradocumento firmado por alguna de las par- 
tes; que al iniciarse la testamentaría de la señora 
Mercedes I. de Baraldo, se dice que no han quedado 
otros bienes pertenecientes á la finada más que los 
gananciales, es decir, los adquiridos durante el ma- 
trimonio, y en la relación de los mismos, contenida 
en el inventario, no figura como de su pertenencia 
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la casa de la calle Ayacucho número 349, ni tam- 
poco figura como crédito en favor de la sucesión el 
precio de venta de la fincarlo que viene á ratificar 
la verdad de la escrittira de compraventa; que en un 
juicio seguido ante el Juzgado de comercio contra 
don Andrés Baraldo, se trabó embargo en la refe- 
rida finca, creyéndola de su propiedad, en junio de 
1890, cuyo embargo se anotó en 28 del mismo mes, 
siendo ese señor citado de remate por cédula del 
24 de julio del mismo año; que en 10 de agosto si- 
guiente se presentó don Ventura Fernández, á títu- 
lo de propietario, cuando ya la señora de Baraldo 
había muerto, deduciendo tercería de dominio, ha- 
biendo sido notificado don Andrés Baraldo del ti'as- 
lado qu^ se le confirió en 20 de setiembre, sin qüe 
este seño* observase nada, no sólo respecto al em- 
bargo, sino también respecto á la tercería, demos- 
trando la indiferencia que suele tenerse por las co- 
sas ajenas, y probando así que la finca había sa- 
lido del poder de su esposa y, por consiguiente, 
del de su sucesión; qüe todos los hechos afirmados 
en la demanda son falsos; que cuando el señor 
Fernández compró la finca lo hizo con verdadera 
contrariedad, y al significarle don Andrés Baraldo 
su sentimiento por la enajenación y su deseo de 
habitarla como antes, le dijo el señor Fernández 
que mientras la casa fuera suya él ó su esposa 
podían recuperarla, pero que sus circunstancias no 
le permitían conservarla por mucho tiempo, }• que 
cuando se creyese en circunstancias le avisase, «pues 
si llegaba antes de haberla enajenado á otro, no 
tendría inconveniente en vendérsela á él; que pocos 
días después de la escrituración, el señor Fernández 
recibió en su casa los títulos; que con la idea de 
enajenar algún día para otro la finca, hizo acto li- 
beral al no hablar al señor Baraldo del alquiler, 



Digitized by 



Google 



confiando que este punto desagradable no valía la 
pena de tocarlo; que por el mes de agosto de 1890 
resolvió vender inmediatamente la casa, y al efecto 
y simultáneamente, como un aviso, entregó á don 
Andrés Baraldo los títulos, diciéndole que, dadas 
sus aptitudes y relaciones en el círculo de compra- 
dores de inmuebles, procurase algún interesado en 
su compra, porque le era urgente su realización; 
que los títulos los entregó como los recibió, y su- 
pone que á ellos iba agregada la cuenta del escri- 
bano, y cree que por una cortés galantería le haya 
pagado el señor Baraldo; que pasaron los meses y 
el señor Baraldo no anunciaba ningún comprador de 
la casa, y aunque el señor Fernández había obte- 
nido cierta complacencia de un acreedo** ^ue lo era 
el Banco de Italia y Río de la Plata, por letras ven- 
cidas, con la responsabilidad de los señores Zprrilla 
y C^, de cuya firma es miembro el señor Fernán- 
dez, al fin el Banco se decidió á ejecutar á los se- 
ñores Zorrilla y C^, y sabedor de que el señor 
Fernández era propietario de la casa de la calle 
Aj-acucho, trabó embargo en ella; que interpelado 
por el Banco respecto de los títulos, le manifestó 
que los tenía el señor Baraldo, facultándolo para 
que se los pidiese, y éste los entregó; que habiendo 
obtenido que el Banco recibiese la finca en pago de las 
letras adeudadas por Zorrilla y C^, que importaban 
72,000 pesos moneda nacional, le otorgó escritura 
de venta con pacto de retroventa; que por estas 
consideraciones y otras de detalle que aduce, pide 
que al fallar esta causa se rechace la temeraria de- 
manda interpuesta, con costas, imponiendo al actor 
perpetuo silencio. 

3^ Que por el auto de fs. 35 se recibió la causa 
á prueba, habiéndose producido la que menciona el 
certificado del actuario de fs. 304, después de lo 
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cual alegaron las partes sobre su mérito, y á fojas 
315 vta. se llamaron los autos para sentencia. 
Y considerando: 

1^ Que al contestarse la demanda por Fernández, 
ha negado que el procurador Pa3'né, que la entabla 
Á nombre de don Mario Baraldo, tenga mandato 
suficiente para hacerlo, }■ que éste tenga el derecho 
para accionar como heredero de la señora Merce- 
des 1. de Baraldo, por no presentar justificativo al- 
guno, 5' también que no existe la simulación que se 
alega como fundamento de la acción deducida. 

El Juzgado debe limitarse á resolver las cuestio- 
nes suscitadas por la contestación, dada en la forma 
expresada, y por los términos en que la demanda 
se dedujo, debiendo, por consiguiente, concretarse 
á la íalta de personería del apoderado, á la falta 
de derecho del actor y la simulación alegada, sin 
que tenga para qué ocuparse de la prueba produ- 
cida sobre hechos no articulados en oportunidad 
legal, desechándola de acuerdo con lo que dispone 
el art. 108 del Código de Procedimientos, como 
queda desechada desde luego. 

2^ Que en la escritura pública del mandato confe- 
rido por don Mario Baraldo á don Luis Payné, que 
éste presentó á fs. 1^ para acreditar su personería, 
se dice claramente que el mandante confiere poder 
la mandatario para que lo represente é intervenga 
en el juicio que tiene que iniciar contra don Ven- 
tura Fernández, para pedir H nulidad de un contra- 
to de compraventa de la casa calle Ayacucho núme- 
ro 349, 5^ reivindicación de ésta, etc. 

Habiendo Payné deducido la demanda de nulidad 
por simulación, no puede negarse que ejercita esa 
acción dentro del mandato recibido, sin que se le 
pueda exigir que á la vez haga valer la acción rei- 
vindicatoría, porque entonces no se le objetaría en 
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realidad la falta de mandato, sino la inejecución de 
éste en todas sus partes, de lo que sólo al mandante 
debe cuentas, pero en manera alguna á la persona 
contra quien debe ejercitarlo. 

Payné tiene entonces personería legal para dedu- 
cir, á nombre de su mandante, la acción de nulidad 
referida (art. 1869 del Código Civil). 

3^ Que también se ha objetado la falta de derecho 
de don Mario Baraldo para ejercitar la acción de- 
ducida en este juicio, en su carácter de hijo y he- 
redero legítimo de la señora doña Mercedes Iriondo 
de Baraldo. 

El actor no ha producido prueba alguna para 
acreditar la filiación y carácter hereditario que in- 
vocó en su demanda, como le incumbía hacerlo, 
según lo dispone la ley 1^, título 14, partida 3^, 
por lo que la demanda debe ser desestimada, aun 
en el caso de que la compraventa en cuestión fuese 
realmente simulada, porque esto no basta para que 
un tercero, que no ha sido parte en el acto ni re- 
presenta á ninguno de los contratantes, pueda ejer- 
citar derechos que la ley sólo acuerda á los contra- 
yentes y sus sucesores (art. 1195 del Código Civil). 

4^ En cuanto al fondo de la cuestión: Que la si- 
mulación anula absolutamente el acto jurídico cuando 
éste nada tiene de real, limitándose á meras formas 
aparentes (arts. 954 y 956 del Código Civil); pero 
como la simulación no es reprobada por la ley, les 
es permitido á los que han simulado un acto ejercitar 
las acciones á que la simulación dé lugar entre 
ellos, cuando aquélla no ha sido con el fin de violar 
las leyes ó de perjudicar á un tercero (art. 959). 

Pero cuando el acto simulado consta por escrito, 
que es el medio de prueba fehaciente para constatar 
los contratos y convenciones, no basta que la simu- 
lación no sea con el fin de violar las leyes ó de 
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perjudicar á terceroS; sino que también se requiere 
la existencia de un contradocumento para que los 
que han intervenido en la simulación puedan hacer 
valer con éxito aquellos derechos. 

Si hubiese sobre la simulación, dice el art. 960, 
un contradocumento firmado por alguna de las par- 
tes para dejar sin efecto el acto simulado cuando 
éste hubiera sido ilícito ó cuando fuese lícito ex- 
plicando ó restringiendo el acto precedente, los jue- 
ces pueden conocer sobre él y sobre la simulación 
si el contradocumento no contuviese algo contra la 
prohibición de las leyes ó contra los derechos de un 
ttrcero. 

De manera, que no existiendo ese contradocu- 
mento, los jueces no pueden conocer sobre la si- 
mulación cuando ésta es alegada por las mismas 
personas que la han efectuado. 

La disposición de este art. 960 concuerda con las 
de los 994, 995 y 996, según los cuales los instru- 
mentos públicos y también los privados en su caso 
(artículo 1026) hacen plena fe no sólo entre las par- 
tes sino contra terceros, en cuanto al hecho de ha- 
berse ejecutado el acto de las convenciones, dispo- 
siciones, pagos, reconocimientos y demás contenido 
en ellos, así como también de las enunciaciones de 
hechos ó actos jurídicos directamente relativos al 
acto que forma el objeto principal; pero el contenido 
de un instrumento público puede ser modificado ó 
quedar sin efecto alguno por un contrainstrumento 
público ó privado que los interesados otorguen. 

No es verosímil á los ojos de la ley que las per- 
sonas que simulan un acto jurídico contenido en 
un instrumento público ó privado, no se provean 
de un contradocumento que explique la simulación, 
y aunque es verdad que no es raro que se efectúen 
simulaciones de esa clase sin que exista el contra- 
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documento, la ley no admite la prueba de la simula- 
ción, prefiriendo el sacrificio de los pocos que olvi- 
dando sus prescripciones se hacen víctimas de su 
buena fe, confiando en quien no debieron confiar, 
á mantener la incertidumbre y la duda sobre la es- 
tabilidad de las relaciones civiles que reposan sobre 
la verdad de la prueba preconstituída. 

Tal es el caso presente, en que el actor pretendido 
sucesor universal de una de las partes, que dice ha- 
ber celebrado un acto absolutamente simulado, de- 
manda la nulidad por simulación, sin presentar ni 
hacer indicación alguna sobre la existencia del con- 
tradocumento que exige el art. 960, para que los 
jueces puedan conocer de la simulación, y que se 
requiere por el 996, para que el contenido de un 
instrumento público pueda ser modificado ó quedar 
sin efecto entre los otorgantes. 

La prueba testimonial producida, la de presuncio- 
nes resultante de los diferentes informes emanados 
de oficinas públicas, de la conducta y de los hechos 
producidos ó en que ha intervenido el demandado, 
pueden formar un conjunto de tal naturaleza que 
lleven al ánimo del juez la convicción segura de la 
simulación; sin embargo, ella no puede declararse 
por la falta del contradocumento exigido por la ley 
á los que han intervenido en el acto simulado, aun- 
que esa misma prueba fuera más que suficiente para 
justificar legalmente la simulación cuando ésta se 
alegase por un tercero, á quien la ley no exige ni 
podría razonablemente exigirle el contradocumento 
referido. 

De manera, que cualquiera que sea la importancia 
de la prueba producida en este juicio, que no puede 
desconocerse, legalmente es ella ineficaz por la falta 
de contradocumento sobre la simulación alegada^ y, 
por consiguiente, la demanda debe ser desestimad:!. 
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5*^ Y finalmente: que en la demanda de fs. 2 se pid j 
no solamente que se declare que la escritura de 
venta de la casa calle Ayacucho número 349 otor- 
gada por doña Mercedes Iriondo de Baraldo á don 
Ventura Fernández en 25 de junio de 1890 por ante 
el escribano Del Río es simulada y sin valor legal^ 
sino también que el señor Fernández está obligado 
á declararlo así en escritura pública. 

Aun suponiendo probada la simulación y consi- 
guiente nulidad de esa escritura de compraventa, 
el demandado no estaría obligado á otorgar escritura 
pública declarándolo, porque no se ha obligado en 
manera alguna á hacerlo, ni hay ley que le impo .ga 
la obligación de otorgar esa escritura de declara- 
ción. 

Y en todo caso, si se hubiese comprobado legal- 
mente la simulación, bastaría la sentencia que la de- 
clarase, y las anotaciones consiguientes en el registro 
de la propiedad y en el protocolo donde ella se 
otorgó para dejar sin efecto dicha escritura de com- 
praventa. 

Por estos fundamentos, y disposiciones legales, 
fallo: absolviendo á don Ventura Fernández de la 
demanda que á fs. 2 le interpuso don Mario Baraldo, 
debiendo abonarse las costas en el orden causadas, 
por no encontrar mérito para imponerlas á la parte 
vencida. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, á 17 de julio de 1894. 

Inscríbase en el libro de sentencias, y repónganse 
los sellos. 

Angel S. Pizarro. 
Ante mí: José G. MariñOy secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 10 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Mario Baraldo contra don Ventura Fernández, sobre 
nulidad de un título; respecto de la sentencia co- 
rriente á fs. 318, el Tribunal estableció la siguiente 
cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 318? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gimé- 
nez, González del Solar, Gelly, Molina Arrotea. 

El doctor Giménez dijo: 

El pronunciamiento recurrido contiene fiel y cir- 
cunstanciada relación de los antecedentes del litigio, 
y lo decide aplicando con recto criterio el art. 760 
del Código Civil y sus concordantes, conforme á 
los cuales, cuando se trata de una simulación entre 
las partes que han concurrido á celebrar el acto ju- 
rídico que se dice simulado, es indispensable para 
comprobarla presentar el contradocumento ó la prue- 
ba escrita que lo acredite. 

Las consideraciones que el Inferior aduce en al- 
cance de esta conclusión, son suficientemente de- 
mostrativas y concuerdan con las expuestas en nu- 
merosos casos resueltos por este Tribunal, que 
establecen una constante é invariable jurisprudencia 
en ese sentido. 

Cito entre otros, el que se registra en el tomo 2^ 
(tomo 11), serie 2^, pág. 58 de la Colección de fa- 
llos de esta Cámara. 
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Voto, en mérito de estas razones, por la afirmati- 
va en la cuestión planteada. 

Los doctores González del Solar y Gelly se adhi- 
rieron al voto anterior. 

El doctor Molina Arrotea votó á su tumo en el 
mismo sentido que los señores camaristas que le 
preceden, teniendo principalmente en cuenta lo ex- 
puesto en el considerando tercero de la sentencia del 
Juez inferior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — Gonzá- 
lez DEL Solar. 

Ante mí: .V. Gofizález del Solar {\Á]o). secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 10 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Carlos Mo- 
lina Arrotea. — Nicanor González del 
Solar. 

Ante mí: A. González del Solar (h\]6), secretario. 
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Sumario — Cuando en la obligación á plazo fijo se reconoce 
una obligación accesoria, la última subsiste en 
tanto no se cumple la principal. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia) 
Y vistos: — Resulta: 

A fs. 3 se presenta don Juan Martín Zapiola, en 
representación de don Edeimiro Sarria, y dice: Que 
entabla formal demanda contra don Francisco A. 
Bellizia, domiciliado en la calle Soler número 1410, 
á fin de que oportunamente se le condene al men- 
cionado señor Bellizia al pago de los valores que 
enuncia en seguida, con más sus intereses, costas y 
costos; que el crédito de su demandante consta en 
el do'^umento que acompaña, que dice así: Recibí 
del señor don Edeimiro Sarria la cantidad de 15,300 
pesos moneda nacional nominales en cédulas hi- 
potecarias de la Provincia de Buenos Aires, es de- 
cir, 10,000 pesos de serie N, y 5,300 de la serie 
E, y me comprometo á devolverle al señor Sarria, 
á la vista, y entretanto abonarle los cupones co- 
rrespondientes trimestralmente, y además 95 pesos 
moneda nacional de premio. — Buenos Aires, 25 de 
setiembre de 1892. — F. A, Bellisia, calle Soler nú- 
mero 1410. — Otrosí digo: que me comprometo á 
devolverle al señor Sarria sus cédulas en el plazo 
de seis meses, y para mayor validez firmo el pre- 
sente. — Francisco Antonio Beltizia.» — Que en el pri- 
mer momento, el señor Bellizia dijo que devolvería 
las cédulas expresadas en el documento, siendo exi- 
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gibles á la vista; que luego pidió seis meses de 
plazO; que se le acordó en el mismo acto; que ven- 
cido el plazo nuevamente, se le exigió el pago de 
la obligación, y que el señor Bellizia, alegando pre- 
textos fútiles, no ha cumplido con ei pago; que no 
solamente no ha pagado la obligación, sino que no 
ha sido posible conseguir los cupones ni los 95 
pesos de curso legal trimestral á que estaba obliga- 
do á entregar como premio; que se trata de una 
obligación civil cuyo pago debió ser hecho el día 
de su vencimiento (art. 750 del Código Civil); que la 
calidad de acreedor de su mandante le da derecho 
para emplear los medios legales á fin de que el 
deudor le procure aquello á que se ha obligado 
(artículo 505, Código Civil). Por lo expuesto, pide 
se provea como lo solicita, emplazándole al señor 
Bellizia para que conteste en el término legal. 

A fs. 7, Bellizia promueve una excepción por 
falta de personería, la que fué resuelta á fs. 23, y 
quedó terminada por la renuncia de fs. 31. 

A fs. 36 se pidió inhibición contra Bellizia, no ha- 
ciéndose lugar por auto de fs. 37, confirmado á 
fojas 41. 

A fs. 47, don Pascual Giliberti, en representación 
de Bellizia, contesta el traslado de la demanda, di- 
diendo: Que contesta el traslado, y que al mismo 
tiempo contrademanda al señor Sarria en la forma 
que sigue: que la demanda de Sarria contiene mu- 
chas inexactitudes, procediendo á sabiendas con te- 
meridad mala fe; acompaña un documento, ó sea 
un mandamiento de embargo del juez doctor Peyret, 
secretaría González, por el cual resulta que Bellizia 
cobra á Sarria la suma de 705 pesos moneda na- 
cional, además de los intereses y costas proceden- 
tes de un pagaré debidamente reconocido; que su 
defendido no ha pagado porque no debía pagar, 
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porque es acreedor de una cantidad mayor de la 
que pueden importar los cupones con parte de las 
cédulas, y, por consecuencia, obra en su favor la ley 
de compensación hasta la concurrencia de los res- 
pectivos créditos (art. 818 y siguientes), compensa- 
ción que expresamente opone; que su representado 
no sólo ha abonado intereses y cupones por mucho 
tiempo, sino que ha adelantado á Sarria la cantidad 
de pesos 1,712 con 60 centavos, en momentos de 
necesidad; que el contrato de que se habla en el 
documento transcripto en la demanda, es un con- 
trato antiguo que tuvo origen el día 1 1 de agosto 
de 1890; que desde el vencimiento del primer tri- 
mestre hasta el día 25 de setiembre de 1892, Bellizia 
ha abonado á Sarria 3,100 pesos nacionales; que 
sólo el primer pago consta del recibo que acompaña, 
y que todos los otros pagos posteriores han sido 
hechos en confianza; que al firmar el documento 
renovado á seis meses. Bellizia entregó á Sarria la 
cuenta de lo que se le había abonado, resultando á 
favor de su defendido un saldo de 1,712 pesos 60 
centavos moneda nacional; que Sarria no quiso fir- 
mar la cuenta, que la tuvo siete meses y que nunca 
la objetó, y que después recibió 100 pesos más sin 
pedirle recibo; que durante el plazo del segundo 
documento, Sarria no se atrevió á pedir más plata 
porque debía descontar la demasía y porque debía 
el pagaré procedente de honorarios y gastos judicia- 
les; que en consecuencia, contrademanda á Sarria 
por el pago de la cantidad de pesos 1,712 con 60 
centavos moneda nacional, suma que opone en com- 
pensación, y que unida á la otra de pesos 705, for- 
man el total de pesos 2,417 con 60 centavos mone- 
da nacional. 

Que se dé por entablada la contrademanda, agre- 
gados los documentos con copias respectivas para 
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el traslado, y ordenar de legítímo abono la cantidad 
de pesos 1,712 con 60 centavos moneda nacional, 
de compensarse con el importe de las cédulas, como 
igualmente la cantidad de pesos 705, importe del 
mandamiento, condenando en costas á Sarria como 
litigante temerario. 

Corrido traslado de la contrademanda á k. 53, 
don Alberto C. Rivarola, en representación de Sa- 
rria, dice: Que se rechace la contrademanda deduci- 
da, con especial condenación en costas; que es cierto 
que existe una ejecución contra su representado por 
la suma que se expresa de 705 pesos por honora- 
rios al señor Bellizia, y puesto que tiene ese paga- 
ré firmado por su representado, es de opinión que 
debe operarse la compensación; que en cuanto á Irts 
cuentas acompañadas, dice: que toda operación y 
toda entrega que haya existido entre el señor Be- 
llizia y su representado ha sido materia de docu- 
mentación, y de sus correspondientes recibos debi- 
damente otorgados, y que rechaza toda constancia 
que no esté firmada por su representado. En conse- 
cuencia, pide se provea de conformidad á lo solici- 
tado. 

A fs. 57 se recibió la causa á prueba, habiéndose 
producido la que expresa el certificado de fs. 59. 
Y considerando: 

P Que el demandado, en su contestación de fojas 
47, no desconoce la autenticidad del documento de 
fojas 1 , aceptándolo, por el contrario, en todas sus 
partes, según resulta de la referida contestación, 
pues al final del citado escrito confiesa que debe á 
Sarria las cédulas y los intereses sólo hasta el día 
convenido del 25 de mayo de 1893 y los cupones 
correspondientes desde el 25 de setiembre del año 
1852 hasta la entrega efectiva. 

2^ Que á mayor abundamiento, el señor Bellizia, 
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absolviendo á fs. 70 las posiciones de fs. 69, con- 
fiesa que está obligado á entregar á Sarria 10,000 
pesos moneda nacional en cédulas del Banco Hipo- 
tecario de la Provincia, serie N, y 5,300 pesos en 
cédulas del mismo establecimiento, serie E, y á 
pagarle los cupones vencidos de las referidas cédu- 
las desde el 25 de setiembre del año 1892 (contes- 
tación í las primera, segunda y tercera preguntas), 
y respondiendo á la quinta, confiesa también que 
no ha abonado á Sarria ninguna suma á cuenta ó 
en pago de las obligaciones expresadas después del 
25 de setiembre del año 1892 (fecha del documento 
de fs. 1). 

3^ Ahora bien; ante confesiones tan expresas y 
categóricas, queda fuera de todo debate la obliga- 
ción por parte de Bellizia de entregar á Sarria 
15,300 pesos moneda nacional en cédulas del Banco 
Hipotecario de la Provincia y la de pagarle los cu- 
pones vencidos de las expresadas cédulas desde el 
25 de setiembre de 1892. 

40 Que en el documento de fs. l se obliga tam- 
bién Bellizia á abonar á Sarria trimestralmente 95 
pesos de premio, pero tanto en su contestación (véa- 
se fs. 49 vta.), como en la absolución de posiciones 
referida, cuarta pregunta, el señor Bellizia sostiene 
que «su obligación de pagar 95 pesos de premio 
es sólo desde el 25 de setiembre de 1892 por dos 
trimestres, ó sea hasta el vencimiento del pagaré, 
25 de mayo de 1893 , y entonces procede estudiar 
y resolver este punto en discusión, pudiendo desde 
luego afirmarse que el demandado carece de toda 
justicia y razón al respecto. 

La obligación, tal como consta del documento de 
fojas 1, fué contraída por el término de seis meses, 
pero es incuestionable que si ella no fué cumplida 
á su vencimiento, ha continuado existiendo íntegra- 
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mente y tal como se contrajo, sin que le sea dado á 
una de las partes, y sobre todo á la que dejó de 
cumplirla, modificar en su favor y por su sola vo- 
¡untad á extinguir en parte su obligación, tanto más 
cuando en el documento referido no existe una sola 
palabra que autorice las pretensiones del señor Be- 
llizia. 

La obligación de pagar 95 pesos de premio, debe 
considerarse y es en realidad un accesorio de la 
obligación principal referente á la devolución de las 
cédulas, y es claro que este accesorio de los 95 
pesos de premio, como sería el de pagar intereses, 
no se extingue y subsiste mientras subsista la obli- 
gación principal. 

Por otra parte, el art. 724 del Código Civil enu- 
mera los casos de cómo ó por qué se extinguen las 
obligaciones, y mientras tanto el señor Bellizia no 
expresa ninguno, en virtud del que se le pueda con- 
siderar libre de la obligación que nos ocupa. 

5^ Considerando respecto de la contrademanda: 
Que desde luego debe descartarse de la discusión 
la suma de 705 pesos, importe del pagaré que se 
menciona por Bellizia en su escrito de fs. 47, pues 
Sarria lo reconoce y acepta que se opere la com- 
pensación por esa cantidad (véase escrito de fs. 53 
presentado por esta parte), siendo, por lo tanto, in- 
necesario hacer mención especial al respecto, lo 
que resulta de los certificados de fs. 64, 66 vuelta 
y 87 vta. 

6^ Que en cuanto á los 1,712 pesos con 60 cen- 
tavos que Bellizia cobra á Sarria como saldo de la 
cuenta de fs. 45, por entregas verificadas hasta el 
25 de setiembre del año 1892, debe observarse que 
Sarria, absolviendo posiciones á ís. 96, niega cate- 
góricamente que Bellizia le haya entregado la suma 
de 3,100 pesos que expresa la cuenta de fs. 45, 
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como también que sea cierto el saldo que arroja 
esa cuenta. 

7^ Sin embargo, el mismo Sarria, contestando á 
la novena pregunta de las posiciones de fs. 93, re- 
conoce expresamente que la cuenta pasada por Be- 
llizia arrojaba un saldo á favor de éste, pero niega, 
como ya se ha dicho, que ese saldo sea el de la 
cuenta de fs. 45. 

Ahora bien; esto demuestra que Bellizia entregó 
á Sarria, hasta el 25 de setiembre del año 1892, 
mayor cantidad que la que (iebía abonarle por el 
premio de 95 pesos con 50 centavos y por los cu- 
pones que se les pagó en dinero (véase contestación 
á las preguntas undécima y duodécima), pero el 
ciiantunt del excedente entregado por Bellizia no 
está comprobado, por lo que se hace necesario es- 
tudiar y resolver esta faz de la cuestión. 

8^ La prueba testimonial producida por Bellizia, 
que se hace admisible desde que existe un princi- 
pio de prueba por escrito (arts. 119 y 1192, Código 
Civil, y 180, Código de Procedimientos), es ineficaz 
á los efectos de esa comprobación. Ernesto Gallo 
(fojas 103): su declaración no merece ninguna fe 
por las contradicciones en que incurre; el testigo, 
contestando á la tercera pregunta del interrogato- 
rio de fs. 102, dice: que ha presenciado que varias 
veces Bellizia entregó á Sarria cantidades de dinero 
sin recibo, y que después ha visto un pagaré, que 
es el contrato de las cédulas; sabe por qué motivo 
hacía Bellizia esas entregas, mientras que repregun- 
tado de contrario á fs. 104 vta., expresa: que no 
sabe qué clase de obligación contenía el pagaré 
que Bellizia entregó á Sarria. Por otra parte, este 
testigo ignora el monto del saldo que arrojaba en 
contra de Sarria la cuenta que le entregó Bellizia 
el 25 de setiembre de 1892, que es lo que se trata 
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de comprobar. Víctor Stella (fs. 107): basta leer su de- 
claración para conv^encerse de la falsedad del testigos- 
contestando á la tercera pregunta, dice: que el 25 
de setiembre de 1892 presenció que Bellizia entre- 
gó á Sarria la cuenta y otros 100 pesos, quedando 
un saldo á favor de Bellizia de 1,400 ó 1,500 pesos, 
pero no da razón de cómo sabe ó le consta la exis- 
tencia de ese saldo; contestando á la quinta pregun- 
ta, expresa: que cuando Bellizia entregó á Sarria los 
100 pesos, le dijo: con esto se completan 3,100 pe- 
sos, mientras que á la última repregunta hecha de 
contrario manifiesta que Bellizia, al entregar á Sa- 
rria el documento, sólo le dijo «este es el contrato 
de las cédulas que hemos renovado ; dice que igno- 
ra por cuánto era y antes expresó que ascendía á 
15,300 pesos; no sabe tampoco si arrojaba un saldo 
á favor de Sarria, y con anterioridad dijo, que lo 
arrojaba en favor de Bellizia por 1,500 pesos; ade- 
más, estos dos testigos, que según ellos mismos se 
encontraban presentes cuando Bellizia entregó á 
Sarria el documento, la cuenta y 100 pesos con fe- 
cha 25 de setiembre de 1892, se contradicen en lo 
que declaran, pues mientras Gallo expresa que Be- 
llizia escribió el pagaré y se lo entregó á Sarria di- 
ciéndole <aquí tiene el pagaré», Stella manifestó que 
al entregárselo, Bellizia dijo al demandante, «con 
esto se completan los 3,000 pesos; este es el contra- 
to de las cédulas que hemos renovado > . 

Ahora bien: si los dos estuvieron presentes, am- 
bos debieron oir lo que dijo Bellizia á Sarria, y, sin 
embargo, resulta lo contrario de sus declaraciones. 

Los testigos Catalina Roque (fs. 123), Eduardo 
Roc^ue (fs. 124) y Josefina Halsen (fs. 125), no tie- 
nen importancia, pues nada saben respecto al saldo 
que pretende Bellizia existir en su favor. 

Queda sólo el testigo Albirosa(fs. 129 vta.), quien 
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declara que 03'ó á Sarria que el saldo de la cuenta 
es el que pretende Bellizia, pero este testigo es sin- 
gular, y, por lo tanto, carece de fuerza probatoria su 
testimonio. 

9^ Que dado el resultado que acaba de analizarse 
en los dos considerandos precedentes, corresponde 
al caso la aplicación de lo que disponen las leyes 
2^ y 5^, tít. 11, part. 3^ y lo que estatuye el artícu- 
lo 220 del Código de Procedimientos, desde que 
aparece legalmente comprobada la existencia de un 
saldo á favor de Bellizia, sin que esté justificado 
su importe. 

10. Que para determinar la cantidad dentro de 
la que Bellizia ha de prestar el juramento, el Juz- 
gado sólo puede atender en el presente caso á 
arreglos de equidad, teniendo además en conside- 
ración que no es presumible que Bellizia haya en- 
tregado á Sarria más del doble de lo que debía 
abonarle sin exigirle recibo. 

1 1 . Que para que la compensación tenga lugar es 
preciso que ambas deudas consistan en cantidades 
de dinero ó en prestaciones de cosas factibles entre 
sí, de la misma especie y de la misma calidad (ar- 
tículo 820, Código Civil). Ahora bien: como lo que 
se cobra por la demanda de fs. 3 son acciones y 
los cupones correspondientes, con más el premio en 
el documento de fs. 1, es claro que la compensa- 
ción alegada por Bellizia sólo puede operarse hasta 
la cantidad que éste adeuda á Sarria por los 95 
pesos de premio que está obligado á pagarle trimes- 
tralmente desde la fecha del referido documento 
de fs. 1. 

12. Que, para terminar, debe establecerse que 
el recibo de fs. 43, reconocido á fs. 92, no constituye 
prueba digna de tenerse en cuenta, pues él se re- 
fiere á pagos hechos por el contrato primitivo y á 
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cantidades que no cobra Sarria. Debe también 
observarse, que si en el tercer petitum de la de- 
manda se cobran intereses, el Juzgado entiende y 
así lo declara, que esos intereses son los 95 pesos 
de premio estipulados en el documento de fs. 1. justi- 
ficando esta resolución la misma enumeración que 
hace el actor de lo que le adeuda Bellizia. 

Por estos fundamentos y lo dispuesto en los ar- 
tículos 750 y 505 del Código Civil, fallo: condenan- 
do á don Francisco Bellizia á devolver á don Edel- 
miro Sarria: primero, 10,000 pesos nacionales en 
cédulas del Banco Hipotecario de la Provincia serie 
N; segundo, 5,300 pesos en cédulas del mismo Banco 
serie E; tercero, los cupones correspondientes á los 
trimestres vencidos; y cuarto, la cantidad corres- 
pondiente al premio trimestral de 95 pesos, com- 
prendiéndose en esta resolución el premio corres- 
pondiente á los trimestres vencidos con posterioridad 
al 25 de mayo del aflo 1893, declarándose que este 
premio son los intereses que se cobran; fallo también 
condenando á Edelmiro Sarria á pagar á don Fran- 
cisco Bellizia la suma de 705 pesos á que se refiere 
el pagaré que se menciona en la contestación de 
fojas 49, como asimismo la cantidad que por saldo 
de cuentas al 25 de setiembre de 1892 resulta 
adeudarle Sarria, señalándose, á los efectos del ju- 
ramento que debe prestar el seflor Bellizia á este 
respecto, la suma de 600 pesos; fallo, por último, 
declarando procedente la compensación opuesta por 
el señor Bellizia, pero sólo hasta la concurrencia 
de las cantidades de dinero por las que recíproca- 
mente son acreedor y deudor: todo sin especial 
condenación en costas, pues Bellizia ha compro- 
bado en parte los fundamentos de su defensa y no 
puede considerarse que haya procedido con teme- 
ridad. 
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Y definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en Buenos Aires, á 10 de junio del 
año 18S5. 

Repónganse las fojas. 

Luis F. Posse. 
Ante mí: Agustín Sasso^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 10 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por don 
Edelmiro Sarria contra don Francisco Bellizia, por 
cobro de pesos; respecto de la sentencia corriente 
á fs. 183, el Tribunal estableció las siguientes cues- 
tiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 183? 

2^ Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Molina 
Arrotea, Díaz, Gelly, Giménez, González del Solar. 

A la primera cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

La sentencia recurrida se ajusta en un todo á 
los términos de la litiscontestación. 

Es esto loque mandan los arts. 216 y 217 del 
Código de Procedimientos, sin que se desprenda de 
sus claras disposiciones que los jueces hayan de 
pronunciarse, bajo pena de nulidad, sobre las sus-' 
citadas por las partes en sus pruebas, en sus alegatos 
ó en cualquier otra articulación incidental de la 
causa. 
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La improcedencia del recurso es, pues, maniñesta, 
por lo que emito mi voto por la negativa. 

Los doctores Díaz, Gell}', Giménez y González 
del Solar se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

La sentencia del Inferior condena respectivamente 
al demandado y al actor en la reconvención contra 
él promovida, pero como este último ha consentido 
el fallo, el Tribunal sólo debe ocuparse de la apela- 
ción interpuesta por la parte de Bellizia. 

El conocimiento de este recurso no presenta di- 
ficultades. 

El Juez a quo condena al demandado á mérito 
de su propia confesión, que es la prueba de mayor 
eficacia en derecho (ley 2^, tít. 13, part. 3^). 

Para persuadirse de la justicia de esta conde- 
nación basta tener en cuenta que en la demanda se 
persigue el cumplimiento de las obligaciones contraí- 
das en el documento de fs. 1, las que han sido ex- 
presamente reconocidas por el apelante al absolver 
el pliego de posiciones de fs. 69. 

Es además de tenerse presente lo que sobre 
este particular se expresa en el escrito de agra- 
vios. 

La diferencia sobre el premio de 95 pesos ha 
sido solucionada con acierto por el Inferior, siendo 
de advertirse que el documento de fs. 208 no 
puede influir de manera alguna en las conclusiones 
del fallo si se le compara con el que instruye la 
acción. 

No habiendo, por otra parte, demostrado el ape- 
lante que la forma en que ha sido decidida la re- 
convención agravia su derecho, reproduciendo en su 
mérito las consideraciones que fundan el fallo del 
Inferior, y de acuerdo á lo dispuesto en los art. 505 



Digitized by 



Google 



— 37 — 



y 1197 del Código Civil, emito mi voto por la 
afirmativa en la cuestión planteada. 

Los doctores Díaz, Gelly, Giménez y González 
del Solar se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — Gonzá- 
lez DEL So)-AR. — Díaz. 

Ante mí: A'. González del Solar (hijo), secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 10 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia de fs. 183, regulándose en 200 
pesos los honorarios del doctor Hall, en la misma 
suma los del doctor Rivarola y en 40 pesos los 
derechos procuratorios de Rivarola. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Carlos Mo- 
lina Arrotea. — Nicanor González del 
Solar. — Delfín B Díaz. 

Ante mí: A'^. González del Solar (hijo), secretario. 
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CAUSA 221 

Svvi?:o — /' La jurisdicción ante la cual se ha pactaifo el 
arbitraje es la competente para entender n ¿a 
ejecución por los honorarios de los árbttros.'-2^ El 
testimonio de una regulación es titulo há- nl para 
ejecutar al que del mismo resulte deudor. 

AXTECEDEXTES 

(Dictamen del Agente Fiscah 
Señor Juez: 

\ Los juicios por cobro de honorarios se conside- 
ran incidentes del juicio en que fueron devengados; 
siendo esto así, el juez que intervino en lo principal 
es competente para intervenir en el presente. 

Si \^ S. conceptuase necesario se probasen es- 
tos hechos, debe V. S. así resolverlo. 

Buenos Aires, setiembre 21 de 1897. 

Raymundo Naveyra. 



(Sentencia de 1^ Instancia) 

Buenos Aires, marzo 29 de 1898. 

Y vistos: — Resulta: 

A fs. 2 se presenta el procurador Fernández, en 
representación del doctor Nicolás Casarino, con el 
testimonio de fs. 1, demandando ejecutivamente á 
los señores don Delfín Vie3Ta y don Domingo del 
Campo, por cobro de diez mil pesos moneda na- 
cional procedentes de honorarios como árbitro en el 
juicio que menciona. 

Trabado embargo por el auto de fs. 11 vta., se 
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mandó citar de remate á los ejecutados, dejando 
vencer el señoi Vieyra el término de ley sin oponer 
excepciones, haciéndolo á fs. 12 el doctor Del Cam- 
po, por su representado, oponiendo las de incom- 
petencia de jurisdicción y de inhabilidad del título. 

A £s. 15 corre la vista fiscal después de sustan- 
ciado el punto, recibiéndoselas excepciones á prueba 
por auto de fojas 15 vuplta sin que el doctor Del 
Campo hiciese uso de su derecho. 

Y considerando, respecto de la incompetencia: 

Que la excepción se funda en que el doctor Del 
Campo debe ser demandado por obligación personal 
en el lugar de su domicilio, que es la ciudad de 
Tucumán, y debe serlo ante la justicia federal por 
cuanto el ejecutante es vecino de esta capital. 

Que en estos autos no se ha producido prueba 
acerca de la exactitud de los hechos afirmados, 
pero aunque ella existiese no quedaría demostrada 
la procedencia de la excepción opuesta, por cuanto 
la presente ejecución versa sobre cobro de hono- 
rarios regulados a¡ doctor Casarino como árbitro 
tasador, partidor y liquidador en el juicio seguido 
por el doctor Domingo del Campo y don Delfín 
Vieyra, el que tramitó en la jurisdicción de este 
Juzgado, por lo que el doctor Casarino tiene perfec- 
to derecho para presentarse ante esta misma juris- 
dicción demandando el pago de sus honorarios. 

Que si bien es acción personal la deducida por 
el doctor Casarino, debe tenerse presente que lo 
cobrado procede de gastos del juicio; que el juez 
de la causa es el competente para resolver sobre 
las cuestiones que se susciten por honorarios (ar- 
tículos 58, 59, 63 y 65, Apéndice al Código de Pro- 
cedimientos); que las demandas por cobro de hono- 
rarios son incidentes ó consecuencia de lo principal, 
y si las partes aceptan la jurisdicción de un Tribu- 
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nal para que entiendá y resuelva sobre lo principal, 
es fuera de duda que la aceptan también para que 
entienda y resuelva sobre lo que es un accesorio 
(doctrina consagrada por la Excma. Cámara en sus 
Fallos, serie 2^, tomo. 4 (tomo 13), pág. 408; igual 
serie, tomo 6 (tomo 15), pág. 375; igual serie, tomo 
8 (tomo 17), pág. 425). 

Que, por lo tanto, de las consideraciones prece- 
dentes resulta que carecen de fundamento legal las 
causales en que se funda la excepción de incompe- 
tencia. 

Considerando, respecto de la excepción de inha- 
bilidad del título que sirve de base á la cuestión: 

Que esta excepción se funda en la nulidad del 
juicio arbitral y del laudo pronunciado en el mismo. 

Que el auto de regulación de que instruye el 
testimonio de fs. l es un instrumento público (ar- 
tículo 979 del Código Civil), por lo cual la ejecución 
resulta bien iniciada, según el art. 465 del Código 
de Procedimientos, desde que todo instrumento pú- 
blico es un título que trae aparejada ejecución. 

Que el título ejecutivo no es ni puede ser el jui- 
cio arbitral y el laudo, como lo pretende el doctor 
Del Campo, porque es obvio que de ambos no puede 
constar que se adeude cantidad determinada ó líqui- 
da al ejecutante, por lo que mal podría despa- 
charse ejecución (art. 475 del Código de Procedi- 
mientos); el título ejecutivo es simplemente el 
testimonio de fs. 1, contra el que nada se ha ob- 
jetado. 

Que el juicio arbitral y el laudo son actos válidos 
mientras no exista una sentencia que declare lo 
contrario, de donde se sigue que el doctor Del 
Campo no puede oponer una excepción fundada en 
una nulidad no declarada, y menos puede preten- 
der en este juicio ejecutivo de sumaria tramitación 
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que se declare la nulidad de todo el juicio arbitral, 
quedando desde luego demostrada la improcedencia 
de la excepción aludida. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto por el ar- 
tículo 498 del Código de Procedimientos en su pri- 
mera parte, y no habiendo el señor Vieyra opuesto 
excepción alguna en la oportunidad debida, fallo: 
mandando llevar adelante la ejecución, rechazando 
en absoluto las excepciones opuestas por el doctor 
Del Campo; con costas, regulando el honorario del 
doctor Giralt en 200 pesos moneda legal, y los del 
procurador Fernández en 80 de la misma moneda. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires, 
á 29 de marzo de 1898. 

Regístrese, repónganse las fojas, y hágase saber. 

Luis F. Posse. 
Ante mí: Enrique A. Pisarro^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
gentina, á 13 de setiembre de 1898, reunidos los 
señores vocales de la Excma. Cámara de Apelacio- 
nes en lo Civil, en su sala de acuerdos, para cono- 
cer del recurso interpuesto en los autos seguidos 
por don Nicolás Casarino contra don Delfín Vieyra 
y otro, sobre cobro ejecutivo de pesos; respecto de 
la sentencia corriente á fs. 19, el Tribunal estableció 
las siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia apelada? 

2^ En caso negativo: ¿es justa dicha sentencia? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar en el orden siguiente: doctores Díaz, 
Gelly, Giménez. 
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A la primera cuestión el doctor Díaz dijo: 
El fallo recurrido no adolece de ningún vicio ca- 
paz de invalidarlo. Por el contrario, se han observa- 
do al dictarlo las reglas previstas en los arts. 216 
y 217 y concordantes del Código de Procedimientos. 
Voto por la negativa en esta cuestión. 
Los doctores Gelly y Giménez se adhirieron al 
voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Díaz dijo: 
El doctor Casarino demandó ejecutivamente á los 
señores doctor Domingo del Campo y Delfín Vieyra 
por la suma de diez mil pesos moneda nacional, 
importe de sus honorarios devengados como árbitro 
amigable componedor en el juicio que expresa, el 
que le había sido regulado en la expresada can- 
tidad. 

Librado y diligenciado el mandamiento de estilo, 
se citó de remate á los ejecutados. 

El señor Vieyra no opuso excepción alguna; pero 
el doctor Del Campo opuso las excepciones de in- 
competencia de jurisdicción é inhabilidad del título. 

Tramitadas directamente tales excepciones, el In- 
ferior se ha pronunciado desestimándolas y man- 
dando llevar la ejecución adelante. 

La sentencia apelada es justa y debe confirmarse. 

El Juez a quo, mediante razonamientos de orden 
legal y antecedentes de jurisprudencia que recuer- 
da, demuestra la sinrazón de la excepción de in- 
competencia. 

Lo propio sucede con la de inhabilidad del título, 
pues establece con fundamentos irrefutables que el 
título con que se ha iniciado la presente ejecución 
se halla comprendido entre los que enumera el ar- 
tículo 465 del Código de Procedimientos. 

No habiendo opuesto el señor Vieyra excepciones 
le comprende la sanción del art. 485 del Código de 
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Procedimientos, y el Inferior ha procedido correcta- 
mente mandando llevar también adelante la ejecu- 
ción en lo que á él respecta. 

Considero que la sentencia apelada debe confir- 
marse por sus fundamentos, por ser perfectamente 
arreglados á derecho y á las constancias de autos. 

Voto por la afirmativa en esta cuestión. 

Los doctores Gelly y Giménez se adhirieron al 
voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), !>ecretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 13 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia recurrida, fijándose los de- 
rechos procuratorios de Fernández en la suma de 
20 pesos moneda nacional. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — 
Delfín B. Díaz. 

Ante mí: N, González del Solar (hijo), secretario. 
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CAUSA. 222 

Sumario — La aienia de honorarios presepitada particular- 
9nefite no impide la demanda judicial por una 
suma mayor, si aquella no fuese expresamente 
aceptada. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos, seguidos por el doctor María- 
no Demaría contra don Antonio Devoto, sobre co- 
bro de pesos provenientes de servicios profesionales 
de abogado; y resultando: 

1^ Que á fs. 4 se presentó el doctor Mariano 
Dtemaría, exponiendo: Que á fines de diciembre de 
1896, lo vió don Antonio Devoto para que le sirvie- 
ra de abogado en la testamentaría de su señora es- 
posa, doña Rosa Viale de Devoto, y habiendo acep- 
tado, tuvo conferencias casi diarias hasta mediados 
de enero de 1897, durante la feria, con el señor doc- 
tor Manuel Quintana, abogado de los señores Viale, 
instituidos herederos por la señora Devoto, y dos 
veces con el señor doctor Ezequiel Pereyra; que 
habiéndose separado de ese asunto, por solicitud 
del mismo señor Devoto, le pasó la cuenta de sus 
honorarios por 10,000 pesos; que el señor Devoto 
no acepta tal suma por creerla elevada, según lo 
manifiesta en la carta que adjunta, por lo que ocurre 
ante el Juzgado, solicitando el pago, no ya de los 
10,000 pesos, sino de 20,000 en que los estima, 
puesto que razones que no tiene para qué exponer 
ahora, fueron las que le decidieron á cobrar la 
primera suma; que cuando los trabajos del abogado 
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no constan en los autos, como en este caso, la juris- 
dicción establecida es el nombramiento de árbitros, 
é invoca en favor de esta tesis varios fállos de la 
Excelentísima Cámara Civil, y termina solicitando 
la convocación á un comparendo para nombrar los 
peritos que han de fijar el monto de sus honorarios. 

2^ Que á fs. 4 vta. se corrió traslado de esta 
demanda á don Antonio Devoto, quien lo evacuó á 
fojas 8, por intermedio de su apoderado don Pedro 
Diana, exponiendo: Que es cierto que Devoto, al re- 
cibir la carta ó recibo de 10,000 pesos, le manifestó 
al doctor Demaría, por la esquela de 4 de febrero, 
que encontraba elevada dicha suma, agregando que 
volvería sobre el asunto en cuanto le fuera posible 
y procuraría arreglarlo de una manera razonable; 
que Devoto, en ese momento, tenía que salir por 
diligencias urgentes, y no pudo detenerse á meditar 
sobre las pretensiones del demandante; que había 
tenido como abogado hasta el 29 de diciembre al 
doctor Pereyra, y desde esa fecha ocupó al doctor 
Demaría, que se separó del asunto por su propia 
voluntad el 13 de enero; que los trabajos del doc- 
tor Demaría, como los del doctor Pereyra, consis- 
tieron en conferencias tenidas con el propósito de 
llegar á un arreglo que evitase el pleito de nulidad 
pendiente ante este Juzgado con los señores Viale; 
que Devoto, atento el corto término de quince días 
que había durado la dirección del doctor Demaría. 
y el ningún resultado obtenido, creyó que era ele- 
vada la suma de 10,000 pesos que se le pedía; que 
esto no obstante, por carta que escribió al doctor 
Demaría, y cuya copia acompaña, le explicaba las 
circunstancias que había tenido en cuenta para ob- 
servar lo que le cobraba, y le pidió que le enviara 
la cuenta detallada de los honorarios, para que su 
abono no le fuera objetado en ningún tiempo por 
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nadie; que á este pedido tan plausible, el doctor 
Demaría contest(5 el mismo día con la carta original 
que acompaña; que Devoto extrañó la contestación 
por lo violento de la resolución de presentarse ante 
los Tribunales; que el doctor Demaría no ha man- 
dado al señor Devoto la cuenta detallada de sus ho- 
norarios, como éste lo solicitaba, ni lo ha hecho 
tampoco en su demanda; que la especificación de 
los servicios prestados es indispensable antes de 
proceder á nombrar árbitros, pues los árbitros sólo 
tienen facultad de fijar el precio de los trabajos de 
abogado que no consten en autos, pero no de esta- 
blecer la verdad de esos trabajos; que hay un punto 
de resolución previa por parte del Juzgadq, pues 
habiendo cobrado 10,000 pesos al principio, ahora 
pretende 20,000 pesos, sin que Devoto comprenda 
qué razones tenga el demandante para proceder así; 
que debe resolverse que los árbitros deben fijar los 
honorarios del doctor Demaría dentro de los 10,000 
pesos cobrados al principio y no dentro de los 
20,000 que cobra ahora Demaría. 

3^ Que á fs. 12 vta. se corrió traslado al deman- 
dante de los documentos acompañados á fs. 6 y 7 
por el demandado, el que fué evacuado á fs. 20, 
acompañando nuevos documentos, por lo que se 
corrió nuevo traslado á Devoto á fs. 29, y el que 
fué evacuado á fs. 31. 

4^ Que á fs. 43 se abrió la causa á prueba, pro- 
duciéndose la de que informa el certificado del actua- 
rio á fs. 118 vta. 

Y considerando: 

1^ Que como lo . demuestra la relación que ante- 
cede, el actor y demandado están acordes en que 
el primero prestó sus servicios profesionales al se- 
gundo para gestionar el arreglo de la testamentaría 
de doña Rosa Víale 'de Devoto por cuestiones pro- 
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movidas por los hermanos de esta señora con don 
Antonio Devoto; que los trabajos practicados por el 
doctor Demaría fueron extrajudiciales, y, por consi- 
guiente, no constan de autos. 

2^ Que están 'igualmente de acuerdo ambas par- 
tes que en la apreciación de los honorarios que co- 
rresponda al doctor Demaría deben ser determinada 
por árbitros. Difieren en este punto: ¿los árbitros 
deben fijar los honorarios del doctor Demaría den- 
tro de los 10,000 pesos que cobró privadamente al 
señor Devoto, ó dentro de los 20,000 pesos que co- 
bra actualmente? Esta cuestión, planteada como 
previa por las partes, corresponde en verdad que 
sea resuelta en primer lugar por el Juzgado, esta- 
bleciendo, al mismo tiempo, en qué han consistido 
los servicios profesionales prestados por el doctor 
Demaría. 

3^ Aun cuando el infrascripto considera que, en 
efecto, la cuestión principal y definitiva consiste en 
la apreciación jurídica de la situación del doctor 
Demaría al cobrar privadamente 10,000 pesos al 
señor Devoto, y cobrarle 20,000 pesos judicialmente, 
se cree en el deber de analizar la prueba produ- 
cida, para establecer en lo que han consistido los 
servicios profesionales que el doctor Demaría ha 
prestado al señor Devoto, y en seguida pronunciarse 
sobre este punto capital. 

4^ De la prueba rendida, tenemos por parte del 
actor la testifical de fs. 113. Declarando el testigo 
doctor Manuel Quintana al tenor del interrogatorio 
de fs. 111, dice: que desde últimos de diciembre de 
1896 á 2 ó 3 de enero de 1897, en su carácter de 
abogado de los señores Viale, tuvo conferencias con 
el doctor Demaría como abogado del señor Devoto, 
para arreglar amigablemente la cuestión pendiente 
entre esos señores, sin llegar á resultado satisfac- 
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torio, porque aunque había alcanzado á formularse 
un proyecto de arreglo, éste quedó sin efecto, por 
cuanto el doctor Demaría le manifestó que el señor 
Devoto no lo aceptaba y que las cpnlerencias teni- 
das con este motivo entre ambos abogados duraron 
varios días, repitiéndose á veces en un mismo día 
(preguntas 1^, 2^, 3^, 4^, 6^ y 7^, interrogatorio de 
fojas 111). 

Este testigo ha sido tachado por la parte de De- 
voto, por ser el doctor Quintana abogado de los 
seflores Viale en el juicio sobre nulidad hereditaria 
y fuera de los asuntos civiles en querellas crimina- 
les por falsificación de documentos. 

Apreciada esta tacha, de conformidad á lo dis- 
puesto en los arts. 204 y 209 del Código de Pro- 
cedimientos, debe ser desechada de plano, por no 
ser aplicable al testigo doctor Quintana ninguna de 
las causales señaladas en los arts. 206 y 207 del 
mismo Código, y no pudiendo el juez tener en cuenta 
motivos de tacha que la ley no enumera. Es verdad, 
por otra parte, que un testigo no basta para probar 
ningún hecho y es muy conocida la regla de derecho 
íesíís unus testis nullus^ pero no deja por ello, dada 
la calidad del testigo y precisamente por el conoci- 
miento perfecto del asunto que ha ventilado con el 
doctor Demaría, de servir de poderoso antecedente 
para la apreciación de la prueba, tanto más cuanto 
que lo principal no es desconocido por el demanda- 
do, ni en la contestación de la demanda ni en la 
absolución de posiciones de fs. 95, reconociéndose 
además los proyectos ó copias de proyectos co- 
rrientes á fs. 14, 15 y 16 de este expediente y las 
cartas de fs. 47 y 49. 

En efecto, el señor Devoto, al absolver las posi- 
ciones de fs. 95, confiesa que lo ocupó al doctor Do- 
maría á fines de diciembre de 1896, por espacio de 
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quince días, para que le arreglara extrajudicialmente 
el asunto de la sucesión de su señora esposa con 
los señores Viale, y que le presentó los proyectos 
que reconoce como fruto de su trabajo (posiciones 
1^/2^, 23^ y siguientes). 

5^ La parte demandada sólo ha solicitado posi- 
ciones del doctor Demaría, quien ha absuelto el 
pliego de fs. 174 á 176, cuyas contestaciones no 
alteran los lincamientos generales de su demanda. 

Lo expuesto en los anteriores considerandos evi- 
dencia que el doctor Mariano Demaría fué encar- 
gado, en su carácter de abogado, por don Antonio 
Devoto, para arreglar sus asuntos con los Viale 
con motivo de la testamentaría de su señora espo- 
sa, y trabajó en ese sentido desde fines de diciem- 
bre de 1896 hasta mediados de enero de 1897, 
quince días, según propia confesión de Devoto. 

Como los trabajos están justificados, como éstos 
no constan de autos, deben apreciarse por árbitros, 
como lo dispone el art. 1627 del Código Civil, y lo 
reconocen ambos litigantes. A pesar de esto, por de- 
creto de fs. 2 se mandó tener presente, como parte 
de prueba del actor, el expediente testamentario de 
doña Rosa Viale de Devoto, que tramita por este 
mismo Juzgado; el infrascripto no considera necesa- 
rio tenerlo á la vista, porque entiende que no tiene 
por qué entrar á i??dagar los motivos que hayan 
impedido al doctor Demaría seguir patrocinando al 
señor Devoto, ni tampoco entrar á juzgar la bondad 
y valor de los consejos dados por el primero al 
segundo. 

La forma como se ha trabado este pleito hace 
improcedente el examen que se pretende. 

6^ Ahora bien; volvamos á la cuestión enunciada 
al principio:, tenemos que el tiempo durante el cual 
el doctor Demaría ha prestado sus servicios profe- 

Civíl— Tomo 106-4 
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sionales está fijado: ¿los árbitros que ambas partes 
deben nombrar han de apreciar los honorarios del 
doctor Mariano Demaría dentro de los 10,000 pesos 
nacionales que le cobró al sefior Devoto al dejar de 
ser su abogado, ó dentro de los 20,000 que pide 
por su demanda de fs. 4? Veamos: no hay duda que 
el doctor Demaría ha servido al señor Devoto, como 
no la hay tampoco de que el doctor Demaría es 
abogado y tiene adoptada esta profesión como me- 
dio de vivir; luego puede demandar el precio de 
su trabajo aunque no se haya ajustado ninguno, ya 
que ni se alega siquiera que se haya comprometido 
á servir al señor Devoto gratuitamente (arts. 1627 
y 1628, Código Civil). 

El hecho de haber pasado una cuenta privada 
por una suma menor que la que exige judicialmente, 
nada significa jurídicamente. Puede haber tenido 
para ello razones ó motivos que el Juzgado no tiene 
derecho para averiguar, bastándole mirar el debate 
desde el punto de vista de la ley y tomar el caso 
tal como se presenta. 

La cuenta pasada por una suma que no se acepta 
no forma contrato, desde que sin el concurso de 
las voluntades jamás puede haber vínculo de obli- 
gación. 

Luego los árbitros que han de determinar el im- 
porte de los servicios prestados por Demaría á De- 
voto, deben tener presente que cobra por ellos 
20,000 pesos nacionales. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales in- 
vocadas, definitivamente juzgando, fallo: condenando 
á don Antonio Devoto á pagar, dentro de diez 
días, al doctor Mariano Demaría, por sus servicios 
profesionales, la cantidad que, tomando por base los 
20,000 pesos cobrados en la demanda, fijen los árbi- 
tros que nombrarán ambas partes en la forma y 
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con la solemnidad correspondiente. Sin especial con- 
denación en costas, por no encontrar el Juzgado 
mérito para imponerlas al vencido, dada la natura- 
leza de la cuestión discutida (art. 221 del Código 
de Procedimientos). 

Lo mando y firmo, en Buenos Aires, á 30 de 
junio de 1898. 

Inscríbase en el libro respectivo y repónganse los 
sellos. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Modestino C. Pisarro, secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 13 de setiembre de 1898, reunidos los se- 
ñores vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por el 
doctor don Mariano Demaría contra don Antonio 
Devoto, sobre cobro de pesos; respecto de la sen- 
tencia corriente á fs. 180, el Tribunal estableció la 
siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Díaz, 
Molina Arrotea, González del Solar, Giménez. 

El doctor Díaz dijo: 

El doctor Mariano Demaría demandó al señor 
Antonio Devoto por cobro de la suma de 20,000 
pesos moneda nacional ó la que determinen árbi- 
tros, procedente de los servicios profesionales que 
le había prestado, á su requisición, en la gestión 
extrajudicial del arreglo de la testamentaría de la 
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señora Rosa Viale de Devoto con motivo de las 
cuestiones promovidas por los herederos de la ex- 
tinta al señor Devoto. 

En conclusión pedía que se mandara constituir el 
tribunal arbitral, con arreglo al art. 1627 del Có- 
digo Civil. % 

Corrido traslado de la demanda al señor Devoto, 
no desconoció la existencia del servicio ni la proce- 
dencia de la formación de un tribunal arbitral, pero 
se mostró disconforme en cuanto á la importancia 
y extensión que le atribuía el actor, versando sobre 
esto la discusión y prueba que obra en autos. 

Hay otro punto que también ha sido materia de 
la litiscontestación y al cual las partes le han 
prestado marcada atención. 

Efectuados los servicios que el doctor Demaría 
expresa en su demanda, y separado ya de la direc- 
ción del asunto, pasó la cuenta de sus honorarios al 
señor Devoto por la suma de 10,000 pesos moneda 
nacional, la que fué rechazada por éste á causa de 
considerarla exagerada, circunstancia que motivó 
el que aquél se decidiera á instaurar la demanda 
de fs. 4, cobrando por sus trabajos no ya 10,000 
pesos sino 20,000, haciendo presente que antes había 
cobrado la primera suma por razones que no tenía 
para qué exponer ahora. 

El señor Devoto ha sostenido que habiendo el 
doctor Demaría estimado ya sus trabajos profesio- 
nales en 10,000 pesos, según la cuenta privada que 
le había pasado, no estaba habilitado para estimar- 
los en el presente juicio en la suma de 20,000 pesos 
por que lo demandaba y que el dictamen de los 
árbitros en ningún caso debería tomar por base 
para su estimación los 20,000 pesos, sino los 10,000 
primitivamente cobrados. 

El Inferior ha fallado condenando al señor De- 
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voto á pagar dentro de diez días al doctor Dema- 
ría, por sus servicios profesionales, la cantidad que 
fijen los árbitros, quienes tomarán por base, según 
lo establece, los 20,000 pesos cobrados en la demanda. 

El fallo ha sido recurrido en relación por el seftor 
^ Devoto únicamente en la parte que establece como 
base de la regulación á hacerse la suma de 20,000 
pesos cobrados en la demanda y no la de 10,000 
cobrados privadamente. 

Así, el único punto que el Tribunal está llamado 
á resolver, es el de saber si los árbitros deben 
tomar por base de su estimación los 20,000 pesos 
cobrados en este juicio por el doctor Demaría ó los 
10,000 que cobró privadamente, ó en otros términos, 
si habiendo el doctor Demaría cobrado privada- 
mente 10,000 pesos por sus servicios, pudo legal- 
mente, más tarde, cobrar por esos mismos servicios 
en juicio la cantidad de 20,000 pesos. 

Considero que la sentencia es justa en esta parte, 
y que, en consecuencia, debe confirmarse. 

Es un principio en materia de contratos que el 
consentimiento debe manifestarse por ofertas ó pro- 
puestas de una de las partes y aceptarse por la otra 
(artículo 1144, Código Civil). 

Las ofertas pueden ser retractadas mientras no 
hayan sido aceptadas, salvo algunos casos de excep- 
ción que expresamente consigna la ley (art. 1150, 
Código Civil). 

La aceptación hace sólo perfecto el contrato 
desde que ella se hubiese mandado al proponente 
(artículo 1154, Código Civil). 

Apliquemos esos principios al caso sub judice. 

Consta de autos que la cuenta de 10,000 pesos 
que el doctor Demaría pasó al señor Devoto fué 
rechazada por éste en virtud de haberla estimado 
exagerada con relación á la importancia que él asig- 
naba á la dirección profesional de que se trata. 
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Desde entonces el doctor Demaría quedó en si- 
tuación de retirar su cuenta ó propuesta y optar 
por la vía judicial para el cobro de sus honorarios 
(artículo 1150, Código Civil). 

Si la propuesta no fué aceptada por el señor De- 
voto no hubo acuerdo de voluntades sobre la fijación 
en 10,000 pesos del importe del honorario del 
doctor Demaría (argumento del art. 1154, Código 
Civil). 

Rechazada la cuenta de referencia por el señor 
Devoto, no hubo ajuste de precio sobre los honora- 
rios, y entonces subsiste la situación jurídica pre- 
vista por el art. 1627, Código Civil, según el cual 
el precio del servicio debe ser determinado por ár- 
bitros cuando no hubiese precedido ajuste, como 
ocurre en nuestro caso, debiendo dichos funcionarios 
tener en cuenta para la estimación la naturaleza é 
importancia en sí del servicio. 

El doctor Demaría, amparándose en la recordada 
disposición legal, ha promovido este juicio. 

Entiendo que los árbitros deben decidir sobre el 
precio de los servicios de referencia dentro de la 
suma de los 20,000 pesos que se cobran en la de- 
manda. 

Los doctores Molina Arrotea, González del Solar 
y Giménez se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Molina Arrotea. — González del 
Solar. — Díaz. 

Ante mí: N, González del Solar (hijo), secretario. 
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SENTENCIA 



Buenos Aires, setiembre 13 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia de fojas 180, en la parte 
apelada; fijándose los derechos del procurador Del 
Castillo en la suma de 25 pesos moneda nacional. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Carlos Molina Arrotea. — 
Nicanor González del Solar. — Delfín 
B. Díaz. 

Ante mí: A^. González del Solar {hijo), secretario. 



CAUSA 223 

Sumario — No procede el divorao si el accionante no produce 
prueba sobre las causales invocadas. 

Antecedentes 
(Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

La actora funda su demanda en los malos trata- 
mientos é injurias graves que le ha inferido su es- 
poso, pero sin indicar cuáles son unos y otras, ni el 
momento en que fueron inferidos y pronunciadas. 

La prueba producida es completamente ineficaz, 
pues los testigos ignoran cuanto se les pregunta al 
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respecto, por lo que V. S. al fallar esta causa en 
definitiva se ha de servir rechazar la demanda en- 
tablada. 

Buenos Aires, mayo 7 de 1896. 

Ravmundo Naveyra. 



(Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos, seguidos por doña Inés De- 
raney de Feilberg contra don Francisco F. Feilberg, 
sobre divorcio; de los que resulta: 

1^ Que á fs. 6 se presentó don Miguel S. Galle- 
gos, como apoderado de dofla Inés Deraney de Feil- 
berg, entablando demanda de divorcio contra el 
legítimo esposo de su mandante, don Francisco F. 
Feilberg, fundando su acción en los malos trata- 
mientos y las injurias de palabra y obras que ha- 
cía sufrir á su expresada esposa, dando lugar á la 
intervención de la policía, poniendo su vida en pe- 
ligro y obligándola á refugiarse en casa de su se- 
ñora madre, donde se encontraba en la fecha en 
que inició su acción, pidiendo, en consecuencia, se 
decretase el divorcio con declaración de culpabili- 
dad para el esposo, condenándolo á éste en las cos- 
tas del juicio, y fundando su derecho en el art. 67 de 
la ley de matrimonio civil. 

2^ Que á fs. 8 vta. se dió traslado de la deman- 
da, que evacuó el demandado á fs. 9, oponiéndose 
al divorcio solicitado por su esposa, en virtud de 
no ser exactos los hechos por ella alegados. 

3^ Que á fs. 10 vta., y después de oído el Fiscal, 
se recibió la causa á prueba, habiéndose producido 
la que expresa el certificado corriente á ís. 104 vta. 

4^ Que puestos los autos para alegar de bien probado 
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por providencia de fs. 104 vta., usando este derecho 
actor y demandado á fs. 105 y 116 respectivamente, 
y corrida vista al Fiscal á fs. 121, este funcionario 
se expide en la misma foja vuelta, aconsejando que 
al fallar en definitiva se rechace la demanda ins- 
taurada, pues la actora no había probado los hechos 
en que se apoyaba para solicitar el divorcio. 

Dictada á fs. 121 vta. la providencia de autos para 
sentencia, y consentida, ha venido el expediente al 
despacho. • 

Y considerando: 

P Que la actora, doña Inés Deraney de Feilberg, 
ha debido probar los hechos por ella alegados en 
la demanda, por corresponderle el onus probandi 
(leyes 1^, título 2^ y 4^, título 14, partida 3^), lo 
que en manera alguna ha hecho, pues que la prueba 
producida sólo consiste en las declaraciones de los 
testigos Juan Echegoyen, fs. 50 vta.; Domingo José 
Garibotto, fs. 51 vta.; Roberto Morís, fs. 54 vuelta; 
Juan Plantón, ís. 55 vta.; Francisco de Lorenzi, fo- 
jas 70; Catalina D. Echegoyen, fs. 70 vta.; los que, 
excepto Plantón, declaran que nada saben respecto á 
los hechos que la actora invoca como fundamento 
de la presente acción. 

La prueba instrumental de fs. 89, desde que el 
demandado no ha ratificado, ni por el actor se ha 
probado ser una calumnia, nada prueba acerca de 
los hechos alegados. 

2^ Que lo declarado por el testigo Plantón carece 
absolutamente de valor, por cuanto es él el único 
que lo asevera. Siendo esta declaración singular, el 
Juzgado debe desecharla y darla por no producida. 
Unus testis nullus testis. 

3^ Que el demandado ha probado con las declara- 
ciones de fs. 81 á 88, de los testigos José Giudice, 
Juan Echegoyen y Domingo Garibotto, que su con- 
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ducta para con su esposa no merece reproche y que 
cumplió siempre con los deberes que el matrimonio 
le imponía. 

4^ Que careciendo de valor é importancia la 
prueba de la actora, como se desprende del análisis 
practicado, la demanda debe ser rechazada. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con lo dic- 
laminado por el Agente fiscal y lo dispuesto en el 
artículo 53 de la ley de matrimonio civil, fallo: no 
haciendo lugar á la demanda de divorcio entablada 
contra don Francisco F. Feilberg por su esposa 
doña Inés Deraney, declarando, en consecuencia, que 
está obligada ésta á habitar con su marido en el 
hogar de éste; sin especial condenación en costas, 
por no hallar mérito el Juzgado para imponerlas (ar- 
tículo 221 del Código de Procedimientos). 

Inscríbase esta sentencia en el libro respectivo. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, capital de la República 
Argentina, á 1^ de junio de 1898. 

Repónganse las fojas. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Ventura Lima^ secretario. 



(Vista del Fiscal de Cámara) 

Excma. Cámara: 
La demanda de divorcio de fs. 6 se funda en los 
malos tratamientos, en las injurias de palabra y 
obras que su esposo don Francisco F. Feilberg ha- 
cía sufrir á la señora Inés Deraney de Feilberg, 
pero no se manifiesta en qué consistían esos malos 
tratamientos, cuáles las injurias verbales, ni en qué 
tiempos y lugares se realizaron, como habría con- 
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venido hacerlo para acentuar la seriedad de la de- 
manda, fijar los hechos concretos sobre que debía 
recaer la prueba }- la impugnación. 

De este modo el demandado no sería sorprendido 
ni menoscabada la libertad de su defensa. Por lo 
demás, la demandante ha fracasado por completo en 
la prueba de los malos tratamientos que le incumbía 
producir, pues todos sus testigos, con excepción de 
uno solo, nada saben, y dos de ellos más bien abo- 
nan la buena conducta del esposo demandado. 

Sólo el testigo Juan Plantón favorecería en algo las 
afirmaciones de la demandante, si su declaración 
no fuera no sólo singular sino sospechosa por lo 
inverosímil y contradictoria. Así, este Ministerio no 
vacila en aconsejar la confirmación del fallo en que 
se rechaza la demanda de divorcio. 

Buenos Aires, julio de 189i. 

LiSANDRO SeGOVIA. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 15 de setiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer 
del recurso interpuesto en los autos seguidos por 
doña Inés Deraney de Feilberg contra don Francis- 
co F. Feilberg, sobre divorcio; respecto de la sen- 
tencia corriente á fs. 125, el Tribunal estableció las 
siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 125? 

2* Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar en el orden siguiente: doctores 
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González del Solar, Giménez, Gelly, Díaz, Molina 
Ar rotea. 

A la primera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

Voto por la negativa en esta cuestión, pues no 
encuentro en autos circunstancia alguna que pudiera 
hacer prosperar este recurso, con arreglo á lo dis- 
puesto en el art, 237 del Código de Procedimientos, 
siendo además de notarse que en la expresión de 
agravios se ha prescindido en absoluto de su justi- 
ficación. 

Los doctores Giménez, Gelly, Díaz y Molina Arro- 
tea se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor González del 
Solar dijo: 

La demanda de divorcio deducida en el escrito 
de fs. 6 se funda en los m^los tratamientos y en las 
injurias que la demandante dice le hace sufrir su 
esposo, hasta el extremo de haber intervenido la 
policía y poner su vida en peligro, por lo que se ha 
visto obligada á refugiarse en la casa de su señora 
madre. 

Estos hechos no se han justificado en manera al- 
guna, como se demuestra en la sentencia apelada y 
por el señor Fiscal de esta Cámara en su dictamen 
de fs. 145 vta. 

Dado lo manifestado por el demandado en su es- 
crito de fs. 9, correspondía á la demandante acredi- 
tar la verdad de las causales alegadas como fun- 
damento del divorcio solicitado, ya por lo que 
respecta á los malos tratamientos, como en cuanto á 
las injurias de hecho y de palabra á que se ha referi- 
do, y no habiéndose producido esta prueba es incues 
tionable que correspondía el rechazo de la demanda. 

Considero asimismo que no procede abrirse la 
causa á prueba en esta instancia, como se ha pedido 
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por la parte actora en su escrito de fs. 147, por no 
estar comprendido este pedido en ninguno de los 
casos determinados por la ley para que pudiera ser 
procedente esa diligencia. 

Por lo expuesto, pienso que debe confirmarse la 
sentencia del Inferior, como lo aconseja el señor 
Fiscal, cuyas consideraciones reproduzco para dar 
mi voto por la afirmativa. 

Los doctores Giménez, Gelly, Díaz y Molina Arro- 
tea se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. - Gonzá- 
lez DEL Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. Gonsdles del Solar (hijo), secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 15 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 125, regulándose en 
100 pesos los honorarios del doctor Ruiz de los Lla- 
nos y en 30 los derechos procuratorios de Sánchez. 

Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Carlos Mo- 
lina Arrotea. — Nicanor González del 
Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: A'. GonzálcB del Solar (hijo), secretario. 
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CAUSA 224 

Sumario — Siendo la fianza un contrato de interpretación 
restrictiva el fiador sólo puede ser responsabili- 
zado por las obligaciones expresamente consig- 
nadas en el contrato de locación. 

Antecedentes 
(Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

Por las consideraciones de hecho y de derecho 
expuestas en el alegato de fs. 127, y que el suscri- 
to las reproduce por encontrarlas arregladas á las 
constancias de autos, V. S. debe fallar esta causa 
de acuerdo con lo solicitado en dicho alegato. 

Buenos Aires, octubre 16 de 1897. 

Evaristo Barrenechea. 



{Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: este juicio seguido por don Isidoro La- 
cruz contra la sucesión de don Juan Lambruschini, 
por cumplimiento de un contrato y daños y perjui- 
cios; de los que resulta: 

De la demanda — Don Juan E. Laborde, á fs. 9, 
se presenta, en representación de don Isidoro La- 
cruz, entablando demanda contra la sucesión de don 
Juan Lambruschini sobre cumplimiento de un con- 
trato, en el que eí causante se obligara como fiador, 
y expone: Que con fecha 19 de marzo de 1B95, 
entre los señores Juan Goleo y Francisco Scozzería 
celebraron un contrato de arrendamiento de una 
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propiedad del primero, ubicada en la parroquia de 
Belgrano, calle 25 de Mayo núms. 178 al 186, ai 
cumplimiento de cuyo contrato se constituyó fiador 
como principal pagador don Juan Lambruschini; que 
más tarde, don Juan Goleo vendió esa propiedad á 
su representado, y, por consiguiente, el contrato 
pasó á este último cargando con los derechos y 
obligaciones concernientes al locador, contrato que 
subsiste durante el tiempo convenido (art. 1 498 del 
Código Civil), hecho que consta por la nota al pie 
del documento por el primitivo locador don Juan 
Goleo, y por el reconocimiento que de él hiciera 
don Francisco Scozzería al continuar abonándole el 
arrendamiento al actor, don Isidoro Lacriíz; que como 
Scozzería dejara vencer más de dos mensualidades sin 
abonarlas, fué demandado por Lacruz por cobro de 
pesos y por rescisión del contrato y desalojo, de 
acuerdo con el art. 1579 del Código Civil, ante el 
Juzgado de paz de la sección 24^, obteniéndose la 
rescisión, como consta por el testimonio de la sen- 
tencia que también acompaña. — Que Scozzería ma- 
nifestó en ese juicio, que había desalojado la casa y 
entregado la llave en el Juzgado de paz de la sec- 
ción 23^, para que le fuera entregada á don Juan 
Goleo, hecho del que Lacruz no tuvo conocimiento 
ni fué notificado judicialmente. Por lo demás, no era 
á Goleo á quien debía entregar la llave ni debía 
impunemente desalojar la casa hasta tanto no fuera 
rescindido el contrato, estando por su parte obligado 
á cumplirlo hasta su terminación; que Lacruz ha 
obtenido por sentencia la rescisión del contrato y 
desalojo por culpa del locatario, debiendo hacer ju- 
dicialmente entrega de las llaves, para hacer constar 
por inventario el estado en que deja la casa y épo- 
ca de la entrega, á fin de tener en cuenta la indem- 
nización de las pérdidas é intereses correspondientes 
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con motivo de la rescisión (art. 1579 del Código 
Civil); que como Lambruschini no ha cumplido con 
todas las obligaciones concernientes á él como fia- 
dor y principal pagador, es el caso de hacer efec- 
tiva esa deuda contra quien la garantiera, ó lo que 
es lo mismo, hoy su sucesión, á la que se transfieren 
los derechos y obligaciones del causante. Está, 
pues, el fiador en el caso de satisfacer plenamente 
las deudas y obligaciones que se desprenden del 
contrato garantido, como principal pagador, como 
sucede en el presente (arts. 2005 y 2013, inc. 3®, 
del Código Civil); que como consecuencia del con- 
trato (art. 1582 del Código Civil) el fiador (la suce- 
sión) debef 1^ las mensualidades vencidas y aun 
impagas desde el 31 de mayo próximo pasado hasta 
el 15 del corriente á razón de 200 pesos moneda 
nacional mensualmente (cláusula 2^ del contrato), 
total 1,700 pesos moneda nacional: 2^ las mensua- 
lidades que continúen, pues hasta el presente no se 
ha hecho entrega de las llaves de la casa, y los per- 
juicios que se originen con motivo de la rescisión 
del contrato, es decir, la diferencia entre el precio 
estipulado y el que se pueda sacar una vez le sea 
entregada la casa á Lacruz; 3^ la suma de 40 pesos 
por honorarios regulados con motivo de la rescisión; 
4^ el pago de los impuestos municipales que se 
adeuden desde la techa que dejaron de pagarse, 
pudiéndose saber á cuanto asciende por medio de 
un certificado judicial; como asimismo las prestacio- 
nes provenientes de ordenanzas municipales, como 
ser: elevación del terreno en el interior y otras re- 
paraciones, obligaciones que corrían por cuenta del 
locatario (cláusula 3^); 5^ las reparaciones en gene- 
ral de la casa, ó su importe, por deterioros ocasio- 
nados en ella por culpa del locatario y producidos 
por no haber cumplido con la ordenanza municipal 
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que le obligaba al levantamiento del terreno, y ha- 
ber hecho abandono voluntario \' malicioso de la 
casa, la que se ha estado inundando y deteriorando, 
cuyo monto, para ponerla en el estado que la recibió, 
ascenderá (cálculo bajo) á la suma de 4,000 pesos 
moneda nacional, que será ó podrá ser apreciado 
por peritos. — Que también incluye en estos deterio- 
ros los producidos por levantamiento de construc- 
ciones y mejoras que estaba obligado á hacer en 
beneficio del propietario y que el locatario las arran- 
cara maliciosamente ocasionando destrucciones, todo 
en contra de lo estipulado en la cláusula 4^ del 
contrato y arts. 1561 y 62 del Código Civil; que 
antes de iniciar esta acción su representado ha pro- 
curado, por todos los medios posibles, llegar á un 
arreglo privado con los herederos de la sucesión, y 
en vista de la inutilidad de su esfuerzo se ve en 
el caso de recurrir á los Tribunales; que en cumpli- 
miento de lo ordenado por el art. 71 del Código de 
Procedimientos, como fundamento legal de esta ac- 
ción, le asisten á su representado las disposiciones 
concernientes al caso en cuestión de que trata el 
Código Civil en sus títulos sobre «la locación» y «la 
fianza» con sus concordantes, y en particular funda 
su derecho en las estipulaciones hechas en el con- 
trato, las que, según el art. 1197 del Código Civil, 
forman para las partes una regla á la cual deben 
someterse como á la ley misma; que se condene en 
la oportunidad debida á la sucesión que demanda, 
al pago de la suma de 1,700 pesos por alquileres 
hasta el 15 del corriente mes, más la que resulte 
con motivo de la taita de cumplimiento del contra- 
to en la forma ya expresada, con especial condena- 
ción en costas. 

Corrido traslado de la demanda á don Juan A. 
Lambruschini, como representante legal de todos 

Civil-Tomo 106— 5 
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los herederos de la sucesión del demandado, no fué 
evacuado en el término de le\' acordado, por lo 
que, á pedido del actor, se le dió por evacuado en 
su rebeldía el traslado conferido, como consta en 
el certificado puesto por el actuario á fs. 18. 

Declarándose competente el Juzgado para enten- 
der en esta causa, se recibió á prueba, producién- 
dose por ambas partes las que expresa el certificá- 
do de fs. 23 vta., sobre cuyo mérito alegaron las 
partes, y previo dictamen del señor Agente fiscal se 
llamó autos para dictar sentencia. 

Y considerando: 

1^ Que la primera cuestión que debe resolverse es 
de puro derecho y puede plantearse así: ¿la respon- 
sabilidad del fiador en el caso sub-judice^ compren- 
de todas las cláusulas del contrato y todas las 
consecuencias de los hechos del inquilino? La regla 
general de derecho mencionada por el codificador 
en su nota al art. 1997 es que la fianza debe in- 
terpretarse restrictivamente. . 

2^ Que dados los términos en que está concebida la 
otorgada por Lambruschini, resulta claramente es- 
tablecido que su intención fué garantir el pago de 
los alquileres é impuestos; en la cláusula 6^ del 
contrato de fs'. 2 se dice que «Lambruschini acepta 
ser fiador liso y llano pagador todo el tiempo del 
presente contrato». 

Que como consecuencia, su responsabilidad que- 
da limitada al importe de los alquileres é impuestos 
municipales adeudados por Scozzería hasta el (Jía 
en que fué rescindido el contrato de locación por 
sentencia judicial ejecutoriada. 

3^ Que en la hipótesis de que el fiador fuera res- 
ponsable por los daños causados en la propiedad, 
correspondía al demandante la prueba de que pro- 
venían de hechos del locatario. 
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Que los peritos nombrados para dictaminar sobre 
este punto los atribuyen á las modificaciones del 
nivel de la calle practicado por orden de la Muni- 
cipalidad (fs. 115, 119 y 127). 

4^ Que por lo que se refiere al galpón que se llevó 
el inquilino, contraviniendo á lo estipulado en el 
contrato, como á los perjuicios que se dicen oca- 
sionados por la rescisión de éste, están comprendi- 
dos en el principio general enunciado en el primer 
considerando, además de que no han sido probados. 

Que lo mismo debe resolverse respecto de los 
honorarios del juicio de rescisión, caso previsto ex- 
presamente en la nota ilustrativa del art. 1997. 

5^ Que ni aun en el caso de que se tratara de una 
fianza amplia podría obligarse al fiador á cumplir 
obligaciones que no serían exigibles al mismo inqui- 
lino, como las mencionadas en la última parte del 
párrafo D del escrito de demanda y en el párrafo 
E. No se han previsto en el contrato las obras que 
practicó la Municipalidad y que produjeron todos 
los deterioros mencionados en los informes peri- 
ciales. 

No tan sólo debe sufrir este daño el propietario, 
sino que el locatario habría tenido derecho de exi- 
girle que mantuviera la casa en buen estado. 

6^ Y finalmente, que en el alegato opone el deman- 
dado la excepción de sine actione agís, fundado en 
que la cesión de Goleo á Lacruz es nula, por tra- 
tarse de derechos litigiosos cuya transmisión está 
sometida á las reglas especiales del art. 1455 del 
Código Civil. 

Que la prueba de estos extremos correspondía al 
demandado y no la ha producido, no siendo aplica- 
ble al caso el art. 1035 del Código Civil. 

Por todos estos fundamentos, y leyes citadas, 
fallo: condenando á la sucesión deman(Jada á pagar 
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en el término de diez días los alquileres impagos 
desde el 31 de mayo de 1896 hasta el 17 de no- 
viembre del mismo año y los impuestos municipa- 
les que adeude la propiedad hasta esa fecha; de- 
biendo abonarse las costas en el orden causadas. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, capital de la República, 
á 24 de diciembre de 1897. 

Repónganse las fojas. 

Juan A. García. 
Ante mí: Enrique Estrada Zelis, secretario. 



( Vista del Fiscal de Cámara ) 

Excma. Cámara: 

El Ministerio fiscal interviene en este juicio por 
no haberse hecho aún declaratoria de herederos en 
la sucesión demandada de don Juan Lambruschini; 
pero resultando de los autos que hay herederos que 
han comprobado su derecho á la sucesión, el inte- 
rés fiscal desaparece, quedando limitado á la per- 
cepción del impuesto correspondiente cuando esa 
declaratoria se haga. 

En tal concepto, no existe en realidad interés 
público ni fiscal que deba defender, por lo que el 
fiscal defiere á V. E. la resolución que correspon- 
da en el caso presente. 

Buenos Aires, abril 26 de 1898. 

Angel S. Pizarro. 
ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 15 de setiembre de 1898, reunidos los se- 
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ñores vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
én lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer 
del recurso interpuesto en los autos seguidos por 
don Isidoro Lacruz con la sucesión de don Juan 
Lambruschini, por cumplimiento de un contrato y 
daños y perjuicios; respecto de la sentencia corrien- 
te á fs. 165, el Tribunal estableció la siguiente 
cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 165? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar eh el orden siguiente: doctores Gon- 
zález del Solar, Molina Arrotea, Gelly, Díaz, Gi- 
ménez. 

El doctor González del Solar dijo: 

La demanda promovida en el escrito de fs. 9 es 
dirigida á obtener de la sucesión de don Juan Lam- 
bruschini el pago de los alquileres é impuestos mu- 
nicipales á que se refiere el actor, conforme á lo 
convenido en el contrato de arrendamiento de fs. 4, 
los intereses de las sumas adeudadas, y, además, 
la indemnización de ios daños que se dicen causa- 
dos por la falta de cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por el locatario. 

Consta en autos la existencia de dicho contrato 
de locación y la obligación contraída por el causan- 
te de la sucesión demandada, como fiador del loca- 
tario, como consta igualmente que este contrato fué 
rescindido en 17 de noviembre de 1896 por la sen- 
tencia que en testimonio corre agregada á fs. 3, y, 
finalmente, que se adeudan al locador los alquileres 
é impuestos municipales cuyo pago ha demandado, 
pero no resulta de autos acreditada la responsabili- 
dad de la misma sucesión por los daños á que se 
refiere la demanda y cuya indemnización se recla- 
ma también. 

Dados estos antecedentes, considero que la solu- 



Digitized by 



— 70 ~ 



ción de este pleito no puede ofrecer dificultades, y 
que no ha podido tampoco ser otra que la que se 
le ha dado por el Inferior en la sentencia recurrida, 
cuyos fundamentos me limito á reproducir en lo 
demás para dar mi voto por la afirmativa. 

El doctor Molina Arrotea se adhirió al voto an- 
terior. 

El doctor Gelly dijo: 

Aun cuando no adhiero en absoluto á los funda- 
mentos de la sentencia apelada, conceptúo, sin 
embargo, que el pronunciamiento dictado se ajusta 
á las constancias de autos y á los preceptos lega- 
les referentes á la extensión de la responsabilidad 
del fiador, que en el caso sub-judice está limitada á 
las obligaciones consignadas en el contrato de loca- 
ción y no á las generales establecidas por la ley á 
todo locatario (art. 1582, Código Civil). 

Con arreglo al contrato de fs. 1 el fiador sólo se 
responsabilizaba por el alquiler, impuestos, cumpli- 
miento de ordenanzas municipales dentro del terreno, 
mejoras practicadas en el mismo y prohibición de 
ceder ó transferir el contrato, pues estas eran las 
únicas obligaciones impuestas al locatario en las 
cláusulas 2^, 3^ y 4^ del mencionado contrato de 
fojas 1. 

Ahora bien; de autos sólo consta que el locatario 
ha dejado de cumplir las obligaciones relativas al 
pago de alquileres é impuestos desde el mes de 
junio de 1896 hasta el día en que se rescindió el 
contrato. 

El actor pretende, sin embargo, responsabilizar al 
fiador por el estado de ruina en que la cosa locada 
ha sido devuelta, expresando que ese estado pro- 
viene de culpa exclusiva del locatario por incum- 
plimiento de ordenanzas municipales. 

El cargo resulta infundado, pues la pericia prac- 
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ticada revela claramente que todos los desperfectos 
ocasionados se deben á obras efectuadas en la vía 
pública, que dejando el terreno á un nivel inferior 
lo inhabilitaba en absoluto para todo uso, por las 
frecuentes inundaciones á que estaba expuesto. 

Como se comprende fácilmente, no era al locata- 
rio á quien incumbía hacer las reparaciones nece- 
sarias para que cesara ese estado de cosas, desde 
que eran vicios redhibitorios sobrevinientes por 
caso fortuito, á cargo del locador, y que por el solo 
hecho de haber surgido producían la resolución del 
contrato antes del término fijado (arts. 1525 y 1604, 
incisos 5^ y 6^, del Código Civil). 

El locatario pudo desde ese momento dar por 
rescindido el contrato, pero no consta que lo hi- 
ciera en forma regular, siendo, en consecuencia, 
deudor de los alquileres hasta el día en que por 
iniciativa del locador se declaró la rescisión. 

Esta conclusión á que el Inferior arriba, es obje- 
tada por el actor en cuanto á la fecha en que la 
rescisión se operó, que no es la de 17 de noviembre 
de 1896 fijada por el Inferior, sino la de febrero de 
1897 en que quedó ejecutoriada la sentencia que 
declaró la rescisión. 

La observación sería atendible á no mediar la 
circunstancia de haber podido disponer el locador 
de la cosa locada, aun desde antes del 17 de no- 
viembre, con sólo haber reclamado la entrega de 
las llaves depositadas por el locatario con anterio- 
ridad, por mucha que hubiera sido la irregularidad 
con que hizo el depósito. 

Por estas consideraciones, voto por la afirmativa. 

El doctor Díaz dijo: 

Me adhiero al voto del señor camarista doctor 
Gelly. 

El doctor Giménez se adhirió á los votos ante- 
riores. 
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Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
' — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: iV. González del Solar (hijo), secretario. 
SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 15 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 165. 

Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Carlos Mo- 
lina Arrotea. — Nicanor González del 
Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



CAUSA 225 

Sumario — La tercería deducida por el principal sobre la su- 
ma embargada, fundada en adelantos hechos al 
dependiente, no puede prosperar, si sólo una par- 
te era descontable y el embargo recayó sobre me- 
nor cantidad. 

Antecedentes 

{Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos, seguidos por los señores San- 
tos Hnos. y C^, deduciendo tercería en el juicio se- 
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guido por doña Esther Taroni contra su esposo 
don Ernesto Avirovic; de los que resulta: 

A fs. P se presenta don Juan Francisco Rodrí- 
guez, apoderado de los terceristas, exponiendo: 
Que cumpliendo el mandato del Juzgado, han de- 
positado en el Banco de la Nación la cantidad 
fijada en el auto de fs. 73, no obstante no perte- 
necer á ese juicio, pues como resulta de la com- 
pulsa de sus libros, hecha por el contador Silveyra, 
Avirovic es deudor y no acreedor de sus represen- 
tados; que, además, según convenio verbal celebra- 
do con él mismo, mensualmente debían deducir la 
mitad de sus sueldos y comisiones hasta el pago 
íntegro de su deuda; que no es justo que el pleito 
entre los esposos Avirovic pueda alterar ese conve- 
nio ni modificar los derechos de sus representados; 
que los arreglos ó convenios entre dichos esposos 
no pueden causarles el perjuicio que pretenden; que 
habiéndose dejado á salvo los derechos de sus re- 
presentados en el auto en que se les ordena depo- 
sitar, viene á ejercitarlos deduciendo tercería de do- 
minio sobre la cantidad embargada y á pedir que 
no se haga lugar á lo solicitado por la señora Ta- 
roni á fs. 122 del juicio ejecutivo; que aun en el 
caso de que sus representados no tuviesen preferente 
derecho á pagarse con parte de los haberes de su 
dependiente Avirovic, las sumas que le anticiparon 
á cuenta de su trabajo, resultaría que sólo estaban 
obligados á depositar la cuarta parte del sueldo que 
ha ganado, que es lo único que se le embargó y 
pudo embargarse, como lo dispone el art. 481 del 
Código de Procedimientos; que esa cuarta parte 
sólo importa 600 pesos, habiéndosele ordenado el 
depósito de 800 pesos moneda legal y 51 pesos oro; 
que como una deferencia con la esposa del emplea- 
do, limitan la demanda de tercería á la diferencia 
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éntre esas cantidades, siempre que el Juzgado de- 
clare que el auto de 3 de octubre de 1894 implica 
reconocer preferencia al crédito de la señora Taroni 
sobre el de los terceristas de 2,600 pesos que arro- 
ja la referida compulsa, en cuyo caso no se opone 
á que ella retire los 600 pesos. Pide que se tenga 
por deducida la demanda de tercería; que se des- 
estime la petición que á fs. 122 ha formulado la se- 
ñora de Taroni, y que si el auto de 3 de octubre 
de 1894 implica reconocer preferencia al crédito de 
dicha señora, sobre el que ellos tienen contra ' su 
esposo Avirovic, se tenga por deducida la tercería 
^or la diferencia entre la cuarta parte del sueldo 
Establecido y la suma que han depositado. 

A fs. 7 contesta don Emilio Vignale, apoderado 
de doña Esther Taroni, diciendo: Que un tercero sólo 
puede, en un juicio ejecutivo, deducir la acción de 
dominio ó la de mejor derecho; que la primera no 
és más que la reivindicatoría, la que no puede ejer- 
citarse sino sobre cosas no fungibles (arts. 2759 á 
2761, Código Civil); que si los demandantes hacen 
valer esta última sobre el dinero embargado, no les 
compete (art. 2762); que si la tercería deducida es 
de mejor derecho, tampoco puede prosperar, porque 
ál diligenciarse el primer mandamiento de embargo, 
los señores Santos Hnos. manifestaron que Aviro- 
vic les adeudaba 2,000 pesos que le anticiparon para 
hacer venir la señora de Europa, y ella demostró 
en el escrito de fs. 53 que si fuera cierto ese anti- 
cipo, había sobrado tiempo para estar cubierto con 
parte del sueldo, desde que la señora vino hasta que 
se diligenció el mandamiento, porque de la compul- 
sa á que se refiere la demanda de tercería, resulta 
que no es cierto ese anticipo y que debe haber con- 
nivencia entre Santos Hnos. y su tenedor de libros 
Avirovic, para asentar las partidas del debe del 10 
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y 30 de junio, 20 de julio, 26 de agosto y 6 de di- 
eiembre de 1893, porque no es presumible que ellos 
no tuvieran conocimiento del pleito de la señora 
Taroni contra su empleado con anterioridad, y del 
arreglo celebrado en el acta de fs. 20, porque el 
arreglo verbal que se dice existir entre los terceris- 
tas y su empleado, aun siendo cierto, no puede 
menoscabar los derechos terceros que no inter- 
vinieron en el arreglo, como es la señora Taroni, 
porque de dicha compulsa resulta que el sueldo de 
Avirovic es de 300 pesos, y no es presumible la afir- 
mación de que por el arreglo se bajó á 100, que no 
es el que corresponde á un empleado de la catego- 
rta de Avirovic, de una casa de la importancia de 
Ta de los terceristas; porque suponiéndolos acreedores 
de Avirovic, los terceristas no tienen privilegio al- 
guno reconocido por la ley, y porque en todo caso 
debería ser cancelado por el transcurso del tiempo 
con parte del sueldo de 300 pesos mensuales, y 
porque el embargo trabado da á favor de la embar- 
gante un derecho de prelación. Pide que se rechace 
la demanda de tercería, con expresa condenación 
en costas. 

A fs. 13 se dió por decaído el derecho de Aviro- 
vic para contestar la demanda, y se recibió la causa 
á prueba. 

Producida la que expresa el certificado de fs. 33 
vuelta, con lo alegado por las partes, y agregados, 
effecturn videndi^ los expedientes seguidos por 
la señora Taroni contra su esposo señor Avirovic, 
vienen los autos para sentencia. 

Y considerando: 

Que en 16 de setiembre de 1893 se trabó em- 
bargo, á petición de la señora Taroni, sobre los 
sueldos, no sobre la cuarta parte, que devengaba su 
esposo don Ernesto Avirovic, como empleado de 
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la casa de comercio de los señores Santos Hnos. y 
Compañía, notificándose á éstos, como consta á 
fojas 39 vta. de los autos principales agregados. 

Que si bien manifestaron estos señores en ese 
acto que Avirovic no devengaba sueldo alguno, por- 
que les era deudor de 2,000 pesos, esa manifesta- 
ción quedó completamente desvirtuada por la com- 
pulsa de sus libros de comercio (fs. 64 de los mis- 
mos autosy, de la que resulta que Avirovic gozaba 
hasta entonces del sueldo mensual de 300 pesos. 

Que una vez trabado el embargo, Santos Herma- 
nos y han debido retener el sueldo íntegro de 
Avirovic, á la orden del Juzgado, hasta completar 
la cantidad para cuyo pago se ordenó dicho embar- 
go, sin que haya ley alguna que les acuerde el de- 
recho de pagarse preferentemente, en el caso de 
que fuese cierto el crédito que dicen tenían contra 
Avirovic. 

Que desde el día 16 de setiembre de 1893 hasta 
el 30 del mismo mes de 1895, en que, según la 
compulsa de fs. 23 de los autos corrientes, dejó 
Avirovic de ser empleado de Santos Hnos. y Com- 
pañía, aquél habría ganado más de 7,300 pesos, 
cuyo importe es más del doble de lo que adeudaba 
á su esposa y á los terceristas, según su manifesta- 
ción en el acto de trabarse el embargo. 

Que los terceristas no han podido, con perjuicio 
de los derechos de la embargante anterior, hacer los 
arreglos verbales que dice la compulsa de fs. 23, 
en 31 de julio y 30 de setiembre de 1895, rebajando 
á 100 pesos el sueldo de Avirovic, que era de 300 
cuando se trabó el embargo. 

Que este hecho acusa una connivencia culpable 
de Santos Hnos. y C^ con su empleado Avirovic 
para hacer ilusorio el embargo trabado en setiem- 
bre de 1893, connivencia corroborada por las con- 
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tradicciones en que incurren, pues al diligenciarse 
el embargo manifestaron que Avirovic les adeudaba 
2,000 pesos; sus libros en la primera compulsa ha- 
cen suponer que la deuda era de 2,Í650; á fs. 78 
del expediente agregado expresaron que su crédito 
era de más de 10,000 pesós. 

Que aun suponiendo que fuese cierta la rebaja 
del sueldo convenida, á razón de 100 pesos men- 
suales, siempre habría ganado Avirovic, como em- 
pleado de Santos Hnos. y C^, desde el 16 de setiem- 
bre de 1893 hasta el 30 de setiembre de 1895, más 
de 2,400 pesos nacionales, cantidad que los terce- 
ristas no debieron pagarle sino después de cubierta 
la cantidad de 800 pesos moneda legal y 51 pesos 
nacionales oro sellado, importe del mandamiento de 
embargo de fs. 39 del expediente agregado, que se 
hizo efectivo sobre los sueldos de Avirovic. 

Que los señores Santos Hnos. y no pueden 
pretender que dicho embargo sólo debía recaer so- 
bre la cuarta parte del sueldo de Avirovic, porque 
la orden de embargo que se les notificó, contenida 
en el referido mandamiento, no dice que aquél fue- 
ra sobre parte del sueldo, sino sobre el sueldo, que 
es el todo. 

Que el dinero depositado por los terceristas no 
les pertenece, porque es la parte de sueldos de Avi- 
rovic, que debieron retener como deudores de éste, 
en virtud de la orden judicial de embargo. 

Que tampoco tienen derecho preferente para pa- 
garse con esos sueldos el crédito que dicen tener 
contra Avirovic, pues no lo han probado en forma 
legal que pueda obstar al derecho de terceros, como 
es la señora Taroni, para hacer efectivo el referido 
embargo. 

Por estos fundamentos, las consideraciones con- 
cordantes aducidas en los escritos de fs. 7 y fs. 43, 
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y de acuerdo con lo que dispone la ley 1^, título 
14, partida 3^, fallo: no haciendo lugar á la deman- 
da de tercería deducida á fs. 1^ por los señores 
Santos Hnos. y C^, á quienes condeno á pagar las 
costas de este juicio, como lo manda el art. 221 del 
Código de Procedimientos, y al efecto se regulan 
los honorarios del doctor Socci en 300 pesos, en 
180 los del procurador Vignale y en 100 los del 
contador Fernández. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, á 20 de junio Üe 1896. 

Inscríbase en el libro de sentencias, y repónganse 
lo3 sellos. 

Angel S. Pizarro. 
Ante mí: Jacinto Fernández^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por los se- 
ñores Santos Hnos. y C^, deduciendo tercería de 
dominio en el juicio seguido por doña Esther Taroni 
contra don Ernesto Avirovic; respecto de la senten- 
cia corriente á fs. 48, el Tribunal estableció la si- 
guiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia de fs. 48? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gelly, 
Giménez, González del Solar, Molina Arrotea, Díaz. 

El doctor Gelly dijo: 

El explícito reconocimiento que hace el recurrente 
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de los errores de derecho contenidos en la deman- 
da, simplifica extraordinariamente la cuestión deba- 
tida y resuelta por el Inferior en el fallo apelado. 

Para impugnar este pronunciamiento, el recurrente 
basa toda su argumentación en la injusticia que re- 
sultaría obligándosele á pagar dos veces los sueldos 
correspondientes á un empleado de su casa de co- 
mercio y que le fueron embargados á petición de 
la esposa de aquél. 

Expresa, con tal motivo, que cuando se trabó el 
embargo, manifestó al oficial de justicia que el em- 
pleado á quien se trataba de embargar sus sueldos, 
hasta la cantidad indicada en el mandamiento, tenía 
recibida por anticipos una suma mayor de 2,000 
pesos, lo que equivalía á manifestar que se le habían 
anticipado los sueldos correspondientes á más de 
dos años, á razón de 100 pesos mensuales, que era 
el sueldo que ganaba, deduciendo de esto el recu- 
rrente que la intimación que se le ha hecho para 
que deposite los 800 pesos moneda nacional 3^ 51 
oro sellado, en concepto de sueldos devengados y 
embargados, es indebida, puesto que no habiendo 
transcurrido hasta el momento de la intimación más 
que dos años justos, no es deudor al embargado de 
sueldo alguno. 

Esta es, en síntesis, la defensa y argumentación 
desarrollada en el escrito de expresión de agravios, 
para sostener que se le deben restituir los 800 pe- 
sos moneda nacional y 51 oro sellado, que ha obla- 
do en el Banco de la Nación, en virtud de la intima- 
ción que se le hizo. 

No me detendré á examinar si los hechos de que 
hace mérito el recurrente están ó no constatados 
en autos, ni me ocuparé tampoco de apreciar si §on 
ó no atendibles los razonamientos de orden legal 
que aduce en defensa de su derecho, pues, en mi 



Digitized by 



— 80 — 



concepto, toda su argumentación cae por tierra en 
presencia de una categórica manifestación hecha en 
el escrito de demanda, y que la nueva dirección le- 
trada del actor no ha tenido seguramente en cuenta 
al redactar el escrito de expresión de agravios. 

En la demanda, el actor dice textualmente: ... se- 
gún arreglo verbal que teníamos con él mismo (se 
refiere al embargado), mensualmente debíamos de- 
ducir de su sueldo la mitad, hasta el pago íntegro 
de su deuda». 

Si sólo estaba facultado el actor, según su termi- 
nante confesión, á deducir la mitad del sueldo, quiere 
decir que si eso importaba, como se sostiene ahora, 
un anticipo de los Sueldos á devengar, no era un 
anticipo de la integridad del sueldo mensual, sino 
de su mitad. 

Luego, pues, aun admitiendo que ese sueldo sólo 
fuera de 100 pesos al mes, como también se sostie- 
ne, resultaría que el actor estaba obligado á pagar 
á su dependiente por lo menos 50 pesos mensuales, 
cantidad que debía retener respetando el embargo 
trabado, desde que no le era lícito á él observar su 
procedencia y legalidad. 

Ahora bien; desde la fecha del embargo hasta 
el día de la oblación que ha originado esta contien- 
da han transcurrido veinticuatro meses, que á razón 
de 50 pesos suman 1,200 pesos, cantidad que el 
actor ha debido conservar en su poder en virtud 
del embargo trabado, para ponerla á disposición del 
juez de la causa cuando le fuera reclamada. 

Se le han reclamado 800 pesos moneda nacional 
y 51 oro sellado, cuya suma no alcanza á los 1,200, 
que según su propia manifestación de la demanda 
resulta que pudo y debió retenerle á su dependiente, 
3^ en coTTsectreTrcra, me parece incontestable que el 
fallo recurrido no se aparta un ápice de la más es- 
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tricta justicia al responsabilizar al recurrente por 
las resultas del embargo, que no otra cosa importa 
el rechazo de la demanda. 

Por estas consideraciones, voto por la afirmativa. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Molina 
Arrotea y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

GiMÉNKZ. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar.— Díaz. 

Ante mí: Jorge L, Dupuis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 48, fijándose en 
100 pesos los honorarios del doctor Socci, y en 30 
los derechos procuratorios de Vignale. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L, Dupuis^ secretario. 
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CAUSA 226 

Sumario — El arrendamiento de un establecimiento indus- 
trial obliga al locatario á la devolución del mis- 
mo con todos sus accesorios ó al pago de los per- 
juicios que cause al locador. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos, seguidos por don Pablo 
Guenault contra don Luis Porgues, por cobro de 
pesos; de los que resulta: 

Que á fs. 3, se presentó don Pablo Guenault, en- 
tablando demanda contra don Luis Porgues, por 
cobro de la cantidad de 8,000 pesos, ó la suma que 
resultase de tasación, con más los intereses y cos- 
tas; fundando su derecho en el contrato de locación 
que acompaña y corre á fs. 2, en las disposiciones 
del título de la materia, y en especial en los artícu- 
los 1554, 1556 al final y 1561 al principio y tam- 
bién en el art. 1109, exponiendo: Que Porgues había 
sido empleado de la panadería del demandante sita 
calle Defensa 317, la que trabajaba diariamente 
cinco bolsas, tenía tres repartidores y poseía los 
elementos necesarios para tomar mayor incremento; 
que el 3 de marzo de 1892, el demandante alquiló 
su panadería á Porgues por un término que no 
podía exceder de tres años, á contar del P de di- 
cho mes; que el alquiler era: de los derechos á la loca- 
ción de la casa, de los útiles en el estado en que 
se hallaban, de los utensilios de toda clase y de la 
clientela, debiendo Porgues mantener el material en 
buen estado de servicio, pagar al dueño de la casa 
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180 pesos mensuales y 200 pesos al actor por el 
expresado contrato; que por convenio posterior le 
alquiló al demandado, á partir del 1^ de setiembre 
del mismo año, en 60 pesos un departamento que el 
demandante se había reservado; que los impuestos 
eran á cargo de Porgues; que hizo entrega del lo- 
cal, de los útiles y el personal siguió á las órdenes 
de Porgues; que éste, á quien entregó el libro de los 
clientes que se reparte á domicilio, sirvió la cliente- 
la sin que nadie notara cambio; que la entrega de 
los utensilios se hizo sin inventario dada la confian- 
za que existía; que Porgues cumplía con los pagos 
indicados, pero que no sucedió así con las obliga- 
ciones consistentes en la conservación y devolución 
de la casa arrendada; que el 28 de octubre de 
1894, en que el demandante llegó á la panadería, 
se encontró con que ésta estaba parada, estando al 
mostrador Pedro Mirasol, pariente de Porgues, que 
decía á los que se presentaban que la panadería se 
había mudado á la calle Alsina 454, y de ese modo 
Porgues se ¡apropiaba una clientela que formaba 
parte de la casa arrendada; que al siguiente día Mi- 
rasol abandonó la casa, viéndose el demandante en 
la necesidad de quedarse á cuidarla; que mandó 
llamar á Porgues, pero éste concurrió ocho días 
después trayendo los alquileres de octubre, remi- 
tiéndóle después dos tomos del libro de clientela, 
reservándose Porgues un tomo nuevo; que todo ha- 
bía quedado destruido, útiles y tomo inclusive, uno 
chico que el demandado había hecho; que éste no 
sólo se había apoderado de la clientela, sino que lo 
dejaba en condiciones de no poder formar una nue- 
va durante algún tiempo y de no poder hacer com- 
petencia; que, en efecto, la panadería del actor no 
pudo quedar habilitada hasta el 1^ de enero de 
1895; que entretanto tuvo que comprar pan hecho 
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en las panaderías de Méjico 1050 y Perú 729 para 
venderlo en el mostrador y tratar de rehacer una 
parte del negocio; que el perjuicio era de fácil esti- 
mación, pues que el negocio con clientela fué esti- 
mado por las partes en el contrato en 12,000 pesos; 
que quitada la clientela y abandonada la panadería 
se causaban los siguientes perjuicios: hacer los gas- 
tos de reparación y demás partes improductivas 
mientras ella duró; que el horno con útiles valía 
5,000 pesos, de modo que la clientela valía 7,000 
pesos, á los que agregaba 1,000 pesos por los de- 
más perjuicios, pero declaraba que estaría á lo que 
fijasen peritos arbitradores, sea más, sea menos, en 
caso de contradecir estas cifras el demandado. 
Expone asimismo el actor que la comparación del 
artículo 1^ del contrato con el 4^ del mismo demos- 
traba que la posibilidad de un tiempo más corto, 
consistía en que Porgues podía comprar antes si 
quería el negocio y clientela. 

A fs. 6 se dió traslado de la demanda y á fs. 10 
lo evacuó el demandado, pidiendo se rechace, con 
costas, exponiendo: Que según los términos del 
contrato celebrado era facultativo del demandado 
limitar el término del contrato, como también lo 
era adquirir el negocio, pues que se estipuló que 
sería por una duración que no podría exceder de 
tres años, estableciéndose que en el caso en que al 
locatario conviniese adquirir el negocio antes de la 
expiración del contrato, tendría que abonar 12,000 
pesos moneda nacional; que ni por la letra ni por 
el espíritu de dicho contrato podría interpretarse 
en el sentido que la limitación del término creara 
para el demandado la obligación de la adquisición 
del negocio, como parecía indicarlo el demandante; 
que cuando faltaban cuatro meses para los tres años, 
convinieron con Guenault en que le entregaría la 
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casa; que así lo hizo, entrando Guenault en posesión 
de ella, come se acreditaba por la circular que 
acompañaba y recibiendo los alquileres y los libros; 
que todo se hizo sin protesta alguna de parte del 
actor; que el demandado entregó y el demandante 
aceptó la entrega de la cosa en las condiciones en 
que lo hacía, y por consecuencia no tenía reclamo 
alguno que hacer seis meses después de dicha en- 
trega; que, por otra parte, Guenault no tenía recla- 
mo que hacer, porque le entregó la casa en mejores 
condiciones que las en que la recibió; que entre otras 
cosas, el demandado hizo un horno completo de un va- 
lor relativamente considerable, horno que había que- 
dado en la casa; que en cuanto á la clientela, sigue 
á quien le sirve bien; que la circular que acompa- 
ñaba revelaba que Guenault se había dirigido á sus 
clientes dándoles cuenta de estar al frente de la 
casa, lo que alejaba toda idea de que el demandado 
hubiera pretendido apoderarse de su clientela. 

A fs. 11 vta. se confirió traslado al actor, eva- 
cuándolo éste á fs. 13, manifestando: Que efectiva- 
mente mandó hacer una circular en la forma usual 
poniéndole fecha 1^ de noviembre, es decir, tres 
días después de abandonada la panadería, pero que 
esas circulares las recibió el 7 de noviembre, y que 
el 16 del mismo mes recién fué posible, no hacer 
pan, sino comprarlo y revenderlo: que en esta fecha 
fué cuando el demandante mandó las circulares al 
vecindario, dándolas á las mismas personas que ve- 
nían á comprar y especialmente á los muchachos, 
enviando algunas á unas cuantas casas. 

A fs. 14 se recibió la causa á prueba, habién- 
dose producido la que expresa el certificado de fo- 
jas 159 y las posiciones, de fs. 165. 

Con los alegatos de ambas partes se dictó final- 
mente á fs. 198 la providencia de autos para sen- 
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tencia definitiva, y consentida, el expediente ha sido 
traído al despacho para resolver. 
Y considerando: 

Que en el contrato celebrado entre actor y deman- 
dado, agregado á fs. 2, se establece que su dura- 
ción no podía exceder de tres años, contados des- 
de el P de marzo de 1892^ estipulándose por otra 
cláusula, que Porgues pagaría la suma de 12,000 
pesos nacionales, en el caso de que le conviniese 
adquirir el negocio antes de la expiración del con- 
trato. 

Que de ello se desprende que el término del 
contrato no podía exceder de tres años, pero que 
el locatario tenía facultad de darlo por concluido en 
cualquier tiempo desde que no mandaba imperati- 
vamente que durase los tres años y máxime cuando 
ejerciendo Porgues tal facultad en nada perjudicaba 
al locador, como fácilmente puede demostrarse. En 
efecto, en cualquier momento que tal cosa sucedie- 
se, Guenault podía ponerse al frente del negocio 
sin ningún inconveniente. 

La intención de las partes contratantes, en este 
caso, debe interpretarse, ya que no aparece manifies- 
ta ni en el contrato ni en las constancias de autos, 
en el sentido que se ha expresado, es decir, que el 
locatario tenía derecho para limitar el término esta- 
blecido, sin que sea dado argumentar que en todo ca- 
so el plazo en las obligaciones se presume establecido 
para ambas partes, puesto que por el objeto de la 
obligación y las circunstancias que concurren es el 
caso de excepción á que hace referencia el art. 570 
del Código Civil, en favor, en el caso suh-judicey del 
demandado, á quien únicamente perjudicaría la li- 
mitación del término si al locador le fuera dado 
hacerla valer, porque entonces aquél se vería priva- 
do de realizar utilidades ó al menos de su negocio. 
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Que, por otra parte, del contrato no resulta, como 
el actor lo afirma, que el término en las condiciones 
establecidas lo era sólo para el caso que el locata- 
rio adquiriese la panadería. 

Que resulta de autos que Guenault se hizo cargo 
y entró en posesión de la panadería, objeto de la 
locación, una vez que Porgues la dejó sin hacer pro- 
testa alguna, sin tomar cuenta del estado de ella 
y sin requerir las diligencias judiciales á que se 
refiere el art. 1564 del Código Civil, lo que hace 
improcedente la reclamación de daños y perjuicios 
que pide el demandante por los deterioros de los 
útiles y destrucción de la casa. 

Que si bien el actor ha probado, por las declara- 
ciones de los testigos Enrique Botti, fs. 42, Antonio 
Cerini, fs. 43, Ventura Areu, fs. 52 vta., Andrés 
Guaco, fs. 54, Francisco Martín, fs. 80, y José De- 
chau, fs. 82, que la casa estaba en mal estado, que 
los hornos estaban destruidos y que se practicaron 
reparaciones y obras de carpintería, broncería y 
otras, cuando Porgues la dejó, no ha probado en 
manera alguna la culpa del locatario ó de las per- 
sonas designadas en el art. 1561 del Código Civil, 
mientras que el demandado por su parte justifica que 
la casa era viejísima, que construyó otro horno por 
estar el que existía destruido y que hizo blanquear, 
pintar, empapelar y componer el techo, batea y el 
torno y que los útiles eran viejos, declaraciones de 
Isidoro Noce, fs. 103, Antonio Muscetti, fs. 70, Juan 
Serres, fojas 104, Paulino Clos, fojas 112, Augusto 
Gourdy, fs. 123, Juan M. Tisnes, fs. 124, Pedro 
Andrés, fs. 125, y Pedro Crespo, fs. 128 vta. 

El mismo Guenault, en las posiciones absudtas 
á fs. 165, confiesa que la casa era vieja, lo mismo 
que el horno que había, y que no existía máquina 
de pasar la masa del pan criollo (posiciones prime- 
ra, sexta y séptima). 
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Que el testigo Areu, ya citado, asevera también 
que la casa era vieja y que á pedido de Guenault 
en octubre ó noviembre de 1894 fué á ver el horno 
construido por Porgues porque Guenault quería ha- 
cer reparaciones que proyectaba para hacerse car- 
go de la panadería, habiendo manifestado Guenault, 
al absolver sus posiciones, que es cierto que estuvo 
con el albañil (posición cuarta). 

Que está igualmente comprobado, aparte de otras 
pruebas, por la propia confesión de Guenault, que 
es fácil conseguir y perder el personal (posición dé- 
cimatercera). 

Que asimismo Porgues ha probado que Guenault 
pasó una circular á los clientes de la panadería, avi- 
sándoles que desde el P de noviembre de 1894 
volvía á tomar posesión de ella (posición décima- 
cuarta). 

Que el actor ha confesado, por la posición décima- 
quinta, que es cierto que pidió 10,000 pesos por la 
panadería después que Porgues la dejó. 

Que á nada conduce, pues, la prueba de Guenault 
tendente á demostrar los deterioros y destrucciones 
apuntadas, cuando no se ha llegado á justificar la 
culpa ó negligencia del demandado, que ni remota- 
mente puede atribuírsele, dado que el demandante, 
como ya se ha dicho, entró en posesión de la casa 
Ipcada sin protesta de ningún género y dado que 
Porgues ha demostrado plenamente haber cumplido 
con las disposiciones impuestas por el capítulo 5^, 
título 6<^, sección 3^ libro 2^, del Código Civil. Al 
actor incumbía la prueba de la culpa ó negligencia 
del demandado y no lo ha hecho. 

Que es asimismo inútil la prueba de Guenault 
que tiende á demostrar que Porgues durante la lo- 
cación estableció panadería, que llevó todo el per- 
sonal al nuevo negocio y que siguió sirviendo á los 
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clientes de Guenault, por cuanto el demandado, por 
el contrato de fs. 2, no teniendo prohibición de esta- 
blecerse con nueva panadería, lo podía hacer en 
cualquier parte en el presente caso, pudiendo por 
la misma razón llevarse el personal de Guenault, 
que no le había sido dado en locación, ni podía ser 
objeto del contrato tampoco, aparte de que con 
ello en nada perjudicaba al locador, desde que está 
demostrado que es muy fácil conseguirlo y perderlo. 

El hecho de que el demandado continuase sir- 
viendo la clientela de la panadería de Guenault no 
tiene importancia ni puede servir de base para la 
reclamación del actor, aun cuando en el contrato de 
fojas 2 se ha incluido ilegalmente en la locación, 
por cuanto, según las disposiciones de los arts. 1499, 
1500 y 1501 del Código Civil, sólo pueden ser ob- 
jeto de la locación las cosas, y según la definición 
que el mismo Código da en el art. 2311, cosas son 
los objetos corporales susceptibles de tener un va- 
lor. La clientela no es indudablemente un objeto 
corporal. Así, pues, Porgues ha podido perfecta- 
mente establecer nueva panadería, llevarse el per- 
sonal y seguir sirviendo la clientela de Guenault. 

Que, finalmente, el demandante no ha probado que 
Porgues se llevase los útiles de la panadería loca- 
da, y que éste dejase la casa abandonada, como 
era de su deber justificar. 

Que es de presunción que los deterioros y des- 
trucciones que el demandante indica se han causa- 
do por el tiempo ó por otras causas inevitables. 

Que no son, pues, de aplicación las disposicio- 
nes de los arts. 1554, 1556, 1561 y 1109 del Códi- 
go Civil, que invoca el actor, y no estando probados 
los hechos alegados por Guenault, corresponde ab- 
solver al demandado. 

Por estos fundamentos, disposiciones legales cita- 
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das, lo prescripto en los arts. 1197, 2403 y 1615 
del Código Civil, fallo: absolviendo al demandado 
don Luis Porgues de la presente demanda que por 
cobro de 8,000 pesos le ha entablado don Pablo 
Guenault, con especial condenación en costas al ac- 
tor, como lo dispone el art 221 del Código de Pro- 
cedimientos, á cuyo efecto regulo los honorarios del 
doctor Martínez en la cantidad de 1,500 pesos mo- 
neda nacional. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do 3^ firmo, en Buenos Aires, capital de la Rlepú- 
blica Argentina, á los 20 días del mes de febrero 
de 1897. 

Inscríbase en el libro de sentencias, y repónganse 
las fojas. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Ventura Lima^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Pablo Guenault contra don Luis Porgues, sobre 
cobro de pesos; respecto de la sentencia corriente 
á fojas 200, el Tribunal estableció las siguientes 
cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 200? 

2^ Caso negativo: ¿es justa en lo principal que 
contiene? 

3^ Caso afirmativo: ¿existe mérito para eximir á 
la parte vencida de la responsabilidad de las costas? 
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Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gonzá- 
lez del Solar, Molina Arrotea, Gelly, Giménez, Díaz. 

A la primera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

No encuentro en los procedimientos de esta causa, 
ni en la sentencia recurrida, violación de las for- 
mas y solemnidades que prescriben las leyes, como 
tampoco que se haya incurrido en algún defecto que 
pudiera hacer prosperar la nulidad deducida, con- 
forme á lo dispuesto por el art. 237 del Código de 
Procedimientos, por lo que voto por la negativa. 

Los doctores Molina Arrotea, Gelly, Giménez y 
Díaz se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

Don Pablo Guenault demanda á don Luis Por- 
gues el pago de la suma de 8,000 pesos moneda 
nacional, ó la que fijen peritos arbitradores, como 
indemnización de los daños que dice le ha causado 
por la falta de cumplimiento del contrato de loca- 
ción del establecimiento de panadería á que se re- 
fiere el documento de fs. 2, con más los intereses y 
las costas del juicio. 

Manifiesta que, conforme á lo convenido en dicho 
contrato, hizo entrega del establecimiento arrenda- 
do, sin previo inventario de los útiles que tenía; 
que el demandado cumplió con las obligaciones con- 
traídas relativas al pago de los alquileres hasta el 
mes de octubre de 1894, pero no así respecto á la 
conservación y devolución de la casa arrendada, en 
la que se le han causado perjuicios que estima en 
la suma expresada, por la pérdida de la clientela, 
que ha tenido que rehacer de nuevo, y los gastos de 
reparación del establecimiento y sus útiles. 

El demandado niega haber faltado al cumplimiento 



Digitized by 



~ 92 — 



de las obligaciones contraídas por su parte y sos- 
tiene que el actor se recibió de la casa y útiles 
correspondientes, por haberlo así convenido y sin 
observación ni protesta alguna, cuando faltaban cua- 
tro meses para la terminación del contrato; agrega 
que ha entregado todo en mejores condiciones á las 
que tenían cuando las recibió, habiendo hecho entre 
otras cosas un horno completo, de un valor relativa- 
mente considerable, concluyendo por manifestar, por 
lo que hace á la pérdida de la clientela, que ésta 
sigue A quien la sirve bien, y que una prueba de 
que no ha pretendido apoderarse de la que tenía 
Guenault, está en la circular dirigida por éste ha- 
ciendo saber que se había puesto al frente de la 
casa. 

Trabada la litis en estos términos, la cuestión 
quedaba reducida á la justificación que debía pro- 
ducirse por parte del actor, por lo que hace á los 
hechos afirmados como base de su demanda, desde 
que habían sido negados por el demandado. 

Esta prueba no se ha ofrecido en las condicio- 
nes indispensables por derecho, no sólo respecto á la 
violación de lo convenido por las partes en el con- 
trato de fs. 2, pero ni aun en cuanto á la existencia 
de los daños que se dicen causados por el deman- 
dado y cuya indemnización se le exige. 

No resulta, en efecto, acreditado que el mal esta- 
do de la casa y el de las obras á que se refiere la 
demanda se hubieran producido por culpa ó negligen- 
cia del demandado, como no se ha acreditado tam- 
poco el abandono en las condiciones de que se ha 
hecho mérito, como se demuestra por el Inferior en 
su sentencia al estudiar las diversas diligencias de 
prueba ofrecidas por las partes. 

Por consiguiente, y tratándose de la justificación 
de hechos que era deber del actor acreditar, como 
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lo he dicho, con arreglo á lo dispuesto por la ley 
1^, título 14, part. 3^, es incuestionable que proce- 
día la absolución del demandado, y entiendo, por lo 
mismo, que deben descartarse de la discusión las 
consideraciones de derecho aducidas por el apelan- 
te en su expresión de agravios, desde que ellas re- 
posan sobre los extremos de la demanda que de- 
bieron acreditarse. 

Por lo expuesto, y reproduciendo en lo demás los 
fundamentos concordantes de la sentencia apelada, 
voto por la afirmativa. 

El doctor Molina Arrotea se adhirió al voto an- 
terior. 

El doctor Gelly á la segunda cuestión dijo: 

Don Pablo Guenault demanda á don Luis Porgues 
por indemnización de daños y perjuicios causados 
por incumplimiento de obligaciones emergentes de 
un contrato de locación. 

Del contrato acompañado á la demanda resulta 
que Guenault arrendó á Porgues, por un plazo que 
no excedería de tres años, «todos sus derechos ála 
locación del local y útiles tal como se hallan, uten- 
silios de toda clase y clientela, con la facultad de 
vender, comprar, negociar por su cuenta todas las 
mercaderías que le convinieran y de mantener el 
material en buen estado de servicio». 

Se trata, como se ve, del arrendamiento de un es- 
tablecimiento industrial que, aun cuando en la cláusula 
transcripta no se determina su especie, las partes 
están contestes en calificarlo de «panadería/>, des- 
prendiéndose esto mismo de otras enunciaciones del 
contrato, entre otras las contenidas en la cláusula 
tercera, según la cuai «el señor Porgues toma á su 
cargo todos los gastos en general que incumben á la 
explotación de la panadería, como ser obreros, re- 
partidores, seguros, patentes, contribución, gas y 
demás impuestos». 
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Ahora bien: dice el actor que un buen día, estan- 
do para vencer el término máximo de duración del 
contrato, el locatario abandonó la cosa locada, de- 
jando la casa y útiles en deplorable estado de con- 
servación y uso, y habiendo hecho cesar, desde días 
anteriores, el funcionamiento de la fábrica, abriendo 
á poca distancia otra panadería con el desleal pro- 
pósito de sonsacarle la clientela. Fundado en estos 
hechos, é invocando las disposiciones legales que 
reputa pertinentes, pide sea condenado el demanda- 
do Porgues á indemnizarle los daños y perjuicios 
que tales hechos le han ocasionado, los que debe- 
rán ser fijados por árbitros arbitradores, si el de- 
mandado no aceptara el valor que él les asigna, 
estimándolos en 8,000 pesos. 

El demandado contesta sosteniendo haber cum- 
plido íntegramente las obligaciones que le imponía 
el contrato de locación, devolviendo la cosa locada 
en mejor estado del que tenía cuando la recibió sin 
previo inventario, siendo inexacto que haya preten- 
dido sonsacarle la clientela por el hecho de haberse 
establecido con otra panadería en ejercicio de un 
derecho perfecto que no le estaba en manera alguna 
restringido ó limitado por el contrato , de locación. 

Como sobre la oportunidad en que se dió por 
terminada la locación no se hace cuestión, ni po- 
dría hacerse, desde que es evidente que el plazo 
se había fijado en exclusivo interés del locatario, lo 
que propiamente se controvierte en estos autos es 
únicamente si el locatario ha restituido ó no la cosa 
locada en las condiciones establecidas en el contra- 
to y en la ley. 

Según el contrato, el locatario se obligó «á man- 
tener el material en buen estado de servicio», y se- 
gún el art. 1557 del CódigQ Civil, el locatario está 
obligado... á conservar la cosa en buen estado y á 
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restituir la misma cosa al locador acabada la lo- 
cación. 

En cuanto á la primera, esto es, en cuanto á si la 
cosa fué devuelta ó no en buen estado de servicio, 
no encuentro en autos elementos de convicción su- 
ficientes que autoricen á declarar, con estricta justi- 
cia, que el demandado ha faltado á sus compromi- 
sos, pues si bien es verdad que la casa y parte 
principal de los útiles y enseres han exigido serias 
reparaciones para hacer funcionar nuevamente la 
panadería, no lo es menos que la casa y los mismos 
materiales eran de construcción antigua y deficien- 
te, lo que autoriza á suponer que los deterioros y 
desperfectos provienen de la calidad propia de la 
cosa ó por efecto natural del uso ó goce estipulado, 
cuyas reparaciones no son á cargo del locatario 
sino del locador (art. 1516, Código Civil). Por otra 
parte, consta de autos que el locador se recibió de 
la casa sin protesta alguna en cuanto á su estado, 
y si bien esto no lo priva de producir prueba contra- 
ria, crea por lo menos una presunción favorable al 
locatario, que tiene hasta la virtud de irresponsabi- 
lizarlo por la entrega en condiciones distintas á las 
de recibo (art. 1514, Código Civil). 

En este punto, pienso, como el Inferior, que no 
está comprobada la culpabilidad del locatario, pero 
no pienso lo mismo en lo referente al otro capítulo 
de la demanda, esto es, respecto á si el locatario 
ha cumplido, en la forma en que lo ha hecho, con la 
obligación legal de restituir la misma cosa locada 
acabada la locación. 

Hemos visto, y sobre esto no existe controversia, 
que la cosa objeto de la locación fué un estableci- 
miento industrial (panadería) en pleno y activo fun- 
cionamiento, como claramente lo revelan las refe- 
rencias que hace el contrato de fs. 2, á enseres, 
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útiles, clientela, obreros, repartidores, etc., y hasta 
el mismo precio de venta fijado para el caso en que 
el locatario quisiera quedarse con la panadería du- 
rante (5 al vencimiento de la locación. 

Entretanto, ¿qué es lo que ha restituido el loca- 
tario al dar por terminada la locación? En mi con- 
cepto, una cosa bien distinta á la que le entregó el 
locador, pues devolver el local, útiles y enseres, con 
la fabricación suspendida, y lo que es más, en con- 
diciones de no poder restablecer su funcionamiento, 
sino después de algún tiempo, no es seguramente 
restituir la misma cosa que fué objeto de la locación; 
y si á todo esto se agrega la circunstancia, bien 
sugestiva por cierto, de establecer el locatario otra 
panadería por su exclusiva cuenta en las proximi- 
dades de la anterior, paréceme de toda evidencia 
que la devolución en una forma tan irregular obe- 
decía al propósito manifiesto de sonsacar la clientela, 
ó, por lo menos, de garantirse por algún tiempo los 
efectos de una competencia honesta, leal y franca. 

La panadería objeto de la locación fué avalua- 
da de común acuerdo en 12,000 pesos, precio que 
no respondía ciertamente al valor venal de los úti- 
les y enseres, únicos objetos materiales cuya pro- 
piedad podía transmitir el enajenante, sino al conjun- 
to de valores, ventajas y utilidades que proporciona 
un establecimiento industrial en pleno funcionamiento. 
¿Podría sostenerse con sinceridad que la panadería 
restituida, tal como fué devuelta, alcanzaba á tener 
el valor aproximado que tenía cuando fué entrega- 
da por el locador? Evidentemente no, porque lo que 
se restituía no era ya una panadería, tal como debe 
entenderse este vocablo, sino los elementos mate- 
riales que la constituían, con la fabricación suspen- 
dida y con la clientela disuelta ó dispersa. 

Su valor, pues, tenía necesariamente que haber 
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disminuido considerablemente, y es esta deprecia- 
ción ó diferencia de valores lo que constituye el 
perjuicio real y positivo que se le ha ocasionado al 
locador, y de cuya indemnización es responsable el 
locatario, con arreglo á los arts. 511 y 519 del Códi- 
go Civil. 

La faz jurídica de esta cuestión ha sido extensa 
y eruditamente tratada en el escrito de expresión 
de agravios del actor, demostrándose de un modo 
concluyente, en mi concepto, la responsabilidad le- 
gal en que ha incurrido el demandado, y cuya efec- 
tividad se persigue en la demanda. 

Fundado en estas consideraciones y demás perti- 
nentes del escrito de expresión de agravios del 
actor, pienso que la sentencia apelada debe revo- 
carse en cuanto desestima en absoluto la demanda, 
declarándose la responsabilidad del demandado por 
el perjuicio que le ha ocasionado al actor restitu- 
yéndole la cosa locada con la fabricación de pan 
suspendida y la clientela disuelta, librándose al juicio 
de peritos arbitradores la determinación de su 
monto. 

Es en este sentido que emito mi voto por la ne- 
gativa. 

Lo2) doctores Giménez y Díaz se adhirieron al 
voto anterior. 

A la tercera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

En mi opinión procede exonerar á la parte ven- 
cida de la responsabilidad de las costas del juicio, 
conforme á lo dispuesto por el art. 221 del Código 
de Procedimientos, y atento la naturaleza del con- 
trato y la de los hechos que han motivado este 
pleito, por lo que voto por la afirmativa. 

Los doctores Molina Arrotea, Gelly, Giménez y 
Díaz se adhirieron al voto anterior. 

Civil— Tomo 106—7 
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Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de. la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se reforma 
la sentencia apelada de fs. 200, declarándose que 
el demandado está obligado á indemnizar al actor 
el perjuicio sufrido por la paralización de la pana- 
dería arrendada, desde la fecha en que el deman- 
dado suspendió la fabricación de pan en ella hasta 
el día en que la restableció el actor, y cuyo monto 
será determinado por peritos arbitradores, teniendo 
en cuenta exclusivamente las constancias de autos. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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Sumario — P La deficiencia ú oscuridad de ¡a demanda no 
obsta d su progreso siempre que el derecho haya 
sido comprobado por la prueba resultante de autos, 
2^ El mandatario no puede ser responsabilizado 
personalmente por las sumas indebidamente per- 
cibidas á nombre de su mandante. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos, seguidos por don José Ra- 
faelle contra don David G. Bolia, por cobro de pe- 
sos; de los que resulta: 

A fs. 40 se presenta don José Iriarte, como apo- 
derado del actor, exponiendo: Que entabla demanda 
contra don David G. Bolia, para que en oportunidad 
se le condene al pago de la suma de 745 pesos mo- 
neda nacional, los intereses y costas; que su man- 
dante era inquilino de la casa calle Moreno número 
1860, de propiedad de las señoras Emilia R. de Ga- 
lasca y Adoración R. de Bolia, pagando el alquiler 
mensual de 100 pesos moneda nacional, y habién- 
dose celebrado el contrato de arrendamiento con 
don David G. Bolia, como representante de las su- 
sodichas señoras; que desde los primeros meses, 
urgentes compromisos de Bolia ó de Galasca obli- 
gaban á Rafaelle á entregar sumas de dinero que 
debían aplicarse al pago de alquileres, y aunque la 
duración del contrato era por cuatro años, le pro- 
metían, en caso de que no efectuara el pago directo, 
que continuaría en posesión de la finca; que de este 
modo le han arrancado sumas de dinero mayores 
que el alquiler estipulado, resultando que reunidos 
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los recibos arrojan un saldo de 745 pesos moneda 
nacional; que el demandado ha sostenido ante el 
Juzgado de paz que los recibos son duplicados, ne- 
gando, en consecuencia, la existencia de la deuda; 
que los documentos que ha presentado no tienen la 
anotación de duplicado que debían llevar si fueran 
tales; que el único recibo que dió Bolia es el pre- 
sentado por Rafaelle, que no forma parte de la suma 
reclamada, y que ha exhibido para demostrar la fal- 
sedad de la afirmación del demandado, y termina 
pidiendo la condenación de Bolia, con costas. 

Corrido traslado de la demanda, fué evacuado á 
fojas 51 por don José J. Fabbiani, en representación 
del demandado, manifestando: Que por las razones 
que expondrá pide el rechazo de la demanda, con 
especial condenación en costas; que su mandante no 
adeuda nada al actor y que los recibos agregados á los 
autos son algunos que á pedido del mismo dió por 
duplicado en fecha bastante posterior á los verda- 
deros, pues Rafaelle se presentó pidiendo se los ex- 
pidiera por haber perdido los primeros y tener 
necesidad de ellos para fines que expresó. Bolia se 
dejó sorprender y dió los recibos; que si el actor 
demanda á Bolia la devolución de dinero como re- 
presentante de las señoras Emilia R. de Galasca y 
Adoración R. de Bolia, á quienes demandó primi- 
tivamente, no puede prosperar la acción iniciada á 
nombre personal de aquél; si lo hace en su carácter 
de esposo de una de las propietarias de la casa, no 
ha podido demandarlo sino por la mitad de la suma 
que dice adeudársele; si á nombre de éste, consi- 
derándolo como personalmente deudor, no procede 
la demanda por devolución de alquileres, porque 
no siendo locador no ha cobrado nada para sí; que 
como circunstancia de hecho en lo que respecta ú la 
duplicación de recibos, hace presente la diferencia 
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de papel empleado, diferente coloración de las tin- 
tas, así como las fechas, que excluyen toda idea de 
pago por error; que por lo que hace á la cuestión 
de derecho, no puede considerarse bajo otro aspecto 
que la de devolución de una suma de dinero pagada 
por error, cosa que ni siquiera se indica en la de- 
manda, en la que parece se trata más bien de prés- 
tamos de dinero que se hacen figurar como pago de 
alquileres; que siendo lo primero, no procede la 
acción por devolución de dinero, sino por cumpli- 
miento de un contrato de mutuo, y si lo segundo, 
no puede demandarse á Bolia, que no es locador. 

Declarada la competencia del Juzgado, y abierta la 
causa á prueba, se produjo la que expresa el certi- 
ficado de fs..., sobre cuyo mérito alegaron las partes 
á fs... y fs..., después de lo cual se llamó autos para 
sentencia. 

Y considerando: 

Que para la recta solución de este juicio, con- 
viene fijar previamente la naturaleza de la acción 
instaurada. 

Dados los términos del escrito de demanda, no 
cabe duda que se trata de un préstamo de dinero, 
cuya devolución se pide. 

Es cierto que el actor habla también en su de- 
manda de pago indebido, pero tal circunstancia no 
modifica en lo mínimo el hecho apuntado, que es 
fundamental. 

Ahora bien: ¿ha probado el demandante la exis- 
tencia del préstamo? Decididamente no. 

Toda la prueba rendida sobre el particular con- 
siste en los recibos agregados de fs. 12 á fs. 19 y de 
fojas 21 á 27. Dichos documentos son manifiesta- 
mente insuficientes para justificar el crédito recla- 
mado. 

Llama la atención que el demandante haya acep- 
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tado á cuenta de alquileres, como lo sostiene él, reci- 
bos por mensualidades ya devengadas y abonadas. 

Por otra parte, las declaraciones de los testigos 
Lugones y Villafafle á fs. 70 vta. y 78, no obstante 
las deficiencias de que puedan ellas adolecer, cons- 
tituyen, unidas á las demás circunstancias que sur- 
gen del estudio de esta causa, una vehementísima 
presunción en favor del demandado. 

Si, pues, el actor no ha acreditado los extremos 
de su demanda, es de estricta justicia la absolución 
del demandado. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito 
de fs. 90, fallo: absolviendo de la presente deman- 
da á don David G. Bolia, con costas, á cuyo efecto 
regulo en 200 pesos moneda nacional los honora- 
rios del doctor Calvento y en 120 de igual moneda 
los derechos procuratorios de Fabbiani. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, á 31 de marzo de 1897. 

Regístrese en el libro de sentencias y archívese 
en oportunidad, previa reposición de las fojas. 

Juan A. García. 

Ante mí: Pedro HerndndeSj secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los se- 
ñores vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer 
del recurso interpuesto en los autos seguidos por 
don José Rafaelle contra doña Emilia R. de Galasca 
y doña Adoración R. de Bolia, sobre devolución de 
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dinero; respecto de la sentencia corriente á fs. 98, 
el Tribunal estableció las siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 98? 

2^ Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar en el orden siguiente; doctores Mo- 
lina Arrotea, González del Solar, Gelly, Giménez, 
Díaz. 

A la primera cuestión el doctor Molina Arrotea dijo: 

En este juicio se han observado estrictamente los 
procedimientos marcados por la ley. En cuanto á 
la sentencia, ha sido igualmente pronunciada con 
arreglo á derecho. — Voto por la negativa. 

Los doctores González del Solar, Gelly, Giménez 
y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Molina Arrotea dijo: 

La sentencia apelada debe á mi juicio revocarse. 

Evidentemente el actor, aun cuando expresa con 
claridad los hechos en que informa su demanda, no 
procede de la misma manera respecto al carácter 
ó denominación jurídica de su acción. Pero esta 
deficiencia ú oscuridad no constituye causal bas- 
tante que obste á su progreso, siempre que su de- 
recho resultare comprobado por los medios legales 
puestos á su alcance. 

Los jueces, como lo prevenían nuestras leyes an- 
teriores (10, tít. 17, libro 4^, Recopilación Castellana), 
pueden salvar los defectos de las peticiones una vez 
que es conocida la verdad fundamental, viejo princi- 
pio que no es ciertamente extraño en la práctica 
actual de nuestros Tribunales. 

En nuestro caso, la deficiencia no es de mayor 
gravedad. El actor termina su escrito de fs. 40, di- 
ciendo: que los recibos que obran en los autos acre- 
ditan que, sea como pago indebido ó bien como 
deuda constante de documento escrito, el deman- 
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dado está obligado á pagar la suma que le recla- 
ma, siendo con tal objeto que le interpone la pre- 
sente demanda. 

Sin subvertirse, pues, ninguna regla de procedi- 
miento, puede juzgarse derechamente el punto sus- 
tancial de la litis, que consiste en averiguar si el 
reo es ó no deudor por las sumas demandadas. 

En la contestación se expresa por esta parte que 
no adeuda nada al actor y que los recibos agrega- 
dos á los autos son algunos que á pedido del mismo 
dió por duplicado con fecha bastante posterior á 
los verdaderos. 

Ahora bien; de esos recibos que se dice fueron 
entregados al actor por hacerle un servicio, resulta 
que éste ha pagado dos veces el alquiler correspon- 
diente á los meses de agosto, noviembre, abril, mayo 
y tres veces el de diciembre de 1894, y 85 pesos 
de demasía por enero del año siguiente, que unidos 
al de fs. 21 forma la cantidad total expresada en el 
escrito de fs. 40. 

El demandado se excepciona, según se ha visto, 
con que dió esos recibos por duplicado y en mira 
de un servicio al locatario, excepción cuya prueba 
le incumbía, conforme á los conocidos principios 
que en esta materia rigen en el derecho procesal. 

Pero esa prueba no existe en autos, siendo noto- 
riamente insuficiente la testimonial rendida por la 
parte de Eolia. 

Es inverosímil que el demandado no salvara su 
derecho con el empleo de la formalidad de que hace 
mérito en autos para fundar su defensa, siéndolo 
igualmente que si suscribió esos recibos únicamente 
por servicio personal no se muniese de un contra- 
documento ó de un recaudo cualquiera que lo ga- 
rantizara en caso necesario. 

Considero, en resumen,' que reconocidos como han 
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sido los papeles que instruyen la demanda, y no ha- 
\ biéndose justificado en juicio las excepciones opues- 

tas por el reo, corresponde sea condenado éste al 
pago de su importe, con arreglo á lo dispuesto en 
los arts. 505, 1026 y 1028 del Código Civil y ley 
2^ título 14, partida 3^ 

En mérito de las consideraciones expuestas voto 
por la negativa. 

El doctor González del Solar se adhirió al voto 
anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Gelly dijo: 

De perfecto acuerdo con el señor vocal preopi- 
nante en cuanto á la doctrina que sustenta, de que 
no son erróneas calificaciones jurídicas que las par- 
tes emplean en sus escritos las que determinan los 
extremos de la litiscontestación, sino las que en 
realidad surgen de los hechos y antecedentes rela- 
cionados en la demanda y la contestación, no lo es- 
toy, empero, en cuanto á las conclusiones á que 
arriba en el caso sub-judice. 

La demanda es indudablemente deficiente, tanto 
en la relación de antecedentes, como en las conse- 
cuencias de orden legal que deduce. Pero sea de 
ello lo que fuere, la verdad es que lo que se per- 
sigue es la restitución de sumas de dinero que el 
actor asevera haber entregado en préstamo al de- 
mandado. En la dificultad de comprobar el contrato 
de mutuo, por carencia de prueba instrumental di- 
recta, acompaña unos recibos por pago de alquileres, 
que siendo indebidos, según el actor, le servirían 
para justificar la causa verdadera á que respondían. 

Esos recibos, en una palabra, eran utilizados por 
el actor, principalmente como una prueba indirecta ó 
inductiva del préstamo cuya devolución reclamaba, 
y en segundo término, para el caso de no ser sufi- 
cientes al efecto indicado, como prueba de un pago 
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indebido, para lo cual deducía la doble acción que 
expresa en su demanda. 

El Inferior encara la cuestión única y exclusiva- 
mente del punto de vista de la acción emergente de 
un contrato de préstamo, y decide, con fundamentos 
incontestables, que no se ha comprobado su cele- 
bración. 

El señor vocal preopinante, fundándose á su vez 
en que los recibos acompañados constatan el pago 
doble de unas mismas obligaciones, considera que 
comprueban plenamente el derecho del actor para 
reclamar su restitución. 

Por mi parte, disiento en absoluto con esta opi- 
nión, pues aun admitiendo que esos recibos eviden- 
cien un doble pago, no por eso sería el demandado 
el obligado á restituir lo indebidamente cobrado, 
porque, como lo dice contestando la demanda, pro- 
cedió como mandatario del locador, y en tal caso, la 
acción debe dirigirse contra el mandante y no contra 
él. Esta defensa es, en mi concepto, ilevantable, 
como que tiene un fundamento inconmovible fen 
el art. 1930 del Código Civil. 

Por estas consideraciones, y reproduciendo en 
todo caso las pertinentes del alegato del demanda- 
do, voto por la afirmativa. 

Los doctores Giménez y Díaz se adhirieron al 
voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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SENTENCIA 



Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 98, fijándose 
en 80 pesos los honorarios del doctor Calvento y 
en 25 los derechos procuratorios de Fabbiani en 
esta instancia. 

Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. DIaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



CAUSA 228 

Sumario — Justificada la existencia de un saldo liquido en 
fecha determinada á favor del constructor sólo 
pueden aceptarse como descargo documentos de 
fecha posterior. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: este juicio, seguido por don Francisco Li- 
brera contra don Ensebio Rodríguez Cabello, sobre 
cobro de pesos; de los que resulta: 

1^ Que á fs. l se presentó el actor, por medio 
de apoderado, exponiendo: Que hace algún tiempo 



Digitized by 



— 108 — 



edificó para doña Pilar Sánchez de Rodríguez Ca- 
bello, esposa del demandado, una casa en la calle 
Coronel número 1259, y últimamente otra en la 
calle 58 A, entre Coronel y 89 A, por la que se ha- 
bía convenido la cantidad de 2,800 pesos moneda 
nacional; que posteriormente arreglaron cuentas, 
por la cual debía entregarse al actor 1,647 pesos, 
quedando en esa suma descontado el importe de 
300 pesos que representaba el valor de las obras 
de carpintería de ^a casa y que debía ser abonado 
por Cabello, siendo lo único que actualmente falta 
al edificio; que sólo ha recibido á cuenta en dinero, 
y por descuento de cantidades que el demandado 
debía pagar á varios acreedores, la cantidad de 
6.62 pesos moneda nacional, resultando, por lo tanto, 
un saldo á su favor de 985 pesos moneda nacional; 
que la propiedad en construcción se encuentra en 
su poder, pues faltan las puertas; pero es el caso 
que la señora Rocjríguez de Cabello, con la venia 
de su esposo, ha vendido la propiedad á un tercero 
sin pagarle lo que le adeuda; que en virtud de lo 
expuesto, y fundado en los arts. 1638 y 1627 del 
Código Civil, entabla demanda contra el señor don 
Ensebio Rodríguez Cabello, como representante de 
su esposa, por la cantidad que reclama, con las cos- 
tas del juicio, 

2^ Que corrido el traslado de ley, fué evacuado 
á fs. 51 por el señor Cabello, también por medio de 
apoderado, quien después de negar los hechos adu- 
cidos por el actor, agrega: que el demandante, en 
vez de verificar la obra con materiales comprados 
por él, como no tenía el crédito necesario, pidió que 
el señor Cabello le remitiera por su cuenta los ma- 
teriales que él no podía conseguir; que así lo hizo, 
y el actor le firmó los recibos de dichos materiales 
que él abonó, causándole un desembolso de 3,839 
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pesos 52 centavos, incluso el dinero que ha entre- 
gado á Librera, según recibo, y sin contar otras 
sumas entregadas sin constancias; que el actor, en 
vez de emplear los materiales comprados por el ex- 
ponente en beneficio de la obra, los ha empleado en 
otra construcción, abusando así de su confianza, y 
que, como según lo manifiesta el actor en su de- 
manda, contrató la obra por 2,800 pesos, y él le 
ha dado materiales por 3,839 pesos 52 centavos; le 
adeuda, pues, la diferencia, es decir, 1,039 pesos 52 
centavos, por cuya suma lo contrademanda, pidien- 
do además sea condenado en costas. 

3^ Que atento el estado del procedimiento, y en 
virtud de la reconvención deducida y documentos 
acompañados, se corrió traslado al actor, el que, 
evacuándolo á fs. 59, acompaña nuevos documentos, 
niega los hechos que alega el demandado é insiste 
en su demanda y en todas sus pretensiones. 

4^ Que abierta la causa á prueba, se ha rendido 
la que expresa el certificado de fs. 129, después de 
lo cual, habiéndose alegado sobre su mérito, se 
llamaron autos para definitiva. 

Y considerando: 

Que en autos hay elementos de convicción sufi- 
cientes para declarar procedente la demanda, é im- 
procedente la reconvención que también ha sido ma- 
teria de este juicio. 

Está, en efecto, comprobado, que con fecha 11 
de diciembre de 1895 arreglaron los interesados las 
cuentas hasta esa fecha, descontándose á Librera 
todos los materiales que se le habían entregado para 
las construcciones hechas á la parte demandada, 
como también las sumas de dinero que había reci- 
bido, reconociéndose que el actor resultaba acreedor 
de un saldo por la suma de 1,647 pesos moneda 
nacional. 
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Está igualmente demostrado, que al arreglar los 
asuntos quedó descontada, y en poder del deman- 
dado, la suma de 300 pesos de la misma moneda, 
importe de la carpintería de la casa calle Coronel, 
que el señor Rodríguez Cabello tomaba á su cargo. 

La prueba de los antecedentes expuestos es cla- 
ra, porque su veracidad ha sido reconocida por el 
demandado al contestar las 6^, 7^, 8^ y 9^ preguntas 
de las posiciones insertas en el pliego corriente á 
fojas 68. 

Ahora bien: fácil es comprender que los antece- 
dentes expuestos, debidamente justificados en el ex- 
pediente, constituyen un documento de cargo ó de 
obligaciones para el demandado, á cuyo pago total 
estaría obligado, si no hubiera presentado docu- 
mentos de descargo de fecha posterior al 1 1 de di- 
ciembre de 1895, en que se arreglaron las cuentas. 

Veamos ahora cuáles son los precedentes que 
hay en autos que sirven de descargo para el señor 
Rodríguez Cabello, y de su examen resultará que 
hay un saldo en favor del actor, que es el que cobra 
en la demanda. 

Los documentos corrientes á fs. 9, 11, 13, 
15, 17, 19, 29, 31, 33, 35, 37, 39 y 45, carecen por 
completo de importancia á los efectos expresados, 
porque son anteriores al mes de diciembre de 1895 
en que se arreglaron las cuentas. 

Los únicos que comprueban entregas posteriores 
á la fecha expresada, son: 1^ la última parte de la 
cuenta de fs. 27, por valor de 91 pesos con 30 
centavos moneda nacional, con los correspondientes 
boletos de fs. 19, 21, 23 y 25, que justifican las en- 
tregas á que alude la cuenta; 2^ la cuenta co- 
rriente á fs. 41, por valor de 64 pesos 55 centavos 
moneda nacional; 3^ el recibo de fs. 43, que ascien- 
de á pesos 120; 4^ el recibo corriente á fs. 45, por 
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50 pesos moneda nacional. Todos estos documentos 
los descuenta el señor Librera en la cuenta de fojas 
55 y en la pregunta IP del pliego de posiciones 
de fs. 68. 

Descarga también Librera al demandado de la 
suma de 50 pesos moneda nacional y de la de 286 
pesos 15 centavos, esta última por dinero y mate- 
riales que se le han entregado (11^ pregunta del 
pliego de fs. 68 y cuenta de ís. 55). Todos estos 
antecedentes, que son los únicos que favorecen al 
señor Rodríguez Cabello, ascienden á la cantidad de 
662 pesos moneda nacional; pero como existe un 
saldo en su contra por 1,647 pesos, como antes se 
ha dicho, resulta que, según constancias de autos, 
el actor ha comprobado que es acreedor por la 
cantidad de 985 pesos moneda nacional. 

La prueba rendida por la parte dem^andada no 
afecta en lo más mínimo á la del actor, porque se 
limita á demostrar, ó que los documentos de des- 
cargo son auténticos, lo que no se ha negado, ó que 
se han recibido los materiales por Librera, lo que 
tampoco se ha desconocido, ó, por último, que el 
señor Librera ha invertido algunos materiales en 
su provecho, lo que no tiene importancia alguna, en 
virtud de las explicaciones dadas por éste en el 
párrafo 4^ de su alegato, corriente á fs. 134, que 
están fundadas en las convenciones celebradas por 
las partes. 

Lo que queda expuesto y las demás probanzas 
rendidas por el actor de que instruye el expediente, 
resuelven, pues, la cuestión en el sentido expresado. 

Por estos fundamentos y los concordantes ex- 
puestos por don Francisco Librera, en su alegato 
de fs. 131, fallo: condenando á la parte demandada 
á abonar al actor, en el término de diez días, la 
suma de 985 pesos moneda nacional, con el interés 
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á estilo de Banco á contar desde la fecha de la in- 
terpelación judicial y las costas del juicio. A virtud 
de lo expuesto, absuelvo al actor de la contrade- 
manda que le ha deducido la parte demandada en 
este juicio. Regúlanse los honorarios del doctor 
Navarro Viola (escrito de fs. 131) en 150 pesos 
moneda nacional y los trabajos procuratorios de 
don Clemente D'Avarrier de que informan los a\itos 
en la de 250 de la misma moneda. 

Notifíquese á quienes corresponda, inscríbase en 
el libro de resoluciones y repónganse los sellos. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en el salón de mi despacho del Juzgado, 
en Buenos Aires, á 16 días del mes de marzo 
de 1897. 

Alberto Centeno. 
Ante mí: Carlos Federico Benitez^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos x\ires, capital de la República Argen- 
tina, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los ai^tos seguidos por don 
Francisco Librera contra don Eusebio Rodríguez 
Cabello, sobre cobro de pesos; respecto de la senten- 
cia corriente á fs. 150, el Tribunal estableció la si- 
guiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 150? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gonzá- 
lez del Solar, Gelly, Giménez, Díaz, Molina Arrotea. 

El doctor González del Solar dijo: 
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El actor ha justificado suficientemente los extremos 
de £u demanda, lo que no se ha hecho por el de- 
mandado respecto á lo alegado en su defensa y á la 
reconvención, que ha sido también tomada en consi- 
deración en la decisión recurrida. 

Dado el mérito de las pruebas que se han pro- 
ducido, pienso, como el Inferior, que de ellas resul- 
tan sobrados elementos de convicción, suficientes, en 
consecuencia, para la condenación del demandado, 
y como lo alegado en la expresión de agravios no 
destruye, á mi juicio, los fundamentos de la senten- 
cia apelada, debo limitarme á reproducirlos, como los 
reproduzco, para dar mi voto por la afirmativa. 

Los doctores Gelly, Giménez, Díaz y Molina 
Arrotea se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — DIaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 150, regu- 
lándose en 100 pesos los honorarios del doctor Na- 
varro Viola y en 30 los derechos procuratorios de 
D*Avarrier. —Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — ^JuliAn Gelly.— Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. DIaz. 

Ante mí: Jorge L. DupuiSy secretario. 

Civil— Tomo IC6-I 
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Sumario — Aun cuando el cónyuge supérstite haga ocultación 
de bienes, los Tierederos que, mayores de edad, re- 
conozcan su derecho sobre todos los que forman la 
herencia no pueden reclamar derechos heredita- 
rios sobre los ocultados. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: este juicio seguido por don Juan José 
Gaete contra don Eufemio Gaete, por ocultación de 
bienes; del que resulta: 

A fs. 2 se presenta don Marcos Garay de la 
Fuente con poder otorgado por don Juan José Gae- 
te, y expone: Que don Eufemio Gaete, padre legítimo 
de su instituyente, al fallecimiento de su esposa, 
doña Benita Domínguez de Gaete, inició el juicio 
testamentario, llevándolo hasta la partición; que la 
iniciación del juicio se hizo con fecha 24 de mayo 
de 1886; que en dicho juicio se comprobó, por medio 
de las partidas respectivas, la defunción de la cau- 
sante, casamiento de la misma con el padre de su 
instituyente, y el carácter de hijos legítimos de Eu- 
femio y Juan José, menores de edad en aquella 
fecha; que en la manifestación de bienes que hizo 
el señor Gaete figuraba una legua y media de cam- 
po en el partido del Azul, paraje denominado 
'< Arroyo de los Huesos >, propiedad exclusiva de la 
causante, que hubo antes de su matrimonio por lega- 
do que le hizo don Juan José Lahite, según consta 
del testamento otorgado por este señor ante el es- 
cribano don Julián Aranda en 18 de julio de 1861; 
que también consta en los autos testamentarios á 
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que se refiere, y como bienes gananciales, una casa 
en la calle de Pasco entre Méjico y Venezuela, y 
además un terreno en el partido Almirante Brown; 
que como ha manifestado ya, cuando se inició dicha 
testamentaría su representado era menor de edad, 
y, por consecuencia, no intervino para nada en ei 
juicio, ignorando en absoluto la manifestación de 
bienes y forma de partición; que cuando llegó á la 
mayor edad su representado, su padre don Eufe- 
mio Gaete, al hacerle entrega de su hijuela, le exigió 
la presentación de un escrito, manifestando en él 
que había recibido todo cuanto le correspondía en 
la testamentaría de su señora madre; que al firmar 
dicho escrito lo hizo con la sumisión de un buen 
hijo, que creyó y sigue creyendo incapaz á su señor 
padre que á sabiendas lo perjudicase en la parti- 
ción, y además, que omitiera, en la manifestación 
de bienes, 8,000 ovejas, 1,000 vacas más ó menos, 
hacienda caballar y una bóveda en el cementerio 
de la Recoleta; que por una casualidad su represen- 
tado tuvo ocasión de ver en el Archivo los autos 
testamentarios de su señora madre y vió con sor- 
presa la omisión en la manifestación de bienes; que 
pidió á su padre reparase aquella omisión, pero 
hasta la fecha no ha recibido sino promesas, y de- 
bido á la circunstancia de que su señor padre ha 
contraído segundas nupcias, se ve obligado á pre- 
sentarse ante los Tribunales, por su intermedio, enta- 
blando formal demanda contra Eufemio Gaete para 
que se le entregue la parte que le corresponde en 
las haciendas y demás bienes á que ha hecho refe- 
rencia, y sus frutos ó su equivalente en dinero, y se 
le condene en las costas de este juicio; que deduci- 
da esta demanda por ocultación de bienes, sólo le 
resta indicar que los autos á que ha hecho referen- 
cia se encuentran en el Archivo general, legajo nú- 
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mero 117; que siendo indiscutible el derecho de su 
representado, y por analogía á la acción reivindica- 
toría, pide se decrete el embargo preventivo del 
campo que posee el demandado en el partido del 
Azul, en el paraje denominado «Arroyo de los Hue- 
sos á fin de salvaguardar los intereses de su repre- 
sentado. 

Que á fs. 8 don Eufemio Gaete, contestando la 
demanda, expone: Que no debe hacerse lugar, con 
costas, á los pedidos del actor; que en los autos tes- 
tamentarios de su hijo don Eufemio Gaete, cuyo ex- 
pediente se encuentra en el Archivo desde 1892, y 
á cuyo efecto jura lo necesario en derecho, así como 
acerca de la pieza que invocará y que se halla á 
fs. 21, allí se encuentra un escrito del actor que 
dice: Por convenios extrajudiciales celebrados re- 
cientemente con su señor padre, Eufemio Gaete, 
hemos arreglado la división y adjudicación de los 
bienes testamentarios de esta sucesión (de doña Be- 
nita) en nuestro carácter de únicos y universales 
herederos actuales de la causante, después del falle- 
cimiento de nuestro coheredero Eufemio, cuyos de- 
rechos han pasado á mi señor padre. Doyme, pues, 
como recibido de todo mi haber hereditario, consin- 
tiendo en que V. S. declare como de propiedad 
exclusiva de mi señor padre todos los bienes suce- 
sorios, pudiendo, en consecuencia, disponer de ellos 
sin mi intervención, judicial ó extrajudicialmente.» 
Que presentado este escrito en 28 de febrero de 
1890, ratificado á fs. 22, y cumplido después de la 
decisión del caso, bastaríale su recuerdo ó invoca- 
ción para dejar establecidas sus razones de defensa; 
que si don Juan José, invocando error, dolo ó fal- 
sedad, que jamás han existido, pretendiese amenguar 
sus efectos y significado, largo tiempo ha debió 
haberlo dicho, encontrándose extinguidos todas sus 
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acciones y derechos; que en caso de ocultación de 
bienes, que niega, éstos serán, como todos los de- 
más sucesorios, de su exclusiva propiedad; que niega 
todo lo que dice la demanda; que el demandado era 
deudor al Banco de la Provincia de sumas de di- 
nero recibidas en préstamo durante la sociedad 
conyugal, y de esas sumas, muy superiores al va- 
lor de los animales que se inventan, jamás tuvieron 
cargo mis hijos, ni la sucesión, siendo íntegramente 
satisfechas por él; que en cuanto al lugar de eterno 
descanso, dice: que no se trata de efecto que esté 
en el comercio, aparte de que él, como todo, forma 
parte del convenio recordado. En la parte que le 
corresponde es de su exclusiva propiedad. — Que 
esta demanda sea rechazada, con costas. 

Declarándose el Juzgado competente para enten- 
der en esta demanda, se recibió á prueba, produ- 
ciéndose por la parte actora la que expresa el 
certificado puesto por el actuario á fs. 15 vta., y 
también por la parte demandada, según el mismo 
certificado, alegando ambas partes sobre su mérito. 

En este estado se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

Respecto de la excepción de prescripción for- 
malmente opuesta en el alegato de fs . . . : que el ar- 
tículo 4030 del Código Civil dispone que la pres- 
cripción sólo comienza á correr desde el día en que 
el interesado tuvo conocimiento del vicio del acto 
jurídico. 

Que correspondía al demandado probar que han 
transcurrido dos años desde esa fecha, lo que no 
ha demostrado. 

Que en las posicione^> de fs. 36, dice el deman- 
dado, contestando la segunda pregunta, que no in- 
cluyó los bienes á que se refiere, porque los había 
adquirido con dinero que le prestó el Banco de la 
Provincia. 
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Que en la cuarta posición reconoce implícita- 
mente que adquirió el campo 3^ las haciendas du- 
rante la sociedad conj'ugal. 

Que de los términos de las mencionadas respues- 
tas resulta: que el demandado, por error de derecho, 
y olvidando lo preceptuado en los arts. 1271 y 1272 
del Código Civil, no incluyó esos bienes en la tes- 
tamentaría de su esposa. 

Que de estos antecedentes, y dadas las mismas 
manifestaciones del demandado, no es admisible que 
se tuvieran presentes esos bienes en el acuerdo pre- 
sentado al Juzgado á fs. 12 (expediente agregado). 

Por estos fundamentos, leyes citadas, y art. 1045 
del Código Civil, fallo: rechazando la excepción de 
prescripción, y condenando á don Eufemio Gaete á 
devolver, en el término de treinta días, á su hijo, la 
parte que le corresponde en los bienes mencionados 
en el escrito de fs. 2, con sus intereses, frutos 
desde la fecha de esta demanda, ó su equivalente 
en dinero; con costas, á cuyo efecto regulo los hono- 
rarios del doctor Máximo Garay de la Fuente en 
la suma de 1,000 pesos moneda nacional de curso 
legal. 

Devuélvase el expediente traído del Archivo ad 
effecttim videndi. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, capital de la República 
Argentina, á 21 de junio de 1897. 

Inscríbase en el libro respectivo, y repónganse 
los sellos. 

Juan A. García. 
Ante mí: Enrique Estrada ZeliSj secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer 
del recurso interpuesto en los autos seguidos por 
don Juan José Gaete contra don Eufemio Gaete, 
por ocultación de bienes; respecto de la sentencia 
corriente á fs. 71. el Tribunal estableció las siguien- 
tes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia apelada? 

2^ En caso negativo: ¿es justa dicha sentencia? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Díaz, 
Molina Arrotea, Giménez, González del Solar, Gell3% 

A la primera cuestión el doctor Díaz dij.o: 

Todas las solemnidades prescriptas por la ley han 
sido observadas en el fallo recurrido, esto es, las 
que se consignan en los arts. 216, 217, y concor- 
dantes del Código de Procedimientos. 

Voto por la negativa en esta cuestión. 

Los doctores Molina Arrotea, Giménez, González 
del Solar y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Díaz dijo: 

Don Juan José Gaete demanda á su padre, don 
Eufemio Gaete, por entrega de la parte de las ha- 
ciendas 3' bienes que le correspondieron en la tes- 
tamentaría de su señora madre, dofia Benita Domín- 
guez de Gaete, y sus frutos, ó su equivalente en 
dinero. 

Tal es el objetivo bien explícito de la demanda, 
la que el actor califica incidentalmente de acción 
de ocultación de bienes. 

En tales condiciones se ha trabado la litis; y bien 
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se ve que la acción stib-judice no se encuadra, ni 
por su fin ni por su naturaleza, dentro de las ac- 
ciones previstas por el art. 4030 del Código Civil. 

Una consecuencia de esta premisa es que la pres- 
cripción que el Inferior trata y decide con arreglo 
al artículo recordado carece de aplicación al pre- 
sente. 

Consta de autos que fallecida la señora Domín- 
guez de Gaete, el demandado, cónyuge supérstite, 
inició la testamentaría, siendo el actor en esa época 
menor de edad. 

Llegado á la mayor edad don Juan José, presentó 
y ratificó el escrito que obra á fs. 21 del expedien- 
te agregado, caratulado «Don Eufemio Gaete (^hijo), 
su testamentaría». 

Ese escrito dice así: «Juan José Gaete, en los 
autos testamentarios de^ mi señora madre Benita D. 
de Gaete, á V. S., como mejor proceda, digo: Por 
convenios extrajudiciales celebrados recientemente 
con mi señor padre Eufemio Gaete, hemos arregla- 
do la división y adjudicación de los bienes testa- 
mentarios de esta sucesión, en nuestro carácter de 
únicos y universales herederos actuales de la cau- 
sante . . . Doyme, pues, como recibido de todo mi 
haber hereditario, consintiendo en que declare V. S. 
como de propiedad exclusiva de mi señor padre 
todos los bienes sucesorios, pudiendo, en consecuen- 
cia, disponer de ellos sin mi intervención, judicial 
ó extrajudicialmente. >> 

El Juez proveyó de conformidad á lo que se pide 
á fs. 23 y 24 del expediente citado. 

Como se ve, el actor manifiesta que por arreglos 
extrajudiciales celebrados con su señor padre, ha 
arreglado la división y adjudicación de los bienes 
de la sucesión de su señora madre, y se da por 
recibido de todo su haber hereditario, consintiendo 
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que el Juzgado declare como de propiedad exclusiva 
de su señor padre todos los bienes sucesorios, pu- 
diendo éste, en consecuencia, disponer de ellos sin 
su intervención. 

El convenio que envuelve el escrito precedente- 
mente transcripto obliga formalmente al actor, pue3 
las convenciones hechas en los contratos forman 
para las partes una regla á la cual deben someterse 
como á la ley misma (art. 1197 del Código Civil). 

Si se hubiese de considerar el convenio de que 
instruye el escrito de fs. 21 como una transacción, 
ella quedó consumada desde su presentación al juez 
de la causa (art. 838 del Código Civil). 

La transacción extingue los derechos y obligacio- 
nes que las partes hubiesen renunciado y tiene para 
con ellas la autoridad de la cosa juzgada (art. 850 
del Código Civil). 

Ya lo he dicho, y debo observar de nuevo, que 
el convenio contenido en el escrito de fs. 21 no ha 
sido tachado de nulidad por ninguna de las causas 
por que pueden anularse los actos jurídicos. 

Luego, el convenio de fs. 21 subsiste en toda su 
integridad 

Siendo esto así, ¿es legalmente admisible la ac- 
ción que ahora deduce el actor? • 

Después de haber declarado solemnemente que 
arregló con su señor padre la división y adjudicación 
de los bienes testamentarios, y dádose por recibido 
de todo su haber hereditario en la sucesión de su 
señora madre, mal puede pretender ahora derecho 
alguno sobre esos bienes, tanto más si se tiene 
presente que en el recordado escrito de fs. 21 pi- 
dió que aquéllos se declarasen de propiedad exclu- 
siva de su padre, lo que así quedó establecido en 
el expediente. 

En derecho á nadie le es permitido volver contra 
sus propios actos. 
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Se ha dicho que cuando se celebró el convenio 
de fs. 21 el actor ignoraba la existencia de las ha- 
ciendas y bienes que reclama, y que, según él, se 
ocultaron por su padre. 

Ante la generalidad de los términos del convenio 
citado no es aceptable esa defensa, y de autos no 
resulta tampoco comprobado. 

Sobre todo, en la demanda no se alegó el pre- 
tendido error al realizar la convención de fs. 21. 

A mi modo de ver, hay que atenerse á lo conve- 
nido á fs. 21; con arreglo á ese antecedente, el actor 
carece de derecho para interponer contra su padre 
reclamaciones sobre bienes de procedencia de la 
sucesión de su señora madre. 

La sentencia es injusta y debe revocarse. 

Voto por la negativa en esta cuestión. 

Los doctores Molina Arrotea, Giménez, González 
del Solar y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia apelada, imponiéndose al actor perpetuo 
silencio sobre el punto materia en litigio. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález del Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: lorge L. Dupuis^ secretario. 
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Sumario —P Cuando los escribanos públicos, por culpa ó por 
simple negligencia, redactan, extienden y autori- 
zan actos perjudiciales d los otorgantes^ son res- 
ponsables de los daños y perjuicios que ocasio- 
nan.— 2^ Las cláusulas insertas erróneamente en 
la escritura de compraventa deben ser anuladas 
d petición y con audiencia de los contratantes, 

A'^TTECEDENTES 

(Dictamen del Asesor de Menores) 
Señor Juez: 

En concepto del asesor, el título acompañado ado- 
lece del vicio que le atribuye el demandante. 

En efecto; consta en la escritura que don Eduar- 
do Barbosa y don Emilio C. Quirno vendieron á 
don Francisco Testa un terreno situado en la calle 
San Juan por la suma de 3,200 pesos moneda na- 
cional, que declaran los vendedores haber recibido 
el precio de manos del comprador antes de ese acto. 

La escritura en esta parte establece haberse ce- 
lebrado entre las personas referidas un contrato de 
compraventa puro y simple; pero se pretende modi- 
ficarlo con la cláusula de que la venta contiene el 
pacto de retroventa en el sentido de que el compra- 
dor Testa devolverá á los catorce meses de la fecha 
del otorgamiento de la escritura los 3,200 pesos sin 
interés alguno, con la obligación de edificar el te- 
rreno que compra ó restituir el terreno á los ven- 
dedores con todas las mejoras que ""en él hiciere, sin 
tener derecho á pedir indemnización. 

Esta cláusula no tiene significado legal alguno, 
ni puede modificar el contrato de venta, pues las 
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únicas cláusulas especiales que pueden ser agrega- 
das á este contrato y modificar las obligaciones que 
nacen de él, están expresadas en los arts. 1365 y 
siguientes del Código Civil. 

No es un pacto de retroventa el que contiene la 
escritura, aunque este término haya sido empleado 
en ella, pues los vendedores no restituyen al com- 
prador el precio recibido, condición necesaria para 
que este pacto exista, según lo prescripto en el ar- 
tículo 1366. 

Tampoco es venta de usufructo por tiempo deter- 
minado la que los otorgantes han tenido la intención 
de contratar, aunque el vendedor Barbosa así lo 
asevere al contestar la segunda posición de fs. 58; 
porque, aparte de que la venta de usufructo es in- 
compatible con el derecho de recuperar la propie- 
dad vendida, desde que ella pertenece al nudo pro- 
pietario, su declaración está en contradicción con 
lo que al respecto tiene manifestado en los autos 
que menciona el certificado de fs. 72, en los cuales 
tanto él como Quirno declararon haber vendido di- 
cho terreno á don Francisco Testa y le entregaron 
la posesión. 

La prueba producida por los demandados con que 
pretenden desvirtuar el contrato de venta, no puede 
tomarse en consideración. 

El instrumento público hace plena fe, no sólo 
entre las partes, sino contra terceros, en cuanto al 
hecho de haberse ejecutado el acto de las conven- 
ciones, disposiciones, pagos, reconocimientos conte- 
nidos en él; y sólo puede ser modificado ó quedar 
sin efecto por un contradocumento público ó priva- 
do que los interesados otorguen (arts. 994 y 996, 
Código Civil). 

Por consiguiente, ningún valor legal tienen las de- 
claraciones de los testigos Francisco Oppichini y 
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Federico Oliver, ni la del otorgante señor Barbosa, 
en cuanto á que el comprador Testa no le entregó 
á él ni á Quirno dinero alguno; porque, como dice 
el codificador en la nota ilustrativa del art. 992, 
«no se sabría cuando hablábanla verdad, si cuando 
bajo su firma asentaron lo que consta en el acto, 
ó cuando ante el juez declaran que aquello no era 
cierto»; y es lo que sucede en el presente caso con 
Barbosa, que tiene declarado en la escritura haber 
recibido el precio de manos del comprador, y no 
obstante declara lo contrario ante V. S. 

En cuanto á la responsabilidad del escribano don 
Eduardo González, autor de la escritura, por las 
costas del juicio, de que también hace mérito la de- 
manda, considero que no debe ser exonerado de 
ellas, de acuerdo con lo dispuesto en el art. H12 del 
Código Civil; porque si bien es cierto que el escri- 
bano no es responsable de la veracidad de lo que 
expresan los otorgantes, tiene, sin embargo, la obli- 
gación de conocer la ley relacionada con el ejerci- 
cio de su oficiO; aplicarla á los actos que autoriza y 
redactar éstos de modo que no sean después ori- 
gen de pleitos; este deber es de orden público, y el 
escribano que por negligencia ó ignorancia de la 
le}^ autoriza un acto contrario á las prescripciones 
que la misma establece, debe ser responsable de las 
consecuencias del pleito originado por el acto inco- 
rrecto. 

Por todo esto, soy de opinión, que debe V. S. 
declarar la nulidad de la cláusula de la referencia, 
por ser contraria á las disposiciones legales que ri- 
gen las convenciones que pueden modificar el con- 
trato de compraventa. 

Buenos Aires» mayo 29 de 18%. 

Marcelino Meló. 
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{Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: los presentes autos, seguidos por dofla 
Catalina Campodónico de Testa contra don Eduar- 
do Barbosa, don Emilio C. Quirno y don Eduardo 
González; de los que resulta: 

Que á fs. 3 se presentó don Miguel González, como 
apoderado de la demandante, pidiendo que el Juz- 
gado declarase la nulidad de la cláusula que se re- 
fiere al pacto de retroventa de la escritura que en 
testimonio corre á fe. 1^, que se ha extinguido 
el derecho que tendrían los señores Quirno y Bar- 
bosa á hacer uso del derecho que la le}" le con- 
fiere al vendedor con pacto de retroventa, por no 
haberlo' así ejecutado durante el plazo establecido 
en la escritura, ni el máximum que fija la ley (ar- 
tículo 1381, Código Civil), y que, en consecuencia, 
la sucesión de don Francisco Testa quede propie- 
taria irrevocable de dicho inmueble (art. 1382, Có- 
digo Civil); con especial condenación en costas, da- 
ños y perjuicios, dejándose á salvo las acciones cri- 
minales á que hubiere lugar contra quien corresponda. 
Funda previamente la anterior petición, en que por 
esp escritura el comprador se obliga* á algo impo- 
sible, y es devolver á los compradores una suma de 
dinero que nunca recibió de ellos, pues, por el con- 
trario, ellos fueron quienes recibieron de Testa esa 
suma y le dan carta de pago. Manifiesta que la parte 
de esa escritura que al pacto de retroventa se refiere, 
es anulable por haberse sufrido error en su redac- 
ción (arts. 1039 y 1045, Código Civil), y por haber 
vencido el plazo en que los compradores debían de- 
volver el precio. Por un otrosí, pidió también la de- 
mandante, que, aun cuando los demandados no hicie- 
sen oposición á la demanda, fuese condenado en 
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costas el señor Eduardo González, por serle á él 
imputables los gastos de la demanda, con arreglo á 
los arts. 902, 903 y 904, Código Civil). 

Corrido traslado de la demanda á fs. 8 vta., fué 
contestado á fs. 11 por don Eduardo González, ex- 
presando: Que como oficial público, no hizo sino 
asentar la manifestación de las partes con todas las 
solemnidades de la ley (arts. 997 y 1001, Código 
Civil), y negando que sean procedentes los artícu- 
los 902 á 904 citados por la contraparte, por no 
haber habido intención de delinquir. Cita en su favor 
que la Cámara de Apelaciones ha declarado (tomo 
5^, folio 50), que: '<E1 escribano que autoriza un 
instrumento público no es responsable de la vera- 
cidad de lo que exponga el otorgante, sino de que 
lo consignado en él es lo que verdaderamente le 
manifestaran las partes.» Pide, en consecuencia, sea 
desestimada la acción intentada, con especial con- 
denación en costas. 

Que á fs. 17 vta. se les dió por contestado el 
traslado á los otros dos demandados, señores Bar- 
bosa y Quirno, y á fs. 36 se recibió la causa á 
prueba, habiéndose producido la que expresa el cer- 
tificado del actuario de fs. 150, y presentádose los 
alegatos á fs. 163 el de la demandante, á fs. 184 
el del ,demandado don Eduardo Barbosa, por sí y 
por don Emilio C. Quirno, habiéndose dado por 
decaído el derecho para alegar que tenía el de- 
mandado don Eduardo González, representado por 
don Martiniano Villaurreta, como consta á fs. 160. 
En este estado vienen los autos para sentencia. 

Y considerando: 

Que la acción deducida tiene por objeto que se 
declare nula la cláusula de la escritura pública de 
fojas y que se refiere al pacto de retroventa; 
que se declare extinguido el derecho de los vende- 
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dores á la retroventa, y, en consecuencia, irrevo- 
cablemente adquirido el dominio del inmueble por la 
testamentaría del comprador, y que se condene á 
los demandados á indemnizar daños y perjuicios y 
al pago de las costas del juicio. 

La sentencia debe concretarse á resolver estas 
acciones (art. 216 del Código de Procedimientos), y 
sólo se ocupará de la prueba producida, en cuanto 
verse sobre hechos articulados (art. 108). 

La escritura pública de fs. 1^ contiene un con- 
trato de compraventa del inmueble que en ella se 
designa con toda exactitud, y en la misma se ex- 
presa que don Emilio C. Quirno y don Eduardo 
Barbosa venden el mencionado terreno, con cuantas 
acciones le competan, de hecho y de derecho, á 
don Francisco Testa, por la suma de 3,200 pesos 
moneda nacional de curso legal, que declaran tener 
recibida antes de ese acto de manos del comprador, 
á favor del cual le otorgan recibo y carta de pago 
en forma. 

Esta es la parte principal del contrato y de la 
escritura, sobre cuya validez no hay cuestión. Es 
verdad que uno de los demandados. Barbosa, al 
absolver posiciones, afirma que la venta no fué del 
inmueble, sino de usufructo del mismo; pero aparte 
de lo inverosímil de semejante pretensión, ella está 
de todo punto desvirtuada por el contenido de di- 
cha escritura, que no ha sido atacada de nulidad 
en esta parte (arts. 993 á 995 del Código Civil). 

La sucesión del comprador Testa ataca de nuli- 
dad la cláusula especial que dicho acto contiene, 
donde dice: «Esta venta contiene el pacto de retro- 
venta, es decir, que el comprador Testa devolverá 
á los catorce meses corridos y contados desde la 
fecha los 3,200 pesos moneda nacional de curso 
legal, sin interés alguno, con la obligación que asi- 
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mismo se impone de edificar el terreno que compra, 
ó restituir el mencionado terreno á los vendedores, 
con todas las mejoras que en él hiciere, sin tener 
derecho á solicitarse le indemnicen, bien entendido 
que vencido el término acordado sin entregar á 
los vendedores la referida suma se extinguirá su de- 
recho, quedando aquéllos propietarios irrevocables 
del terreno relacionado, sin necesidad de interpela- 
ción judicial ni otro trámite. > 

Esta cláusula no es un pacto de retroventa, dice 
la demanda, puesto que no contiene á favor de los 
vendedores la facultad de recuperar la cosa vendi» 
da entregada al comprador, restituyendo á éste el 
precio recibido con exceso ó disminución (art. 1366, 
Código Civil). 

No es tampoco esa cláusula ninguna de las enu- 
meradas en el capítulo 4^ del título «De la compra- 
venta», ni de las que autoriza el art. 1363, puesto 
que con ella ni se subordina á condiciones, ni se 
modifican las obligaciones que nacen del contrato. 

Prescindiendo del erróneo calificativo de pacto de 
retroventa, y estando á las consecuencias que al 
final de la cláusula se le atribuyen, parece más bien 
un pacto comisorio; pero como esto equivale al que 
se hace con la cláusula de reservar el dominio de 
la cosa hasta el, pago del precio (art. 1376), y en 
nuestro caso el precio se ha pagado y la cosa se ha 
entregado (testimonios de fs. 72 y fs. 76), tampoco 
puede tener valor alguno como pacto comisorio. 

Es verdad que tal como está redactada esa cláu- 
sula es un contrasentido, que sólo tendría explicación 
si el comprador Testa no hubiese pagado el precio. 

Barbosa ha pretendido probar que ese precio no 
lo pagó el comprador; pero esto no le es permitido, 
desde que no ha alegado la nulidad de la escritura 
en esa parte por simulación ó falsedad. 

Civil— Tomo 106-9 
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Y aun habiéndose dicho de nulidad de la escritu- 
ra, en cuanto al percibo del precio, de que los ven- 
dedores Quirno y Barbosa se dieron por recibidos, 
otorgando carta de pago al comprador Testa, la 
prueba producida es á todas luces insuficiente, por- 
que no presentan el contradocumento á que se re- 
fiere el art. 960 para la simulación, ni el que re- 
quiere el 996 para el caso de falsedad. 

La confesión extrajudicial de Testa, que se ha 
pretendido probar, carece del principio de prueba 
por escrito que exige el art. 138 del Código de 
Procedimientos. 

Si, pues, la referida cláusula de la escritura de 
fojas 1^ carece de sentido jurídico, su nulidad se 
impone, sin perjuicio de la subsistencia de las demás 
disposiciones válidas contenidas en el mismo acto, 
de acuerdo con lo que disponen los arts. 1039 y 
1045 del Código Civil, que se invocan en la deman- 
da, porque manifiestamente los contratantes han pa- 
decido un error en esa parte al suscribir la es- 
critura. 

Testa compra á Quirno y á Barbosa un terre- 
no por 3,200 pesos, que les paga, y se obliga á 
devolverles, dentro de catorce meses, 3,200 pesos, 
que no recibe, ó á restituirles el terreno que les 
compra, y que se obliga á edificar sin derecho á 
indemnización alguna. Esta sería, en todo caso, una 
obligación sin causa para Testa, y como tal nula, 
como lo dispone el art. 499. 

De manera que, sea que esa cláusula se ha 
puesto en la escritura de fs. 1^ por error, sea que 
conscientemente se estipulase sin causa, la decla- 
ración de nulidad pedida en la demanda se impone. 

Ahora, en el caso de que el error padecido al 
redactarse esa cláusula hubiese consistido en cam- 
biar el nombre del comprador por el de los vende- 
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dores, que en el pacto de retroventa deben restituir 
el precio recibido con exceso ó disminución, para 
recobrar el dominio de la cosa vendida entregada, 
el derecho para usar de esa facultad habría cadu- 
cado, puesto que ha vencido en todo caso el térmi- 
no estipulado de catorce meses, y aun el maj'or 
plazo que puede convenirse para la retroventa, se- 
gún lo dispone el art. 1381. 

Por consiguiente, el dominio del inmueble referi- 
do adquirido por Testa, hoy su sucesión, es hoy 
irrevocable en cuanto no puede ser modificado por 
la estipulación contenida en la citada cláusula (ar- 
tículo 1382). 

Considerando, en cuanto á la demanda por indem- 
nización de daños y perjuicios: que es inadmisible 
contra Barbosa y Quirno, porque esa acción sólo 
procede como resultado de la inejecución de una 
obligación contractual ó por la responsabilidad con- 
siguiente á un delito ó cuasidelito, y ninguno de 
esos extremos se les ha imputado en la demanda, 
ni se les ha probado. 

En cuanto al escribano que redactó, extendió y 
autorizó la escritura de fs. 1^, es diferente. 

El no está obligado en virtud del contrato; pero 
lo está en razón de las funciones públicas que des- 
empeña, de acuerdo con lo que disponen los arts. 902, 
903, 904, 1067, 1068, 1109 y 1112 del Código Civil. 

En efecto, el escribano público, en el desempeño 
de sus funciones, no debe limitarse á la observan- 
cia de los arts. 997 y siguientes del Código Civil, 
que se refieren á la forma de los actos que pueden 
autorizar. 

La ley exige, para el desempeño de sus funciones, 
condiciones de idoneidad personal, en las que se 
comprenden conocimientos especiales de su profesión, 
por lo que se les somete á pruebas de competencia. 
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Cuando, por insuficiencia de sus conocimientos 
profesionales, por culpa ó por simple negligencia, 
redactan, extienden y autorizan actos perjudiciales 
á las personas que depositan en ellos su confianza, 
por vicios como el que motiva este pleito, son res- 
ponsables por los perjuicios que ocasionan; porque 
todo el que ejecuta un hecho que por su culpa ó 
negligencia ocasiona un daño á otro, está obligado 
á la reparación del perjuicio, y los hechos y omisio- 
nes de los funcionarios públicos en el ejercicio de 
sus funciones, por no cumplir sino de una manera 
irregular las obligaciones legales que les son impues- 
tas, están comprendidos en las disposiciones del tí- 
tulo «De las obligaciones que nacen de los hechos 
ilícitos que no son delitos». Código Civil. 

Si el escribano González se hubiese fijado en que la 
cláusula referida de la escritura de fs. 1^ no era un 
pacto de retroventa, como la calificó al redactar y 
extender el acto; si hubiera obrado con la prudencia 
y pleno conocimiento de las cosas (art. 902) á que 
está obligado por sus funciones, habría redactado 
esa cláusula en términos convenientes para su sub- 
sistencia y se habría evitado, por lo menos, la pre- 
sente cuestión y decisión sobre nulidad, con los con- 
siguientes perjuicios de gastos procesales, que son 
consecuencias inmediatas de esa irregular redacción 
(artículo 903), y que aun siendo mediatas las debió 
prever, si hubiese empleado la debida atención y 
conocimiento (art. 904). 

Y no se diga que el escribano González se ha li- 
mitado á hacer constar en su registro la voluntad 
de los contratantes, sin entrar á discutir su validez ó 
nulidad; porque precisamente la cláusula que motiva 
este pleito no revela con certeza esa voluntad, siendo 
el defecto de redacción, de que es responsable ex- 
clusivamente el escribano, puesto que él redactó, 
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dió forma á la voluntad de los contratantes, lo que 
motiva principalmente la nulidad; porque tal como 
está redactada la cláusula, es un contrasentido 
inexplicable é inexcusable. 

Pero la parte demandante no ha probado la exis- 
tencia de daños y perjuicios, y el Juzgado no ve 
otros que los gastos procesales del presente juicio, 
de manera, que la condenación que se pide contra el 
escribano González no puede ir más allá que el 
perjuicio resultante del hecho constante de autos. 

En cuanto á los demandados Barbosa y Quirno, 
el Juzgado no encuentra mérito suficiente para con- 
denarlos al pago de las costas, por lo que debe exi- 
mirlos de esa condenación, de acuerdo con lo que 
dispone el art. 221 del Código de Procedimientos. 

Por estos fundamentos, y disposiciones legales, y 
consideraciones concordantes del escrito de fs. 169, 
fallo: declarando nula la cláusula de la escritura de 
fojas P, que queda transcripta en la presente senten- 
cia, y declarando que en caso de que fuese válida 
como pacto de retroventa, habría caducado el dere- 
cho de los demandados don Eduardo Barbosa y don 
Emilio C. Quirnoj y que, en consecuencia, don Fran- 
cisco Testa (hoy su sucesión), ha adquirido el in- 
mueble á que dicha escritura se refiere, sin la res- 
tricción contenida en la referida cláusula. 

Se absuelve, en lo demás, de la demanda á los 
demandados Quirno, Barbosa y don Eduardo Gon- 
zález; condeno á este último á pagar las costas del 
demandante en este juicio, y al efecto se reproducen 
las regulaciones hechas á fs. 190 y fs. 201 vta., y 
se fijan en 500 pesos los honorarios del procurador 
González. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, á 21 de marzo de 1896. 

Inscríbase en el libro de sentencias, devuélvanse 
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los expedientes agregados ad effectum videndi, y re- 
pónganse los sellos. 

Angel S. Pizarro. 
Ante mí: Alejandro Cejas, secretario- 

ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argenti- 
na, á 22 de setiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en 
lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por doña 
Catalina Campodónico de Testa contra don Eduardo 
Barbosa y otros, sobre nulidad de una escriturad- 
respecto de la sentencia corriente á fs. 205, el Tri- 
bunal estableció las siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia recurrida de fs. 205? 

2^ En caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gelly, 
Giménez, González del Solar, Molina Arrotea, Díaz. 

A la primera cuestión el doctor Gelly dijo: 

Se alega la nulidad de la sentencia pronunciada 
por el Inferior, fundándola en tres causales: 1^ en 
que no se ha sujetado á las disposiciones contenidas 
en los arts. 216 y 217 del Código de Procedimien- 
tos; 2^ en que en ella no se resuelve con arreglo 
á la acción deducida; y 3^ en que no se concreta á 
consignar los hechos alegados por el actor, sino que 
avanza sobre otros nuevos, basados en presun- 
ciones. 

El recurrente se limita á formular los cargos sin 
preocuparse en lo mínimo de demostrarlo, tarea 
que de todos modos habría sido infructuosa^ porque 
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basta leer la sentencia pronunciada para conven- 
cerse de que no adolece de un solo vicio que pu- 
diera invalidarla. 

El Inferior ha procedido con toda corrección, su- 
jetándose estrictamente á lo prevenido por los ar- 
tículos 216 y 217 del Código de Procedimientos, 
resolviendo, con arreglo á su ciencia y conciencia, 
la acción deducida, pues al pronunciarse favorable- 
mente para el actor, lo hace en los mismos términos 
empleados en el petítiim de la demanda, siendo de 
todo punto inexacto que haga mérito de hechos no 
alegados por las partes, desde que no pueden consi- 
derarse como invocación de hechos nuevos las con- 
secuencias naturales que el Inferior deducé de las 
propias manifestaciones de los litigantes durante la 
secuela de la causa. 

Por estas breves consideraciones, voto por la ne- 
gativa. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Moli- 
na Arrotea y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Gelly dijo: 

No encuentro en el escrito de expresión de agra- 
vios una sola consideración que conmueva en lo 
mínimo los fundamentos de la sentencia apelada, y 
encuentro, por el contrario, que el recurrente hace 
valer una nueva argumentación que pone de mani- 
fiesto la malicia y temeridad con que procede. 

Procurando explicar en primera instancia el ver- 
dadero significado de la enmarañada é inconcebible 
cláusula en cuestión, sostuvo que sólo se trataba de 
un error de calificación jurídica en el pacto real- 
mente estipulado, que consistía, según él, y á estar 
á sus propias manifestaciones, en un genuino pacto 
comisorio con cláusula penal. Sostenía, para fundar 
esta interpretación, que el comprador no había pa- 
gado el precio (contrariamente á lo que expresa la 
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escritura); y que con tal motivo, el vendedor le 
acordaba un plazo de catorce meses para su pago, 
á cuyo vencimiento el comprador se obligaba, ó á 
pagar el precio ó á restituir el terreno vendido con 
las mejoras que hubiera introducido en él. 

A no mediar la circunstancia de estar esta expli- 
cación en abierta contradicción con las constancias 
de la primera parte de la escritura de compraventa, 
habría sido por lo menos verosímil é ingeniosa; 
pero el reconocimiento del pago del precio conte- 
nido en la misma escritura, le privaba en absoluto 
de toda eficacia. Se imponía, pues, una nueva ex- 
plicación más en armonía con las referencias de la 
escritura, y he aquí la que ahora nos presenta el 
recurrente en su escrito de expresión de agravios: 
«Dimos á Testa él dominio del terreno por 3,200 
pesos, cuando en realidad valía en aquella época 
9,000 pesos. En la diferencia de precio reside la 
causa de la obligación, diferencia que no se cobra- 
ba para compensar con la obligación que se impo^ 
nía á Testa de devolver la cantidad que integraba 
el precio total del terreno, ó en su defecto devolvie- 
ra la propiedad con todas las mejoras. Esta es, 
agrega, la verdad verdadera de lo real y estipulado.» 

Resulta de esta nueva explicación que el verda- 
dero precio convenido fué de 3,?00 pesos al con- 
tado, más otros 3,200 á catorce meses de plazo, 
como suplemento ó integración del precio total, que 
venía á ser de 6,400 pesos, siempre inferior á los 
9,000 que valía en aquella época. 

Esta nueva explicación se armoniza más, indu- 
dablemente, con el contexto general de la escritura 
de fs. 1''^; pero, en cambio, está en abierta oposición 
con las manifestaciones de primera instancia y con 
todas las diligencias de prueba que para compro- 
barlas se produjeron entonces, tendentes á estable- 
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cer que Testa no había pagado un solo peso del 
precio convenido. 

Y como si esto fuera poco, tenemos que el recu- 
rrente, llamado á absolver posiciones en esta ins- 
tancia, ha confesado que el terreno en cuestión lo 
vendió á Testa con pacto de retroventa, lo que 
quiere decir que reconoce que era él y no Testa el 
obligado á restituir los 3,200 pesos fijados como 
precio en la escritura de fs. 1^. 

¿Cuándo mainfiesta «la verdad verdadera de lo 
real y estipulado > el recurrente? 

Es con estos argumentos y con tales incorreccio- 
nes que se pretende impugnar la sentencia recurrida, 
cuyos fundamentos de hecho y de derecho repro- 
duzco, para votar, como lo hago, por la afirmativa. 

El doctor Giménez se adhirió al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor González del 
Solar dijo: 

Mi voto es también por la afirmativa, de per- 
fecto acuerdo con los fundamentos de la sentencia 
apelada; considero que aun en el caso de que fuera 
válida, como pacto <ie retroventa, la cláusula de la 
escritura de fs. 1^ á que se ha hecho referencia 
por el Inferior, y se transcribe en su sentencia, ese 
pacto habría caducado, conforme á lo dispuesto por 
el Código Civil en sus arts. 1381 y 1382, circuns- 
tancia que hace evidente la justicia de la referida 
sentencia, y que decide mi voto como lo dejo ex- 
presado. 

Los doctores Molina Arrotea y Díaz se adhirie- 
ron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Duptiis^ secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1896. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas al recurrente, la sentencia de fs. 205 
en la parte apelada, fijándose en 300 pesos los ho- 
norarios del doctor Oliver en esta instancia, y en 80 
los derechos procuratorios de González en la misma. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — JüliAn Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: /orge L. Dupuis^ secretario. 



CAUSA 281 

Sumario — Las accioues para recuperar la posesión perdida 
por sentencia judicial sólo pueden prosperar si la 
posesión en que se funda se tenia con ánimo de 
poseer: reconocida la posesión precaria ó d nombre 
de otro la acción debe rechazarse. 

Antecedentes 

(Sentencia de 1^ Instancia) 

Buenos Aires, noviembre 14 de 18%. 
Y vistos: los presentes autos; de los que resulta: 
A fs. 22 se presenta el doctor Cástulo L. Furnus, 
por sí y en representación de sus hermanos José 
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Luis Cayetano, María Inés Furnus de Pozzi y María 
L. Furnus de Pozzi, y Nemesio Furnus y Aquino, 
como herederos de don Luis Furnus, entablando de- 
manda contra los herederos de don Manuel Ignacio 
Lagraña, por la devolución de la posesión de un 
campo, fundándose en los siguientes hechos: Que 
en el departamento de Curuzú-Cuatiá (provincia de 
Corrientes), existe un campo cuyo croquis presenta; 
que la fracción denominada «Rincón del Chañar es 
propiedad de los señores Lagraña, como herederos 
de don Manuel I. Lagraña; la denominada < Puntas 
del Chañar» es de propiedad de la señora Flora 
Lagraña de Labougle, y en medio de ambas existe 
otra pequeña fracción de campo, que llaman «San 
Luis», por ser el nombre usado desde varios años 
atrás, y cuya posesión es el objeto de este juicio; que 
esas fracciones no tenían sus límites señalados (refi- 
riéndose á los no naturales), pues recién el año 1885 
el doctor Labougle tiró la línea a, b. Como antece- 
dentes de la cuestión, dice: Que en 1 1 de mayo de 
1876 se constituyó una sociedad para la cría de 
ganados entre los socios capitalistas Manuel I. La- 
graña y Luis Furnus, y socio industrial Carlos J. 
Pozzi, estando establecido por la cláusula 3^ del 
contrato que celebraron, que el socio Lagraña pro- 
porcionaba el campo con poblaciones y demás en- 
seres que ya existían en él, cuyo campo os conocido 
con el nombre de «Puntas del Chañar», con una 
área de cuatro leguas cuadradas, etc.; que este cam- 
po y la estancia que en él existía perteneció á 
doña Robustiana Lagraña, y después de fallecida 
se lo apropió su primo don Manuel I. Lagraña, quien 
fué condenado en 1882 á devolverlo á doña Flora 
Lagraña de Labougle en el pleito que le pro- 
movió; que la sociedad mencionada había prospera- 
do de tal manera hasta el extremo que el año 1881 
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no cabían las haciendas en el campo «Puntas del 
Chañar >, y entonces don Luis Furnus averiguó que 
el campo baldío contiguo era fiscal, tomó posesión 
de él, lo denunció en compra al Gobierno de Co- 
rrientes y lo ocupó con sus haciendas primero y 
después con las de la sociedad; que en 1883, el Go- 
bierno aceptó su propuesta de compra y nombró 
al delineador del Departamento topográfico, doctor 
Scheffer, para determinar su área y límites; que por 
esa época falleció en esta capital el socio señor La- 
graña, y don Luis Furnus compró á sus herederos 
la parte que tenía en la sociedad, entendiéndose con 
el señor Francisco J. Lagraña, que tenía autoriza- 
ción de sus coherederos; que esa sociedad continuó 
así entre Furnus y Pozzi, ocupando ambos campos 
con las haciendas, y aun algo más, porque éstas 
pacían hasta el arroyo llamado '<Paniaguá», de pro- 
piedad de los señores Lagraña, como que corres- 
ponde al Rincón del Chañar»; que los Lagraña tenían 
que entregar el campo «Puntas del Chañar >' á la 
señora de Labougle en diciembre del mismo año, 
pero como el doctor Labougle se entendiera direc- 
tamente con Furnus, dándole algún tiempo para 
que desocupara el campo, se dió por recibido de 
parte de Lagraña; que más tarde, el año 1883 ú 
84, el doctor Labougle entró en posesión de su cam- 
po, replegando Furnus sus haciendas hacia el cam- 
po fiscal, donde edificó una casa y estableció su 
estancia, denominándola «San Luis , donde permane- 
ció tranquilo; que el año 83, procurando los medios 
de cumplir con el doctor Labougle para entregarle 
su campo antes que terminara ese año, y por no 
haber otro donde pasar las haciendas que no cabían 
en «San Luis >, fué que el señor Pozzi se dirigió á 
la señora de Lagraña pidiéndole le cediera de su 
campo «Rincón del Chañar» la fracción baldía lindera 
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á «San Luis» llamada <Paniaguá ó Pairisí», quien 
le contestó por carta fecha 4 de junio del 83 que 
no le era posible acceder á su pedido, porque la 
testamentaría de su esposo se hallaba en tramita- 
ción y había menores; que posteriormente, habiéndo- 
se dirigido al señor Francisco J. Lagraña, obtuvo 
de éste permiso para ocupar por tiempo indetermi- 
nado y gratuitamente el campo denominado Pania- 
guá», que linda con «San Luis-, sin estar separa- 
do con línea divisoria natural ó artificial; que el año 
85 falleció su señora madre, Cástula Gutiérrez de 
Furnus, liquidándose su testamentaría ante el Juz- 
gado dé Goya el año 86, y entre los bienes dejados 
aparece la estancia, esto es, las haciendas y la casa 
edificada en «San Luis», en cuya oportunidad se 
liquidó la sociedad Furnus y Pozzi, correspondién- 
dole á la sucesión la mitad de las haciendas, las que 
fueron adjudicadas al heredero don Luis Furnus 
junto con la casa y muebles que había en la cita- 
da estancia; que estando pendiente esta liquidación 
fué cuando los señores Lagraña pidieron á Pozzi 
desalojara el campo que Francisco Javier les había 
permitido ocupar, dirigiéndose por tal motivo, por 
Pozzi, al doctor José R. Gómez, unas cartas fecha- 
das en 24 y 30 de junio del 86, en las que acepta- 
ba un plazo que se le dió para cambiar sus hacien- 
das una vez terminada dicha liquidación, cartas que 
se referían al campo de «Paniaguá- hasta «Pairisí», 
pero que no se expresaba si ellas fueron ma- 
liciosamente presentadas tres años más tarde por 
los señores Lagraña al Tribunal de Corrientes, ex- 
presando que se referían al campo fiscal poseído 
por Furnus; que en esa época, Pozzi trasladó sus 
haciendas á otro campo que le había correspondido 
á su esposa María Inés Furnus, quedando solo don 
Luis Furnus con sus haciendas en el campo «San 
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Luisi»; que retirado éste de sus negocios, quedaron 
su yerno Pozzi y su hijo Luis en el referido campo á 
título de simples tenedores, porque aquél era quien 
tenía el ánimo de ser propietario, desde que lo ha- 
bía comprado al Gobierno de la Provincia; que con 
las ventas y traslaciones de haciendas que había en 
«San Luis , permitió desocupar completamente el 
campo contiguo (desde «Paniaguá- hasta <Pairisí»), 
que había sido cedido por Francisco Javier Lagra- 
fia; que la mensura practicada por el señor Scheffer 
incluía en el campo fiscal la fracción «Paniaguá», pero 
la posesión de Furnus no comprendía ese paraje, y 
se limitó á lo que más tarde se deslindó como fiscal 
por el agrimensor Carlevaro, cuya mensura, apro- 
bada últimamente por el Gobierno, es la que ha ser- 
vido para expedir los títulos de propiedad á favor 
de los herederos de Furnus; que una parte de esta 
misma fracción es la que el año 89 se encerró por 
un alambrado construido por orden de Furnus, si- 
guiendo más ó menos la línea marcada y amojonada 
sobre el terreno por el señor Carlevaro; que los he- 
rederos de Lagraña obtuvieron el desalojo del cam- 
po fiscal á pretexto de habérselo cedido Francisco 
J. Lagraña al señor Pozzi por tiempo indeterminado, 
siguiendo al efecto un juicio ante el Juzgado federal 
de Corrientes, y entrando en posesión de él el 17 
de agosto de 1892, de cuyo acto protestaron don 
José Luis Furnus y don Carlos J. Pozzi, como lo 
acredita el testimonio de escritura que presentan; 
que como un justificativo más de la posesión que 
invoca, puede mencionarse que en el mapa de la 
provincia de Corrientes, publicado por el Instituto 
Geográfico Argentino en 1889, se señala el campo 
ya mencionado como de propiedad de su causante 
Luis Furnus. Cita los arts. 2469, 2473, 2475, 2478 
á 2482, 2487, 2490 al 94 y 2501 del Código Civil, 



Digitized by 



Google 



3' 579 del Código de Procedimientos, y pide se con- 
dene á los herederos de don Manuel Ignacio La- 
graíia á devolver la posesión que actualmente tienen 
del campo, con costas. 

Corrido traslado á fs. 35, fué opuesta por los se- 
ñores Francisco J. Cipriano M., Rodolfo M. y doña 
Florencia Cabral de Lagraña, á fs. 47, la excepción 
de incompetencia de jurisdicción, y la improcedencia 
de la acción de despojo; retirada esta última por el 
escrito de fs. 53, fué rechazada por el suscripto á fo- 
jas 98 la de incompetencia, siendo confirmada por 
la Excma. Cámara á fs. 132. 

A fs. 142, don Edelmiro R. Goyeneche, como apo- 
derado de los herederos de Furnus, amplió la de- 
manda por los daños y perjuicios causados por la 
desposesión, los que deben comprender: a) todos 
los gastos causados hasta la total ejecución de la 
sentencia (art. 2494 del Código Civil); b) los frutos 
civiles, que en este caso es el arrendamiento que ha 
podido y puede producir el campo mientras dure la 
desposesión, aceptando la estimación de 1,000 pe- 
sos moneda nacional mensuales que hicieron los de- 
mandados el año 89; c) los productos, que consisten 
en las maderas que han sacado del campo; d) dete- 
rioros sufridos en la casa construida por Luis Fur- 
nus en el campo «San Luis> , que hoy existe en 
ruinas, así como las otras destrucciones que hayan 
hecho; y e) los gastos y pérdidas causadas en el 
hecho del desalojo violento en haciendas y muebles. 
Solicita sean condenados los sucesores de Lagraña 
al pago de dichos perjuicios. 

A fs. 190; don Carlos F. Sidders, contestando por 
la sucesión de Lagraña, dice: Que el campo Rin- 
cón del Chañar ^ perteneció al causante don Manuel 
Ignacio Lagraña, quien lo heredó de su señora ma- 
dre doña Rosalía Acosta de Lagraña, y ésta á su 
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vez lo había heredado de su causante don Juan 
Baltasar Acosta, de donde resulta una propiedad y 
posesión en nombre de la familia, que lleva más de 
un siglo de existencia sin interrupción alguna, y sin 
haber reconocido ni consentido jamás posesión ex- 
traña de la más mínima parte de ese campo, el que 
linda por su frente con el denominado < Puntas del 
Chañar- , hoy propiedad de la señora Flora Lagra- 
fla de Labougle, y se prolonga hacia el resto hasta 
terminar con la confluencia de los arroyos Chañar 
y Pelado; que jamás han oído que el causante Luis 
Furnus poseyera una fracción de ese campo lindan- 
do con Puntas del Chañar > , ni menos que la de- 
nominara «San Luis> , nombre que les es descono- 
cido; que según consta de las actuaciones que 
acompaña, el año 58, el señor Lagraña, en nombre 
de su señora madre, se presentó al juez de Goya 
solicitando la mensura de ese campo, designándose 
con tal objeto al agrimensor Caballero, y efectuada 
la operación, fué citado el lindero don Robustiano 
Lagraña, que era el propietario del campo «Puntas», 
hoy de la señora Labougle, asistiendo aquél al acto; 
lo que demuestra, que sin oposición alguna la pro- 
piedad y posesión del <v Rincón» se extendía el año 
58 hasta lindar con el campo «Puntas»; que el se- 
ñor Lagraña hizo presente al agrimensor que había 
un excedente en el fondo en la confluencia de los 
arroyos mencionados, excedente que fué medido, 
según consta de la mensura y planos adjuntos; que 
el señor Lagraña, fundándose en los títulos de pro- 
piedad, sostenía que el campo «Rincón» había sido 
compradp ad corpiis^ y solicitó que se le otorgara 
la escritura de ese excedente gratuitamente, petición 
que quedó sin resolver por haberse opuesto el fiscal; 
que se ha practicado nuevamente otra mensura por 
el agrimensor Sánchez, quien ha ubicado, como Ca- 
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ballero, el exceso en el fondo, y habiendo el Fiscal 
reconocido que él corresponde á los señores La- 
graña, por haber sus antecesores comprado ad cor- 
pus^ mensura que ha sido aprobada por el Depar- 
tamento topográfico; que es cierta la sociedad enlre 
FurnuS; Pozzi y Lagraña, y que éste figuraba como 
dueño del campo Puntas ; pero que no es cierto 
que éntrelos campos Rincón > y ^Puntas del Cha- 
ñar» estuviera el '<San Luis>>, siendo el único que 
existe el llamado ^Paniaguá ; que es incierto lo que 
se afirma por los actores, que hayan ocupado, como 
poseído ó entrado á ocupar el campo de la referen- 
cia; que á pedido de Pozzi, Francisco Javier La- 
graña le permitió ocupar gratuitamente la fracción 
llamada «Paniaguá , lindando con < Puntas», y como 
se negara á desocuparla, fué desalojado por orden 
del juez federal; que el doctor Labougle hizo alam- 
brar la parte del campo que linda con el «Rincón 
del Chañar», que figura en el plano con las letras 
C, D, y sus representados abonaron la mitad de su 
importe, lo que no hubieran ejectuado si no hubieran 
sido linderos del campo Puntas»; que respecto al 
alambrado que se señala con las letras A B, no es 
tal, sino una enramada que hizo Pozzi cuando entró 
á ocupar el «Paniaguá » gratuitamente; que don Luis 
Furnus, al presentarse el 23 de setiembre de 1882 
denunciando el excedente fiscal en el campo «Rin- 
cón», manifiesta que se halla ocupado por los La- 
graña y que tiene por linderos los arroyos Chañar, 
Pelado y Barrancas, y al norte, que es su frente, 
linda con la propiedad de la señora Flora Lagrafta 
de Labougle; que el hecho, pues, afirmado por los 
actores, de que poseían lo denunciado, es incierto, 
pues hasta ignoraban el verdadero sitio donde se 
hallaba el excedente; que recién al practicar la men- 
sura el señor Scheffer, por orden del Gobierno, y 
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ser citados para presenciar la operación, fué que 
tuvieron conocimiento de la denuncia, oponiéndose 
á dicha mensura en más de un escrito presentado 
por el doctor Sánchez á nombre de la sucesión de 
Lagraña; que dicho perito encontró un excedente y 
lo ubicó al frente, lindando con el campo «Puntas», 
en oposición con la mensura del señor Caballero 
del año 58, que lo ubicó en el lado opuesto, es 
decir, en la confluencia de los arroyos Chañar y 
Pelado; que el Departamento topográfico desaprobó 
la operación de Scheffer, por lo que el señor don 
Luis Furnus solicitó se practicara otra, y se desig- 
nó al agrimensor Carlevaro, quien citó al señor 
Francisco Javier Lagraña para que asistiera á la 
operación, á lo que se opuso nuevamente por la 
protesta que lleva fecha 30 de diciembre del 84; que 
esta mensura pasó á la Oficina de tierras por ha- 
berse excusado el Departamento topográfico y la re- 
chazó, pues ubicaba el excedente también al frente 
del campo como el señor Scheffer; que si bien es 
cierto que el campo «Puntas del Chañar» estaba es- 
criturado á nombre de Manuel Ignacio Lagraña» 
pertenecía á su primo Robustiano Lagraña, y des- 
pués de fallecido éste, fué escriturado á favor de 
su señora hermana y heredera doña Flora Lagraña 
de Labougle; que en cuanto á la ampliación, niega 
que la posesión que actualmente tienen sus mandan- 
tes ocasione daño ni infiera perjuicio alguno á los 
actores; que los pedidos que contiene el escrito de 
fojas 142 no deben ser materia de este juicio, que 
sólo se ha iniciado para obtener la posesión; que 
el apoderado Goyeneche ha introducido en el juicio 
posesorio la acción de daños y perjuicios, en la 
cual no había pensado la parte actora, porque el 
poder presentado sólo es especial para la restitu- 
ción de la posesión, razón por la cual opone la ex- 
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cepción que autoriza el inc. 2^ del art. 84 del Có- 
digo de Procedimientos. Por lo expuesto, solicita 
que la acción y pedido de los actores que formulan 
en el escrito de fs. 142, no son materia de este jui- 
cio, y se tenga por opuesta la excepción referida, 
debiendo oportunamente rechazarse la acción, con 
especial condenación en costas. 

Corrido traslado á los actores de los documentos 
presentados, fué evacuado por el escrito de fs. 203, 
diciendo: que ya tienen manifestado y reconocido 
que el campo «Rincón del Chañar», á que se refieren 
los títulos de propiedad y las diligencias de men- 
sura del agrimensor Caballero, pertenece á Lagraña, 
quien lo posee íntegro según se cree; que la suce- 
sión de Furnus no pretende derecho alguno sobre 
el campo ^Rincón del Chañar», pero sí sostiene que 
el exceso fiscal usurpado un tiempo por Lagrafla 
es hoy posesión particular de aquélla por compra 
hecha al Fisco, existiendo en el incidente sobre em- 
bargo preventivo los títulos de propiedad de Fur- 
nus referentes al campo que hoy se llama «San Luis»; 
que de las constancias del título otorgado á favor 
de Furnus, resulta evidente que el campo á que se 
refiere este litigio sobre posesión, así como aquél, 
es completamente distinto, es otro diferente del 
'Rincón del Chañar» á que se refieren los títulos de 
Lagraña, las diligencias de mensura de Caballero 
y las mismas actuaciones de desalojo contra Pozzi 
que en testimonio se acompañan. Aducen otras con- 
sideraciones y terminan solicitando se resuelva de 
acuerdo con lo solicitado en la demanda y amplia- 
ción. 

A fs. 318 vta. se recibió la causa á prueba, ha- 
biéndose producido la que expresa el certificado del 
secretario, corriente á fs. 568, sobre cuyo mérito 
han alegado ambas partes á fs. 569 y fs. 653, lla- 
mándose en seguida autos para sentencia. 



Digitized by 



— 14S 



Y considerando: 

Respecto de la excepción de falta de personería 
en el apoderado señor Goyeneche: Que la acción 
deducida por los herederos de Furnus se funda tam- 
bién en la disposición del art. 2494 del Código Ci- 
vil. Que los pedidos que formula dicho apoderado 
en la ampliación defs. 143 reconocen como base la 
misma disposición legal. Que, además, la sustitución 
de poderes, corriente á fs. 125, le faculta para inter- 
venir en las incidencias del juicio. Por ello, y lo 
que establece el art. 17 del Código de Procedi- 
mientos, se declara inadmisible dicha excepción. 

Considerando que, según resulta de las mismas 
manifestaciones de la parte demandante, don Manuel 
Ignacio Lagrafla ocupó todo el campo «Chañar», 
inclusive el excedente fiscal. En efecto, á fs. 574 
se dice: «Que en la mente de Lagraña existió el 
propósito de hacer una sola propiedad de todo el 

campo del <Chañar> Para realizar esta idea, se 

apropió y dispuso del campo Puntas , que, por con- 
fusión de límites formaba de hecho uno solo con el 
«Rincón». Además, confirman este hecho las decla- 
raciones de fs. 551, pregunta 5^, fs. 491, preguntas 
4a y 5a 

¿Cómo perdió Lagraña esa posesión? Nada han 
dicho expresamente las partes, ni se ha explicado 
cómo la adquirió Furnus. Sin embargo, examinando 
atentamente la prueba, se encuentran elementos su- 
ficientes para establecer la verdad de lo ocurrido. 

En 1876, Furnus, Lagraña y Pozzi celebraron el 
contrato agregado á fs. 219 para la explotación de 
un negocio de haciendas. Lagraña proporcionaba el 
campo «Puntas del Chañar» para que se estableciera 
la estancia. 

Según resulta de fs. 369 (segunda pregunta del 
interrogatorio de fs. 376), fs. 403, 491, 405, 408, 
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501, 371, 368 y 391 vta., ese campo linda con el 
de <<San Luis», formando las tres fracciones «Pun- 
tas», «San Luis V y < Rincón» una sola unidad geográ- 
fica encerrada entre varios arroyos. 

En el año 82, la sucesión Lagraña tuvo que entre- 
gar á Labougle el campo -Puntas»; vendió á Luis 
Furnus la parte que le correspondía en las hacien- 
das de la sociedad Furnus, Lagraña y Pozzi, quien 
las replegó hacia el campo «San Luis» para desocu- 
par la estancia perteneciente á Labougle (véase po- 
siciones de fs. 346, preguntas 5^ y 6^; declaración 
de fs. 551, preguntas 7^, 8^ y 9^ del interrogatorio 
de fs. 547). 

La ocupación y población del campo «San Luis» 
por Furnus ó su yerno Pozzi ha sido reconocida 
por Lagraña á fs. 347 y está probada por los tes- 
tigos en sus declaraciones de fs. 376, 491, 551, 355 
á 385 y el inventario de fs. 304 vta. La sucesión 
demandada sostiene que esa ocupación fué conce- 
dida gratuitamente, que Furnus no era, por lo tanto, 
poseedor, sino un mero tenedor, y los testigos de 
fojas 297, 376, 491, 551 y 369 declaran en ese 
sentido, y el mismo don Luis Furnus, en su escrito 
presentado al Gobierno de Corrientes (fs. 511 vuel- 
ta) en el año 82, reconoce que Lagraña ocupa todo 
el campo, inclusive la parte fiscal. Transcribiré la 
parte pertinente: «Que en el departamento de Curu- 
zú Cuatiá existe un extenso campo denominado « Cha- 
ñar >^ propiedad de los herederos Lagraña. Este 
campo es un gran rincón, limitado por los arroyos 

Chañar , ocupando los herederos de Lagraña toda 

la parte comprendida entre los expresados límites 
como de propiedad. 

Ante todo, debe observarse que los antecedentes 
expuestos hacen recaer todo el onus probandi sobre 
la parte demandante. 
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La sucesión Lagraña ha demostrado su posesión an- 
terior á la de Furnus, posesión perfecta con animus 
domini; ¿qué acto ha ejecutado Furnus para quitár- 
sela? El hecho de haber poblado el campo, esta- 
blecido su estancia, en las circunstancias especiales 
de este caso, no es suficiente para probar el animus^ 
porque se explica, dadas las relaciones de amistad 
y negocios existentes, que Lagrafia consintiera en 
una ocupación que no le causaba perjuicios. Y toda 
la prueba de Furnus se reduce á constatar que 
tenía la materialidad de la posesión. En efecto, del 
inventario de fs. 304 vta., resulta que en octubre 
del 85 había animales de Furnus en la estancia.. 

El testigo de fs. 364 contestando las preguntas 
10, 11 y 17, dice que Furnus dispuso la construc- 
ción de la casa de la estancia, cortó maderas, hizo 
tajaníiares, alambrados, etc. 

Que también le permitió al declarante ocupar una 
parte del campo «Puntas». Este testigo ha sido ta- 
chado á fs. 368, por ser pariente y empleado de 
Furnus, tachas comprendidas en el art. 207, inci- 
sos P y 2^ del Código de Procedimientos, y com- 
probadas por la misma declaración del testigo. El de 
fojas 371 confirma la anterior deposición, pregun- 
tas 10 y 11. Los de ís. 355 á 385 declaran que Fur- 
nus tenía haciendas en «San Luis». 

Pero no era esta ocupación material reconocida 
por los demandados lo que debía probar la parte 
actora, sino el animiis^ el elemento moral de la po- 
sesión, lo que le da un carácter peculiar, que no 
puede deducirse en este caso de la tenencia y dis- 
posición de la cosa, porque había un poseedor an- 
terior. 

A este respecto debe observarse que la pública 
voz y fama atribuía la posesión, como propietarios 
de ese campo, á la sucesión demandada. Así lo 
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dicen los testigos de fs. 297, 368 vta., 388, 391 vuel- 
ta, 399, 401 vta., 405 y 407 vta. 

La parte demandante no ha conseguido destruir 
la prueba concluyente y decisiva de la sucesión La- 
graña, que, con arreglo al art. 2455 del Código Ci- 
vil, conservaba su posesión «por la sola voluntad 
de continuar en ella, aunque el poseedor no tenga 
la cosa por sí ó por otro». La voluntad de conser- 
var la posesión se juzga que continúa mientras no 
se haya manifestado una voluntad contraria. Y por 
si solos, los actos materiales de esta ocupación no 
satisfacen los extremos del art. 2455, ni pueden ser- 
vir de base para fundar el ánimo de poseer. Ha- 
bría sido necesario algún acto público y notorio su- 
ficientemente explícito, que afirmara de una manera 
indudable la intención. 

La denuncia .del campo fiscal, que á primera 
vista parece revestir ese carácter, contiene el 
reconocimiento expreso de la posesión de Lagraña, 
como se ha visto anteriormente. 

Que dada la conclusión á que arriba el Juzga- 
do respecto de la acción posesoria, es evidente que 
no pueden prosperar las de daños y perjuicios que 
son consecuencia de ésta. 

Por estos fundamentos, y lo dispuesto en los ar- 
tículos 2445, 2447 del Código Civil, y demás cita- 
dos en este pronunciamiento, fallo: absolviendo á la 
sucesión de don Manuel Ignacio Lagraña de la pre- 
sente demanda, promovida por la sucesión de don 
Luis Furnus; sin costas, por no haber mérito para 
imponerlas á la parte vencida (art. 221 del Código 
de Procedimientos). 

Regístrese en el libro respectivo y repónganse las 
fojas. 

Juan A. García. 
Ante mí: Julio R. Guyot^ secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 24 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por la 
sucesión de don Luis Furnus contra don Manuel 
I. Lagraña, por devolución de posesión; respecto 
de la sentencia corriente á fs. 686, el Tribunal esta- 
bleció la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 686? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gonzá- 
lez del Solar, Molina Arrotea, Díaz, Giménez, Gell3\ 

El doctor González del Solar dijo: 

La importancia que se ha dado á esta causa por 
las partes y el estudio que han dedicado á las cues- 
tiones debatidas en los extensos alegatos que han 
presentado, á la vez que las numerosas diligencias 
de prueba que han producido en la estación opor- 
tuna del juicio, hace indispensable que me detenga 
en la relación de los antecedentes, prescindiendo 
de aquellos que, en mi opinión, deben considerarse 
como innecesarios ó extraños á los términos en que 
fué trabada la litis. 

Según se afirma por los actores en su demanda 
de fs. 22, les corresponde la posesión de un campo 
situado en la provincia de Corrientes, departamento 
de Curuzú-Cuatía. del que han sido despojados por 
los demandados en 17 de agosto de 1892; manifiestan: 
que este campo se encuentra ubicado entre el de 
los sucesores de don Manuel I. Lagraña, denomina- 
do «Rincón del Chañar , y el de doña Flora La- 
graña de Labougle, llamado Puntas del Chañar», 
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como aparece en el croquis de fs. 22 vta., en el 
que se designa aquella propiedad con .el nombre de 
San Luis. 

Que este campo fué ocupado por su causante 
don Luis Furnus y denunciado en compra al Go- 
bierno de la misma provincia de Corrientes, que 
aceptó la propuesta, ordenó la mensura correspon- 
diente, otorgando después la escritura respectiva de 
transferencia; que la desposesión ó el despojo á que 
se refieren en su demanda, se ha consumado á 
virtud de una orden de desalojo librada por el 
señor juez federal de aquella provincia en el juicio 
seguido por los demandados contra don Carlos J. 
Pozzi, ocupante del campo lindero <r Rincón del Cha- 
fiar», no obstante que el poseído por ellos y que se 
ha confundido con aquél les corresponde á título 
de compra, como queda dicho, y está reconocido en 
ei mapa de la misma provincia, publicada por el 
Instituto Geográfico Argentino en 1889, en el que se 
le señala como propiedad de su causante. 

Relacionando otros antecedentes que consideran 
ligados con esta cuestión, exponen también: que en 
marzo de 1876 se constituyó una sociedad rural 
entre los señores Manuel I. Lagraña y don Luis 
Furnus como socios capitalistas y don Carlos J. 
Pozzi como socio industrial, proporcionando el pri- 
mero el campo «Puntas del Chañar» con las pobla- 
ciones y demás enseres que en él existían; que este 
campo había pertenecido á don Robustiano Lagra- 
ña y fué reclamado por la señora Flora Lagraña de 
Labougle en el pleito que siguió con don Manuel L 
Lagraña, quien fué condenado á entregarlo en 1882; 
que, entretanto, la sociedad rural establecida había 
progresado al extremo de no ser suficiente las 
«Puntas del Chañar> para las haciendas que en él 
existían en 1881, con cuyo motivo don Luis Furnus 
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averiguó que el campo baldío contiguo era de pro- 
piedad fiscal,, lo denunció en compra al Gobierno 
y tomó posesión del mismo con sus haciendas pri- 
mero y después con las de la sociedad, la que se 
liquidó en 1882 por muerte del socio Manuel I. La- 
graña, á cuyos herederos compró Furnus la parte que 
les correspondía; que continuando Furnus y Pozzi 
en la misma sociedad, y siendo necesario desalojar 
el campo mencionado para entregarlo á la señora 
de Labougle, retiró Furnus sus haciendas á princi- 
pios del 84 y estableció definitivamente su estancia 
denominada <San Luis» en el campo fiscal que 
había denunciado; que fué en la misma época próxi- 
mamente y en circunstancia de no tener dónde 
llevar las haciendas, que no cabían en el campo de 
^<San Luis», que Pozzi obtuvo particularmente de uno 
de los herederos de Lagraña permiso para ocupar 
por tiempo indeterminado y gratuitamente el campo 
lindero con el de < San Luis», denominado Paniaguá-; 
que no tenía demarcada línea divisoria alguna, 
continuando así hasta 1885, en que se liquidó la 
sociedad entre Furnus y Pozzi, viniendo Furnus por 
este hecho y por la venta y traslación de haciendas 
á limitar su ocupación al campo de San Luis , que 
hizo alambrar en 1889; que no obstante estos an- 
tecedentes, los sucesores de Lagraña se presentaron 
ante el Juez de paz de Curuzú-Cuatía pidiendo 
el desalojo del campo ocupado por Pozzi en el con- 
cepto equivocado de considerarlo de propiedad de 
la sucesión, ocurriendo más tarde ante el Juez fe- 
deral, de quien obtuvieron una orden de desalojo 
contra Pozzi, que no era el poseedor del campo 
sino Furnus, mediante informaciones falsas y otros 
hechos á que se hace referencia. 

Entrando, en seguida á fundar las acciones de- 
ducidas, se invoca por los demandantes el derecho 
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que acuerda la ley civil al que hubiere sido turbado 
ó despojado de la posesión que tenía . por más de 
un año, sin los vicios de precaria, violenta ó clan- 
destina, así como las del Código de Procedimientos 
en cuanto dispone que deben ser ventiladas en juicio 
ordinario las contiendas judiciales que no tengan 
señalada una tramitación especial y las que pres- 
criben que cualquiera que sea la sentencia que se 
produzca en el interdicto de retener, debe entender- 
se que no perjudica las acciones de posesión ó de 
dominio que puedan corresponder al vencido. 

Esta demanda fué ampliada respecto de los daños 
y perjuicios, cuya indemnización se pide también 
en la forma que expresa el escrito de fs. 142. 

Los demandados sostienen que el campo «Rincón 
del Chañar», que perteneció ásu causante, linda por 
su frente con el denominado Puntas del Chañar;^ y 
se prolonga hacia el oeste, hasta terminar en la 
confluencia de los arroyos del Chañar y Pelado, 
afectando más ó menos la forma que indica el 
croquis señalado por los demandantes á fs. 22 
vuelta; afirman que lo han poseído en toda su exten- 
sión; que fué mensurado en 1858 por el agrimensor 
don José Caballero; que dicha operación fué prac- 
ticada sin oposición alguna, y que si bien se hizo 
notar que había un excedente en el fondo del cam- 
po, en la confluencia de los arroyos Chañar y Pe- 
lado, excedente que fué medido, según consta de la 
diligencia y plano respectivo, se ha gestionado y 
sigue gestionándose se le escriture gratuitamente, en 
razón de que los títulos de propiedad de su causan- 
te expresaban que el campo Rincón del Chañar» 
había sido comprado ad corpus, reconocen que es 
cierto que algunos años antes de fallecer don Ma- 
nuel Ignacio Lagraña^ formó la sociedad rural que 
he mencionado con Furnus y Pozzi, y que es 
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también cierto que Lagraña figuraba como dueño 
del campo «Puntas del Chañar ^ que fué ocupado 
por la sociedad, pero niegan que entre el «Rincón 
del Chañar» y «Puntas del Chañar > se encontraba 
la fracción «San Luis» á que se refiere la deman- 
da; que esta fracción no es otra que la denominada 
«Paniaguá», encontrándose más hacia el «Rincón» el 
«Pairisí», cuj^a ocupación le permitió gratuitamente á 
Pozzi, uno de los herederos, don Francisco Javier 
Lagraña, y sobre la que versó el juicio de desalojo 
promovido ante el Juez federal; agregan: que la 
línea C D del plano de fs. 22 vta. es la que corres- 
ponde á la posesión que han tenido, como lo de- 
muestra el alambrado de esa línea practicado de 
común acuerdo con el hijo de la señora doña Flora 
Lagraña de Labougle, y que el que se señala con 
las letras A B no es sino una enramada construida 
por Pozzi cuando entró á ocupar el campo «Pania- 
guá> ; después de mencionar otros antecedentes re- 
lacionados con las diligencias practicadas con motivo 
de la solicitud presentada por Furnus al Gobierno 
de la Provincia, sobre el excedente fiscal existente 
en el campo «Rincón del Chañar», y de explicar por 
qué el causante de los demandados ocupaba el 
campo perteneciente á la señora Labougle de acuer- 
do con su propietario, terminan por pedir el recha- 
zo de la demanda, ya por lo que hace á la restitu- 
ción de la posesión pedida en el escrito de fs. 22, 
como por lo que respecta á la indemnización de 
daños y perjuicios, alegando también que el apode- 
rado de los demandantes ha carecido de personería 
para hacer este último pedido. 

Resulta de lo expuesto, que no se trata en el caso 
sub'Judice de una acción de reivindicación, ni de 
ninguna de las demás acciones reales que nacen 
del derecho de propiedad, y que la ley autoriza (ar- 
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tículos 2756 al 2758, Código Civil) como un medio 
de hacer declarar en juicio la existencia, plenitud 
y libertad de estos derechos, sino tan sólo de la 
acción posesoria autorizada por el mismo Código 
en su art. 2482, al disponer que el que teniendo el 
derecho de poseer fuese turbado ó despojado de su 
posesión, puede intentar la acción real que le com- 
peta ó servirse de las acciones posesorias. 

Resulta asimismo plenamente comprobado por la 
confesión de los demandados, que en el campo que 
les corresponde como herederos de don Manuel Igna- 
cio Lagraña existía un excedente de propiedad fis- 
cal, excedente que las diligencias de mensuras prac- 
ticadas por los agrimensores Scheffer y Carlevaro 
ubican entre los campos «Rincón del Chañar» y 
«Puntas del Chañar»; como resulta, finalmente, que 
si bien esta fracción fué ocupada por los herederos 
de Lagraña, considerándola como de propiedad de 
su causante Furnus primero y sus herederos des- 
pués, lo han poseído desde 1882 hasta 1892, en que 
fueron desalojados en virtud del mandato judicial á 
que se ha hecho referencia por las partes. 

La cuestión queda, entonces, reducida á saber si 
se há justificado por los demandantes la posesión que 
sostienen haber tenido en el campo mencionado 
como base de su demanda y si ella debe prevale- 
cer, no obstante la que alegan haber tenido también 
los demandados. Como ya lo he dicho, los deman- 
dantes han acreditado esta posesión. Se reconoce ásí 
en la sentencia apelada, pero se observa, sin embar- 
go, que ella no reunía los caracteres necesarios 
píira fundar la acción que se ha ejercitado, por 
cuanto el hecho de haber ocupado Furnus el cam- 
po «San Luis) , de haberlo poblado y establecido en 
él su estancia, no es suficiente, como se observa 
también que la sucesión demandada ha demostrado 
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una posesión anterior á la de Furnus, posesión per- 
fecta se dice con animus domini. 

No es esto, entretanto, lo que resulta de autos. 
Independientemente de las pruebas que ofrecen los 
testigos que han declarado en esta causa, y á que 
se refieren las diligencias de fs. 222 á 447, es de 
tenerse presente que son actos posesorios de cosas 
inmuebles: su cultura, percepción de frutos, su des- 
linde, así como las construcciones ó reparaciones que 
en ella se hagan, y en general su ocupación, de cual- 
quier modo que se tenga, bastando hacerlo en al- 
guna de sus partes, como lo dispone expresamente 
el art. 2384 del Código citado. 

Es también de tenerse presente que, conforme á lo 
dispuesto por el art. 2456, la posesión se pierde 
cuando se deja que alguno la usurpe, entre en po- 
sesión de la cosa y goce de ella durante un año, sin 
que el anterior poseedor haga durante ese tiempo 
acto alguno de posesión ó haya turbado la del que 
la usurpó. 

Un segundo modo de perder, á pesar nuestro, la 
posesión de una finca, dice Pothier, es cuando nos 
dejamos usurpar por alguno que se ha puesto en 
posesión de la misma, de la que ha gozado durante 
ün año y un día, sin que durante todo este tiempo 
hayamos intentado ningún acto de posesión, y sin 
que le hayamos perturbado en su goce, porque en 
virtud de este goce de un año y un día ha adquiri- 
do la posesión, y, por consiguiente, nos ha hecho 
perder la nuestra. (Pothier, De la posesión y pres- 
cripción^ número 76.) 

Esta es precisamente la doctrina consagrada 
por el mismo Código Civil al disponer que el po- 
seedor no puede entablar acciones posesorias si su 
posesión no tuviese á lo menos el tiempo de un año, 
sin los vicios de precaria, violenta ó clandestina; 
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que la buena fe no es requerida para estas acciones, 
y que para establecerla, el poseedor puede unir su 
posesión á la persona de quien la tiene, sea á título 
universal ó á título particular (arts. 2473 }' 2474). 

Partiendo de estos antecedentes, considero que 
no puede ponerse en duda la posesión que ha teni- 
do el causante de los demandantes primero, y estos 
últimos después hasta el momento en que fueron 
desalojados del campo motivo de esta cuestión. 

Las diligencias de mensura que se han practicado 
acreditan que no es sólo la ocupación material de 
dicho campo la que ha tenido Furnus y sus suceso- 
res, sino también el ánimo de hacerlo suyo, ejer- 
ciendo á este objeto los diversos actos de que se 
hace mérito en la demanda y que caracterizan la 
posesión definida por el art. 2351, no obstante la 
que anteriormente hubieran tenido los demandados. 
Es indudable que el campo en cuestión, como el 
de Puntas» y < Rincón del Chañar», fueron ocupa- 
dos con las haciendas pertenecientes á la sociedad 
formada en 1876 entre Furnus, Lagraña y Pozzi, 
pero no es menos cierto que una vez entregado el 
campo perteneciente á la señora de Labougle y li- 
quidada la sociedad mencionada en 1882, Furnus 
estableció su estancia en el denominado San Luis» 
y lo denunció en compra al Gobierno de la Provin- 
cia, por quien se ordenó á su solicitud el deslinde 
que expresan las diligencias de fs. 1 á 73, primer 
cuerpo, como es indudable también que, conside- 
rando ese campo como suyo, Furnus practicó los 
demás actos de posesión de que se ha hecho mé- 
rito por sus sucesores hasta el momento en que éstos 
fueron desalojados en 1892; de manera que debía 
considerarse como perdida para los demandados la 
posesión que ellos y sus causantes hubieran tenido 
con anterioridad. 
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Las declaraciones de fs. 491 y fs. 550 á 558, 
de las que se ha hecho mérito especialmente, no 
contradicen la posesión alegada por los deman- 
dantes. 

Por lo que hace á los daños y perjuicios recla- 
mados también por los actores, pienso que no es 
la oportunidad de establecerlos, por cuanto, admi- 
tiendo que se hubieran causado como consecuencia 
de la desposesión sufrida por ellos, no existe en 
autos una base para determinarlos, correspondiendo, 
en consecuencia, dejar á salvo sus derechos para 
que los gestionen en otro juicio, conforme á lo dis- 
puesto por el art. 21Q del Código de Procedi- 
mientos. 

Estas consideraciones, las concordantes aducidas 
en el escrito de expresión de agravios, así como los 
antecedentes de jurisprudencia establecidos por la 
Suprema Corte de Justicia Nacional en las causas 
que se registran en la página 274, tomo 6, y 
7, página 347 de la 2^ serie, y tomo 10, pá- 
gina 66, de la 3^ serie de sus Fallos, que con- 
sidero que concurren á demostrar la procedencia 
y justicia de la demanda, deciden mi voto por la 
negativa. 

El doctor Molina Arrotea dijo: 

El señor vocal preopinante, teniendo á la vista 
antecedentes pertinentes de la causa, considera con 
indiscutible acierto que la cuestión queda reducida 
á saber si la parte actora ha justificado la posesión 
que invoca como base de su demanda, y si ella debe 
prevalecer, no obstante la que alegan haber tenido 
también los demandados. 

En concepto del mismo señor camarista, esta po- 
sesión ha sido plenamente acreditada por la parte 
actora, siendo, á su juicio, contraria á las resultan- 
cias de autos la conclusión de la sentencia, en cuan- 
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to á que dicha posesión no reúne los caracteres 
necesarios para fundar la acción ejercitada por los 
herederos Furnus, como lo es también la de que 
la sucesión Lagrafla kaya demostrado una posesión 
anterior á la de los demandantes, posesión perfecta 
con animus domini. 

Disiento en opiniones con el señor vocal, pues 
según mi modo de pensar, el pronunciamiento del 
Inferior es arreglado á derecho, naciendo su error 
al juzgar lo contrario, de la manera como aprecia 
el origen y caracteres de la posesión de que hacen 
mérito respectivamente las partes, especialmente la 
de la sucesión demandada. 

El campo que reclama la demanda se halla 
ubicado entre los denominados Rincón y < Puntas 
del Chañar^, uno y otro de propiedad de la familia 
Lagraña, siendo su situación la que determina el 
croquis de fs. 22 vta. (véase escrito de contestación 
fojas 190). 

Desde luego, la posesión por parte de la misma 
familia de Lagraña de todo el campo del Chañar, 
en las condiciones enunciadas por el Inferior, se 
halla ampliamente comprobada en autos, siendo so- 
bre este particular decisivas las referencias del pro- 
nunciamiento recurrido. Es así que la parte deman- 
dante, en su alegato de bien probado, expresa que 
en la mente de don Manuel Ignacio Lagraña existió 
el propósito de hacer una sola propiedad de todo 
el campo del «Chañar», desde la confluencia délos 
arroyos Chañar y Pelado hasta el Mocoretá, apro- 
piándose y disponiendo para realizar esta idea del 
campo « Puntas que por confusión de límites for- 
maba de hecho uno solo con el «Rincón». Aunque 
según los mismos herederos Furnus, este párrafo es 
impertinente, calificación inexacta, por otra parte, 
ella no desvirtúa la eficacia que aquellas declara- 

Civil-Tomo 106-11 



Digitized by 



— 162 — 



ciones tienen con referencia á punto tan capital del 
pleito. 

Hay más: la ocupación de todo el inmueble por 
la familia Lagraña aparece reconocida por el mis- 
mo causante, á estar á los recaudos testimoniados 
de fs. 10 adelante. 

A continuación del pasaje que cita la sentencia, 
dice el apoderado del señor Furnus, que por reco- 
nocimientos privados hechos por su representado é 
informes que ha recibido de personas competentes, 
cree que dichos herederos ocupan indebidamente 
una gran área de campo fiscal entre los expresa- 
dos límites, para cuyo descubrimiento será necesa- 
rio el saneamiento previo de la propiedad según sus 
límites. 

Esta posesión resulta de otro lado corroborada 
por los testimonios de Acuña (fs. 391 vta.), Martí- 
nez (fs. 399), Gutiérrez (fs. 401 vta.), Rodríguez 
(fojas 405) y Gauna (fs. 407 vta). Según estos testi- 
gos, la familia Lagraña ha tenido siempre la pose- 
sión del campo «Rincón del Chañar en toda su 
extensión hasta lindar con «Puntas», sin permitir 
posesión de persona extraña, habiéndola tenido desde 
mucho antes de agosto de 1892. 

Estos hechos los saben y afirman los testigfos poi 
haber sido vecinos antiguos de dichos campos, ase- 
gurando los unos haberlos frecuentado desde niños, 
los otros que los conocen desde treinta años, et- 
cétera, etc. 

Los mismos demandantes hacen notar que por su 
parte han reconocido la posesión de los Lagraña 
anterior á 1882, por lo que se hallan, dicen, exen- 
tos de probarla, aun cuando no esté ella en dis- 
cusión. 

Este hecho es, sin embargo, de trascendental im- 
portancia, puesto que acredita esa posesión; á los 
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Furnus les correspondía la prueba de que fué inte- 
rrumpida con la intención de tenerla para sí animus 
domznt, y esto independientemente de su situación 
de demandantes con la carga consiguiente de la 
prueba, á virtud de las negativas categóricas de la 
defensa. 

Con efecto: la posesión (art. 2445, Código Civil), 
se retiene y se conserva por la sola voluntad de 
continuar en ella, aunque el poseedor no tenga la 
cosa por sí ó por otro, voluntad que se juzga con- 
tinua mientras no se haya manifestado una voluntad 
contraria. 

La doctrina de este artículo es elemental, y apar- 
tándome de sus puntos informativos, recordaré, con 
la cita del apelante (fs. 725), que para la conserva- 
ción de la posesión es una regla tradicional que el 
animus basta: animo rotivetus possessioni; y que 
desde el momento que se tenga siempre la inten- 
ción de ser propietario y poseedor, se conserva la 
posesión, aun cuando no se tenga la posibilidad de 
usar materialmente de la cosa. Cierto es que el 
expositor citado por los recurrentes hace notar que 
esa conservación se entiende siempre que otro no 
se tome el lugar del poseedor y no posea durante 
más de un año, agregando todavía que ta posesión 
legal de un inmueble, una vez adquirida, se conser- 
va por la sola intención del poseedor, mientras no 
sufra interrupción por el hecho de un tercero ó que 
ella no sea voluntariamente abandonada. 

Pero estas salvedades son también de doctrina 
y de precepto expreso en nuestro derecho. 

Según los arts. 2455 y 2456 del Código Civil, 
la posesión se pierde cuando por el hecho de un 
tercero sea desposeído el poseedor ó el que tiene 
la cosa por él, siempre que el que lo hubiere arro- 
jado de la posesión la tome con ánimo de poseer, 
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perdiéndose igualmente cuando se deja que alguno 
la usurpe, entre en posesión de la cosa y goce de 
ella durante un año, sin que el anterior poseedor 
baga durante ese tiempo acto alguno de posesión ó 
haya turbado la del que la usurpó. No encuentro, 
entretanto, que tales hechos ó circunstancias se 
hayan producido en nuestro caso, determinando, 
como consecuencia, la situación jurídica requerida 
para el progreso de la demanda. 

La sentencia del juez inferior lo pone así de ma- 
nifiesto en atinadas consideraciones. 

La sucesión demandada expresa: que es propieta- 
ria y poseedora desde hace más de un siglo de los 
campos del Chañar, sin haber reconocido ni consen- 
tido jamás posesión extraña de la más mínima parte 
de los mismos. Uno de los herederos permitió, es 
cierto, á Pozzi, el socio industrial de la compañía 
de fs. 229, ocupara gratuitamente la fracción deno- 
minada «Paniaguá» y no San Luis> , como la llaman 
los demandantes y cuyo nombre les es desconocido. 

Se ha visto ya que la posesión de los Lagraña 
hasta el 82 no la de;sconoce la parte de Fumas, 
y en cuanto á esta ocupación precaria de Pozzi 
tiene en autos elementos suficientes de comprobación. 

La defensa hace mérito, con referencia á este 
último extremo, de un juicio tramitado contra dicho 
ocupante ante la justicia federal de Corrientes, in- 
formando á su respecto el testimonio de fs. 182. 

Según la ejecutoria en él recaída, quedó acredi- 
tado que uno de los herederos Lagraña cedió, en 
efecto, graciosamente á Pozzi el terreno en cuestión, 
con la particularidad de que este hecho se consta- 
tó por propia confesión del mencionado Pozzi, á 
quien se condenó en definitiva á su restitución, con 
más los daños y perjuicios. 

En las actuaciones de este proceso, cuyas cons- 
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tandas los señores Furnus han pedido se tengan 
como parte de prueba (fs. 233), aparece una carta 
fechada en junio de 1886, dirigida por Pozzi al 
doctor Gómez, arrendatario de Lagraña del mismo 
campo, en la que se dice: que en contestación á 
la su3'a, no duda de que sus intenciones sea buscar 
los medios conciliatorios para que desocupe (Pozzi) 
la parte de campo que el señor F. Javier Lagraña 
le tiene cedido y posteriormente arrendado al doctor 
Gómez. 

<Así, pues, agrega, me indicará cuál es el plazo ó 
término prudencial que me acordará para poder 
mudar el establecimiento social, que aun pende su 
liquidación ante el Tribunal de Goya. > 

Deponiendo como testigo el mismo doctor Gómez, 
manifiesta á fs. 297: que en la época comprendida 
entre los años 1882 á 1892, es más ó menos el 
tiempo que tuvo ocupado el señor Carlos Pozzi el 
campo lindero al del '<Puntas del Chañar , por con- 
cesión gratuita de don Javier Lagraña; que en 1886 
el declarante realizó un contrato de arrendamiento 
con la señora Florentina C. de Lagraña de la frac- 
ción de campo que ocupaba Pozzi, habiendo desis- 
tido más tarde, de común acuerdo, dicho arrenda- 
miento por las dificultades que oponía Pozzi para la 
entrega del campo, reconociendo éste, sin embargo, 
que lo ocupaba por concesión de Javier Lagraña. 
La importancia de este testimonio es indiscutible 
por la calidad del deponente y el carácter de los 
hechos sobre que atesta. 

Esta declaración concuerda en lo fundamental 
con la prestada en el juicio contra Pozzi, testimo- 
niada á pedido de la parte demandante. 

Este mismo testigo y el doctor Labougle, presenta- 
do por ambos litigantes, afirman á fs. 491 y fs. 550 
y fs. 551, concordando en sus dichos, que la familia 
Lagraña ha tenido siempre la posesión del campo 
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cRincón del Chañar en toda su extensión hasta 
lindar con Puntas del Chañar . 

En presencia, pues, de todos estos antecedentes 
de hecho y de doctrina, paréceme por demás evi- 
dente que los actos de ocupación material de que 
hace mérito la demanda, y sobre los que tanto in- 
siste en sus alegatos y en sus pruebas, son por su 
origen y por la forma en que se han producido 
jurídicamente ineficaces para fundar su derecho, 
faltándole como le falta la prueba del am'mus, que es 
el elemento moral de la posesión, como lo dice la 
sentencia, y que no puede deducirse en nuestro caso 
de la tenencia y disposición de la cosa, por cuanto 
había un poseedor anterior. Bueno es observar 
también que el poseedor de un inmueble, por el 
solo temor de incurrir en la pérdida de su posesión 
ó para asegurarse contra posibles interpelaciones 
judiciales, no puede estar exigiendo de terceros actos 
ó declaraciones expresas de reconocimiento de su 
derecho, ni hacerlas de su parte deliberadamente y 
con el propósito ostensible de hacer público que 
persevera su animus possidendi. 

Sería extremar la previsión humana, y sería ex- 
tremarla innecesariamente, porque amparado por el 
principio posee porque posee, le basta para la 
conservación é integridad de su derecho la sola 
concurrencia de su voluntad. 

En estas consideraciones y en las concordantes 
de la sentencia, que reproduzco en todas sus partes, 
fundo mi voto, que emito por la afirmativa. 

Los doctores Díaz, Giménez y Gelly se adhirie- 
ron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 

González del Solar. — Díaz. 
Ante mí: J^orge L. Dupuis^ secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 686, regu- 
lándose en 500 pesos moneda nacional los honora- 
rios del doctor Martínez y en 80 pesos los del pro- 
curador Sidders. 

Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Emilio Giménez. — JuliAx Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Go::- 
zÁLEz DEL Solar. — Delfín B. D|az. 

Ante mí: Jorge L. Diipuis, secretario. 



CAUSA 232 

Sumario — Reconocida la voluntad de ejercer oportunamente 
el derecho de retrotraer el inmueble vendido, el 
comprador debe ser obligado á otorgar la escritu- 
ra, salvo su derecho á reclamar las mejoras he- 
chas en el inmueble. 

Antecedentes 

{Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos; de los que resulta: 
Que á fs. 4 se presentó don Juan Bautista Ver- 
dier, en representación de doña Julia Payot de 
Desvonissous y de su esposa doña Octavia Desvo- 
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nissous, promoviendo demanda contra don Luis Pu- 
gliese, para que se obligase á éste á escriturar á 
favor de don José Graud una finca perteneciente á 
sus mandantes, ubicada en el pueblo de San Martín 
(provincia de Buenos Aii es), ó en su defecto se de- 
clarase responsable al demandado de los daños y 
perjuicios que con su negativa les irrogase, con las 
costas del juicio en uno y otro caso, fundado en los 
siguientes antecedentes: que en 13 de enero de 1894, 
y como representante de don Teófilo Desvonissous, 
otorgó escritura con pacto de retro ven ta á Pugliese 
de la finca antes mencionada por la suma de 5,000 
pesos de curso legal; que habiendo fallecido Des- 
vonissous, y estando vencido el término fijado al 
vendedor para recuperar la propiedad, se convino 
entre Pugliese y sus representados, como únicos y 
universales herederos de Teófilo Desvonissous, en 
prorrogar el plazo por seis meses más, presentán- 
dose el escrito del caso al juez de la sucesión de 
Desvonissous; que antes de vencerse la nueva pró- 
rroga convínose entre sus poderdantes y Pugliese 
en que éste escrituraría á don José Graud la finca 
antes aludida, percibiendo el importe del pacto en el 
acto de firmarse la escritura correspondiente; que 
á fin de cumplir lo pactado, Pugliese llevó los res- 
pectivos títulos de propiedad al escribano Rovera- 
no para que extendiera las escrituras á favor del 
nuevo comprador señor Graud, pero pocos días 
después, sin duda mal aconsejado, recogió los títu- 
los de la oficina de Roverano, negándose á dar 
cumplimiento á lo convenido; que después de algu- 
nas conferencias que el exponente celebró con Pu- 
gliese obligóse éste nuevamente á llevar los títulos 
al escribano Roverano para el otorgamiento de la 
escritura á favor de Graud, mediante la entreí^a de 
quinientos pesos moneda nacional; que por falta de 
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dinero, firmó un pagaré á favor de Pugliese por la 
expresada suma, habiéndolo cancelado á su venci- 
miento en el Banco Francés, donde había sido des- 
contado por Pugliese, quien, á pesar de ello, se 
rehusó á cumplir su obligación, siendo ineficaces 
todas las diligencias hechas por sus representados. 

Que conferido traslado de esta demanda, se pre- 
sentó don Rufino de Pons, en representación del 
demandado, solicitando se rechazara, con costas, 
por ser falsos é incompletamente narrados los he- 
chos que le sirven de fundamento, y en mérito de 
las consideraciones que aduce en su escrito corriente 
á fs. 10. 

Que recibida la causa á prueba (fs. 14 vta.), has6 
producido por las partes la que determina el certi- 
ficado del actuario de fs. 17 vta., y agregados los 
alegatos presentados por actor y demandado, lla- 
móse autos para definitiva. 

Y considerando: 

1^ Que el demandado Pugliese, en su escrito de 
contestación, reconoce que Verdier días antes de 
vencer la prórroga de la retroventa manifestó su 
resolución de recuperar la finca, pidiéndole llevara 
los títulos á la oficina del escribano Roverano. 

2^ Que ha confesado igualmente haber llevado 
esos títulos á objeto de la escrituración, hecho que 
también se justifica por las declaraciones de los 
testigos Federico C. Sívori, José M. Graud y Ger- 
mán Méndez (interrogatorios de fs. 48 y 55). 

3^ Que se ha comprobado igualmente por los 
testigos Sívori y Méndez, prescindiendo de Graud, 
que Pugliese se obligó á escriturar á favor del re- 
ferido Graud, de quien recibiría la suma de 5,000 
pesos moneda nacional. 

4^ Que se ha justificado, asimismo, por las decla- 
raciones dj Fourout (fs. 47) y Méndez (fs. 51), que 
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Pugliese recibió del actor el pagaré de fe. 3 por la 
suma de 500 pesos, condición que impuso para otor- 
gar la escritura que se le pedía y devolver la pro- 
piedad. 

5^ Que demostrado plenamente que el vendedor 
ejercitó en tiempo oportuno su derecho de recupe- 
rar el inmueble (art. 1382, Código Civil), es incues- 
tionable la obligación por parte del comprador de 
efectuar su devolución. 

6^ Que la circunstancia de tener que otorgarse la 
escritura á favor de un tercero, como es el señor 
Graud, no perjudica al actor, ni mejora en manera 
alguna la situación del. demandado, cuyo derecho 
se limita á recuperar la suma que entregara antes 
como precio. 

Por estas consideraciones, las del alegato de fojas 
93, y teniendo especialmente en vista la sentencia 
de la Excma. Cámara recaída en el juicio seguido 
por José L. Oliver contra don Juan Etchepare (Juz- 
gado del doctor Centeno, secretaría Ratto), análogo 
al presente, fallo: condenando á don Luis Pugliese 
otorgue á favor de don José Graud, ó de la persona 
que designe el actor, en el término de diez días, la 
escritura á que alude la demanda, debiendo entre- 
garse al demandado en el acto de la escrituración 
la suma de 5,000 pesos moneda nacional. 

En cuanto á las costas, hallando el Juzgado mé- 
rito bastante para eximir de ellas á la parte vencida, 
se declara que deben abonarse en el orden causa- 
das, de acuerdo con lo prescripto en el art. 221 del 
Código de Procedimientos. 

Definitivamente juzganc.o, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, capital de la Nación, á 
9 de diciembre de 1896. 

Repónganse las fojas. 

Angel Garay. 
Ante mí: José Ai. Casabal, secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á24 de setiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en 
lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por doña 
Julia Payot de Desvonissous y otra contra don Luis 
Pugliese, sobre escrituración; respecto de la senten- 
cia corriente á ís. 124, el Tribunal estableció las 
siguientes cuestiones: 

P ¿Es justa en lo principal la sentencia apelada 
de fs. 124? 

2^ Caso afirmativo: ¿es también jústa en cuanto 
exime á la parte vencida de la responsabilidad de 
las costas del juicio? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores González 
del Solar, Molina Arrotea, Díaz, Giménez, Gelly. 

A la primera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

El Inferior, partiendo de la base de que el ven- 
dedo/ ó sus sucesores han ejercitado en tiempo 
oportuno el derecho de recuperar el inmueble á que 
se refiere la demanda, condena al demandado á 
otorgar en el térhiino de diez días la escritura de 
retroventa, estableciendo que debe entregarse en el 
acto de la escrituración el precio convenido. 

Expresando los agravios que le causa este fallo, 
se manifiesta por el recurrente que por su parte no 
se opone á que la sucesión demandada pueda recu- 
perar dicho inmueble con las mejoras que tiene al 
presente, siempre que se le abone el precio estipu- 
lado y los gastos y costas que se le han causado, 
como fué acordado en el convenio que celebraron 
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ante el Juzgado de primera instancia de La Plata á 
cargo del señor juez doctor Anzoategui, en 21 de 
febrero de 1895, sosteniendo que, en caso contrario, 
debe revocarse aquel fallo, y declararse irrevoca- 
blemente adquirida por él dicha propiedad. 

Dada esta manifestación, y teniendo presentes las 
constancias de autos, considero que procede refor- 
mar la decisión recurrida en cuanto no ordena el 
pago de los honorarios y gastos causados al actor, 
como fué acordado en el convenio de que se hace 
mérito. 

Ese convenio, cuyo testimonio corre á fs. 75, fué 
celebrado en el juicio seguido entre las mismas 
partes ante el referido Juzgado, y en él aparece, 
efectivamente, que los sucesores del vendedor se 
obligaron á pagar al actor, como éste lo sostiene, 
los gastos y honorarios que se le habían causado 
con motivo del mismo juicio y los que había hecho 
ante el Juzgado de paz de San Martín. 

«Hemos convenido también, dice textualmente la 
cláusula respectiva, que son á cargo nuestro los 
gastos y honorarios que se han causado al señor 
Pugliese con motivo de este juicio, y los que él ha 
hecho en el intentado ante el Juez de paz de San 
Martín. En prueba de haberlo así convenido, el se- 
ñor Pugliese suscribe el presente escrito. >^ 

Ahora bien: si las convenciones hechas por las 
partes forman una regla á la cual las partes deben 
someterse como á la ley misma, es á mi juicio in- 
cuestionable el derecho que asiste al actor para 
exigir su cumplimiento en el caso siib-judice, y co- 
rresponde, por lo tanto, que así se declare, modifi- 
cándose en esta parte la sentencia apelada por lo 
que respecta á los honorarios y costas á que se 
refiere dicho convenio, como pienso también que 
deben dejarse á salvo las acciones que le correspon- 
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dan en cuanto á las mejoras que hubiese practicado 
en el inmueble de la referencia, desde que este 
punto es extraño á los términos en que fué trabada 
la litis. 

En este sentido voto por la negativa. 

Los doctores Molina Arrotea, Díaz y Giménez se 
adhirieron al voto anterior. 

El doctor Gelly á la primera cuestión dijo: 

El recurrente, no obstante impugnar los funda- 
nientos de la sentencia apelada, en definitiva sólo 
se considera agraviado en cuanto á la cantidad que, 
como precio, se manda pagar al actor, sosteniendo 
que en esta parte el Inferior altera las estipulacio- 
nes del convenio de prórroga. 

Es bien original la conducta del demandado. Ni 
en la contestación ni en el alegato de bien probado 
ha hecho mérito de que el precio estipulado fuera 
mayor de 5,000 pesos, aceptándolo por el contrario 
en todos sus escritos, y se queja, sin embargo, de 
que el Inferior sólo haga referencia á esa suma en 
su sentencia, como si á los jueces les fuera dado 
separarse de lo alegado en la demanda y contes- 
tación. 

Es recién en esta instancia, que se invoca el con- 
venio de que instruye el testinlonio de fs. 75, y 
esto mismo para hacerle decir lo que no dice. 

Según el recurrente, en el mencionado convenio 
se estipuló un aumento de 1,504 pesos á los 5,000 
pesos fijados como precio en el contrato primitivo. 

Esto no es exacto. 

La única cláusula pertinente del citado convenio 
dice textualmente: «Es entendido que si dentro la 

prórroga concedida ó en el día de su vencimiento 

los exponentes, viuda é hijos de don Teófilo Des- 
vonissous, no hemos pagado al señor Pugliese el 
precio de 5,000 pesos convenido en la escritura cc- 
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lebrada con nuestro esposo y padre, perderemos el 
derecho á recuperar la propiedad, etc.» No puede 
ser más clara, como se ve, la determinación del 
precio de 5,000 pesos. 

Es verdad que en la cláusula subsiguiente se dice: 
«Hemos convenido también que son á cargo núes 
tro los gastos y honorarios que se han causado al 
señor Pugliese con motivo de este juicio, y de los 
que ha hecho en el intentado ante el Juez de paz 
de San Martín pero, aparte de que esos gastos y 
honorarios no aparecen liquidados, no se expresa 
que esa nueva deuda deba acumularse al precio es- 
tablecido en la cláusula anterior, ni mucho menos 
que la falta de pago de esos gastos y honorarios 
pudieran motivar la pérdida del derecho de recupe- 
rar la propiedad. 

Luego, pues, la única observación que se hace por 
el recurrente á la sentencia apelada, carece en ab- 
soluto de fundamento, y, en consecuencia, desde que 
las demás consideraciones aducidas por el Inferior 
no han sido en manera alguna refutadas, se impone 
su confirmación, y al efecto, voto por la afirmativa. 

A la segunda cuestión el doctor González del 
Solar dijo: 

Dados los antecedentes de la causa, y de que 
dejo hecho mérito en la primera cuestión, considero 
que no procede una especial condenación en costas, 
por lo que voto por la afirmativa. 

Los doctores Molina Ariotea, Díaz, Giménez y 
Gelly se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupiiis^ secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruj^e el acuerdo precedente, se confirma en 
lo principal la sentencia apelada de fs. 124, con de- 
claración que la sucesión demandante deberá pagar 
igualmente los gastos y honorarios conforme á lo 
establecido en el convenio de fs. 75, dejándose á 
salvo las acciones y derechos que correspondan al 
recurrente en cuanto á las mejoras que hubiera 
practicado. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor 
González del Solar. — Delfín B. 

DlAZ. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



CAUSA 233 

Sumario — Para que los daños y perjuicios sean procedentes 
debe justificarse la culpa del demandado. 

Antecedentes 

(Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: estos autos seguidos por don Juan Grasso 
contra la compañía del Tramway Anglo-Argentino, 
sobre indemnización de daños y perjuicios; y re- 
sultando: 
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1^ Que á fs. 1 se presentó don Juan Grasso 
exponiendo: Que entabla formal demanda contra la 
empresa del Tramway Anglo- Argentino por los da- 
ños y perjuicios que le ha ocasionado dicha empre- 
sa, con motivo del atropello de que fué víctima, el 
día 24 de mayo del año 1893, por un coche de 
tramway en la calle Paraná, yendo él en su ca- 
rruaje; que fué derribado del carruaje al suelo, dis- 
locándose una pierna, de cuyas resultas tuvo que 
permanecer en cama durante treinta días, sin po- 
der atender sus negocios y teniendo que hacer frente 
á los gastos de médico y curación, además de otros 
perjuicios que en oportunidad expondrá; que los 
daños y perjuicios le representan próximamente 
2,000 pesos moneda nacional, que ha gastado ó per- 
dido por la imprudencia del conductor del tramway 
por el que fué acometido, y pide que en oportuni- 
dad sea condenada la empresa al pago de ellos, 
como todos los demás gastos del juicio. — Pide tam- 
bién se tenga en vista en oportunidad, para el fallo, 
el proceso criminal á que ha dado margen este 
acontecimiento, que corre por el Juzgado á cargo 
del doctor Klizalde y secretaría de Seguí, y en 
donde se encontrarán justificados los fundamentos 
de su demanda. 

2^ Que á fs. 2 se dió traslado de la acción al 
administrador del Tramway y\nglo-Argentino, el que 
fué evacuado á fs. 4 por el representante de la em- 
presa, don Adolfo Grau, diciendo: Que en el inci- 
dente ocurrido no ha habido de parte del conductor 
del tramway ni siquiera la más ligera negligencia, 
y que el accidente se produjo por haberse cruzado 
repentinamente en la vía el coche del actor en con- 
diciones que no daban tiempo para impedir el cho- 
que con el tramway, siendo, pues, inexactos los 
hechos expresados en la demanda en cuanto no 
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están de acuerdo con lo que deja expuesto; que en 
cuanto á los daños y perjuicios, el actor debe jus- 
tificarlos, así como su monto, siendo exagerado el 
que señala, tanto más cuanto que, según se le ha 
informado, el demandante no ha quedado ni un día 
imposibilitado para trabajar; que pide que, en opor- 
tunidad, el Juzgado se sirva proveer absolviendo 
de la demanda á la compañía que representa, con 
condenación en costas al actor. 

3^ Que por el auto de fs. 6 se recibió la causa á 
prueba, habiéndose producido la que expresa el 
certificado del actuario corriente á fs. 7, y el único 
alegato que pertenece á la parte demandada y obra 
de fs. 56 á fs. 61, llamándose autos para sentencia 
á fs. 61. 

Y considerando: 

P Que correspondiendo la prueba al actor, éste, 
para que su acción prosperase, ha debido princi- 
piar por justificar, ante todo, y principalmente, el 
hecho fundamental de su demanda, á saber: que fué 
víctima del accidente, cuyo perjuicio reclama, por 
culpa ó imprudencia del conductor del tramway, y 
mientras tanto la demanda se presenta casi desnuda 
de justificativos respecto de ese hecho previo y funda- 
mental, pues para comprobarlo sólo se han presentado 
tres testigos y éstos no reúnen en sus declaraciones 
sino apenas una fuerza probatoria muy débil, lejos 
de producir el convencimiento judicial al respecto. 

En efecto, analizados esos tres testimonios, resul- 
ta: que Conté sólo sabe que el carruaje fué atrope- 
llado por dicho del actor (contestación á la tercera 
pregunta). 

Gattini sólo sabe del atropello por haberlo visto 
cuando iba por la calle Paraná, pero nada expresa 
sobre las circunstancias del hecho para poder impu- 
tar culpa á la conducción del tramway. 

Civil— Tomo 106-12 
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El único testigo, Cesca, que no por lo que dice 
sino por lo que se puede deducir de su dicho, es 
singular; y reunidos los tres no resulta de sus decla- 
raciones el convencimiento necesario para que esa 
prueba surta los efectos legales. 

2^ Que siendo esto así, desde que la demanda 
falla por su base, es decir, desde que queda impro- 
bada la causa que la constituía, el atropello culpa- 
ble del tramway, carece de razón en su efecto y 
consecuencia, que lo serían los perjuicios reclama- 
dos, y, por lo tanto, es de aplicación estricta el 
principio actore non probanti reus absolvitur (ar- 
tículo 216, Código de Procedimientos). 

Por estos fundamentos, y los concordantes y 
pertinentes del escrito de fs. 56, definitivamente juz- 
gando, fallo: rechazando la demanda de fs. 1, é im- 
poniendo perpetuo silencio al actor, sin especial 
condenación en costas por no haber mérito para 
ello (art. 221 del Código de Procedimientos). 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires, 
á 14 de setiembre de 1895. 

Repónganse las fojas. 

Luis Méndez Paz. 
Ante mí: Ireneo Lima^ secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 24 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Juan Grasso contra la compañía del Tramway An- 
g lo- Argentino, sobre indemnización de daños y per- 
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juicios; respecto de la sentencia corriente á fs. 74, 
el Tribunal estableció las siguientes cuestiones: 

1* ¿Es nula la sentencia de fs. 74? 

2^ Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gon- 
zález del Solar, Díaz, Gelly, Giménez, Molina 
Arrotea. 

A la primera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

Considero improcedente este recurso. 

La parte actora, que lo ha deducido á fs. 78 con- 
juntamente con el de apelación, no ha intentado 
siquiera justificarlo, y no encuentro, por otra parte, 
en estos autos vicio alguno que pudiera haberlo he- 
cho prosperar, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo 237 del Código de Procedimientos, por lo 
que voto por la negativa. 

Los doctores Díaz, Gelly, Giménez y Molina Arro- 
tea se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor González del 
Solar dijo: 

Como se demuestra por el Inferior en su sen- 
tencia, no se ha producido en esta causa la prueba 
de los hechos alegados como fundamento de la ac- 
ción deducida, ó sea la justificación de la culpa ó 
imprudencia del conductor del tramway que causó 
el daño, cuya indemnización se pide de la empresa 
demandada, en cuya virtud correspondía el rechazo 
de la demanda. 

La única prueba ofrecida, consistente en la decla- 
ración de los testigos examinados al tenor del inte- 
rrogatorio de fs. 51, no acredita la responsabilidad 
de la empresa demandada, por lo que considero que 
debe confirmarse la sentencia apelada, cuyos fun- 
damentos reproduzco para dar mi voto por la afir- 
mativa. 
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Los doctores Díaz, Gell}', Giménez }' Molina Arro- 
tea, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia de fs. 74, regulándose en 
100 pesos moneda nacional los honorarios del doc- 
tor Terry, y en 30 pesos de la misma moneda los 
derechos procura torios de Grau. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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Sumario — P La violación del contrato de concesión por par- 
te de la Municipalidad no enerva su derecho d 
exigir de la contraria las prestaciones coíivemdas. 
—2^ La declaración de caducidad de un contrato 
antes de la época estipulada hace pasible á la 
Municipalidad de los daños y perjuicios causados. 
—3^ Justificada la existencia del daño pero no su 
monto procede juramento estimatorio. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: este juicio seguido por la Municipalidad 
de la Capital contra la empresa Mercado del Pilar, 
sobre cobro de pesos; del que resulta: 

1^ Que á fs. 2 se presentó don Pedro Diana, en 
representación de la parte actora, deduciendo de- 
manda contra la empresa del Mercado del Pilar por 
la suma de 2,728 pesos moneda nacional que esta 
empresa adeuda por la concesión de radio durante 
el cuarto trimestre de 1891 y los ocho primeros me- 
ses de 1892; que el contrato que en copia acom- 
paña acuerda al mercado un radio de seis cuadras 
á cada viento, siendo la cantidad que se cobra el 
precio estipulado de la concesión; y que la empresa 
se resiste á pagarlo^ sosteniendo que la Municipalidad 
no ha cumplido la obligación que contrajo de hacer 
respetar el radio, lo que es inexacto; que su repre- 
sentada, al conceder el radio, se obligó á hacer 
respetar la prohibición de establecer puestos de ar- 
tículos de abasto en el perímetro que aquél abraza- 
ra, absteniéndose de conceder el establecimiento de 
puestos de abasto y ordenar su clausura por medio 
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de sus agentes ó de la policía, si alguno se esta- 
bleciera sin su autorización; estando obligada la em- 
presa, por su parte, á poner en su conocimiento las 
infracciones á su concesión de radio, y en caso de 
resultar ineficaces las órdenes de clausura ó la in- 
tervención policial, á ella le correspondía ejercer su 
acción contra los infractores ante los Tribunales; 
que si á pesar de las órdenes de la Intendencia, 
algunos puestos han permanecido abiertos al publi- 
co, lo que no le consta, ello se habrá debido á cau- 
sas que la Municipalidad no es responsable, porque 
no estaba en su mano dejar sin efecto resoluciones 
judiciales; que el derecho para reclamar la suma 
indicada en el exordio nace del contrato mismo, al 
cual deben someterse las partes como á la ley 
misma (art. 1197, Código Civil). 

2^ Que por el auto de fs. 5 se corrió traslado de 
la demanda, el que fué evacuado á ís. 22 por don 
Lorenzo Herrera, á nombre de los representantes 
de la empresa Mercado del Pilar, exponiendo: Que 
desde más ó menos el mes de julio del año 1891, 
la Municipalidad no atendió las denuncias que la 
empresa le hizo acerca de puestos dentro del radio, 
los consintió de hecho con su inacción para hacerlos 
clausurar y llegó hasta autorizarlos percibiendo 
rentas de los puesteros; que la Municipalidad no 
¿umplió y violó intencionalmente el convenio cele- 
brado, que es el que se acompaña por la parte ac- 
tora en copia; que para que la Municipalidad 
tuviese derecho de exigir el pago de la suma fijada 
por la concesión y uso del radio, habría sido indis- 
pensable que lo hubiera hecho respetar; que el 
artículo 1201 del Código Civil dice: :una de las 
partes no podrá demandar su cumplimiento si no 
probase haberlo ella cumplido -, refiriéndose á los 
contratos bilaterales, habiendo perdido el actor todo 
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derecho para exigir el pago de la suma pactada por 
el uso y goce de aquél; que pide el rechazo de la 
demanda, con costas, y reconviene á la Municipali- 
dad, fundado en que, no satisfecha ésta con no ha- 
cer respetar el radio, ni consentir puesteros dentro 
del perímetro respectivo, declara de hecho caduca 
y vencida la concesión por resolución de 31 de 
agosto de 1892; que la empresa estima los perjui- 
cios causados por la privación indebida del goce del 
radio en 2,500 pesos mensuales, ó sea 30,000 pe- 
sos moneda nacional, ajustándose al señalar esa 
suma á lo que resulta de las anotaciones de sus 
libros, con los que se evidencia la disminución 
violenta é injustificada que sufrieron las entradas 
del mercado, á causa de la competencia de los pues- 
teros, prescindiendo de otros perjuicios. Limita esta 
reconvención al directamente causado con el vio- 
lento despojo del radio, un año antes de expirar el 
plazo. — Que fundada la reconvención en la violación 
del contrato por parte de la actora, el derecho que 
le asiste á la empresa se encuentra en las prescrip- 
ciones legales de los arts. 1107, 1198, 1200, 505, 
incisos l^á 3^,511, 512, 519 y 520, siendo indis- 
cutible el derecho para exigir indemnización por los 
daños y perjuicios, pérdidas é intereses que relacio- 
na. Pide que en oportunidad se condene á la Muni- 
cipalidad al pago de la indemnización que reclama, 
con intereses y costas. 

3^ Que corrido traslado de la reconvención, se 
evacúa á fs. 30 por el mismo señor Diana, quien 
expone: que niega el derecho de la empresa para 
incoar nuevamente una acción renunciada ó desisti- 
da, negando la competencia del Juzgado para enten- 
der en el reclamo, !o mismo que la procedencia del 
fundamento de la reconvención y la exactitud del 
monto atribuido á los imaginarios perjuicios; que con 
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arregló á los principios que detalla y aplicando los 
artículos 15 y 16 del Código Civil, debe rechazarse 
la reconvención de la empresa, por ser repetición 
de una demanda desistida; que es inadmisible, por 
lo exagerado, el monto á que se hacen ascender los 
perjuicios, observando al respecto que si ellos pro- 
ceden de la caducidad del radio, la empresa no po- 
dría nunca cobrarlos, aunque no existieran las 
razones que se oponen á la acción deducida, sin 
haber pagado la cantidad estipulada por ese benefi- 
cio, puesto que se trata de un convenio bilateral; 
que la base del reclamo ha debido ser el pago 
oportuno de los derechos de radio por el perío lo 
que se pretende, y como la empresa no lo ha hecho, 
es un motivo más para justificar el pedido que hace 
del rechazo de la reconvención, con costas. 

4^ Que por el auto de fs. 36 vta. se recibió la 
causa á prueba, habiéndose producido la que expre- 
sa el certificado del actuario de fs 37 vta., y con 
los alegatos corrientes á fs. 56 y 61, se llamó autos 
para definitiva á fs. 67. 

Y considerando: 

1^ En cuanto á la demanda instaurada: Que 
atento los términos de los arts. 4^, 7^ y 8^ del 
contrato en que se funda la demanda, este Juzgado 
ya lo tiene declarado en un caso análogo seguido 
por la misma Municipalidad contra el Mercado San 
Cristóbal, que actualmente está en apelación ante 
la Excma. Cámara; que dicha corporación está ha- 
bilitada para cobrar las cuotas que á mérito de dicho 
contrato corresponden por el goce del radio de que 
se trata, pero á condición de que la empresa no 
haya justificado que no ha gozado libremente de ese 
radio; que le ha sido obstruida la concesión del 
mismo, pues si dicha justificación hubiera hecho la 
empresa, sería entonces aplicable la disposición del 
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artículo 1201 del Código Civil, pues es claro que en 
tal caso, no habiendo la Municipalidad cumplido el 
contrato, tampoco podría exigir su cumplimiento. 

Esta es la doctrina legal que este Juzgado ha 
aceptado, fundado en los términos mismos de la 
convención celebrada entre las partes y en las dis- 
posiciones del derecho más inconcusas. 

Aplicando, pues, esta doctrina al caso presente, 
si la empresa no hubiera demostrado que le ha sido 
obstruida la concesión del radio de que disfrutaba, 
la Municipalidad tendría perfecto derecho de co- 
brar las cuotas, y si, al contrario, la empresa ha 
hecho la demostración de que no ha usado li- 
bremente de ese radio, la cobranza entonces no 
procede. 

¿Ha justificado la empresa, que la Municipalidad, 
en el presente caso, no ha cumplido con las obli- 
gaciones que el contrato le imponía, y que, por 
consiguiente, la empresa ha sido obstruida indebi- 
damente en el libre y perfecto ejercicio de sus de- 
rechos? 

La empresa no ha presentado más prueba al 
respecto que el expediente agregado núm. 13226, 
del cual resulta que, en el mes de agosto de 1892, 
á pesar de las denuncias que los mismos inspectores 
municipales hicieron de que se habían establecido 
dentro del radio concedido á la empresa del Mer- 
cado del Pilar algunas carnicerías, la Intendencia, 
en vez de ordenar la clausura de dichos puestos, 
declaró por sí y ante sí la caducidad de la conce- 
sión; luego, para resolver si la empresa ha justifi- 
cado que no se le ha dejado disponer de las venta- 
jas que el contrato le daba, será necesario resolver 
previamente lo que es materia de la reconvención 
deducida por la empresa, es decir, si la Municipali- 
dad ha violado ó no el contrato celebrado al decla- 
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rar la caduc'dad del mismo, porque, es claro, que 
si estaba bien declarada la caducidad, la empresa 
ya no tenía radio y entonces la Municipalidad no tenía 
por qué hacer clausurar los puestos, y no teniendo 
tal obligación, estaba en su derecho de gestionar el 
cobro de lo que se le adeudaba hasta el día de la 
terminación del contrato, lo que importa decir y 
establecer que la resolución que se dé al punto, 
que es materia en este juicio de la reconvención, 
será la que tenga que darse á la demanda misma. 

2^ En cuanto á la reconvención: Que respecto de 
ésta, la primera cuestión que hay que tratar es la 
relativa á la competencia, que la Municipalidad de- 
duce en el escrito de fs. 30, y á este respecto no 
habiendo la Municipalidad alegado la incompetencia 
como excepción previa, después del auto de prueba, 
en el cual se declaró la competencia del Juzgado, 
ya. no puede volverse sobre dicho punto, según el 
artículo 87 del Código de Procedimientos. 

Además, aunque la jurisdicción administrativa 
fuese la convenida por las partes, habiendo la Mu- 
nicipalidad consentido el auto de prueba, que ya se 
ha mencionado, como que la jurisdicción adminis- 
trativa establecida en el contrato provenía de la 
voluntad de las partes y no de la ley, en este caso, 
es claro que la misma voluntad de las partes ha 
podido entonces devolver á la jurisdicción ordinaria 
la competencia á que se habían sustraído los con- 
trayentes, y es precisamente eso lo que ha sucedido 
con el consentimiento del mencionado auto de 
prueba. 

3^ Que aunque la Municipalidad habla ó expresa 
con motivo de sus razonamientos en el escrito de 
fojas 30, de que ha habido cosa juzgada, dicha ex- 
cepción, que pudo oponerse también como artículo 
previo, ni siquiera se ha deducido como contestación 
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de la demanda, de una manera expresa y categóri- 
ca, como corresponde hacerlo, y aunque se enten- 
diera que por tal enunciación simple de la cosa juz- 
gada esa excepción se hubiera opuesto en forma, la 
resolución administrativa á que la Municipalidad se 
refiere jamás podría tener los requisitos indispensa- 
bles de la cosa juzgada, porque la Municipalidad 
era incompetente para dictar dicha resolución; por- 
que ella no podía ser juez y parte, tratándose de 
contratos en que ha intervenido principalmente co- 
mo persona jurídica y en que se trataba de resolver 
sobre derechos y obligaciones provenientes de un 
contrato que está sometido á otra jurisdicción; y 
porque, y sobre todo, jamás podría haberse dado al 
artículo 9^ del mencionado contrato, que sólo se re- 
fiere á las cuestiones que podían suscitarse durante 
la vigencia del mismo, una extensión que no le 
había dado !a voluntad de las partes, ni podía 
emanar de ninguna ley. 

4^ En cuanto al desistimiento que la Municipalidad 
también sostiene que ha hecho la empresa de los 
mismos derechos que invoca en su reconvención: Que 
no es exacto que la mencionada empresa haya de- 
sistido lisa y llanamente, como puede verse del tes- 
timonio de fs. 42, en que, al contrario, expresamente 
se salvan esos derechos para ejercerlos en otra 
parte y en oj:ra oportunidad. 

Ahora bien: si en tal forma se admitió ese desisti- 
miento, la culpa será imputable al Juzgado que la 
admitió, y sobre todo, á la Municipalidad, que no se 
opuso á ella en esa forma, y que debió obligar á su 
adversario á que se sujetase á la ley 9^, título 22, 
partida 3^. 

Si así no lo hizo, tal desistimiento, aun en el su- 
puesto de que fuera viable la doctrina que á este 
respecto sostiene el representante de la Municipali- 
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dad para los casos generales de verdaderos desisti- 
mientos, en el presente no puede tener alcances 
jurídicos más extensos que aquellos en que el de- 
sistimiento se formuló, se permitió y se admitió. 

Por último: que no habiendo tenido, pues, facul- 
tades la Municipalidad para declarar caduca por si 
misma la concesión de que se trata, corresponde al 
Juzgado resolver si dicha Municipalidad ha violado 
ó no el contrato al declarar dicha caducidad, y á 
este respecto la cuestión es tan clara á favor de la 
violación del contrato, como que ella ha sido acon- 
sejada de una manera contraria á las pretensiones 
de la Municipalidad por la mayoría de sus mismas 
oficinas técnicas. 

Constando, como consta, y lo confiesa la Munici- 
palidad, que el mercado recién se entl-egó al servi- 
cio público en la fecha á que se refiere la nota del 
intendente Alvear á fs. 3 del expediente núm. 7712, 
21 de agosto de 1883, no puede ser discutible des- 
de qué tiempo principió la empresa á disfrutar del 
goce del radio concedido, cuando el mismo inten- 
dente Alvear, en la nota de la referencia, dice en 
ia citada comunicación textualmente al jefe de po- 
licía: -Sírvase V. S. disponer se haga efectivo el 
radio concedido.» 

Si la Municipalidad, pues, sólo desde esa fecha, 
para valerse de las expresiones del intendente Al- 
vear, hizo efectivo el derecho concedido, ¿cómo po- 
der arrancar de otra fecha el principio del contrato 
sino desde aquella en que los contrayentes han 
entrado recién á ejercitar los derechos que él les daba? 

Por otra parte, ¿acaso la obra de que era conce- 
sionaria la empresa podía sustraerse á las ordenan- 
zas generales sobre higiene, etc., que el mismo 
contrato terminante y textualmente invocaba? Si es 
claro que no, y si es evidente que el mercado no 
podía entregarse al servicio público sino cuando la 
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misma Municipalidad declarase que estaba en con- 
diciones de hacerlo, es igualmente evidente, y no 
ve el Juzgado necesidad de extenderse en más con- 
sideraciones para dejar establecido que el contrato 
se declaró caduco cuando aun esi:aba en vigencia; 
que, por consiguiente, la Municipalidad debe satisfa- 
cer las indemnizaciones en que ha incurrido, y que 
su demanda no puede prosperar; porque ahora es 
también la oportunidad de que se consigne que 
si se violó el contrato, la empresa ha demostrado 
que la Municipalidad no cumplió con la obligación 
que le imponía el art. 7^ del mismo, y que si no 
cumplió por su parte, no ha podido pretender que 
el demandado cumpla con la suya, porque la men- 
cionada Municipalidad no ha estado colocada en el 
caso del artículo 1201 del Código Civil. 

Por estos fundamentos, y no habiendo la empresa 
del Mercado del Pilar comprobado en este juicio los 
perjuicios sufridos, definitivamente juzgando, fallo 
y ordeno: rechazar la demanda instaurada, é impo- 
ner silencio al respecto á la Municipalidad, y conde- 
nar á ésta al pago de los daños y perjuicios que 
hubiese sufrido la mencionada empresa, los cuales 
deberán justificarse en juicio por separado (art. 219 
del Código de Procedimientos); con costas al venci- 
do, por no hallar mérito el Juzgado para eximirlo de 
la condenación que impone el art. 221 del mismo 
Código, á cuyo efecto regulo los honorarios del 
doctor Jardín en 2,000 pesos nacionales, y los dere- 
chos procuratorios de Herrera en 500 pesos. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos 
Aires, capital de la República Argentina, á los 10 
días del mes de junio de 1897. 

Repónganse las fojas. 

Luis Méndez Paz. 
Ante mí: José S. Oderigo^ secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 24 de setiembre de 1 898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por la 
Municipalidad de la Capital contra la empresa del 
Mercado del Pilar, sobré cobro de pesos; respecto 
de la sentencia corriente á fojas 86, el Tribunal es- 
tableció las siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es justa la sentencia de fs. 86 en cuanto no 
hace lugar á la demanda? 

2^ ¿Es justa en cuanto hace lugar á la reconven- 
ción? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gimé- 
nez, Díaz, Molina Arrotea, González del Solar. 

A la primera cuestión el doctor Giménez dijo: 

La Municipalidad, fundándose en las cláusulas del 
contrato de fs. 1^, demanda á la empresa del Mer- 
cado del Pilar por las cuotas que adeuda, correspon- 
dientes al último trimestre del año 1891 y á los ocho 
primeros meses de 1892. 

La empresa demandada resiste el pago de tales 
prestaciones, excepcionándose con el incumplimien- 
to de las obligaciones que con arreglo al referido 
contrato tenía á su cargo la Municipalidad. 

Es obvio que á la parte demandada ha corres- 
pondido la prueba de los extremos constitutivos de 
su excepción, toda vez que no ha desconocido el 
contrato que, desde luego, es ley para las partes. 

Esa prueba no se ha rendido, y, sin embargo, el 
Inferior rechaza la demanda, por cuanto la Municipa- 
lidad violó el contrato al declararlo caduco, no cum- 
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pliendo, por consiguiente, las obligaciones que aquél 
le imponía en el art. 7^. 

Para demostrar la insubsistencia de este funda- 
mento de la sentencia, basta tener presente que el 
decreto declarando la caducidad del contrato se 
dictó el 30 de agosto de 1892, y que la deuda cuyo 
pago reclama la Municipalidad se refiere á men- 
sualidades anteriores á esa fecha. 

Voto por la negativa. 

Los doctores Díaz, Molina Arrotea y González del 
Solar se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Giménez dijo: 

A mi juicio, es errónea la sentencia en cuanto 
condena á la Municipalidad al pago de los daños y 
perjuicios que hubiese sufrido la empresa y que de- 
berán justificarse en juicio por separado; porque el 
segundo juicio autorizado por el art. 219 del Código 
de Procedimientos, es para el caso que las partes 
no hubiesen estimado el daño. 

La solución del caso, con sujeción á los antece- 
dentes que la causa suministra, la encuentro en el 
artículo 220 del Código de Procedimientos, 1191, 
1198, 1109 y concordantes del Código Civil. 

Es necesario, desde luego, no confundir el impor- 
te del perjuicio con el perjuicio mismo. 

Este último puede existir como fuente de respon- 
sabilidades, independientemente de su estimación ó 
de una estimación improbada, cuando, como en el 
caso siib-judice^ se tiene como causa un hecho no con- 
testado, siendo el daño efecto inmediato del mismo 
hecho. 

En este caso, la improcedencia de un segundo 
juicio no apareja irresponsabilidad absoluta del 
deudor. 

La ley, fundada en altas consideraciones de equi- 
dad, viene en tal situación en auxilio del damnificado. 
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y establece la regla dentro de la cual puede hacer- 
se efectivo su derecho. 

Esa regla es la del art. 220 del Código de Proce- 
dimientos, en cuanto dispone que la sentencia defe- 
rirá al juramento del actor la fijación del importe 
del crédito ó perjuicios reclamados, siempre que su 
existencia estuviese legalmente comprobada y no 
resultase justificado ese importe. 

Como demostración de la pertinencia de este 
principio á nuestro caso, me limitaré á recordar 
estos antecedentes de la causa: 

La contrademanda se funda en la disolución vio- 
lenta que del contrato hizo la Municipalidad, dando 
por extinguido el goce del radio antes de vencerse 
el plazo de la concesión. Esta caducidad fué decla- 
rada, según se dice, el 31 de agosto de 1892, cuan- 
do el contrato expiraba recién á fines del mismo mes 
del año subsiguiente. 

Son dos hechos sustanciales cuya existencia se 
halla plenamente comprobada en autos por informa- 
ciones propias de la Municipalidad (véase sobre el 
primero la diligencia de fs. 3 del expediente agre- 
gado). 

- No se niega que el mercado se librara al servicio 
público en agosto de 1893, resultando así del testi- 
monio fs. 3 (expediente núm. 7712) que en 25 de 
dicho mes se avisó á la policía que hiciese efectivo 
el radio concedido á la empresa. 

Si se tiene, entretanto, á la vista el texto del ar- 
tículo 6^ del convenio, en manera alguna podría 
sostenerse que el término acordado allí ha debido 
contarse desde la fecha del mismo convenio, como, 
no obstante, lo entendió la Intendencia y el Concejo, 
sino'd^sde la fecha en que los empresarios empe- 
zaron á gozar de dicho radio, es decir, desde la 
fecha en que el mercado fué abierto al público, 
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según la ilustrada opinión del asesor municipal, 
doctor Basavilbaso (Is. 3, expediente núm. 14414). 

Si, pues, la Municipalidad declaró caduco el radio 
un año antes de su expiración legal, con manifiesta 
violación de las cláusulas del contrato, su responsa- 
bilidad me parece claramente definida dentro de la 
letra y espíritu de los artículos que antes he citado. 

La existencia jurídica del daño surge de esta 
violación y de la naturaleza de las prestaciones á 
cuyo cumplimiento estaba obligada la Municipalidad, 
á menos que hubiera de admitirse, lo que es inve- 
rosímil, que la explotación del mercado era un ne- 
gocio ruinoso para la empresa contratante. 

Estos son los motivos que tengo para insistir en 
que el caso cae bajo la prescripción del art. 220 ya 
citado, y así lo ha resuelto también esta Cámara 
en diversos casos análogos, entre los que recordaré 
el que se registra en el tomo 3^ (tomo 35), serie 4^, 
página 172, de la colección de los Fallos. 

En este concepto, corresponde, pues, que el Juez 
inferior, conforme al art. 220 ya citado, en vista de 
los antecedentes que constan de autos y demás ele- 
mentos del juicio que considere oportuno traer para 
su mejor ilustración, defiera la fijación de su im- 
porte al juramento estimatorio de los contrademan- 
dantes. 

Es en este sentido que emito mi voto por la 
afirmativa. 

Los doctores Díaz, Molina Arrotea y González del 
Solar se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentepcia: 

Giménez. — Molina Arrotea. — González 
DEL Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 

Civil-Tomo 106-13 
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SENTENCIA 



Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia en cuanto no hace lugar á la demanda, 
declarándose el derecho de la Municipalidad para 
exigir el pago de las sumas que en ella reclama, y 
devuélvanse los autos al Inferior, para que señale, de 
conformidad á lo establecido en el acuerdo, la suma 
dentro de la cual deberán prestar juramento estima- 
torio los contrademandantes. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Carlos Molina Arro- 
tea. — Nicanor GonzAlez del Solar. 
— Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



CAUSA 235 

Sumario — P La sentencia que, estudiados los resultandos 
de la causa, rechaza la acción por ser ilícito el 
contrato que la funda no adolece de nulidad,— 2^ 
Debe rechazarse toda acción entre socios que bC 
funde en la existencia de un contrato ilícito. 

Antecedentes 

{Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: — Resulta: 

A ís. 22 se presenta don Manuel Canestro, di- 
ciendo: Que desde el mes de marzo de 1895, con- 
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vinieron con don Pedro Escubayro en asociarse para 
explotar en común un sistema de apuestas mutuas 
por medio de un juego de billar de que es autor, 
estableciéndolo bajo la denominación de - Torneo 
de billar », en la calle Victoria 1442, y más tarde en 
la de Maipú, donde pasaron el día 9 de abril; que 
las operaciones se verificaban por medio de la casa 
«Turf Club» de Iribarne y C^, la que, cobrando 
como intermediaria el doce por ciento sobre el mon- 
to de las apuestas hechas, les entregaba una com- 
pensación, que sufrió varias disminuciones, hasta 
quedar fijada en el tres por ciento de las referidas 
apuestas; que la casa Iribarne se entendió sólo con 
el exponente para el pago de lo que correspondía 
percibir á la sociedad; que las condiciones estableci- 
das eran: que el exponente pagaría por el alquiler, 
gas, etc., 10 pesos diarios, abonando además la mi- 
tad del sueldo de los profesores de billar; que era 
de cargo de Escubayro el pago del resto de los 
gastos y de la mitad del sueldo de los profesores; 
que las utilidades se dividirían por mitad entre los 
dos; que continuaron algunos meses este negocio, 
hasta que en los primeros días del mes de noviem- 
bre del 95 faltó algunos días al establecimiento por 
estar enfermo, cuando recibió de Escubayro la car- 
ta que acompaña, comunicándole la resolución de 
continuar el negocio por su sola cuenta; que los 
documentos y antecedentes que acompaña comprue- 
ban lo expuesto; que no es exacto que la Munici- 
palidad haya percibido el importe de las entradas á 
que se refiere el recibo de Escubayro que acompa- 
ña, y que, sin embargo, éste le ha cobrado durante 
todo el tiempo de la sociedad; que de lo dicho re- 
sulta, que Escubayro pretende excluirlo de la parti- 
cipación en el negocio común y aprovechando un 
sistema que le pertenece; que en esta virtud pro- 
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mueve demanda contra Pedro Escuba\ ro, á fin de 
que se le condene: 1^ A rendirle cuenta de todas 
las utilidades producidas desde el 28 de octubre 
inclusive, por el negocio social, haciéndole entrega 
de las sumas que le correspondan. 2^ A rendirle cuen- 
ta de las cantidades que le ha entregado por el im- 
porte de las entradas que él decía corresponder á 
la Municipalidad, y que no ha pagado, sumas que 
ascienden á 528 pesos con 75 centavos. 3^ A ha- 
cerle entrega de los objetos de su propiedad exis- 
tentes en la casa y del valor de los adquiridos en 
común, todos los que se detallan en las dos listas 
que acompaña. 4^ A pagarle el interés sobre las 
sumas que deba entregarle, con costas, fundándose 
en los arts. 1648, 1603, 1700, 1734, 1740, 1741 y 
cohcordantes del Código Civil. 

A fs. 31 vta. no se hizo lugar al embargo preven- 
tivo pedido á fs. 30. 

A fs. 34 contesta la demanda, diciendo: Que es 
cierto que convinieron con Canestro en reunirse 
para explotar dividirse las utilidades producidas 
por el juego; que no hay tal invento de Canestro, 
sino un juego de treinta, en vez de la treinta y una; 
que Canestro debía abonarle 10 pesos diarios por el 
alquiler, aguas corrientes, etc., como lo confiesa; 
que la casa Iribarne y C^ debía abonarle el seis 
por ciento de las apuestas; que las bases confesadas 
por Canestro forman el apcu"te á que se obligaba, 
aporte que debía ser diario, bajo pena de no 
continuar la explotación, desde que ese era el fon- 
do necesario para sufragar los gastos diarios; que 
Canestro confiesa que dejó de cumplir esa obliga- 
ción por breves días, no contribuyendo entonces á 
la formación del capital social, el que por este mo- 
tivo no existía; invoca el inc. 2^, art. 1735, Código 
Civil; que no existe la exclusión sin causa, ni la mala 
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fe que se le atribuye, más teniendo en cuenta que 
debido al actor el producido de las apuestas fué 
rebajado del seis al tres por ciento; que Canestro 
sabe muy bien que la Municipalidad cobraba el im- 
puesto á que se refiere la demanda; que sabe tam- 
bién que se solicitó de esa corporación que se fijara 
el quantum de dicho impuesto y que la solicitud aun 
no ha sido resuelta; que en esta situación no puede 
pedirse tal devolución, pues que aun subsiste la 
obligación para con la Municipalidad; que los obje- 
tos que reclama Canestro están en el estableci- 
miento y puede llevarlos; que los arts. 1767, 1760, 
1771^ 1773 y 1735, inc. 2^, fundan el rechazo de la 
demanda, invocando además el art. 1659, y pide que 
se rechacen las pretensiones del actor, con costas. 

A fs. 40 se recibe la causa á prueba, habiéndose 
producido la que expresa el certificado de fojas 42 
vuelta. 

Y considerando: 

1^ Que en la demanda se expresa que Canestro 
y Escubayro convinieron en asociarse para explotar 
en común un sistema de apuestas mutuas por me- 
dio de un juego de billar, denominándolo -Torneo 
de billar ; que las operaciones se verificaban por 
intermedio de la casa de E. Iribarne y C^ la que 
cobraba como intermediaria una comisión de doce 
por ciento sobre el monto de las apuestas hechas y 
les entregaba una compensación, y el demandado en 
su escrito de fojas 34 está de acuerdo con esta ex- 
posición. 

2^ Que de lo dicho resulta que la sociedad de re- 
ferencia tenía por objeto inmediato y directo explo- 
tar el juego, desde que se confiesa que la casa co- 
braba el doce por ciento sobre las apuestas hechas. 

3^ Que, por lo tanto, la referida sociedad no se 
formó para dar espectáculos públicos mediante una 
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entrada para presenciar la habilidad de los profe- 
sores contratados al efecto. El fin único de esa 
sociedad era, como se ha dicho, el de explotar el 
juego, desde que la utilidad social estaba basada 
únicamente en el tanto por ciento que se cobraba 
sobre el jugador. 

4^ Que, por lo tanto, corresponde al caso la apli- 
cación del art. 1659, Código Civil, pues la sociedad 
mencionada se ha constituido con el único fin y 
propósito ilícito de explotar el juego. Que lo esta- 
blecido en los considerandos anteriores hace inútil 
é improcedente ocuparse de la prueba, producida 
por las partes. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando, de acuer- 
do con lo que dispone el art. 1659, Código Civil, 
que don Manuel Canestro no tiene acción para de- 
mandar á don Pedro Escubayro, por rendición de 
cuentas y entrega de objetos aportados á la socie- 
dad ilícita formada entre ambos, y, en consecuencia, 
absuelvo á Pedro Escubayro de la demanda de fo- 
jas 22, interpuesta en su contra por don Manuel 
Canestro; sin costas, por no haber mala íe en el 
demandante. 

Y definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en Buenos Aires, á 31 de marzo de 1897. 
Repónganse las fojas. 

Luis F. Posse. 
Ante mí: Pedro Persianiy secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 27 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 



Digitized by 



Google 



— 199 — 



Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Manuel Canestro contra don Pedro Escubayro, por 
cobro de pesos; respecto de la sentencia corriente 
áfs. 91, el Tribunal estableció las siguientes cues- 
tiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 91? 

2^ Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctofes Molina 
Arrotea^ González del Solar, Gelly, Uíaz, Giménez. 

A la primera cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

El actor, don Manuel Canestro, invocando sociedad 
con don Pedro Escuba3To, lo demanda por cumpli- 
miento de las prestaciones que enumera al final de 
su escrito de fs. 22. 

El demandado, sin negar la existencia de la so- 
ciedad, pide el rechazo de la demanda por los mo- 
tivos que expresa en su escrito de fs. 34, recono- 
ciendo no obstante la procedencia de algunas de las 
reclamaciones contenidas en la misma. 

Llegada la oportunidad de dictar sentencia, el 
juez la pronuncia declarando que el demandante ca- 
rece de acción para demandar al mencionado Escu- 
bayro, en razón de ser ilícitos los ñnes para los 
cuales se había constituido la comunidad, y de acuer- 
do á lo prescripto en el artículo 1659 del Código 
Civil. 

Contra este pronunciamiento se ha interpuesto, 
juntamente con el de apelación, el recurso de nuli- 
dad, recurso que, á mi juicio, carece de fundamento 
bastante para prosperar. 

No hay nulidad en este fallo, por cuanto el carác- 
ter ilícito de la sociedad constituye punto pertinente, 
como que ha sido alegado por el demandado en su 
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escrito de contestación, según lo instruyen los pá- 
rrafos finales del mismo. 

Si el reo hubiera callado esta causal, la solución 
del recurso presentaría tal vez dificultades, ya por- 
que se le habría absuelto á virtud de excepciones 
extrañas á su defensa, ya porque sería ineludible 
juzgar previamente sobre el carácter de la nulidad 
y las facultades legales del juez para declararla de 
oficio. 

Pero nada de esto sucede al presente, y al encon- 
trarse el Inferior con el precepto tan explícito como 
moralizador del artículo de referencia, no ha podido 
proceder de manera distinta á la que informa su 
pronunciamiento. 

El art. 1659, negando personalidad á los socios 
para querellarse entre ellos por las ganancias ó por 
los capitales ó cosas aportadas á la sociedad, im- 
ponía al Inferior, producida esa querella, una fór- 
mula en su juzgamiento, de que no podía en mane- 
ra alguna separarse, y que insisto en repetirlo, era 
previa á todo examen sobre el mérito de las dife- 
rencias traídas ante el mismo. 

El caso mencionado en el escrito de agravios no 
desvirtúa estas conclusiones. 

Allí se trataba del ejercicio de una acción rei- 
vindicatoria, regida por disposiciones de índole ju- 
rídica muy diversa á la actual y en la que eran 
perfectamente arregladas las consideraciones adu- 
cidas por el Tribunal. Pero en el sub-judice, se trata 
de repeticiones entre socios cuya procedencia 3" 
legitimidad, desconocida como ha sido por uno de 
ellos, correspondía ser apreciada ante omnia por el 
juez de la causa, por las mismas razones de moral 
jurídica que informan el principio del art. 1659, tan-- 
tas veces recordado. 

Considerando, pues, correcta la actitud del Juez 
a quo^ en lo que se refiere al recurso que nos ocu- 
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pa, y ajustándose en lo demás el pronunciamiento á 
las disposiciones pertinentes de nuestro derecho pro- 
cesal, emito mi voto por la negativa. 

Los doctores González del Solar, Gelly, Díaz y 
Giménez se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Molina Arrotea dijo: 

Las consideraciones de que he hecho mérito al 
fundar mi voto en la cuestión anterior ponen de ma- 
nifiesto la justicia del fallo. 

El Inferior toma como antecedente las propias 
manifestaciones del actor, para llegar derechamente 
con ell^s á la letra del art. 1659, que sirve de fun- 
damento á la absolución del demandado. 

Reproduzco en su mérito las consideraciones de 
la sentencia, para votar, como lo hago, por la afir- 
mativa. 

Los doctores González del Solar, Gelly, Díaz y 
Giménez se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 27 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia de fs. 91, regulándose en 20 
pesos los derechos procuratorios de Calderón. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gellv. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Diipiiis, secretario. 
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CAUSA 236 

Sumario — Los instrumentos privados carecen de valor legal 
contra los terceros cesionarios que ignorando su 
existencia han aceptado las constancias de los 
instrumentos públicos emanados de las mismas 
partes. 

Antecedentes 
(Sentencia de 1^ Instancia^ 

Vistos: estos autos, seguidos por don Domingo 
Nazarre contra don Agustín E. Bayá, sobre cobro 
de pesos; de los que resulta: 

1^ Que á fs. 8 se presenta don Domingo Naza- 
rre reclamando el pago de 16.271 pesos con 4S 
centavos moneda nacional, importe de créditos que 
don Agustín E. Bayá tenía contra la Municipalidad, 
y que por escritura pública de fecha 13 de julio de 
1887 cedió á don Pedro Nazarre, que, á su vez, en 
3 de julio del año 90, vendió al general Díaz, y 
que habiéndose presentado este último á la Munici- 
palidad para gestionar su cobro, supo que, á pesar 
de la escritura extendida por Bayá en 1887, éste los 
había cobrado como si continuasen siendo de su 
pertenencia, obteniendo Díaz más tarde, según le 
consta al demandante, que Bayá le entregara á 
cuenta la suma de 6,494 pesos con 96 centavos 
en bonos aforados al 80 por 100, y que habiéndole 
vendido el general Díaz el importe de esos créditos 
y el derecho, por consiguiente, de reclamarlos, y 
como Bayá recibió de la Municipalidad la suma de 
12,181 pesos con 48 centavos moneda nacional que 
en títulos de la deuda de la misma ascendían á 
15,221 pesos con 48 centavos al 80 por 100 y 9,282 
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pesos con 83 centavos moneda nacional, que por 
igual razón sumaban 9,602 pesos con 83 centavos 
en bonos en las fechas respectivas del 24 de agosto 
del 92 y 18 de febrero del 93, es, pues, su deudor 
de la suma de 20,339 pesos con 35 centavos en 
bonos de la deuda municipal, que al tipo de 80 por 
100 en que el demandado los cobró, ascienden á la 
cantidad de 16,271 pesos con 48 centavos moneda 
nacional; y que habiendo practicado, por intermedio 
de su letrado, diversidad de diligencias, todas ellns 
infructuosas, para cobrar el dinero, en virtud del de- 
recho que la compra del crédito le acuerda (ar- 
tículo 1458, Código Civil), demanda á don Agustín 
E. Bayá por dicha suma, todo con sus intereses 
respectivos y las costas del juicio. 

2^ Que contestando la demanda, á fs. 23, el de- 
mandado, expone: Que no acepta sus pretensiones 
por la inexactitud de sus antecedentes, y no ser deu- 
dor de la cantidad reclamada, en virtud de dere- 
chos que debe hacer valer contra Pedro Nazarre ó 
sus sucesores, por cuya circunstancia objetó, como 
ahora lo hace nuevamente, la cesión de créditos 
que indirectamente se le hizo saber al notificársele 
la demanda; y exponiendo los antecedentes del 
asunto, dice: que en 10 de febrero del 86, median- 
te su intervención^ se celebró un convenio privado 
entre Pedro Nazarre y Alejo Barreré, que se consti- 
tuían en sociedad para contratar la construcción de 
afirmados, siendo Barreré el encargado de presentar 
las propuestas y Nazarre de suministrar el capital, 
correspondiendo al primero un 40 por 100 de las 
utilidades, y el 60 por 100 restante al segundo, de- 
biendo repartirse en la misma forma las sumas de 
dinero retenido en garantía de cada cuenta, hasta la 
expiración del plazo estipulado en el contrato de 
concesión; que de acuerdo con estas y otras bases 
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que enumera de aquel convenio, Barreré celebró con 
la Municipalidad los respectivos contratos en 23 de 
noviembre del 86 y el 7 de enero del 87, de cuya 
concesión Barreré, cumpliendo instrucciones de Na- 
zarre, y con autorización de la Municipalidad, le 
hizo transferencia en 23 de marzo del 87; que por 
escritura pública del 13 de julio del mismo año, de- 
claró que todos los derechos que expresan los con- 
tratos mencionados correspondían exclusivamente á 
Mazarre, á nombre de quien contrató Barreré, que- 
dando no obstante subsistente el contrato social, 
habiéndolo reconocido así Nazarre en declaración 
privada fecha 1^ de febrero del 90, reconociéndose 
partícipe de un 5 por 100 sobre las utilidades que 
á él le correspondían, y obligándose á entregarle 
una letra por valor de 1,500 pesos moneda nacio- 
nal é intereses que le adeudaba Barreré y el 5 por 
100 de las utilidades que á este último le corres- 
pondían; que la existencia y contenido de dicho do- 
cumento era conocido de Barreré por la referencia 
que de él hace en la escritura que con fecha 20 de 
febrero del 93 le otorgó, dándole recibo por can- 
tidades que le había entregado á cuenta de su ha- 
ber; que Pedro Nazarre debía abonarle el cinco por 
ciento de las utilidades que á él le correspondían, 
cinco por ciento de las que correspondían á Barre- 
re y el importe de una deuda de éste á favor de 
A. y S. Bayá, de quien era sucesor, pero que Ba- 
rreré, á quien correspondía un cuarenta por ciento 
de las utilidades, ó sea un treinta y cinco por 
ciento libre del cinco por ciento que se le acordó á 
su parte, le otorgó recibo á cuenta y pago de sus 
derechos de 7,600 pesos en bonos municipales, que 
le entregó en agosto del 92, y de 1,900 pesos en 
iguales títulos, que recibió en aquel acto, y recono- 
ció además legítimo el pago de 700 pesos en bonos 




al abogado consultor de la empresa; que esas sumas 
procedían de 221 pesos con 48 centavos en bonos 
municipales por saldo de la parte que adeudaba la 
Municipalidad por los afirmados construidos, des- 
cuento hecho en algunas cuentas, y de otro recibo 
de 11,608 pesos con b3 centavos en iguales títulos, 
procedentes del diez por ciento que la Municipali- 
dad había retenido de las cuentas en garantía de 
los afirmados construidos; que como no dudaba de 
los derechos de Barreré, y sabiendo que aquellas 
sumas eran parte de las utilidades obtenidas en la 
empresa, no tuvo inconveniente en entregarlas, y 
que si á pesar de la escritura declaratoria á favor 
de Pedro Nazarre recibió de la Municipalidad las 
cantidades expresadas, fué debido, primero, á que 
las cuentas estaban todavía á su nombre; segundo, 
á que Nazarre le había encomendado hacerlo así, 
como lo prueban las muchas otras cuentas que co- 
bró con su aprobación y el no haber pedido se ano- 
tara la transferencia á su favor; tercero, á que fué 
llamado de la Municipalidad para hacer el cobro; y, 
firalmente, á que tenía derecho en las cantidades 
de cuyo recibo se trataba; que en octubre del 94, 
el general Díaz, invocando haberle cedido Nazarre 
los créditos que tenía contra la Municipalidad, le 
pidió le entregara el saldo de lo que había percibi- 
do en agosto del 92 y que le correspondía en virtud 
de aquella cesión; que para evitar pleitos accedió 
á las pretensiones de Díaz, y deduciendo del 
importe de lo cobrado en agosto del 92, ó sea 
15,221 pesos con 48 centavos en bonos, las siguien- 
tes sumas: por lo entregado á Barreré, 7,600 pesos 
moneda nacional; por lo entregado al abogado con- 
sultor, 700 pesos; su comisión y los intereses perci- 
bidos, 423 pesos con 52 centavos; lo entregado á 
Díaz, 6,497 pesos con 45 centavos; que suman en 
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total 15,221 pesos con 48 centavos, que es el saldo 
de lo percibido; que pretendiendo Domingo Nazarre 
el pago de la totalidad del saldo percibido de la 
Municipalidad, ante pretensión tan infundada se 
opone á su demanda; que el derecho de Nazarre 
está limitado, en primer lugar, por su propio de- 
recho y el de Barreré, de quien es sucesor; que 
Pedro Nazarre no podía comprender en la cesión á 
Díaz aquello que no le pertenecía, ó sea el cuaren- 
ta por ciento del haber de Barreré y el cinco por 
ciento que de su parte le había acordado; que la 
prescripción de la ley se opone á ello (art. 3270, 
Código Civil),- y si la hubiese controvertido no po- 
dría ser él. el perjudicado sino aquel á quien le 
hubiese hecho creer que la cesión transfería dere- 
chos que no le correspondían; que su derecho y el 
de Barreré estaban consignados en el contrato social 
y en la declaración que Nazarre otorgó en febrero 
1^ del 90, y que por ser posterior á su declaratoria 
del 87, la declara y explica; que si Nazarre ha ce- 
dido derechos, debe entenderse que son los que le 
correspondan, como dice la escritura de cesión, y 
en modo alguno los que pertenecen á terceros, de- 
biéndose determinar los derechos de Pedro Nazarre 
por la liquidación á efectuarse, encontrándose limi- 
tado el derecho del actor á lo que consigna la escri- 
tura de cesión que invoca, independientemente del 
grado de validez que tenga; que con evidente simu- 
lación, Nazarre cedió á Díaz sus derechos, y que 
el actor, haciéndose fuerte en aquella cesión, preten- 
de la totalidad de lo percibido, no obstante tratarse 
de cantidades no liquidadas, en que tienen dere- 
chos terceros, y que algunas de ellas no proceden 
propiamente de empedrados sino de garantías rete- 
nidas por la Municipalidad; que las sumas retenidas 
por esa corporación para garantizar los trabajos es 
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cosa distinta del precio de las obras, y que, además; 
en el contrato con Barreré estaba estipulado que 
al percibirse aquéllas se entregarían directa y pro- 
porcionalmente á cada socio; que considerando el 
asunto bajo cualquiera de estas fases, y aparte de 
la simulación de la escritura, la demanda de Domin- 
go Nazarre no puede prosperar en cuanto exceda 
los derechos que á Pedro Nazarre correspondían, y 
que debe así declararse, con costas; que de lo ex- 
puesto surge la necesidad de proceder á la liquida- 
ción y partición de las utilidades habidas en la em- 
presa, á fin de que se determinen los derechos y 
haberes de cada una de las partes; que la demanda 
deducida por el sucesor de Pedro Nazarre autoriza 
para formular también la reconvención á qu? da 
lugar el estado actual de la operación efectuada en 
común (art. 3266, Código Civil); que no hay para 
qué demostrar la procedencia de la acción contra 
Nazarre, desde que su personalidad está determinada 
por la cesión supuesta válida y por las disposicio- 
nes pertinentes de la ley (arts. 1474 y 3266, Códi- 
go Civil); que siendo indiscutible su derecho en 
virtud del cinco por ciento que le concedió Nazarre 
de su parte, del cinco por ciento que del cuarenta 
por ciento que le correspondía le había acordado 
Barreré, y del importe total de éste en cuanto ex- 
ceda de las sumas que á dicho Barreré le entregó 
y que éste ha renunciado en su favor, como se con- 
signa en la escritura otorgada por Barreré á que 
ha hecho referencia, y del documento expedido por 
Nazarre en febrero 1^ del 90, demanda á Domingo 
Nazarre, sucesor de su hermano Pedro, para que 
proceda á la liquidación de la sociedad y á abo- 
narle, dentro de señalado plazo, las cantidades que 
le correspondan; que los distintos trabajos efectua- 
dos, cuyo detalle adjunta, han importado 564,366 



Digitized by 



— 2U6 — 



pesos con 70 centavos moneda nacional, que recibió 
Pedro Nazarre, con excepción de los que expresa 
el certificado de la Municipalidad que la demanda 
acompaña; que aquellas obras requirieron el empleo 
de 423,813 pesos moneda nacional, como expresa 
también el referido detalle, de suerte que la socie- 
dad ha obtenido en ganancias 140,553 pesos con 
72 centavos moneda nacional; que esta suma debe 
ser distribuida entre los socios, de acuerdo con las 
cláusulas de su contrato y en conformidad á las 
disposiciones de la ley; que ni Pedro Nazarre ni sus 
sucesores pueden pretender quedarse con lo que á 
los socios del primero correspondía, y que disuelta 
la sociedad debe procederse á la liquidación; que 
la fuga del primero ha venido demorando indebida- 
mente y satisfacer después el haber de cada socio 
con deducción de las sumas que hubiese percibido; 
que su reconvención comprende también 2,896 pe- 
sos moneda nacional, importe de la cuenta que Na- 
zarre adeudaba á la extinguida firma de A. y S. 
Bayá, de quien es sucesor, puesto que Pedro Naza- 
rre, al otorgarle recibo de cancelación de las sumas 
que percibió hasta febrero P del 90, se declaró res- 
ponsable del pago de dicha suma; pero como en la 
liquidación de la sociedad debe colocársele en el 
lugar de Barreré, en virtud de la renuncia que 
de sus derechos hizo á su favor en la escritura de 
20 de febrero del 93. aquel crédito queda com- 
prendido en el haber que debe abonársele y le co- 
rresponde por su cuarenta por ciento en la liquida- 
ción de las ganancias; que hizo presente á Díaz que 
había que proceder á la liquidación de la sociedad, 
pero si aquel señor se mostró dispuesto á ello, re 
conociendo su derecho, lo ha venido eludiendo con 
la transferencia que invoca el actor; que deduce la 
reconvención para que Pedro Nazarre. ó su sucesor 
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Domingo Nazarre, proceda á la liquidación de las 
operaciones hechas con la Municipalidad, y se le 
condene á pagar, con intereses y costas, el saldo 
que resulte á su favor por el cinco por ciento acor- 
dado por Pedro Nazarre y el" cuarenta por ciento 
correspondiente á Barreré, en mérito de la renuncia 
que hizo á su favor; que por lo expuesto, no debe 
hacerse lugar á la demanda, declarándose que los 
derechos de Nazarre dependen de la liquidación de 
la sociedad, mandando que se proceda á esto con 
arreglo á derecho, y condenando á Pedro Nazarre, ó 
á su sucesor y hermano Domingo, á satisfacerle, 
con intereses, el saldo que resulte corresponderle; 
todo con especial condenación en costas; y por últi- 
mo, hace presente que, á pedido de Eduardo Massot, 
el doctor Viale le hizo saber que quedaban embarga- 
das cualesquiera cantidades que hubiese de entregar 
á Nazarre; que la cesión del crédito operado con 
posterioridad, no enerva los efectos de aquel embar- 
go ni confiere á Nazarre derechos sobre aquella 
medida (art. 1465, Código Civil). 

3^ Que corrido traslado de la reconvención á 
fojas 32 vta., contestó el letrado del actor á fojas 
35: Que su principal ignoraba las bases de la socie- 
dad que se decía celebrada entre Barreré y Pedro 
Nazarre, como ignora y desconoce que Bayá tuviese 
alguna participación en ella ó le hubiese el último 
prometido un tanto por ciento, que afirma hallar 
consignado en documento privado. Sabe que en el 
instrumento público, apuntado en la demanda, Bayá 
declaró que no era dueño de los créditos contra la^ 
Municipalidad, habiéndolos verificado ames de ob- 
tener su cesión; que como no se trata de hechos 
personales que debe su representado negar ó afir- 
mar, se limita á desconocer su existencia \ la proce- 
dencia de la reconvención; que con antelación á la 

Civíl-Tomo 106—14 
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cesión á favor de Domingo Nazarre, Bayá reconoció 
la legitimidad de la misma, hecha en favor del ge- 
neral Díaz, y que á cuenta de las sumas percibidas, 
entregó á aquél una cantidad de dinero, asintiendo, 
por lo tanto, á la cesión hecha, y que hoy, bajo 
ningún concepto, puede volver sobre su validez, y 
que aun cuando así fuera, oponía, como defensa 
general, la prescripción del acto jurídico; que, 
sobre todo, no se ha solicitado esa rescisión, limi- 
tándose á decir que la cesión hecha á Díaz fué si- 
mulada, lo cual niega; que desconoce en absoluto 
el derecho de Bayá para reclamar cantidad alguna 
de su principal, como igualmente para hacerle inter- 
venir en una liquidación de sociedad que nunca ha 
existido. Y que le niega toda facultad para conver- 
tirse en depositario de los bienes cedidos, que si 
antes fueron de Pedro Nazarre, pasaron más tarde 
al general Díaz y por cesión de éste á su represen- 
tado. Pide, por último, se rechace la reconvención, 
con costas. 

4^ Que recibida la causa á prueba por el auto de 
fojas 36 vta., se produjo la que consta del certifica- 
do de fs. 149 vta., sobre la cual han alegado las 
partes, respectivamente, á fs. 153 y fs. 158, llamán- 
dose autos para sentencia á fs. 169 vta. 

Y considerando: 

1^ Que los extremos alegados por el actor en su 
escrito de demanda, en cuantp & la autenticidad de 
las transferencias, se encuentran plenamente compro- 
bados por escrituras públicas, en las cuales consta 
que Pedro Nazarre cedió, en 3 de julio de 1890, á 
Díaz todos los créditos que por empedrados le adeu- 
daba la Municipalidad de la Capital (fs. 3), los que 
correspondían en virtud de la escritura que le otor- 
^^ó el demandado en 13 de julio de 1887 (fs. 47), 
créditos que á su vez Díaz cedió á Domingo Naza- 
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rre en 13 de noviembre de 1894 (fs. o), y en los 
cuales se basa este último para reclamar las sumas 
que con posterioridad á su cesión el demandado cobró 
de la Municipalidad en agosto del 92 y febrero del 
93, según informe expedido por el Intendente muni- 
cipal (fs. 50) y la propia confesión del demandado á 
las primera y segunda preguntas de las posiciones 
de fs. 56. 

2^ Que el demandado no desconoce en absoluto 
los derechos de Domingo Nazarre, si bien dice que 
la cesión á Díaz fué hecha con evidente simulación; 
pero sostiene, apoyándose en los documentos de fojas 
74 y 76, é invocando la prescripción legal de los ar- 
tículos 1474 y 3266 del Código Civil, que los dere- 
chos de Pedro Nazarre se encontraban limitados por 
los suyos propios y los de Barreré, de quien es 
sucesor. 

En contraposición con estos testimonios privados, 
se encuentran las escrituras públicas de fs. 3 y fojas 
47; pero si bien las escrituras públicas pueden ser 
modificadas por instrumentos privados, otorgados y 
reconocidos por las partes, no producen efectos conr 
tra terceros (Fallos de la Excma. Cámara en lo 
Civil, serie 1^, tomo 4^ (tomo 4^), pág. 297 y artícu- 
lo 996, Código Civil), y en este caso se encuentran 
Díaz y Domingo Nazarre, cesionarios sucesivos en 
los derechos de Pedro Nazarre, puesto que resultan 
insuficientes las posiciones de fs. 63 para demostrar 
que Domingo Nazarre tuvo conocimiento ó interven- 
ción en los asuntos de su hermano Pedro, referen- 
tes al negocio de los empedrados. 

Además; si bien es cierto que en la declaración 
de fs. 76, cuya firma no se encuentra autenticada, 
se le reconoce á Baya un tanto por ciento en las 
utilidades á liquidarse, lo es igualmente que el fir- 
mante declara que habiéndole Bayá transferido todos 
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los derechos y acciones que tenía contra la Munici- 
palidad, son de su exclusiva pertenencia todas las 
letras que la misma había otorgado ú otorgara en 
adelante á Bayá, quien á fs. 47 confiesa esto mismo, 
declarando que todos los derechos 3' obligaciones' 
correspondían exclusivamente á Pedro Nazarre, á 
nombre de quien contrató y con cuyo dinero se hizo 
la operación; análoga declaración hace Barreré á 
fojas 72 vta., si bien reconoce la existencia del con- 
trato privado de fs. 47 y declaración de ís. 76. 

3^ Como en las diversas ejecuciones seguidas 
contra Pedro Nazarre no se pidieron inhibiciones 
(testimonio de fs. 106, fs. 9 y fs. 30), si se exceptúa 
en la de fs. 98, que se inició con mucha posteriori- 
dad á la cesión de Nazarre á Díaz, pudo el primero 
disponer libremente de sus bienes, y que la intima- 
ción que se le hizo á Bayá para que retuviera y 
depositara judicialmente las sumas que para Naza- 
rre había cobrado de la Municipalidad fué hecha 
en 8 de noviembre del 95, cuando esas cantidades 
ya no pertenecían al ejecutado por haber éste cedido, 
como se ha dicho, sus derechos en 3 de julio del 
90 al general Díaz, quien en noviembre del 94 no- 
tificó la transferencia á la Municipalidad, no siendo, 
por esto, de aplicación el art. 1465 invocado por el 
demandado. 

4^ Que de los términos del recibo de fs. 3 y de 
la referencia que en él se hace de los derechos de 
Díaz, no resulta que la suma entregada por Bayá lo 
fué á título de cancelación ó transacción, aun cuando 
contestando á la Cuarta pregunta de las posiciones 
de fs. 56 afirma el demandado lo contrario; pero 
no es lógico suponer que haya cedido sólo á las 
amenazas de Díaz, dada la confianza que manifiesta 
tener en la rectitud de su proceder y en la legiti- 
i*.idad de sus derechos. 
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5^ Que en la sociedad primitiva á que se refiere 
€l documento de fs, 76 no aparece como socio el 
demandado, ni el hecho de habérsele prometido un 
tanto por ciento le da tal carácter; y siendo los 
mismos fundamentos del segundo considerando apli- 
cables á la existencia de la sociedad de empedra- 
dos, negada por el actor, y en la cual se basa el 
demandado para deducir la reconvención, su impro- 
cedencia es manifiesta y su rechazo se impone. 

Por estos fundamentos, y los concordantes del 
alegato de fs. 153, fallo: no haciendo lugar á la re- 
convención, y condenando á don Agustín E. Bayá á 
entregar, dentro del término de quince días, á don 
Domingo Nazarre la suma de 16,271 pesos con 48 
centavos moneda nacional y sus intereses á estilo de 
Banco, desde la notificación de la demanda. 

Exonerando al demandado de la condenación en 
costas, con arr4;:glo al art. 221 del Código de Proce- 
dimientos, en atención á la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, manido 
y firmo, en Buenos Aires, á 12 de octubre de 1897, 

Inscríbase en el libro de sentencias, y repónganse 
los sellos. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Jorge G, Borges, secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 29 de septiembre de 1898, reunidos los seño- 
res vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones 
en lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer'del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por don 
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Domingo Nazarre contra don Agustín E. Bayá, sobre 
•cobro de pesos; respecto de la sentencia corriente 
á fs. 175, el Tribunal estableció las siguientes cues- 
tiones: 

P ¿Es justa en lo principal la sentencia apelada? 

2*'^ ¿Lo es en cuanto exime de las costas al vencido? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Díaz, Gi- 
ménez, González del Solar, Molina Arrotea, Gell\\ 

A la primera cuestión el doctor Díaz dijo: 

La sentencia recurrida viene abonada por instru- 
mentos públicos, cuya fe no ha sido destruida en 
ninguna de las formas autorizadas por la ley (ar- 
tículos 993 á 996 del Código Civil) (véase escrituras 
públicas corrientes á fs. 47, fs. 3 y ís. 5). 

Con posterioridad á la cesión que don Pedro Na- 
zarre hizo al General Díaz, Bayá realizó actos que 
importaban reconocer la legitimidad de dicha cesión 
y las obligaciones que debían gravitar sobre él. 

En efecto; Bayá hizo pagos al general Díaz de 
parte de los créditos, materia de la cesión; y la ley 
dice que el reconocimiento tácito de una obligación 
resultará de pagos hechos por el deudor (art. 721, 
Código Civil). 

Las objeciones formuladas por el demandado sobre 
el particular carecen de importancia legal. 

Consta de autos, y así lo demuestra el Inferior, 
que el señor Bayá percibió indebidamente de la 
Municipalidad de esta capital el importe de créditos 
que habían sido cedidos en propiedad al general 
Díaz, quien á su vez los cedió al actor señor Do- 
mingo Nazarre. 

La propiedad de un crédito pasa al cesionario por 
el efecto de la cesión (art. 1457, Código Civil). 

Luego, el señor Domingo Nazarre es el propieta- 
rio de los valores percibidos y no entregados por el 
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señor Bayá, y su acción es perfectamente puesta en 
razón y debe prosperar. 

El actor se queja de que la sentencia no contenga 
condena de intereses por el tiempo transcurrido antes 
de la demanda; pero de autos no consta que el 
<lemandado haya sido debidamente interpelado por 
el actor con anterioridad á la demanda. 

Antes de la demanda no ha incurrido en mora, 
j)ues, el demandado, y por lo tanto, no correspondía 
condena de intereses en relación á esa época (arts. 508 
y 509, Código Civil). 

En cuanto á la reconvención, pienso que el In- 
ferior ha procedido con igual acierto al rechazarla. 

La presentación de documentos en esta instancia 
y la extensa expresión de agravios, no mejoran la 
causa del demandado, como lo hace notar el escrito 
de responde. 

Por estas consideraciones, reproduciendo los fun- 
damentos de la sentencia, voto por la afirmativa en 
esta cuestión. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Mo- 
Jina Arrotea y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Díaz dijo: 

Considero que el Inferior ha usado con recto cri- 
terio de la facultad que acuerda á los jueces el ar- 
tículo 221 del Código de Procedimientos, en su 
segunda parte, dada la naturaleza de las cuestiones 
debatidas. 

Voto por la afirmativa. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Moli- 
na Arrotea y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. - 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, septiembre 29 de 18%. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, en 
todas sus partes, la sentencia apelada. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — JuliAn Gfxly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Diipuis, secretario. 



CAUSA 237 

Sumario — P La excepcióu de pago al contestar importa re- 
conocer ¡a existencia de la locación de servicios en 
que se funda la demanda.— 2^ Reconocida iapres" 
t ación de servicios debe nombrarse peritos para 
fijar el precio. 

Antecedentes 
Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos caratulados ^don Juan Re- 
verendo contra don José Hermida, por cobro de 
pesos»; délos que resulta: 

1^ Que don Juan Reverendo se presenta á fs. 1, 
exponiendo: Que entabla demanda por cobro de pe- 
sos, procedentes de locación de servicios, contra 
don José Hermida; que por encargo de éste se tras- 
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ladó á la estancia del mismo, situada en el partido 
de Vlllarino, con el objeto de arreglar, revisar y 
dar forma á la contabilidad llevada en ese estable- 
cimiento, explotado por Hermida en sociedad con 
don Tomás Malerba, en cu5'a tarea permaneció el 
exponente durante quince días, trabajando ímproba 
y constantemente; que más tarde el mismo Hermida 
le dió poder para demandar á Malerba sobre diso- 
lución de sociedad y desalojo del campo; que inicia- 
do el juicio, y después de haber hecho trece viajes 
á La Plata, pernoctando en ella catorce noches, á 
fin de conferenciar con el demandado, consiguió 
transigido; que por el escrito de demanda y el de 
transacción se le regularon 500 pesos, sin que en- 
trasen en esa regulación los honorario» que le co- 
rrespondían por los trabajos extrajudiciales; que á 
partir de aquella transacción, fueron innumerables 
las gestiones que llevó á cabo por orden de Hermi- 
da, relacionadas con ^1 arrendamiento del cainpo 
X>bjeto de la sociedad, veo ta de la h^ienda que lo 
poblaba, cuestiones sobre alquileres adeudados al 
dueño de la casa Victoria y Tacuarí, conferencias 
con el propietario de ella, doctor García, é infinidad 
de otras operaciones que lo ocuparon desde el 23 
de marzo hasta el 27 de octubre de 1894; que por 
estos trabajos extrajudiciales pidió á Hermida 2,000 
pesos, creyendo que el pago se haría amistosameote, 
y, sobre todo, por evitar pleitos y ulterioridades; 
pero ya que el expresado Hermida nada satisfacto- 
rio ha contestado, ahora le exige la retribución justa 
y equitativa de esos trabajos, que estima en la suma 
de 5,000 pesos; que los servicios prestados no son 
ajenos á su profesión, pues, por el contrario, los 
trabajos de esa clase son los que constituyen la 
base principal de sus negocios, y siendo esto así, 
presúmese que es oneroso á sus mandatos (artículo 
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1871 del Código Civil); que según lo dispone el ar- 
tículo 1952, el mandante está obligado á satisfacer 
al mandatario la retribución del servicio, debiendo 
igualmente indemnizarle de las pérdidas que hubiere 
sufrido procedentes de sus gestiones, reputándose 
perjuicio ocasionado por la ejecución del mandato 
aquel que el mandatario no habría sufrido si no hu- 
biese aceptado el mandato (arts. 1953 y 1954); que, 
además, todo aquel que preste un servicio á otro ó 
ejecute algún trabajo para el mismo, puede deman- 
dar el precio, aunque ninguno se hubiese estipula- 
do (art. 1627); que por todo lo expuesto, pide se 
condene á don José Hermida al pago de la suma 
de 5,000 pesos moneda nacional y sus intereses, 
como retribución de los servicios del ex ponente y 
pérdidas sufridas, con costas. 

2^ Que don Mariano Várela Blanco, por don José 
Hermida, según el poder de fs. 5, se presentó á 
fojas 10, acompañando la copia simple de fs. 8; y 
Híontestando la demanda dice: Que opone á la mis- 
ma las excepciones perentorias de cosa juzgada y de 
pago y la dilatoria de incompetencia de jurisdicción, 
en mérito de lo cual el Juzgado se ha de servir, 
agrega, no hacer lugar á la demanda, con especial 
condenación en costas; que el juez competente para 
conocer del cobro de los servicios prestados por un 
mandatario es el que conoció del juicio en que se 
realizaron, y que en el presente caso es el de pri- 
mera instancia de La Plata, doctor Gamboa: que 
niega todos los hechos que se expresan en la de- 
manda, en la parte que no estén conformes con los 
que pasa á consignar: que es cierto que Hermida 
otorgó poder á Juan Reverendo, quien todo puede 
ser menos procurador, para que entablara la acción 
á que hace referencia la demanda y practicara todas 
las diligencias inherentes, las cuales dieron el resul- 
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tado de que instru3'e la copia acompañada á esta 
contestación; que el demandado ha pagado todos los 
gastos y honorarios del juicio, habiendo satisfecho 
á Reverendo los 500 pesos que le fueron regulados 
judicialmente, encontrándose depositada en el Banco 
de la Nación Argentina, como consecuencia de la 
ejecución que sigue Reverendo por cobro de dicho 
honorario, la suma de 600 pesos; que Hermida no 
está obligado á abonar mayor cantidad que la con- 
venida en la transacción, cuya copia ha mencionado 
(artículo 1957, inciso 4^, del Código Civil); que el 
mandatario que pretende cobrar lo que no se le 
adeuda por haberlo cobrado con exceso, y que áde- 
*má$ pretende cobrar los mismos servicios en dis- 
tintos juicios, apreciándolos en diferentes cantidades, 
se hace reo dvi las costas. 

• 3^ Que el actor á fs. 15 contesta el traslado de 
las excepciones negando el pago y la cosa juzgada, 
porque el juicio á que se refiere el demandado es 
por el cobro de honorarios regulados por trabajos 
judiciales, y aquí se demanda el pago de servicios 
^xtrajudiciales. 

Resuelta á fs. 17 la excepción dilatoria en el sen- 
tido de la competencia de este Juzgado, y recibida 
la causa á prueba, se ha producido la que expresa 
el certificado de fs. 69, habiendo alegado á fs. 71 
el actor únicamente, y llamádose autos para defini- 
tiva á fs. 74 vta. 

Y considerando: 

1^ Que instaurada la demanda por cobro de 5,000 
pesos procedentes de locación de servicios extraju- 
diciales que en ella se enumeran, la defensa ha con- 
ter-tado alegando cosa juzgada y pago, sin negar 
categóricamente los hechos establecidos, como lo 
debió hacer, en virtud de lo que prescribe imperati- 
vamente el art. 100, inc. 1^, del Código de Proce- 
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dimientos; pudiendo en tal caso estimarse ese sili- 
cio ó respuesta evasiva como reconocimiento de la 
verdad de los hechos á que se refieren, según la 
conclusión del mismo artículo, concordante con el 
principio que encierra el 919 del Código Civil. 

2^ Que aparte de esto, los servicios que se co- 
bran han quedado reconocidos también en la con- 
testación de la demanda, al afirmarse en ella que los 
trabajos extrajudiciales se convinieron en una suma 
determinada, según la transacción cuya copia se 
acompafia á fs. 8, así como por el solo hecho de 
oponerse la excepción de pago, puesto que no puede 
lógicamente afirmarse que se han convenido y paga- 
do esos servicios sin aceptarse virtualmente como 
ciertos. 

3^ Que además, por la circunstancia misma de la 
interposición de la cosa juzgada, sin hacerse salve- 
dad alguna expresa sobre los hechos en que se ba&a 
la demanda, éstos deben considerarse reconocidos, 
desde que la autoridad de dicha excepción, según 
la ley 19, título 22, partida 3^, no tiene lugar sino 
con respecto á lo que ha sido objeto del juicio an- 
terior, y al deducirse se confiesa, necesariamente, 
que la demanda nueva se ha instaurado sobre la 
misma cosa, causa, partes y calidad que la ya juzgada. 

4^ Que esta forma de defensa pudo ser eficaz, y 
no habría importado el reconocimiento de la verdad 
de los servicios demandados, si oportunamente la 
prueba lo hubiese amparado; pero es que la pro- 
ducida resulta contraproducente. En efecto, de los 
testimonios de fs. 53 á 66 se destacan evidenciados 
estos hechos: que Hermida, representado por Reve- 
rendo, transigió con Malerba; que en esa transacción 
se convino que los gastos judiciales y extrajudicia- 
les serían satisfechos por mitad, fijándose su monto 
en 1,050 pesos; que Reverendo está gestionando 
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aún en los Tribunales de La Plata el cobro de sus 
trabajos en el expediente relativo al citado pleito 
Hermida - Malerba, mas no que Reverendo haya 
convenido con Hermida en el quantum de sus ser- 
vicios extrajudiciales, y menos que ellos estén pagos, 
ni tampoco que exista cosa juzgada, que son los 
puntos esenciales y positivos aseverados por el de- 
mandado, que ha debido probar y no lo ha hecho, 
teniendo el Juzgado, en consecuencia, que conde- 
narlo en fuerza de lo que estatuye la ley 8^, título 
3*>, partida 3^. 

5^ Que, por último, dadas las conclusiones á que 
se arriba en los anteriores considerandos, se hace 
innecesario apreciar las demás pruebas, encontrán- 
dose el infrascripto habilitado legalmente para tener 
por verdaderos y probados los servicios que se co- 
bran, y mandar que el precio de ellos sea determi- 
nado por árbitros, en cumplimiento de lo establecido 
en el art. 1627 del Código Civil. 

6^ Que en cuanto á las pérdidas que se incluyen 
al final de la demanda, no apareciendo ni remota- 
mente comprobadas, á pesar de la íorma evasiva en 
que se ha contestado, puesto que no se han acumu- 
lado en autos otros elementos de convicción que 
corroboren la confesión ficta que resulta de esa 
contestación, como sucede con relación á los servi- 
cios, y que siquiera haga presumir aquellas pérdidas, 
no puede prosperar la demanda en esa parte, como 
tampoco en lo que respecta á los intereses, por no 
hiibcr una suma cierta que los devengue. 

Por estos fundamentos y los concordantes del es- 
crito de fs. 71, definitivamente juzgando, fallo: con- 
denando á don José Hermida á que pague á don 
Juan Reverendo, dentro de diez días, los servicios 
extrajudiciales expresados en la demanda de fs. 1, 
cuyo importe lo fijarán árbitros que nombren las 
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partes; y absuelvo al mismo Hermida de la parte de 
dicha demanda referente á las pérdidas é intereses. 
Sin especial condenación en costas, por no encon- 
trar mérito para imponerlas (art. 221 del Código 
de Procedimientos). 

Lo mando y firmo, en Buenos Aires, en la sala 
del Juzgado, á 23 de junio de 1897. 

Repónganse las fojas. 

Luis Poxce y Gómez. 
Ante mí: Juan B, Palacios^ secretario. 

ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 29 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Juan Reverendo contra don José Hermida, por co- 
bro de pesos; respecto de la sentencia corriente á 
fojas 81, el Tribunal estableció las siguientes cues- 
tiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia de fs. 81? 

2^ Caso negativo: ¿es justa? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Molina 
Arrotea, Giménez, González, del Solar, Gelly, Díaz. 

A la primera cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

El recurrente dice de nulidad de la sentencia por 
no haber el Juez a quo analizado la prueba por él 
producida, no obstante el deber en que se hallaba de 
hacer mérito y de estudiar separadamente cada una 
cíe las probanzas rendidas. 
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No es, sin embargo, exacto lo que se enuncia. Re- 
sulta así de autos que la prueba ofrecida por el 
reo consiste en la instrumental y en la de confe- 
sión. De la primera se ocupa el Inferior en el con- 
siderando cuarto, apreciándola en conjunto y en las 
resultantes que estima pertinentes al caso, y si bien 
se guarda silencio respecto de la segunda, es en 
razón de la manera como encara la cuestión y de 
las conclusiones á que arriba, fundado en esas mis- 
mas pruebas. 

Habrá error, si se quiere, en este modo de enca- 
rar el debate, pero ello haría en su caso al fondo 
del asunto, esto es, á la justicia del fallo, pero no 
comportando violación de procedimiento, no afecta, 
de consiguiente, la validez de la misma. 

Voto, en su mérito, por la negativa. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Gelly 
y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

Voto por la afirmativa en esta cuestión y para 
fundarlo reproduzco las consideraciones de la sen- 
tencia. 

En todo juicio en que hay hechos controvertidos 
es sin duda consideración fundamental la relativa á 
la carga de la prueba por la distinta situación que 
crea para las partes litigantes. 

En nuestro caso, esa carga pesaba incuestionable- 
mente sobre el reo, por el carácter de las excep- 
ciones que opone como defensa y con arreglo á la- 
conocidísima máxima reus in exceptione fit actor y 
doctrina de la ley 8^, título 3^, partida 3^. 

La insuficiencia de esa prueba es entretanto ma- 
fiesta: lo es la instrumental por los motivos legales 
que expone la sentencia; lo es la de confesión porque 
ninguna de las declaraciones del actor favorece 
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el derecho del apelante, esto es, que hubiere solven- 
tado el importe de los servicios por los cuales lo in- 
terpela en esta causa. 

En las mismas condiciones se encuentra el recau- 
do que se ha agregado en esta instancia, por cuanto 
él se refiere á la propia ejecución de que instruyen 
las fs. 53 y siguientes, y cuyo mérito probatorio ha 
sido ya juzgado en el fallo recurrido. 

Es á mérito de lo expuesto y de acuerdo al ar- 
tículo 1627 del Código Civil, que emito mi voto en 
el sentido que dejo expresado. 

Los doctores Giménez y González del Solar se ad- 
hirieron al voto anterior. 

El doctor Gelly á la segunda cuestión dijo: 

£1 Inferior, partiendo de la base de que el deman- 
dado ha eludido hacer una manifestación categórica 
acerca de los hechos aseverados en la demanda y 
que las mismas defensas alegadas importan un tácito 
asentimiento, los da por reconocidos, y en su conse- 
cuencia, lo condena á satisfacer el valor de los ser- 
vicios reclamados, previa apreciación de árbitros. 

En mi concepto, este pronunciamiento es comple- 
tamente equivocado, pues con excepción de los ser- 
vicios relacionados con el mandato conferido al actor 
para las gestiones judiciales referidas en la deman- 
da, todos los demás servicios alegados han sido 
terminantemente negados en la contestación á la 
demanda, pues no otra cosa importa decir «niego en 
absoluto todos y cada uno de los hechos que con- 
tiene dicha demanda en la parte que no estén con- 
formes con los que paso á consignar Entra en 
seguida á hacer una relación de los hechos, refe- 
rentes todos ellos á la gestión judicial, sin hacer 
una sola vez mención de los servicios extrajudicia- 
les, entrando éstos, en consecuencia, en la absoluta 
negativa opuesta al principio. 




Luego, pues, si la prestación de servicios extra- 
judiciales ha sido negada, es evidente que al actor 
incumbía la prueba (lej- 1^, título 14, partida 3^), y 
tan así lo ha entendido el actor que ha intentado 
producir la justificación de todos sus extremos por 
medio de las posiciones puestas al demandado á 
fojas 33 y del testimonio del doctor Juan Á. García 
corriente á fs. 22 vta., pero sin más resultado favo- 
rable que el relativo á las gestiones que hizo ante 
el doctor García, á nombre del demandado, para 
que le tuviera ciertas consideraciones en el cobro de 
los alquileres adeudados. Este sería el único ser- 
vicio comprobado, pero de tan exigua importancia 
que no puede ser materia de decisión de los Tribu- 
nales ordinarios, desde que su monto en ningún caso 
alcanzaría al que por ley determina su jurisdicción. 

No es menos equivocada la consideración que 
aduce el Inferior, de que la excepción de cosa juz- 
gada y pago, opuesta por el demandado, importan 
un tácito reconocimiento de los servicios extrajudi- 
ciales reclamados, pues si bien esas excepciones son 
evidentemente impertinentes, ellas en manera algu- 
na se relacionan con esos servicios, sino con los ju- 
diciales, que no han sido materia de la demanda, 
como, por confusión, lo entendía el demandado. 

Por estas breves consideraciones, y reproduciendo 
las del escrito de expresión de agravios, voto por 
la negativa. 

El doctor Díaz se adhirió al voto del doctor Mo- 
lina Arrotea. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — DlAZ. 

\nte mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 

Civil- Tomu ' '-t5 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 29 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 81, regulán- 
dose los honorarios del doctor Calzada en esta ins- 
tancia en 250 pesos moneda nacional. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



CAUSA 238 

Sumario — El reconocimiento de las deudas del causante he- 
cho por la viuda ó su representante exime al 
acreedor de justificar su crédito. 

Antecedentes 

{Dictamen del Asesor de Menores) 

Señor Juez: 

No pudiendo obligar á los menores el reconoci- 
miento de la señora viuda, según la jurisprudencia 
establecida, debe recibirse la causa á prueba, á fin 
de que se acredite legalmente el crédito reclamado 
en lo que á aquéllos respecta. 

Buenos Aires, octubre 26 de 1895. 

Luis B. Molina. 
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(Sentencia de P- Instancia) 
Y vistos: — Resultando: 

Que á fs. 4 se presentó el doctor Mariano Sarra- 
tea Pinto, en representación de don Teodoro Klap- 
penbach, diciendo: Que su mandante es acreedor 
de don Germán Balcarce por la cantidad de 30,494 
pesos con 9 centavos moneda nacional, según lo 
acredita el íi:aldo de la cuenta corriente exis- 
tente entre ambos, }' liquidada el 31 de julio de 
1895; que habiendo fallecido el señor Balcarce é 
iniciádose su testamentaría, ha recibido instruccio- 
nes de Klappenbach para gestionar el pago de la 
cantidad que se le adeuda, y viene á entablar de- 
manda contra la sucesión de Balcarce, á fin de que 
en oportunidad sea condenada al pago del saldo 
expresado y las costas del juicio. 

Que conferido traslado por auto de fs. 4 vta., se 
evacuó á fs. 9 por don Pedro L. Risso, como man- 
datario de doña Liberata Herrera de Balcarce, viu- 
da del causante, y de sus menores hijos, exponiendo: 
Que al hacer la denuncia de los bienes y deudas 
de la sucesión manifestó que don Teodoro Klappen- 
bach era acreedor, agregando que su representada 
no podía determinar el importe de ese crédito; pero 
después de tal aseveración su representada ha en- 
contrado entre los papeles de su esposo un estado 
general de los bienes del mismo, del cual resulta 
que en el año 1891 Klappenbach era deudor de la 
suma de 17,000 pesos moneda nacional, estado que 
acompaña, por el que se ve que al lado de la par- 
tida del referido Klappenbach está escrito con lápiz 
la cifra 14,000, la cual, según se afirma es de puño 
y letra del causante; que de la cuenta acompañada 
por Klappenbach resulta que el saldo del capital 
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adeudado asciende á 13,809 pesos, que se aproxima 
á la indicada cifra escrita, sin duda, en números 
redondos para facilitar el cálculo de lo adeudado; 
que en vista del documento acompañado, que es de 
puño y letra de don Emilio Moüch, tenedor de 
libros que fué de la Barraca Balcarce, no le queda 
duda á su representada de que el capital adeudado 
al señor Klappenbach es el que resulta de la cuenta 
que acompaña con la demanda, 3' se hace un deber 
en reconocerla, por sí y sus menores hijos, como 
exacta; .que en cuanto á los intereses nada tiene 
tampoco que observar, porque le ha oído decir á su 
esposo que entre él y el señor Klappenbach existía 
una cuenta corriente. Pide que se declare de legíti- 
mo abono la cuenta de Klappenbach, prescindiendo 
de la petición relativa á la condenación en costas. 

Que conferida vista al Asesor de menores, se ex- 
pide á fs. 10 vta., diciendo: Que el reconocimiento 
de la viuda no puede obligar á los menores, por lo 
que debe recibirse la causa á prueba á fin de que 
se acredite legalmente el crédito reclamado en lo 
que respecta á dichos menores. 

Que así se proveyó por decreto de fs. 11, no 
habiéndose rendido justificativo alguno; á fojas 15 
vuelta se llamaron autos para sentencia. 

Y considerando: 

P Que el crédito reclamado contra la testamen- 
taría de Balcarce es anterior al fallecimiento de éste, 
lo que debe tenerse presente para resolverse esta 
cuestión, porque de esa circunstancia depende el 
éxito de la demanda, en cuanto se refiere á la viuda, 
atento lo manifestado por el procurador de ésta en 
la contestación. 

2^ Que el Asesor del Ministerio de menores, re- 
presentante promiscuo üc los menores interesados, 
ha exiyido que se rindieran los justificativos nece- 
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sarios para acreditar la legitimidad de la deuda 
atribuida á Balcarce, lo que ha debido verificar el 
actor ante ese dictamen y en presencia de las dis- 
posiciones legales que rigen casos como el de que 
se trata. 

En efecto; el mandatario de la viuda y de los 
hijos de ésta, herederos del causante, no ha podido 
en manera alguna hacer el reconocimiento de que 
instruye el escrito de fs. 9, porque atenta la cir- 
cunstancia apuntada en el primer considerando, te- 
nía necesidad, para hacer ese reconocimiento, de 
poder especial con arreglo á lo dispuesto en el in- 
ciso 17 del art. 1881 del Código Civil, poder de que 
carece, como también de la facultad de reconocer ó 
confesar obligaciones anteriores al mandato, desde 
que no está expresamente determinado en el testi- 
monio de fs. 2 de los autos principales que se 
tienen á la vista. 

3^ Que aun cuando esto no sucediera con refe- 
rencia á la viuda, el demandante ha debido com- 
probar su demanda, por lo que respecta á los 
menores, desde que la madre en ejercicio de la 
patria potestad no ha estado legalmente facultada 
para reconocer por sí, y en consecuencia, tampoco 
por medio de apoderado, deudas anteriores al falle- 
cimiento del causante, lo que hacen evidente la pres- 
cripción ante§ citada y las que contienen los incs. P 
y 70 del art. 1870 del mismo Código Civil. 

Y mucho más se impone la exigencia de esa 
comprobación ante el desconocimiento tácito que 
hace el Asesor de menores, y ante el hecho de que, 
como se desprende del escrito de fs. 9, el mandata- 
rio de la viuda al expedirse, no lo hace con la con- 
vicción y el consentimiento necesario, sino por 
deducciones de hechos y circunstancias que no pa- 
recen acreditados 3' que son de un mérito escaso. 
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4^ Que establecido como queda que el demandante 
ha debido acreditar la existencia del crédito deman- 
dado, y no habiéndose preocupado de cumplir con 
esa obligación, como consta de autos, en los que 
ningún comprobante se ha producido, corresponde 
que la sucesión de Balcarce sea absuelta de la pre- 
sente acción. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgan- 
do, fallo: absolviendo á la sucesión de don Germán 
Balcarce de esta demanda, interpuesta por don Teo- 
doro Klappenbach, por cobro de pesos; sin especial 
condenación en costas, por encontrar el Juzgado mé- 
rito bastante para eximir del pago de ellas á la 
parte vencida (artículo 221 del Código de Procedi- 
mientos). 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en la sala de 
mi despacho, en Buenos Aires, á los 14 días del 
mes de octubre del año 1897. 

Repónganse las fojas. 

Angel Garay. 
Ante mí: Alberto M, Rodrigues:, secretario. 



(Vista del Asesor de Menores í 

Excma. Cámara: 
Si bien se apeló de la sentencia del Inferior en 
todas sus partes, hoy se desiste de la apelación por 
lo que se refiere á los menores, pues no otra cosa 
significa el hecho de pedir tan sólo la revocatoria 
de dicho fallo en cuanto absuelve de la demanda á 
la señora viuda del causante por la parte que le 
corresponde en el crédito reclamado, según se dice 
al final del escrito de expresión de agravios de 
fojas 28. 
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V. E., entonces, debe pronunciarse únicamente som- 
bre esa parte de la sentencia, 3' puede hacerlo sin 
audiencia de este Ministerio, desde que los intereses 
de ios menores no se hallan comprometidos. 

Buenos Aires, julio 4 de 1898. 

Luis B. Molina. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 29 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por do'rt 
Teodoro Klappenbach contra la testamentaría de 
don Germán G. Balcarce^ por cobro de pesos; 
respecto de la sentencia corriente á fs. 18, el 
Tribunal estableció la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs, 18? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía: 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Molina 
Arrotea, González del Solar, Giménez, Gell3% Díaz. 

El doctor Molina Arrotea dijo: 

Muy breves consideraciones me toca aducir en 
esta causa. 

La sentencia del Juez a qiw no hace lugar á la 
demanda interpuesta contra la sucesión por no haber 
acreditado legalmente el actor la existencia del cré- 
dito que reclama. 

Expresando agravios observa la parte vencida 
que el reconocimiento de la deuda por el mandata- 
rio de la viuda es suficiente para que se declare de 
legítimo abono la cantidad demandada, por lo me- 
nos en lo que á ella se refiere, y es consecuente 
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con esta manifestación que al final de su referido 
escrito pide la revocatoria de la sentencia en cuan- 
to absuelve de la den^anda á la señora por la parte 
que le corresponde en el crédito. 

Es por esto que el Ministerio de menores entien- 
de, con acertado criterio, que hay un desistimiento 
por parte del recurrente en lo que concierne á los 
incapaces. 

Más aún: en el supuesto de que estas manifesta- 
ciones del demandante no tuvieran tal alcance, las 
consideraciones del pronunciamiento sobre este par- 
ticular son desde luego arregladas á derecho y muy 
especialmente á la jurisprudencia de este Tribunal, 
declarada entre otros casos, en el que se registra 
en la pág. 127, tomo 4^ (tomo 36), serie 4^, de sus 
Fallos. 

Si á lo expuesto se agrega el reconocimiento ex- 
preso de la viuda (fs. 36), lo que procede es con- 
firmar la sentencia del Juez inferior en cuanto á la 
absolución que ella contiene se refiere á los meno- 
res, declarándose la responsabilidad del cónyuge 
supérstite por la parte que al n^ismo corresponde en 
el crédito. 

Es en este sentido que emito mi voto en la 
cuestión propuesta. 

Los doctores González del Solar, Giménez, Gelly 
y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L, Dupiiis, secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 29 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma la 
sentencia apelada en cuanto á la absolución que com- 
prende á los menores, declarándose de legítimo abono 
el crédito en la parte que corresponde á la seflora 
viuda del causante. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



CAUSA 239 

Sumario — Justificadas las injurias graves y el peligro para 
la existencia de la esposa, debe declararse el di- 
vorcio. 

Antecedentes 
{Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

Los hechos enunciados en el escrito de demanda 
los encuentro bien probados, por lo que V. S. debe, 
al fallar esta causa en definitiva, decretar el di- 
vorcio por culpa del esposo. 

Buenos Aires, octubre 7 de 18%. 

Raymundo Naveyra. 
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(Sentencia de 1^ Instancia) 



Y vistos: este juicio seguido por doña Victoria 
Bogani de Gallac, contra don Juan Gallac, sobre 
divorcio; del que resulta: 

1^ Que á fs. 1^ se presenta la señora Victoria 
Bogani entablando acción de divorcio contra su es- 
poso don Juan Gallac, en virtud de las considera- 
ciones de hecho y de derecho que pasa á exponer: 
Que en marzo de 1894 contrajo matrimonio con Ga- 
llac, quien desde los primeros días la trató de una 
manera brutal» injuriándola y haciéndole pasar una 
vida de privaciones y sacrificios; que desde el pri- 
mer momento le asignó la insignificante suma de 
40 pesos para atender á la subsistencia de ambos, 
para vestirse, para el alquiler de la pieza, etc., no 
siendo, como es natural, esta asignación bastante 
para llenar las más apremiantes necesidades, máxi- 
me si se tiene presente que ella 'tenía una hijita 
natural, para cuya subsistencia era también necesa- 
rio hacer gastos; que esta hija tenía ya un año y 
diez meses de edad, no siendo hija de Gallac, no 
obstante lo cual consintió en el enlace con ella; 
que no alcanzando para cubrir, ni con mucho, las 
exigencias del matrimonio la pequeña suma que su 
esposo le pasaba, pidió á doña Luisa V. de Bogani 
le facilitara gratuitamente una pieza en su casa, 
donde habitaban también otras personas, que han 
sido testigos de los actos brutales de que ha sido 
víctima; que Gallac, según su propia confesión, ha- 
bía vivido á expensas de una mujer durante mucho 
tiempo, y que en sus horas de mal humor le mani- 
festaba que ella le había hecho perder aquella mu- 
jer y la vida pingüe que por su intermedio llevaba; 
y que últimamente la vida común era insoportable, 
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pues no le satisfacían los insultos, pasando á las 
vías de hecho, tirándole en una ocasión con un va- 
so y queriéndola estrangular en otra, lo que hubie- 
ra realizado á no haber intervenido algunas personas 
para evitar tan criminal atentado; que en vista de la 
insufrible vida á que Gallac la condenaba, uniéndose 
á ello la imposición que le hizo de que saliera á 
trabajar para sustentarlo^ resolvió concluir de una 
vez en sus relaciones con él y huir de su lado, pre- 
sentándose á los Tribunales á solicitar el divorcio 
concedido por la ley (art. 67, incs. 4^, 5^ y 6^, del 
matrimonio civil), y que, en efecto, así lo hizo el 20 
de enero saliendo de su casa, y buscando donde asi- 
larse y estar á cubierto de las furias de Gallac, 
encontrando una casa en la calle Billinghurst, donde 
actualmente se encuentra. 

2^ Que por el auto de fs. 15 vta. se corrió tras- 
lado de la demanda, el que fué evacuado á fs. 22 
por don Juan Gallac, diciendo: Que su esposa, des- 
pués de haber tenido con él un pequeño incidente 
que provocó una discusión que terminó por arrojar- 
le violentamente objetos al rostro, lo que dió lugar 
á que él le dirigiera una simple amenaza por actos 
tan denigrantes como irrespetuosos, sin mayores 
consecuencias, y cuando esperaba que su esposa, 
dándose cuenta de la obligación en que estaba de 
suavizar las asperezas de su carácter, procurando 
así la armonía en el hogar, concibió la idea de aban- 
donar el domicilio conyugal, lo que efectuó apro- 
vechando su ausencia, mientras se encontraba en- 
tregado al trabajo; que ante tan indigno proceder 
se resignó á no deducir acción alguna, olvidando 
por completo y sin agravio á quien no supo ser 
esposa; que niega la existencia de las injurias 
graves á que se refiere la actora; que jamás le im- 
puso las restricciones y privaciones de que hace 
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mérito en el escrito de demanda que contesta, dispo- 
niendo su esposa del fruto de su trabajo sin otra 
limitación que éste le impusiera, no siendo ello 
causa legal para recurrir en demanda de divorcio; 
que pide el rechazo de la acción, por carecer de fun- 
damentos legales, declarándose ai propio tiempo 
culpable á su esposa del abandono que hiciera del 
domicilio conyugal, y exonerándolo del pago de las 
costas. 

3^ Que por auto de fs. 25 vta. se recibe la causa 
á prueba, produciéndose la que expresa el certifica- 
do del actuario de fs. 27 vta., los alegatos de fojas 
80 y 82, y la vista del Ministerio fiscal corriente á 
fojas 85, con lo que se llamó autos para definitiva 
á fs. 85 vta. 

Y considerando: 

1^ Que fundándose esta demanda de divorcio, co- 
mo queda expuesto en la relación anterior, en la 
sevicia, injurias graves y malos tratamientos de que 
pretende haber sido víctima la esposa, debe el Juz- 
gado comprobar y resolver si resultan ó no justifi- 
cadas las mencionadas causas que se invocan. 

2^ La sevicia se funda, principalmente, en que se 
pretende que el marido quiso estrangularla. 

Este hecho la testigo Luisa Bogani sólo lo sabe 
de oídas; la testigo Catalina Borelli sólo sabe que 
se levantó el marido y la tomó del pescuezo, lo cual 
no importa haberla querido estrangular; la testigo 
Adela Zacarino expresa lo mismo, que una vez la 
tomó por el pescuezo; de donde resulta que el hecho 
atribuido por la esposa al esposo, de que éste quiso 
estrangularla, no resulta justificado, pues el hecho 
de tomarla por el pescuezo constituirá una injuria 
grave seguramente, pero no puede atribuírsele más 
alcance desde que éste no se ha justificado. Tomar 
á una persona del pescuezo no es un agravio mayor 
que una bofetada. 
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3^ El otro hecho, igualmente grave, de que le 
tiró con un vaso, que se ha imputado al marido, la 
testigo principal en esta causa, la partera Bogani, 
lo sabe sólo de oídas; la Zacarino dice que lo ha 
visto, y los demás testigos no declaran sobre tal 
hecho; resultando, entonces, esto completamente im- 
probado, desde que no lo atestigua sino un solo 
testigo. Testis íinus^testis nullus. 

4^ El otro hecho, más grave, á que se refiere la 
octava pregunta del interrogatorio de fs. 53, respec- 
to á lo que se atribuyó al marido, de que se quejaba 
de su mujer por haberse visto privado de otra de 
mala vida que lo sostenía, tal aseveración gravísima 
ha quedado destituida de toda prueba, pues ningu- 
no de los testigos declara sobre él; luego, la ver- 
dadera sevicia no ha sido acreditada, porque ésta 
consiste en actos numerosos y sucesivos de cruel- 
dad, puede decirse, de un cónyuge contra otro, 
que constituyan un modo, habitual de proceder, y 
jamás en un sólo hecho aislado que sólo puede en- 
trar en la categoría de injuria, apreciándose la gra- 
vedad según las circunstancias, y, por consiguiente, 
un solo hecho aislado, que podría constituir acto de 
sevicia tratándose de personas distinguidas por su 
educación y cultura, y sobre todo, por su moral, no 
puede ser suficiente para caracterizarla cuando esas 
consideraciones no se encuentran reunidas, doctrina 
que este Juzgado ha sostenido siempre y que ha 
sido confirmada por la Excma. Cámara. 

Resulta, entonces, que no hay sino un acto de 
injuria grave comprobado, que es el de haberla 
tomado una vez por el pescuezo, siendo de advertir 
que el mi^mo testigo de la actora, Salvador Esco- 
la, dice que no sabe que el marido haya golpeado 
á la esposa, de donde debe deducirse que no han 
sido frecuentes tales hechos. 
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Sólo resultan, pues, justificados los malos trata- 
mientos de palabra; pero los testigos nada expresan 
sobre la frecuencia de esos malos tratamientos de 
palabra, de manera que se hiciese intolerable la 
vida conyugal; luego, entonces, esos malos trata- 
mientos de palabra no han sido justificados en el 
sentido y en la extensión que la ley exige (inc. 6^ 
del art. 67 de la ley de matrimonio civil); y como la 
única injuria real de hecho que se ha justificado, 
por ser única y por la posición de los esposos, tam- 
poco puede dársele un carácter de gravedad tal, 
como se exige, para que pueda motivar una causal 
legítima de divorcio (inc. 5^ del mismo artículo), resulta, 
pues, entonces, que la demanda no puede prosperar, 
porque todos los demás hechos sobre embriaguez, 
falta de recursos bastantes, etc., no serían suficien- 
tes, aunque hubiesen sido probados, á fundar y jus- 
tificar la presente demanda. 

Por estos fundamentos, y concordantes del ale- 
gato del marido de fs. 82, que el Juzgado reproduce 
por encontrarlos arreglados á derecho, y teniendo, 
además, presente la conducta anterior al matrimo- 
nio de la demandante, así como el hecho, por ella 
misma confesado, de haber abandonado el hogar 
conyugal, circunstancia que el Juzgado debe tener 
en cuenta al resolver esta litis, definitivamente juz- 
gando, fallo: no haciendo lugar á la demanda inter- 
puesta; sin costas, por no haber mérito para ello 
(artículo 221 del Código de Procedimientos). 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Ai- 
res, capital de la República Argentina, á 21 de 
junio de 1897. 

Repónganse las fojas, é inscríbase en el libro 
respectivo. 

Luis Méndez Paz. 
Ante mí: Ireneo Lima^ secretario. 
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(Vista del Fiscal de Cámara) 

Excma. Cámara: 

Doña Victoria Bogani de Gallac demanda por di- 
vorcio á su esposo Juan Gallac^ invocando las causa- 
les que expresan los incs. 4^, 5^ y 6^, del art. 67, 
de la ley de matrimonio civil. 

El demandado contesta la demanda negando la 
existencia de los hechos que constituyen esas cau- 
sales, y después de tramitado el juicio con arreglo 
á derecho, el Juez a quo rechaza la demanda. La 
actora apela de esa sentencia. 

Opino que V. E. debe revocarla y declarar el 
divorcio por culpa del marido, por haber la mujer 
comprobado las injurias á que se refiere el inc. 5^ 
citado. 

Un ligero análisis de la prueba bastará para fun- 
dar este dictamen. 

Luisa V. de Bogani declara á fs. 35: que Gallac 
daba malos tratamientos de palabra á su mujer, y 
que la llamaba á cada paso guacha, así como á su 
hijita. 

Salvador Escola (fs. 36), declara: que Gallac usa 
de términos groseros, hirientes y obscenos con su 
esposa, y que le ha oído dirigir á ésta y á su hija 
toda clase de injurias. 

Adela Zacarino declara á fs. 54: que los cónyuges 
Gallac tenían reyertas porque la señora le increpaba 
que fuera á las carreras á jugar y que tomara ape- 
ritales; que con este motivo daba malos tratamientos 
á su esposa; la declarante ha visto una vez que le tiró 
con una copa, y otra que la agarró por el pescuezo. 

Catalina M. de Borelli (fs. 55 vta.), declara: que 
una noche que estaban comiendo juntos se levantó 
Gallac y tomó á su mujer por el pescuezo, lo que 
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vió la declarante así como Adela Zacarino que esta- 
ba presente. 

Manuel Oneto, dice á fs. 59: que delante del decla- 
rante, Gallac ha tratado á su esposa con muy malos 
modos y con palabras groseras en su presencia y 
de otras personas^ y no como si fuera su esposa. 

Tomo de esas declaraciones lo que los testigos 
han oído y presenciado, y prescindo de lo que dicen 
por referencias. 

El Juez a qtw no desconoce la existencia de esas 
injurias, pero apreciándolas según la educación, 
posición social y demás antecedentes á que se re- 
fiere el inc. 5^ del citado art. 67, declara que no las 
conceptúa graves en el caso presente. 

Soy de opinión contraria, y pienso que por hu- 
milde que sea la condición social del matrimonio, 
el marido injuria gravemente á la esposa cuando 
llega hasta las vías de hecho. 

No debe olvidarse que las causales de divorcio no 
se prueban como las convenciones ordinarias, y que, 
por el contrario, toda clase de prueba es admitida 
en este juicio (art. 70), esto es, la de presunciones. 

Y cuando varios testigos afirman que el marido 
injuria de palabra á su mujer con palabras obsce- 
nas é hirientes, y otros aseguran haber presenciado 
vías de hecho empleadas por el esposo contra la 
esposa, no puede decirse, razonablemente, que, por 
ser obreros los cónyuges, esos actos no constituyen 
injuria grave. 

Mucho menos puede encontrarse explicación ni 
atenuación de esas faltas del marido en el hecho de 
haber tenido la esposa una hija natural antes de 
contraer matrimonio, cuando el esposo mismo no 
formula cargo alguno contra la conducta de la mujer, 
lo que revela, por lo menos, una conducta irrepro- 
chable durante el matrimonio, que es lo único que 
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podía exigir, pues se casó conociendo la falta de su 
esposa y hasta cargó con esa falta, como resulta de 
la anotación puesta al final de la partida de matri- 
monio de fs. 4. 

¿Por qué no encontrar, más bien, el origen de las 
faltas del marido en las pasiones del juego y de la 
ebriedad, á que se refieren algunos testigos, y que 
tantos estragos hacen en las familias de las gentes 
humildes, que, desgraciadamente, imitan con más 
frecuencia los vicios que las virtudes de lo que se 
llama buena sociedad? 

Sin violentar el criterio de la ley, que nunca pue- 
de ser inhumano, no dudo en dictaminar por la 
revocación de la sentencia apelada. 

Buenos Aires, agosto 31 de 1898. 

Angel S. Pizarro. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argenti- 
na, á 29 de setiembre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por doña 
Victoria Bogani de Gallac contra don Juan Gallac, 
sobre divorcio; respecto de la sentencia corriente 
á fs. 88, el Tribunal Estableció la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia de fs. 88? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Molina 
Arrotea, González del Solar, Giménez, Gelly. Díaz. 

El doctor Molina Arrotea dijo: 

Considero, como el señor Fiscal, que la senten- 
cia apelada debe revocarse. 

CIvU— Tomo 106—11 
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La demanda de divorcio se funda en las causales 
previstas en los incs. 4^, 5^ y 6^ del art. 67 de la 
ley de matrimonio, invocando la demandante, entre 
otros hechos, parí fundarla y sostener que la vida 
común era insoportable, que su esposo pasó de los 
insultos á las vías de hecho, tirándole en una oca- 
sión con un vaso, y queriendo, en otra, estrangular- 
la, lo que hubiese realizado si no intervienen algunas 
personas para evitar tan criminal atentado. 

Las injurias de palabra y las injurias de hecho 
resultan suficientemente comprobadas en autos, y 
aun aceptando que las primeias no tengan, en el 
caso ocurrente, eficacia bastante para la declaratoria 
del divorcio, no sucede lo mismo con relación á las 
otras. 

La circunstancia de no resultar justificado el he- 
cho que el marido quisiera estrangular á la deman- 
dante, no es razón suficiente para absolver al 
reo, ni á esa circunstancia puede, legalmente, subor- 
dinarse el éxito del derecho de la actora, cuando 
aparece plenamente comprobado el ultraje real infe- 
rido por el mismo. 

En efecto; los testigos de fs. 54 y 55 vta. decla- 
ran que Gallac agarró una vez á su esposa por el 
pescuezo, lo que les consta por haberlo presenciado, 
afirmando, además, el primero, que en otra ocasión 
le tiró con una copa. 

Según la misma sentencia, este hecho constituye 
injuria grave, gravedad que entiende, no obstante, 
desvirtuada por ser único y por la posición de los 
esposos. 

Pero del conjunto de la prueba surge que las re- 
yertas conyugales no eran aisladas, y en cuanto á 
la condición social de los cónyuges, la calidad del 
ultraje no permite argumentar con el texto del inci- 
so 5^ del art. 67, ya citado. 
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Habiéndose justificado, pues, la causal del inciso 
de referencia, corresponde, en justicia, la revocato- 
ria de la sentencia. 

Emito, pues, mi voto por la negativa. 

Los doctores González del Solar, Giménez, Gelly 
y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Duptiis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, setiembre 29 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia apelada, declarándose el divorcio de los 
cónyuges doña Victoria Bogani y don Juan Gallac, 
por culpa de este último. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — 
Carlos Molina Arrotea. —Nica- 
nor González del Solar. — Delfín 
B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 
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RESOLUCIONES DEFINITIYAS 



42— Sumario— ^/ ejecutado corresponde justificar que ha 
cumplido la condición que lo exoneraba de 
pagar el impuesto fiscal cuyo pago se le exige. 

Antecedentes 

(Sentencia de Instancia) 

Vistos: — Resulta: 

A fs. 4 se presenta don Adolfo D. Madrazo, por 
la Comisión de las Obras de Salubridad, demandan- 
do ejecutivamente á los señores Waldorp y C^, 
concesionarios del Pabellón Argentino, por la suma 
de 1,005 pesos por servicios de agua y cloacas, 
como lo justifican los documentos que acompaña, 
previos los trámites del caso y lo manifestado á 
fojas 10 y 11 al final. 

A fs. 1 1 vta. se citó de remate á los ejecutados, 
quienes á fs. 13 oponen la excepción de inhabilidad 
del título. 

Contestada la excepción á fs. 17, se recibió á 
prueba por auto de fs. 20 vta., produciéndose la 
que expresan los autos. 

Y considerando: 

1^ Que en virtud de la prueba producida por el 
ejecutado se hace innecesario examinar si en el pre- 
sente caso se trata del cobro de un impuesto ó de 
un servicio. 

2^ Los señores Waldorp y C^ se dirigieron al 
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honorable Senado pidiendo liberación de todo im- 
puesto nacional y njunicipal. 

Ahora bien; de la discusión á que dió lugar este 
asunto en la Cámara de Diputados (véase Diario de 
Sesiones y 1895, págs. 113, 114 y 115), resulta cla- 
ro que en la exoneración de impuestos nacionales 
está comprendido el de aguas corrientes y cloacas. 

3^ Pero es el caso que el art. 3^ de la ley de 21 
de junio de 1895, registrada bajo el número 3234, 
establece lo siguiente: << Queda exonerada la empresa 
de todo impuesto nacional y municipal durante el 
tiempo del contrato, á contar desde el día en que 
haga por su cuenta el seguro del Pabellón. > 

Como se ye, según la misma ley que invoca en 
su favor el ejecutado, la exoneración de todo im.- 
puesto es á contar desde el día en que la empresa 
haga por su cuenta el seguro. ¿Se ha cumplido esta 
condición? 

Nada • ha dicho el demandado al respecto al opo- 
ner la excepción, y ni siquiera ha intentado probar 
que haya hecho por su cuenta el seguro del Pabe- 
llón, requisito indispensable para que, según la ley 
por él mismo invocada, pudiera prosperar la excep- 
ción de inhabilidad del título deducida á fs. 13. 

Por estos fundamentos, y lo dispuesto en la pri- 
mera parte del art. 498 del Código de Procedimien- 
tos, fallo: mandando llevar adelante la ejecución, con 
costas, regulándose en 200 pesos los honorarios del 
doctor Benjamín Paz (hijo), y en 80 los del señor 
Madrazo. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Ai- 
res, á 20 de abril de 1898. 
Repónganse las fojas. ' 

Luis F. PossE. 

Ante mí: Ezeqxiiel Repetto^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. 

Vistos: — Y considerando: Que con arreglo á lo 
dispuesto por el art. 506 del Código de Procedi- 
mientos, sólo procede admitirse en esta instancia 
las pi*uebas que consistan en documentos públicos. 

Que las presentadas por la parte ejecutada no se 
encuentran en este caso, por no estar comprendidas 
en las determinadas por el art. 979 del Código Ci- 
vil, en cuya virtud no pueden tomarse en conside- 
ración. 

Por esto, y las consideraciones finales del pro- 
nunciamiento apelado de fs^ 30, se confirma, con 
costas, regulándose en 20 pesos los honorarios del 
doctor Eli(;agaray, y en 10 pesos los derechos pro- 
curatorios de Madrazo. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Giménez. — Gelly. — González del Solar. 
Ante mí: N. Gonsáles del Solar (hijo), secretario. 
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43— Sumario— El juez competente para conocer en la eje- 
cución por honorarios, cualquiera que sea su 
monto, es el del juicio en qué han sido deven- 
gados— 2^ Si la ejecución se sigue entre man- 
dante y mandatario por el cobro de honora- 
rios regulados, la inhabilidad de titulo 7io 
puede prosperar.— 3^ Aun cuando la regula- 
ción de honorarios puede considerarse senten- 
cia, la ejecución seguida como juicio ejecutivo 
no adolece de nulidad —4^ La espera fundada 
en la convención de cobrar los honorarios á 
la terminación del juicio, no puede prosperar 
si antes el mandante revoca el poder. 

Antecedentes 

{Dictamen del Agente Fiscal) 

Señor Juez: 

Debe V. S. desestimar la excepción de incompe- 
tencia opuesta, en razón de lo dispuesto por el ar- 
tículo 65 del Apéndice al Código de Procedimientos. 

Buenos Aires, mayo 11 de 1898. 

Raymündo Naveyra. 



(Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos; de los que resulta: 
Que á fs. 6 se presentó don Julio R Arias, solici- 
tando que el Juzgado librase mandamiento de ejecu- 
ción y embargo contra los señores Manuel E. Repetto 
y por la suma de 80 pesos moneda nacional, pro- 
cedente de honorarios que le han sido regulados 
como apoderado de dichos señores en los autos que 
siguen contra la sucesión de don Enrique Rodríguez 
Larreta, sobre cobro de pesos. 
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Que librado éste, dio resultado negativo, trabán- 
dose embargo en una caja de hierro, según se ex- 
presa en la diligencia de fs. 7 vta. 

Que citado de remate el deudor, opuso las excep- 
ciones de incompetencia de jurisdicción, inhabilidad 
de título, nulidad y espera, dándose de ellas tráslado 
al actor, que lo evacuó pidiendo su rechazo, con 
costas. 

Que abiertas las excepciones á prueba, se produjo 
por las partes la que expresa el certificado del ac- 
tuario de fs. 26, llamándose autos para sentencia, 
y pasándose posteriormente en vista el expediente 
al señor Agente ñscal, para que se expidiera sobre 
la de incompetencia de jurisdición, haciéndolo en su 
dictamen de fs. 27 vta. 

Y considerando: 

En cuanto á la excepción de incompetencia de 
jurisdicción: Que la Excma. Cámara tiene resuelto 
que las cuestiones que se promuevan por cobro de 
honorarios serán de la competencia del Juzgado que 
entienda en el juicio en que han sido devengados, 
aunque el monto de ellos sea inferior á la suma que 
determina su competencia, por considerar que ellos 
.son un incidente de lo principal. 

Que la excepción de inhabilidad de título no puede 
prosperar tampoco, pues el auto de la regulación es 
título suficiente para iniciar la ejecución, existiendo 
también al respecto jurisprudencia invariable del 
mismo Tribunal; no procediendo de la misma mane- 
ra la de nulidad, fundada en que no se han obser- 
vado los procedimientos de la ejecución de sentencia, 
porque de ello no se trata en el presente caso, sino 
de un juicio por cobro de honorarios que se ha 
tramitado por vía ejecutiva á mérito de lo que dejo 
dicho en la primera parte de este considerando. 

Que con respecto á la excepción de espera: resul- 



Digitized by 



ta de las pruebas rendidas en autos, que si bien el 
señor Arias debía cobrar sus honorarios á la termi- 
nación del pleito en que practicó sus trabajos, la 
condición estaba subordinada á que siguiera inter- 
viniendo en él, no habiéndose probado que estuviera 
obligado á esperar esa terminación aun en el caso 
de que los señores Repetto y • le revocasen el 
poder. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar 
á las excepciones de incompetencia de jurisdicción, 
inhabilidad de título, nulidad del procedimiento y 
espera, opuestas por el ejecutado, y mandando se 
lleve adelante la ejecución hasta hacerse íntegro pa- 
go al acreedor del capital, intereses y costas, á cuyo 
efecto regulo los honorarios del doctor F. Massa en 
la suma de 50 pesos moneda nacional. 

Notitíquese á las partes, cópiese en el libro de 
sentencias, y rt pónganse los sellos. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, á los 24 días del mes 
de mayo del año 1898. 

Felipe Arana. 
Ante mí: Carlos M. Fragueiro^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el pronunciamiento apelado de fs. 33 vta. 
Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

GiMÉXEz. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. 

Ante mí: N. GonBdles del Solar (hijo), secretario 
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44— Sumario— 7*^ Es procedente el interdicto de obra nueva y 
la consiguiente dsmolición si el nuevo muro 
tomó más terreno que el ocupado por el antiguo, 
aun cuando sea el fijado por la ley. —2^ El de- 
recho á tomar al vecino la mitad del terreno 
necesario para la reconstrucción de una pared 
medianera debe solucionarse en juicio ordinario. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: el presente juicio, seguido por doña Jo- 
sefina Montero de Piatti contra don Luis Brechard, 
sobre interdicto de obra nueva; del que resulta: 

Que á fs. 4 se presentó la actora, por intermedio 
de apoderado, exponiendo: Que venía á deducir el 
interdicto de obra nueva que facultan los arts. 5s5 
del Código de Procedimientos y 2498 del Código 
Civil, á fin de que el Juzgado condene al deman- 
dado á la destrucción de las obras defectuosas que 
construj^ó, con menoscabo del derecho de posesión 
de la actora^ y al pago de los daños y perjuicios 
que le tiene ocasionados, con especial condenación 
en costas, fundado en los hechos que relaciona en 
su escrito de demanda. 

2^ Que convocadas las partes á juicio verbal, 
como lo dispone el art. 575 del Código de Proce- 
dimientos, la parte actora reprodujo la demanda, y 
el demandado expuso: Que á virtud de los hechos 
y fundamentos de derecho que enumera en el acta 
que obra á ís. 14 y siguientes, pide que se rechace, 
con costas, la acción instaurada, pues no sólo son 
falsos los hechos alegados por la parte actora, sino 
que, caso de ser ciertos, no constituirían actos de 
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turbación de la posesión que tiene la demandante, 
cuya posesión no discute por otra parte. 

3^ Que las partes produjeron las pruebas que 
corren agregadas de fs. 17 vta. á 35, habiendo ale- 
gado sobre su mérito en el acta que corre de fojas 
40 á 44 vta., insistiendo en las peticiones que tenían 
hechas en juicio, habiéndose dictado á fs. 44 vuel- 
ta la providencia de autos para sentencia, que se 
encuentra consentida. 

Y considerando: 

Que el único punto de la demanda que toca resol- 
ver en este juicio es el referente al despojo de que 
reclama el actor por haber asentado el demandado 
la nueva pared en terreno de su propiedad, embu- 
tiendo en ella el tirante que sostiene el patio de 
vidrio de la casa alta y la escalera del fondo de la 
misma, hechos que han sido reconocidos por el de- 
mandado, resultan comprobados por el informe pe- 
ricial de fs. 32 y que el suscripto ha tenido oportu- 
nidad de constatar por sí mismo en la inspección 
ocular á que concurrió. 

Lo demás alegado, referente á las malas condicio- 
nes de seguridad en que se ha hecho la pared, es 
ajejio á la naturaleza especial de este juicio. 

El señor Brechard no niega que la pared que ha 
reconstruido era medianera, y por el contrario, re- 
conoce esta aseveración del actor, oponiendo como 
defensa, que siendo la antigua pared de treinta 
centímetros de espesor, y debiendo ser la nueva 
de cuarenta y cinco centímetros para cumplir con 
los reglamentos municipales, ha tenido derecho pa- 
ra avanzar de la antigua línea siete centímetros y 
medio en el terreno de su vecina, ó sea la mitad 
de los quince centímetros que se aumenta de espe- 
sor á la pared, según se desprende de lo dispuesto 
en los arts. 2726 y 2727 del Código Civil. 
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Aun suponiendo que al demandado le concediera 
la ley ese derecho, él debe ser declarado por los 
jueces en caso de oposición y no puede autorizar 
una turbación de hecho (arts. 2468 y 2469 del Có- 
digo Civil). 

Y no creo que sea en este juicio que corresponda 
resolver si el demandado tiene ó no derecho á re- 
construir la pared medianera tomando el excedente 
de espesor por mitad en terreno de cada uno de 
los colinderos. 

El interdicto debe versar únicamente sobre la 
turbación de hecho ó el despojo de que se queja la 
demandante, y las cuestiones referentes al derecho 
de las partes para proceder en determinado sentido 
deben ventilarse en el juicio ordinario correspon- 
diente. 

Esta es la doctrina que surge de los menciona- 
dos artículos, sentada por la Excma. Cámara en el 
caso de Plaza Montero con Santamarina. 

Con arreglo á ella, pues, debemos estudiar el 
presente, y averiguar si reúne los requisitos esea- 
ciales para que proceda el interdicto. 

Ante todo hay que dejar establecido que la po- 
sesión que tenía la demandante de parte del terre- 
no en que se ha levantado la nueva pared no le ha 
sido desconocida, y que el informe pericial de fs. 32 
demuestra que esta pared ha avanzado seis centí- 
metros sobre la antigua línea. 

Que el despojo se ha llevado á cabo con violencia, 
no cabe duda tampoco, desde el momento que la 
escalera del fondo de la casa alta ni siquiera ha 
srdo retirada, y, por el contrario, ha quedado embu- 
tida en el muro nuevo. 

De manera que en el presente caso se reúnen las 
condiciones que el art. 581 del Código de Procedi- 
mientos exige para la procedencia de la acción. 
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Por estos fundamentos, y lo dispuesto en los ar 
tículos 2482 y 2498 del Código Civil, y 581, 583 y 
585 del Código de Procedimientos, fallo: haciendo 
lugar al interdicto deducido y condenando á don 
Luis Brechard á restablecer la pared que ha recons- 
truido al límite de la antigua y á los daños y per- 
juicios causados, sin perjuicio del derecho que crea 
tener para tomar á su vecino el terreno correspon- 
diente á la mitad del mayor espesor de dicha pared, 
y cuyas acciones se le dejan á salvo para que las 
discuta en juicio ordinario; con costas, fijándose en 
400 pesos moneda nacional los honorarios del doctor 
Rodas y en 150 pesos de igual moneda los derechos 
procuratorios de Correa. 

Notifíquese á quienes corresponda, inscríbase en 
el libro de sentencias y repónganse los sellos. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en Buenos Aires, capital de la Repúbli- 
ca Argentina, á 12 días del mes de marzo del año 
1898.. 

Felipe Arana. 
Ante mí: Alejandro Lucadamo^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 10 de 1898. 

Y vistos: No adoleciendo el fallo recurrido de 
ningún vicio, y ajustándose, por el contrario, á las 
formalidades prescriptaá en los arts. 216 y 217 del 
Código de Procedimientos, no ha lugar á la nulidad 
deducida. 

Considerando, en cuanto á la apelación: 
Por los fundamentos de la sentencia apelada, que 
el Tribunal estima arreglados á derecho y á l2s 
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constancias de autos, se confirma, con costas, dicha 
sentencia, fijándose en 20 pesos moneda nacional los 
derechos procuratorios de Correa. 
Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

Giménez. — Molina Arrotea. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



45— Sumario— /'^ E¡ escribano que ha protocolizado el poder 
no está obligado á transcribirlo en las sustitu- 
ciones que otorgue el mandatario.— 2^ Al que 
alega la falta de personería del sustituto por 
carencia de facultades en el sustituyente corres- 
ponde la prueba. — 3^ La compensación sólo 
puede prosperar si los documentos en que se 
funda traen aparejada ejecución. 

Antecedentes 
(Sentencia de Instancia) 

Buenos Aires^ junio 10 de 1898. 
Vistos: — Y considerando: 

Respecto de las excepciones de falta de perso- 
nería, por carecer el poder de la transcripción del 
poder original por carecer el sustituyente de di- 
cho poder de las facultades necesarias, en cuanto á 
ía primera omisión que se pretende: Que habiendo 
el escribano, según consta del instrumento de fs. 9, 
hecho mención de las fojas de su protocolo donde 
está agregado el poder protocolizado, se ha dado 
cumplimiento á lo dispuesto en el art. 1003 del Có- 
digo Civil, pues que por él ha sido otorgada la 
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protocolización de dicho instrumento, y habiendo 
sido otorgada por él dicha protocolización á los 
efectos de la validez en esta República del mencio- 
nado poder, se ha hecho en dicho protocolo el único 
otorgamiento válido, y, por lo tanto, las prescrip- 
ciones legales han sido cumplidas. 

Considerando en cuanto á que el sustituyente care- 
cía de facultades: 

Que abierta la excepción á prueba, el eje- 
cutado no ha justificado, ni pretendido siquiera 
justificar, que el sustituyente careciese de dichas 
facultades, como habría podido hacerlo, haí.iendo 
exhibir el documento original, y en tal caso debe 
estarse á lo que expresa el instrumento público de 
fojas 9, que hace plena fe (art. 993 del Código Ci- 
vil), aparte lo que resulta de la transcripción hecha 
á fs. 102, que el Juzgado no puede tomar en consi- 
deración, por haber sido presentado ese documento 
fuera de oportunidad, pero que, á no ser así, ilus- 
traría la resolución del Juzgado en otro género de 
consideraciones. 

Considerando en cuanto á la compensación opuesta: 

Que atento los términos expresos del inc. 8^ del 
artículo 488 del Código de Procedimientos, es in- 
discutible que sin haber exhibido el ejecutado al 
deducir su excepción los documentos á que se re- 
fiere dicha disposición legal, la mencionada excep- 
ción no podía prosperar ni admitirse las pruebas 
sobre lo alegado (art. 490 in fine). 

Que los documentos de fs. 72, 76, 77 y 79 con 
. que se acompaña la excepción, no traen aparejada 
ejecución, y, en tal caso, la excepción debe recha- 
zarse por tal causa, no siendo permitido al Juzga- 
do examinar una prueba prohibida. 

Que el ^uto del Juzgado, pues, abriendo la causa 
á prueba, sólo ha podido referirse á las otras ex- 
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cepciones, y aun si se examinase esa prueba prohi- 
bida resultaría que ella no ha podido demostrar la 
existencia de una cantidad líquida y exigible, por 
lo que ella no podría servir para llenar las exigen- 
cias del mencionado inc. 8^ del art. 488 del Código 
de Procedimientos en el presente juicio, cualquie- 
ra que fuere su eficacia en juicio ordinario. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á las excep- 
ciones opuestas, y, en consecuencia, mando llevar 
adelante la ejecución; con costas, á cuyo efecto re- 
gulo los honorarios del doctor Bilbao en 1,000 pesos 
y los derechos procuratorios de Bourdieu en 300. 

Hágase saber y repónganse las fojas. 

Luis Méndez Paz. 
Ante mí: José 5. Oderigo^ secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 10 de 1898. 

Y vistos: No conteniendo el procedimiento ni la 
sentencia recurrida vicio alguno que afecte su va- 
lidez, se declara improcedente el recurso de nulidad. 

Y por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de fs. 120, fijándose en 20 
pesos los derechos procuratorios de Bourdieu. 

Devuélvanse y repóngase el sello. . 

Giménez. — Molina Arrotea. — Díaz. 
Ante mí: N. Gonzdlex; del Solar {hi}o)^secreteiriO. 
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46— Sumario— J^/ pago de los hofwrarios debe resultar de 
* documento emanado del acreedor; la declaración 

de testigos no es admisible si sou de mayor 
cuantía. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 
Y vistos: — Resulta: 

A fs. 196 se presenta don Pedro Rosales con 
una cuenta de honorarios que estima en la suma 
de 1,000 pesos moneda nacional, ordenándose á fo- 
jas 196 vta. ,que don Felipe Velázquez manifestase 
si estaba ó no conforme con dicha cuenta, habien- 
do éste manifestado á fs. 200 su disconformidad 
con la misma, por lo que el Juzgado, por auto de 
fojas 215, reguló el honorario de Rosales en la suma 
de 400 peses moneda nacional. 

2^ Que consentida dicha regulación por las par- 
tes, se libró mandamiento contra Velázquez, y ha- 
biendo dado resultado negativo, como consta de la 
diligencia 'practicada por el oficial de justicia, co- 
rriente á fs. 221 vta., el ejecutante solicitó á fojas 
223 que se trabara embargo en la casa calle Pie- 
dad núms. 1031 y 1033, lo que se ordenó por auto 
de fs. 227, librándose el oficio de fs. 228. 

3^ Que citado de remate el deudor por auto de 
fojas 229 vta., el señor Velázquez se presentó á fojas 
231 oponiendo la excepción de pago contra la eje- 
cución, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 488, 
inciso del Código de Procedimientos, fundado 
en que ya los tenía abonados, como expresamente 
consta de la carta mandato y del recibo que en la 
misma se encuentra extendido por el mandatario de 
Rosales, doctor Narciso Sosa, agregada á fs. 257, y 

Civil— Tomo 106-17 
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concluye pidiendo que no se haga lugar á la eje- 
cución y que se levante el embargo trabado. 

4^ Que habiéndose corrido traslado al ejecutánte 
de la excepción opuesta, éste, á fs. 233, lo evacuó, 
diciendo: Que debe rechazarse la excepción, con ex- 
presa condenación en costas, en virtud de que el 
deudor no le ha abonado sus honorarios. 

5^ Que habiéndose declarado competente el Juz- 
gado, por auto de fs. 235 se recibió la excepción á 
prueba, produciéndose la que expresa el certificado 
de ís. 278. 

Y considerando: 

1^ Que por la carta que corre á fs. 257, recono- 
cida por Rosales en la absolución de posiciones de 
fojas 265 vta., se comprueba que éste autorizó ial 
doctor Narciso Sosa para el arreglo de sus honora- 
rios con el señor Velázquez, y para que otorgase los 
recibos del caso. 

2^ Que el doctor Sosa, á fs. 255 vta., declara tam- 
bién que recibió de Rosales esa autorización; que 
de acuerdo con ese mandato los honorarios quedaron 
definitivamente pagados y abonados por Velázquez 
en la fecha que expresa la carta mandat(t, y que re- 
conoce como auténtica su firma puesta en la decla- 
ración que contiene esa carta. 

3^ Que de esta prueba, que es toda la producida 
por Velázquez, no resulta en modo alguno demostra- 
do el pago que se pretende. 

En efecto: la nota puesta por el doctor Sosa en 
dicha carta-autorización no importa un recibo ni 
cosa que se le parezca, es una simple doctrina que 
no tiene más importancia que la que la ley le da, 
pues el doctor Sosa, lejos de manifestar que á él- 
se le entregase el importe de los honorarios, declara, 
contestando á la segunda pregunta del interrogatorio 
de fs. 255, que Velázquez hizo el pago al mismo 
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Rosales, lo que tuvo lugar, si mal no recuerda, en 
su casa (del declarante); Velázquez, absolviendo po- 
siciones á fs. 244 vta., confiesa que hizo el pago 
personalmente á Rosales, sin encontrarse en ese mo- 
mento ninguna persona. 

4^ Como se ve, de todo esto resulta que á los efec- 
tos del pago que pretende Velázquez, éste se. en- 
tendió directamente con Rosales, y que cuando le 
pagó no estaba nadie presente, lo que acaba de 
demostrar que la nota puesta por el doctor Sosa 
en la carta de fs. 257, siendo una simple declaración 
singular no tiene importancia probatoria (ley 32, 
título 16, part. 3^), á lo que se agrega que tratán- 
dose del pago de una cantidad mayor de doscientos 
pesos no puede ser probada por testigos (art. 1193, 
Código Civil). 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dis- 
puesto en la primera parte del art. 498 del Código 
de Procedimientos, fallo: mandando llevar adelante 
la ejecución, con costas, regulándose en 40 pesos 
los honorarios del doctor Demaría, y en 60 los del 
procurador señor Bartomeu. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires^ 
á 11 de abril del año 1898. 

Repónganse los sellos. 

Luis F. PossE. 
Ante mí: Enrique A. Fisarro^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 15 de 1898. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 64, fijándose en 
20 pesos los derechos del apoderado Bartomeu, y 
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siendo equitativa la estimación de los de primera 
instancia, también se confirma. 

Devuélvanse, 3' repóngase el sello. 

Giménez. — Molina Arrotra. — Díaz. 

Ante mí: N, González del Solar (hijo), secretario. 



47— Sumario— jE/ carácter ejecutivo de la obligación no pue- 
de ser alegado después del término que la ley 
fija para oponer excepciones. 

Antecedentes 
{Sentencia de P Instancia) 

Y vistos: los presentes autos caratulados < don 
José Ferrando contra don Julián Rodríguez Perea, 
sobre cobro de pesos»; de los que resulta: 

1^ Que el 25 de junio del año próximo pasado, 
presentóse don Jerónimo Brusco, por don José Fe- 
rrando, exponiendo: Que don Julián Rodríguez Pe- 
rea adeuda á su mandante, á título de depósito 
vencido, 1,000 pesos moneda nacional y á más los 
intereses estipulados, según se comprueba con el 
documento que adjunta. Dicha suma debió devol- 
verse cuand© Ferrando terminase la construcción 
de una vereda de piedra frente á la propiedad calle 
Santa Fe (hoy Cabildo) entre las de Olaguer y 
Arredondo; se estipuló el término de tres meses 
para la mencionada construcción y para comenzar 
á abonar Perea el interés del diez por ciento al año. 
Su poderdante terminó en marzo de dicho año la 
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construcción de la vereda, como se acredita por el 
conforme municipal que presenta, y á pesar de esto 
Perea ni abona los intereses vencidos, ni entrega la 
suma que por depósito adeuda. Para preparar la 
vía ejecutiva pide se cite á Rodríguez Perea para 
que comparezca á reconocer la firma del menciona- 
do documento. 

2^ Que después de satisfacerse la multa que se 
impuso por no haberse extendido en el sello corres- 
pondiente dicho documento, se proveyó de confor- 
midad, y el demandado á fs. 14 reconoce la auten- 
ticidad del documento. 

3^ Que á fs. 19 el apoderado Brusco pidió se 
librara mandamiento de intimación de pago contra 
el deudor, y como diera resultado negativo se trabó 
embargo en los bienes que expresa la diligencia de 
fojas 20 vta. y 21. 

4^ Que citado de remate el ejecutado, opuso á 
fojas 32 las excepciones de pago y compensación, 
diciendo que el documento que sirve de base á esta 
ejecución es un certificado de depósito condicional, 
según el cual retuvo 1,000 pesos para devolverlos 
una vez terminada la vereda, en conformidad á las 
bases y estipulaciones del contrato que acompaña. 
Debía construirse conforme á la ordenanza munici- 
pal. En su art. 149, ésta dispone que cuando la 
calle tenga un ancho mayor de treinta metros, las 
veredas deberán construirse de un ancho de ocho 
metros. La calle Cabildo tiene cuarenta y un metros 
y la vereda construida por el ejecutante es sólo de 
cuatro metros, por lo que sólo le corresponde la 
mitad, ó sea 500 pesos. De esta cantidad don José 
Ferrando ya ha recibido á cuenta 200 pesos nacio- 
nales, según recibo que acompaña, y 101 pesos con 
95 centavos que ha pagado por las cañerías, y 32 
pesos por el cordón de la vereda, cuyo gasto corría 
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de cuenta del ejecutante, según contrato acompa- 
ñado. Lo que quedaría es un saldo de 167 pesos, 
que puede imputarse al pago de la falta de cumpli- 
miento á la obligación. Pide se declaren proceden- 
tes las excepciones que opone, con costas. 

5^ Que corrido traslado del escrito en que el 
ejecutado se excepcionaba, el apoderado de Ferrando 
lo evacúa á fs. 46, manifestando que deben desesti- 
marse, con costas, las excepciones opuestas, porque, 
aparte de que el art. 149 de la ordenanza citada se 
encuentra derogado por nuevas disposiciones, con- 
testa el argumento del contrario exhibiendo el con- 
forme de fs. 1, en el cual consta que la Municipa- 
lidad exigió á su mandante construyera la vereda 
en cuestión con un ancho de cuatro metros y lo 
sobrante de césped hasta el cordón; que los 1,000 
pesos retenidos por Rodríguez Perea, son el saldo 
de cuentas por trabajos de albañilería hechos, y 
quedó en poder del ejecutado en garantía de la 
construcción de la vereda y cordón de piedra; que 
desconoce la cuenta por cordón de vereda, porque 
su mandante lo colocó y lo abonó: que es malicio- 
sa la imputación de 167 pesos moneda nacional por 
supuestas faltas de cumplimiento al contrato por su 
mandante; que la ley prescribe como excepción la 
de pago: el pago parcial no es excepción legal; 
que el art. 488, inc. 8^, del Código de Procedimien- 
tos autoriza la excepción de compensación cuando 
ésta sea de crédito líquido y resulte de documento 
que traiga aparejada ejecución; que los documentos 
agregados por el deudor no son ejecutivos. 

6^ Que recibidas las excepciones á prueba, se 
produjeron las que menciona el certificado de fs. 69, 
y evacuado el traslado de fs. 74 vta., se llamaron 
los autos para sentencia á fs. 84, y entraron al des- 
pacho el P del presente mes. 
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Y considerando: 

P El ejecutado alega y afirma en su escrito opo- 
niendo excepciones, que el ejecutante no ha cum- 
plido con las obligaciones de construir la vereda 
con arreglo á lo que prescribe la ordenanza muni- 
cipal. 

Tal hecho resulta probado en estos autos, pues 
en el informe corriente á fs. 56 vta. se expresa que 
el ancho de la vereda en las calles Santa Fe y 
Cabildo deben ser de ocho metros, de acuerdo con 
el reglamento de construcciones, habiéndose conce- 
dido tan solamente con el carácter de provisoria 
por el Intendente municipal la autorización necesa- 
ria para construir las veredas con un ancho menor 
al determinado por las ordenanzas vigentes. 

Resulta asimismo del informe expedido á fs. 57 
vuelta, que con arreglo á lo prescripto en la orde- 
nanza de 21 de noviembre de 1891, art. 149, las 
veredas de las calles Cabildo y Santa Fe, de Moreux 
á Maldonado, deben ser de ocho metros de ancho. 

El hecho de que el Intendente municipal haya 
autorizado á hacer la construcción de la vereda en 
la forma en que la ha verificado el ejecutante, no 
puede producir el efecto de modificar el convenio 
celebrado entre las partes contratantes. 

El señor Ferrando está siempre en la obligación 
de construir la vereda en la forma que lo determinan 
las ordenanzas municipales, como se ha convenido 
en el documento agregado á fs . 2. 

La autorización del Intendente á que se hace refe- 
rencia en el informe ya citado, además de ser de 
carácter provisorio, no puede modificar las disposi- 
ciones de las ordenanzas, para lo cual se requiere 
la aprobación ó resolución del Concejo deliberante. 

Pero este hecho, la falta de cumplimiento por 
parte de Ferrando á la obligación contraída, de 
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efectuar la construcción de la vereda con arreglo 
á lo que determina la ordenanza municipal, si bien 
podría dar lugar á que se fundase en él alguna otra 
excepción de las autorizadas por la ley, no puede 
invocarse, ni servir de fundamento á las de pago 
y compensación, únicas opuestas por el ejecutado 
al ser citado de remate. 

La excepción de pago la funda el ejecutado en el 
hecho de haber abonado por cuenta y orden de 
Ferrando las sumas que expresan los documentos 
de fs. 27, 28 y 29, que han ^ido reconocidos por 
el actor al absolver posiciones. 

De dicho reconocimiento resulta probado que Ro- 
dríguez Perea abonó por cuenta y orden de Ferran- 
do la suma de 301 pesos con 95 centavos moneda 
nacional con el dinero que retenía en depósito y 
como garantía del cumplimiento de la obligación 
anteriormente mencionada. 

Observa, sin embargo, el ejecutante, que no pue- 
.de serle opuesto el pago parcial; pero, aun en el 
supuesto de que así fuera, tal defensa ó argumento 
no puede invocarse por dicha parte en el presente 
caso, por cuanto en el escrito de fs. 19 prometió 
tener por firmes los abonos legítimos que hubiera 
verificado el demandado. 

Respecto de la excepción de compensación: si 
bien Ferrando, al absolver posiciones, ha reconoci- 
do que el cordón de la vereda existía ya cuando él 
procedió á su construcción, no se ha probado en 
autos que la cuenta de fs. 30 haya sido abonada 
por el ejecutado, ni ésta trae aparejada ejecución 
contra el actor, requisito necesario para que pueda 
prosperar y sea admisible dicha excepción, con 
arreglo á lo dispuesto en el inc. 8^ del artículo 488 
del Código de Procedimientos. 

En el escrito de fs. 81 observa tardíamente el 
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ejecutado, que el documento de fs. 2 no lleva apa- 
rejada ejecución. 

Esa defensa debió hacerse en la estación oportu- 
na del juicio, es decir, al ser citado de remate y al 
oponer excepciones. 

Dictados por el Juzgado los autos de fs. 12 y 19 
vuelta, que consideraban al documento referido con 
fuerza ejecutiva, sin hacerse objeción alguna á ese 
respecto por el ejecutado en la oportunidad debida, 
no le es permitido de oficio invocar la causa alega- 
da por el ejecutado para decretar la nulidad del 
procedimiento, por no tratarse en el caso de una 
nulidad absoluta. 

Por los fundamentos expuestos, y con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 492 del Código de Procedi- 
mientos, fallo: no haciendo lugar á la excepción de 
compensación, y admito la de pago parcial por la 
suma de 301 pesos con 95 centavos moneda nacio- 
nal, ordenando se lleve la ejecución adelante hasta 
hacerse íntegro pago al actor del saldo restante 
hasta completar la suma de 1 ,000 pesos moneda na- 
cional, que expresa el documento de fs. 2, con inte- 
reses y costas del presente juicio, según disposición 
del art. 507 del Código citado. Regulo los honora- 
rios del doctor Araujo, atento la poca importancia 
del juicio, en 250 pesos moneda nacional, y en 150 
pesos de igual moneda los derechos procuratorios 
de Brusco. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en el salón de mi despacho, en Buenos Ai- 
res, á los 3 días del mes de junio de 1898. 

Regístrese en secretaría, y repónganse los sellos. 

Benjamín Williams. 
Ante mí: Francisco Tórnese^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires^ setiembre 22 de 1898. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma^ con 
costas, la sentencia apelada, fijándose los derechos 
de Brusco en la suma de 10 pesos moneda nacional. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 
Ante mí: Jorge L, Dupuis^ secretario. 



48--SüMARio— JB"/ carácter hereditario y el mandato de los 
herederos, aprobado judicialmente, autoriaan^ 
do la ejecución de una hipoteca á favor de la 
testamentaria, hacen improcedente la excep- 
ción de falta de personería. 

Antecedentes 
(Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

Por las consideraciones legales aducidas en el 
escrito que antecede, respecto de la excepción de 
incompetencia opuesta, consideraciones que este Mi- 
nisterio encuentra perfectamente ajustadas á las 
prescripciones del derecho y á la jurisprudencia 
de nuestros Tribunales, pienso que V. S. debe des- 
estimar la citada excepción. 

Buenos Aires, marzo 15 de 1898 

Evaristo Barrenechea. 
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(Sentencia de 1^ Instancia) 

Buenos Aires, julio 16 de 1898. 

Y vistos: De conformidad con el Agente fiscal 
en su vista de fs. 24, é igualmente de conformidad 
con los fundamentos del escrito de fs. 19, que el 
Juzgado reproduce por ser arreglados á derecho, no 
ha lugar á la excepción de incompetencia deducida. 

En cuanto á la excepción de falta de personería, 
en virtud de lo que resulta del certificado de fojas 
35, y no siendo bastante á enervar las constancias 
de dicho certificado lo que resulta del testimonio 
de fs. 22, desde que Ja voluntad de las partes que 
intervienen en el juicio testamentario no puede 
otorgar á la ejecutante el carácter hereditário que 
invoca, se declara, en consecuencia, que carece de 
la personería legal necesaria, y, por lo tanto, no ha 
lugar á la ejecución, con costas al ejecutante, ácuyo 
efecto regulo el honorario del doctor Passo en 
120 pesos. 

Repóngase la foja. 

Luís Méndez Paz. 
Ante mí: José S. Oderigo^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. 
Vistos:~Y considerando: 

Que, según resulta del certificado de fs. 22, la 
parte actora ha sido expresamente autorizada para 
gestionar el pago del crédito hipotecario á que se 
refiere su demanda de fs. 3. 

Que esta* autorización ha sido acordada por el 
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Juez que conoce en el juicio testamentario del acree- 
dor, en cuya virtud no puede desconocerse la legí- 
tima personería de la ejecutante. 

Por ello, se revoca el pronunciamiento apelado 
de fs. 43, y se declara que debe llevarse adelante 
la ejecución, hasta hacerse pago del crédito deman- 
dado, sus intereses y costas, regulándose en 30 pe- 
sos los derechos procuratorios de Masariego en esta 
instancia. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Giménez. — González del Solar. — Gelly. 



49— Sumario— carácter de heredero concurrente con el de 
acreedor no basta para fundar excepciones en 
el juicio ejecutivo. 



Vistos: — Resulta: 

A fs. 3 se presenta don Domingo de Baygorri, 
entablando demanda ejecutiva contra la sucesión de 
doña Juliana Matheu por la suma de 5,600 pesos, 
pues ha dado en pago 4,400 pesos, de la cantidad 
de 10,000 pesos porque es acreedor de la sucesión, 
según el documento de fs. 1. 

A fs. 7 se libró mandamiento. 

A fs. 15 se observa que el oficio dirigido al Re- 
gistro de hipotecas no se ha hecho en la forma 



Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



Antecedentes 



{Sentencia de 1^ Instancia) 




pedida y ordenada, en virtud de lo cual se libró el 
oficio de fs. 20. 

A fs. 22 se pide, que haciéndose efectivo el em- 
bargo preventivo á que se refiere el mandamiento 
de fs. 7, se cite de remate al deudor. 

A fs. 23 se citó de remate. 

A fs. 27 se oponen las excepciones de nulidad, 
falta de personería en el ejecutado, inhabilidad de 
título, compensación y espera. 

A fs. 40 se contestan las excepciones. 

A fs. 45 se recibe la causa á prueba, producién- 
dose la que expresa el certificado de fs. 95 vta. 

Y considerando, sobre la excepción de nulidad: 

1^ Que en el escrito de fs. 27 se reconoce que 
los únicos herederos de la sucesión demandada son 
los que intervienen como partes en este juicio. 

2^ Que, por lo tanto, el mandamiento de fs. 7 
sólo ha podido entenderse con los otros herederos 
que no son el ejecutante, pues ellos son los únicos 
que tienen facultad para contestar el crédito recla- 
mado por el heredero en su carácter de acreedor 
de la sucesión, de donde resulta que á los efectos de 
este juicio esos herederos deben considerarse como 
los representantes de dicha sucesión. 

3^ Que nada puede objetarse á la forma en que 
está librado el mandamiento de fs. 7, pues las pa- 
la'')ras que se omiten al transcribir ese mandamiento 
en el escrito en que se oponen excepciones, dicen 
bien claro que la ejecución se dirige contra la testa- 
mentaría. 

4^ Que la forma en que se ha pedido y trabado 
el embargo tampoco constituye un vicio de nulidad, 
porque al fin y al cabo, á los efectos de garantir 
el crédito reclamado, lo mismo da el embargo de 
las acciones y derechos de los herederos que el de 
ios bienes testamentarios, pues éstos no son otra 
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cosa que esas acciones y derechos, á lo que se agre- 
ga, que la traba del embargo no es una formalidad 
esencial, desde que sólo está establecida en favor 
del acreedor, pues sólo tiene por objeto garantir sus 
derechos. 

5^ Igual cosa debe decirse de la circunstancia 
de haberse hecho saber el embargo, pues la parte 
que interviene como representante de la sucesión 
declaró á fs. 7 vta. que daba á embargo los bienes 
de la sucesión, reconociendo en el mismo acto que 
ésta era la deudora del crédito reclamado. 

6^ Sobre falta de personería de los ejecutados: 

Que esta excepción es á todas luces improcedente, 
desde que los menores que intervienen en el juicio 
se encuentran legalmente representados. 

7^ Respecto de la inhabilidad del título: 

Que basta recordar, como ya se ha dicho, que la 
ejecución se sigue contra la testamentaría, y que si 
sólo se ha dado intervención á los excepción antes es 
porque éstos son los únicos que pueden contestar 
el derecho reclamado. 

8^ En cuanto á la compensación: 

Que carece en absoluto de fundamento, pues la 
testamentaría no aparece deudora ni de un solo 
centavo al ejecutante. Baygorri no cobra como 
heredero sino como acreedor, y, por lo tanto, es im- 
procedente tratar á este respecto de los derechos y 
obligaciones que como tal heredero pueda tener Bay- 
gorri. 

Tan es esto exacto, que si la sucesión no tuviera 
más que los 10,000 pesos que se reconoce adeudar 
á Baygorri por el documento de fs. 1, esos 10,000 
pesos deberían ser abonados á dicho señor, pues de 
lo contrario resultaría que el acreedor, por el solo 
hecho de ser heredero, tendría que dejar á benefi- 
cio de la masa lo que legítimamente le corresponde 
á título de tal acreedor. 
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9^ Respecto de la espera: 

Que ni siquiera se ha intentado probar que Bay- 
gorri h&ya concedido la espera que se menciona, á 
lo que se agrega que él, como acreedor, tiene y 
conservará siempre en toda su plenitud su carácter 
de acreedor, independientemente del de heredero. 

Que la absolución de posiciones de fs. 52, en la 
que se tiene por confeso á Baygorri, de acuerdo 
con lo pedido y lo dispuesto por el art. 133 del Có- 
digo de Procedimientos, en nada favorece las pre- 
tensiones de la parte ejecutada respecto de ninguna 
de las excepciones opuestas. 

10. Que la prueba del ejecutante, consistente en 
la absolución de posiciones de fs. 83 vta. y certifi- 
cado de fs. 68, carece de toda importancia, por lo 
que se hace inútil entrar en mayores consideracio- 
nes á su respecto. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dis- 
puesto en la primera parte del art. 498 del Código 
de Procedimientos, fallo: mandando llevar adelante 
la ejecución, con costas. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos 
Aires, á 12 de julio del año 1898. 

Repónganse las fojas. 

Luis F. Posse. 
Ante mí: Julio Ramallo^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 27 de 1898. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 109. 
Repóngase el sello. 

Giménez. — Molina Arrotea. — Gonzá- 
lez DEL Solar. 

Ante mí: forge L, Dupuis, secretario. 
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BO—SvM ARIO— La ejecución del inmueble que garante el 
préstamo debe hacerse ante la jurisdicción en 
que por el contrato se hay a, estipulado el pago 
de la deuda. 

Antecedentes 

(Dictamen del Asesor de Menores) 

Señor Juez: 

Es indudable que es juez competente para la eje- 
cución de la hipoteca el del lugar en que esté si- 
tuado el inmueble; pero no lo es menos que en el 
caso sub'judice existe convención expresa en con- 
trario, lo que hace de todo punto improcedente la 
excepción de incompetencia deducida, conforme á 
la jurisprudencia de la Excma. Cámara de lo Civil 
(tomo 10 (tomo 57), serie 5^, pág. T04). 

En cuanto á la de espera, ni ha sido justificada, 
ni hay para qué ocuparse de ella, vencido, como 
está el plazo que, según el ejecutado, se le acordó 
para el cumplimiento de la obligación. 

Por esto, el infrascripto piensa que V. S., desesti- 
mándolas, debe dictar sentencia de trance y remate, 
mandando llevar la ejecución adelante. 

Buenos Aires,, mayo 11 de 1898. 

Luis B. Molina. 



(Sentencia de 1^ Instancia) 

Buenos Aires, junio 8 de 1898. 
Y vistos: — Considerando: 

Que en el presente juicio se trata de hacer efectivo 
el cobro de la hipoteca á que se hace referencia en 
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el escrito de iniciación, en cuyo caso la excepción 
de incompetencia deducida á fs. 34 es procedente, 
desde que tratándose de un derecho real, como es 
la hipoteca, según resulta del art. 3108 del Códi- 
go Civil, es de estricta aplicación lo que dispone el 
artículo 4^ del Código de Procedimientos, que de- 
clara juez competente para conocer de las acciones 
reales al juez del lugar en que la cosa se halla 
situada. 

Que por lo tanto, estando situado el bien hipo- 
tecado en la jurisdicción de la provincia de Buenos 
Aires, es á los Tribunales de ésta á quienes co- 
rresponde el conocimiento de la presente acción. 

Considerando, en cuanto á la excepción de es- 
pera que se deduce en el mismo escrito de fs. 34: 
Que ésta no solamente no se ha comprobado, sino 
que ni siquiera se ha intentado hacerlo; correspon- 
de su rechazo absoluto. 

Por esto, se declara precedente la excepción de 
incompetencia de jurisdicción, rechazándose la de 
espera, sin costas, por no encontrar el Juzgado mé- 
rito para una condenación (art. 221 del Código de 
Procedimientos). — Repóngase la foja. 

Luis Méndez Paz. 

Ante mí: José S, Oderigo^ secretario. 



' {Vista del Fiscal de Cámara) 

Excma. Cámara: 

El presente juicio versa sobre cobro de una can- 
tidad de pesos que los señores José María Bonorino 
3' C^ adeudan á la sucesión de don Miguel A. Lima. 

Los demandados tienen su domicilio en esta ca- 
pital, como resulta de la diligencia de fs. 21 vta., y 

civil—Tomo 106-1S 
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en el instrumento de la deuda, escritura de fs. 1^, 
expresamente se estipuló en reconocer la compe- 
tencia y jurisdicción de los Tribunales del fuero lo- 
cal para todo lo relativo al juzgamiento de las cuevS- 
tiones que pudieran suscitarse con motivo del con- 
venio de la misma. 

Es entonces, indiscutible, la competencia del Juez 
de primera instancia para conocer en el presente 
juicio (art. 4^ del Código de Procedimientos), por 
tratarse del ejercicio de acciones personales. 

La hipoteca constituida en garantía del cumpli- 
miento de esa obligación personal, no puede modi- 
ficar su naturaleza: como accesorio sigue siempre 
la suerte de lo principal. 

Así lo ha declarado V. E. en muchos casos, lo 
que por otra parte es elemental en derecho. 

Opino, en consecuencia, que V. E. debe revocar 
la sentencia apelada de fs. 55, en cuanto el Inferior 
se declara incompetente para conocer en este juicio. 

Buenos Aires, julio 6 de 1898. 

Angel S. Pizarro. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. 

Y vistos: De conformidad con lo dictaminado por 
el sefior Fiscal en su precedente vista, se revoca la 
sentencia apelada de fs. 55, debiendo llevarse la 
ejecución adelante hasta hacerse pago al ejecutante 
del capital adeudado, sus intereses y costas del 
juicio, fijándose los derechos procuratorios de Bour- 
dieu en esta instancia en 20 pesos nacionales de 
curso legal. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — Gellv. — Molina Arrotea. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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SECCION SEGUNDA 



El poder y la demanda á nombre personal hacen pro- 
cedente la excepción de falta de personería si se 
demanda el cumplimiento de un contrato con la 
sociedad. 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 16 
de 1898. — Y vistos: Resultando del poder de ís. 3, 
que éste ha sido dado en nombre personal de don 
Severo Zonino y no de la razón social que celebró 
el contrato de fs. 1, por cuya falta de cumplimiento 
se inicia el presente juicio, y que además la deman- 
da ha sido entablada solamente á nombre del ex- 
presado Zonino, en cuyo caso la excepción de falta 
de personería opuesta á fs. 10 es procedente; así se 
declara, con expresa condenación en costas, regu- 
lándose los derechos procuratorios de Mendiosidou 
en 40 pesos.— Repóngase la foja. — Luis Méndez Paz. 
Ante mí: [osé S. Oderigo^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 2 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 21. — Y siendo equitativa la regulación que 
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en él se hace, se confirma. — Devuélvanse, y repón- 
gase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. Gonsáles del Solar (hijo), secretario. 



Ei Tribunal no puede resolver recursos interpuestos 
fuera de término aun cuando iiayan sido conce- 
didos. 

Antecedentes 

(Escrito) — El curador ad bona en el presente juicio 
testamentario dice que había solicitado se depositaran 
en el Banco de la Nación Argentina las alhajas que per- 
tenecían á la causante, y que se encontraban ^n la 
secretaría del señor juez doctor don Ernesto Made- 
ro. Consta de la contestación del referido seflor Juez, 
de fs...., que el Banco no ha recibido estas alha- 
jas, porque el reglamento prohibe recibir depósitos 
bajo inventario. — Por tanto, á V. S. pido se sirva 
nombrar como martilieros á los señores Guerrico y 
Williams, y como perito avaluador á don Domingo 
Merly, ó á cualquier otra persona de la confianza 
del Juzgado. 

(Dictamen del Agente, Fiscal) — Señor Juez: — 
V. S. puede proveer, de acuerdo con lo solicitado 
en el escrito que antecede, nombrando al martiliero 
propuesto en el mismo, para que practique la venta 
de las alhajas que se expresan, siempre que dicho 
martiliero esté dispuesto á no cobrar mavor comi- 
sión que la del uno por ciento. — Buenos Aires, se- 
tiembre 11 de 1897. — Evaristo Barrenechea. 
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{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, setiembre 
14 de 1897. — No habiendo llegado la oportunidad 
de proceder de acuerdo con lo pedido, no ha lugar 
por ahora. — Juan A. García. — Ante mí: Enrique 
Estrada Zelis, secretario. 

( Dictamen del Agente Fiscal ) — Señor Juez: — 
Atento el informe que antecede del actuario, V. S. 
debe declarar vacante esta sucesión, y proveer de 
acuerdo con lo dictaminado por este Ministerio á 
fojas 36 vta.— Buenos Aires, setiembre 18 de 1897. 
— Evaristo Barrenechea. 

( Auto de 1^ Instancia ) —Buenos Aires, setiembre 
21 de 1897. — Autos y vistos: Por lo que resulta del 
certificado del actuario de fs. 32 vta., y de acuerdo 
con lo dictaminado por el señor Agente fiscal en 
la vista precedente, y con lo dispuesto en el artícu- 
lo 693 del Código de Procedimientos, declárase va- 
cante esta sucesión; dándose, en consecuencia, al 
Concejo nacional de educación la intervención co- 
rrespondiente; nómbrase á los martilieros Guerrico 
y Williams para que procedan á la venta en público 
remate de las alhajas pertenecientes á este juicio, 
debiendo previamente aceptar el cargo en forma ante 
el actuario, y publicar edictos por ocho días en los 
periódicos Boletín Judicial y El Diario. — Respecto 
á la comisión que los martilieros nombrados debe- 
rán cobrar, comparezcan éstos, el señor Agente fis- 
cal y el representante del Consejo nacional de educa- 
ción á juicio verbal. — Líbrese oficio al señor juez 
doctor Madero para que haga entrega á los rema- 
tadores, bajo inventario, de las mencionadas alhajas, 
y cese la intervención del señor curador ad-bona. 
— Juan A. García. — Ante mí: Enrique Estrada 
Zelis, secretario. 

( Vista del Fiscal de Cámara ) — Excma. Cámara: 
— La resolución apelada de fs. 37 vta. se encuentra 
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consentida por el curador ad-bona nombrado por el 
Cónsul de Francia á los bienes dejados por doña 
Blanca Cantillac, como lo reconoce el mismo cura- 
dor en su escrito de fs. 43. — Los recursos inter- 
puestos en ese escrito lo han sido fuera de término, 
y V. E. debe así declararlo, pues se trata de una 
resolución ejecutoriada. Sin embargo, para el caso 
improbable de que V. E. declarase lo contrario, 
paso á fundar mi pedido de confirmación del auto 
de fs. 37 vta., en cuanto nombra curador de la he- 
rencia vacante y manda cesar la intervención del 
curador ad-bona nombrado por el Cónsul. Un espíritu 
de extremada liberalidad ha inducido á dar general- 
mente una amplísima pero errónea interpretación 
á la ley de 30 de setiembre de 1 865, que en mane- 
ra alguna se conforma con su letra ni con su espí- 
ritu. — Esa ley no ha entendido ni querido acordar 
una prerrogativa á los extranjeros que mueren ab 
intestato, sin dejar ascendientes, descendientes ó 
cónyuges en el país, ó bajo testamento en que se 
instituye á extranjeros ausentes, como equivocada- 
mente lo decía mi ilustrado predecesor, señor doctor 
Marenco, en su dictamen transcripto á fs. 45. — La 
ley se refiere, es verdad, al caso en que un extran- 
jero muere sin dejar herederos conocidos en el país, 
pero que los deja fuera, testamentarios ó legítimos, 
ó al menos se presume que los tiene; pero no 
acuerda prerrogativa alguna al muerto, sino á los 
herederos ausentes para que sean representados por 
el cónsul de la nacionalidad del muerto, que vero- 
símilmente es la misma que la de los herederos. — 
El cónsul en tal caso puede sellar los bienes del 
muerto y nombrar albacea, no curador de los bie- 
nes, quien debe ejercer su cargo sujetándose á 
las leyes del país (art. 8^) como es natural. — El 
albacea no representa la sucesión, sino los intereses 
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y derechos de los herederos ausentes, y por esto 
es que, aun cuando haya herederos legítimos cola- 
terales en el país, los albaceas nombrados por el 
cónsul continúan representando á los herederos au- 
sentes que no hubiesen nombrado apoderados espe- 
ciales (artículo 9^); y cuando no hubiere herederos 
ab intestato, según las leyes del país, los bienes de 
la testamentaría deben ser entregados al Estado 
(artículo 12). — No es exacto, entonces, que las fun- 
ciones de los curadores indebidamente nombrados 
por el cónsul, que sólo debe nombrar albacea dati- 
vo, principien cuando la herencia se reputa vacante, 
en el caso del art. 3540 del Código Civil, ó mejor 
en el caso del 3539. — Todo lo contrario; el nombra- 
miento de albacea hecho por el cónsul presupone 
herederos testamentarios ó legítimos ausentes. Si 
la ley no lo estableciera expresamente, como lo 
hace en el art. 1^, la sana razón y el buen sentido 
nos enseñan que implícitamente lo supondría, pues 
no puede explicarse de otro modo la intervención 
del cónsul extranjero en una testamentaría donde no 
hubiese intereses de sus connacionales, y sí única- 
mente del Estado donde se abre la sucesión. — El 
artículo 487 del Código que se cita, muestra aca- 
badamente la verdad de lo expuesto; y si hubiesen 
herederos extranjeros del difunto, dice, el curador de 
los bienes hereditarios será nombrado con arreglo 
á los tratados existentes con las naciones á que los 
herederos pertenezcan; luego, cuando no existen 
esos herederos extranjeros la intervención del cón- 
sul ó del albacea que nombre no tendrá razón de 
ser. — La ley reputa vacante la herencia, cuando 
después de la citación de edictos ó de vencido el 
término para hacer inventario, y para deliberar, ó 
cuando la herencia es repudiada por el heredero, 
no se presenta ningún pretendiente (art. 3539 del 
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Código Civil, y 688 del de Procedimientos). — ¿Qué 
importa reputar vacante la herencia? Presumir que 
no existe heredero alguno; entonces la ley dispone 
la forma de liquidar la sucesión, pagando á los 
acreedores, reduciendo á dinero efectivo los bienes, 
para entregar su importe al Estado (art. 3544 del 
Código Civil, y 693 del de Procedimientos). — En 
tal caso nadie explicaría razonablemente la inter- 
vención de un cónsul extranjero para la designación 
de la persona que ha de llevar á efecto esas ope- 
raciones que sólo púeden beneficiar á los acreedo- 
res de la sucesión y al Estado, á cuyas arcas deben 
ingresar los dineros de la sucesión vacante. — Es 
precisamente esto lo que ocurre en el caso presente. 
Blanca Cantillac muere en octubre ó noviembre de 
1891; en julio de 1897 se cita á todos los que se 
consideren con derecho á su sucesión; vencen con 
exceso los términos legales para su presentación; 
el Juez declara vacante la sucesión (fs. 37), y el 
curador ad-bona, nombrado por el Cónsul de Francia 
al iniciarse el juicio sucesorio, consiente esa decla- 
ración, como que es arreglada á derecho, y sin em- 
bargo, pretende seguir interviniendo. ¿Para represen- 
tar á quién? ¿al Fisco nacional? ¿á los acreedores? ¿á 
la herencia misma como entidad de derecho? No 
puede, ni debe ser; el cónsul extranjero sólo puede 
velar por los derechos é intereses de sus connacio- 
nales, y nada más.— Las disposiciones citadas son 
las leyes del país, y á ellas deben sujetarse. — 
Buenos Aires, abril 11 de 1898. — Angel S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN 

Buenos An*es, setiembre 2 de 1898. —Y vistos: 
Resultando de autos que la resolución de fojas 37 
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vuelta se halla ejecutoriada. — Por ello, y de con- 
formidad con lo dictaminado por el señor Fiscal en 
la primera parte de la vista de fs. 50, se declara 
mal concedido el recurso de apelación; y devuélvan- 
se sin más trámite. — Repóngase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: A'^ González del Solar (hijo), secretario. 



La recusación del mero tenedor del inmueble cuya po- 
sesión se demanda, queda sin efecto si el propie- 
tario no la reproduce al tomar intervención. 

El denunciante de herencia vacante, cualquiera que sea 
la compensación acordada, no es condómino en 
los bienes. 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, mayo 20 
de 1898. — Autos y vistos: Notando el Juzgado que 
el representante de la Dirección de escuelas de la 
provincia de Buenos Aires se ha presentado en este 
juicio oponiéndose al interdicto deducido; que la se- 
ñora Mercedes V. de Franco, según la misma auto- 
rización que invoca, no es más que una mera tene- 
dora, á nombre de la enunciada Dirección general 
de escuelas de la provincia de Buenos Aires, del 
terreno sobre que versa el interdicto deducido; que, 
por consiguiente, la recusación deducida por la 
expresada señora de Franco no ha podido admitirse, 
tanto más cuanto que, habiéndose presentado el re- 
presentante de la Dirección de escuelas expresada, 
aquélla carece de derecho para intervenir en el 
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juicio, y, por lo tanto, deducir recusación. — Por 
esto, vuelvan los autos al Juzgado de su proceden- 
cia, y repóngase la foja. — Luis F. Posse. — Ante 
mí: Agustín Sasso^ secretario. 

(Off'oj — Buenos Aires, junio 7 de 1898. — Autos 
y vistos: — Teniendo en consideración: Que la recu- 
rrente no justifica el condominio que alega; que, por 
otra parte, según la autorización invocada de fojas 
83, no es más que una mera tenedora á nombre 
de la Dirección general de escuelas de la provincia 
de Buenos Aires; que según el documento de refe- 
rencia, el terreno materia del interdicto cupo á la 
expresada Dirección de escuelas por herencia va- 
cante en la sucesión de don Felipe Lorenzo; que 
esto mismo refiere la recurrente; de modo que la 
participación que pudiera tener como denunciante, 
prescindiendo de entrar á examinar el título que 
invoca, es materia que no le da derecho á interve- 
nir en este juicio, por cuanto la Dirección de escue- 
las, á la que por ley corresponden las herencias 
vacantes, ya tomó posesión de ella, y es la que 
debe estar en juicio; de lo contrario habría una 
doble representación que no debe permitirse. — Por 
esto, y fundamentos ya aducidos, no ha lugar á la 
revocatoria que se pide, y atento la apelación en 
subsidio deducida, se concede en relación para ante 
la Excma. Cámara en lo Civil, á donde se elevarán 
los autos en la forma de estilo.— Repóngase la foja. 
— Luis F. PossE. — Ante mí: Agustín Sasso^ secre- 
tario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 2 de 1898. — Y vistos: Por 
sus fundamentos, y los de la resolución de fs. 92, 
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se confirma el auto apelado de fs. 90. — Devuélvan- 
se, reponiéndose el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: A\ Gonsáles del Solar (hijo), secretario. 



No puede admitirse prueba sobre autenticidad de la 
firma como diligencia preparatoria del Juicio eje- 
cutivo. 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, mayo 17 
de 1898. — Vistos: y considerando: Que si bien el 
artículo 466 del Código de Procedimientos concede 
el derecho de preparar la vía ejecutiva, pidiendo 
previamente que sean reconocidos los documentos 
que por si solos no traen aparejada ejecución, ese 
reconocimiento se refiere indudablemente á la ma- 
nifestación del deudor, ó de los sucesores de éste 
en su caso, de que la firma que los suscribe es 
auténtica y no á la autenticación por cotejo de le- 
tras que autoriza el artículo 1033 del Código Civil, 
como se arguye por el actor, pues el art. 479 ex- 
presa que si el documento no fuese reconocido po- 
drá el acreedor usar de su derecho en el compe- 
tente juicio ordinario. — La mente del legislador, en 
mi concepto, ha sido conceder los beneficios del jui- 
cio ejecutivo á aquellos documentos que acrediten 
deuda líquida y exigible, cuya firma haya sido ex- 
presamente reconocida por el deudor ó por sus su- 
cesores, dejando para su discusión en juicio ordinario 
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á los que no se encuentren en esas condiciones. — 
Y es en el juicio ordinario, á mi modo de ver, que 
puede hacerse uso del derecho que el art. 1033 del 
Código Civil citado acuerda al acreedor para com- 
probar la autenticidad de la firma, cuando la per- 
sona á quien se le atribujx la niega ó sus herede- 
ros declaran que no la conocen. — De que el Código 
Civil, ley de fondo, establezca este medio probatorio 
que la legislación romana no permitió, no se deduce 
que un acreedor pueda valerse de él para preparar 
la vía ejecutiva. Implícitamente el Código de Proce- 
dimientos la excluye cuando expresa, como se ha 
visto, que si el documento no fuere reconocido, el 
acreedor podrá hacer uso de su derecho en el juicio 
ordinario correspondiente. — Si no fuera esta la in- 
terpretación que debe darse al art. 479, estaría de 
más y no revelaría objeto práctico ninguno, pues si 
como medida preparatoria de la vía ejecutiva pu- 
diera hacerse uso del cotejo de letras, ¿á qué dispo- 
ner que el acreedor puede hacer valer su derecho 
en juicio ordinario? — Por lo demás, establecer ó 
comprobar la autenticidad de una firma, para cotejo 
* de letras, no es reconocer dicha firma, y el art. 466 
citado dice textualmente que puede prepararse la 
acción ejecutiva pidiendo, previamente, que sean re- 
conocidos los documentos. — Por estos fundamentos, 
habiéndose dictado por error la providencia de fojas 
señalando audiencia para que concurran á ella los 
interesados á los efectos del nombramiento de calí- 
grafos y designación de ios documentos que debe- 
rán servir para el cotejo, se revoca por contrario 
imperio dicha providencia. — Felipe Arana. — Ante 
mí: Juan Francisco Arechavala^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 



Buenos Aires, setiembre 2 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 27. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez.— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. Gonsdles del Solar (hijo), secretario 



Si de la diligencia de mandamiento y demás notificacio • 
nes consta la ausencia del ejecutado no procede 
sentencia de remate. 

Antecedentes 

(Escrito) — Se encuentra vencido el término para 
oponer excepciones, y como el deudor no ha hecho 
uso de ese derecho, pido á V. S. que, de acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 486 del Código de Pro- 
cedimientos, se sirva dictar la sentencia de remate. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 20 
de 18^8.- -No habiéndosele hecho saber al deudor 
el embargo y la citación de remate, no ha lugar á 
lo pedido en este escrito. — Benjamín Williams. — 
Ante mí: Rafael Ruis de los Llanos^ secretario. 

(Escrito) — El auto de fs. 16 vta., por el cual no se 
hace lugar al pedido que formulé para que se dic- 
tara la sentencia de remate, no es, en mi concepto, 
arreglado á derecho, y por esta razón solicito que 
V. S. lo revoque por contrario imperio, y en su de- 
fecto me conceda el recurso de apelación que sub- 
sidiariamente interpongo. — En efecto, señor Juez, no 
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se ha podido dejar de proveer, como lo pedí en mi 
escrito de fs. 16, por no estar notificado el ejecutado, 
pues que según resulta de autos se han llenado 
todos los requisitos que la ley exige á los fines de la 
notificación. — De acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 471 del Código de Procedimientos, el reque- 
rimiento se ha hecho en el domicilio del deudor, 
que es el lugar de su residencia y de sus negocios, 
según lo preceptúa el art. 89 del Código Civil, y las 
notificaciones todas se han verificado en ese mismo 
domicilio. — El hecho de no encontrarse el deudor 
no impide el ejercicio de los derechos del acreedor, 
cuando el requerimiento se ha hecho en su domici- 
lio, y tan es así que el mismo art. 471 dice que el 
embargo se traba aunque esté ausente aquél. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 26 
de 1898. — Autos y vistos: Resultando de la diligen- 
cia del oficial de justicia de fs. 8 vta., y de la del 
actuario de fs. 13 vta., que cuando este juicio fué 
iniciado, Uriz se encontraba fuera del país; por los 
fundamentos de los autos de fs. 15 y fs. 16 vuelta, 
no ha lugar á la revocatoria solicitada, y se conce- 
de, en relación, la apelación interpuesta, debiendo 
elevarse los autos al Superior en la forma de estilo. 
— Benjamín Williams. — Ante mí: Rafael Ruis de 
los Llanos^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. — Y vistos: Por 
sus fundamentos, y los de la resolución de fs. 18, 
se confirma el auto apelado de fs. 16 vta. — Devuél- 
vanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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La acción por daños causados por un embargo corres-» 
ponda á la Jurisdicción civil, aun cuando liaya sido 
decretado por la comercial. 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia)— Buenos Aires, julio 29 
de 1898. — Y vistos: para resolver la excepción de 
incompetencia de jurisdicción opuesta por el repre- 
sentante del Banco Provincial de La Plata. — Y consi- 
derando: Que en los presentes autos se trata de cobrar 
indemnización de daños y perjuicios provenientes de 
un embargo de mercaderías, que á juicio del actor ha 
sido indebidamente decretado por el juez de comer- 
cio doctor Amuchástegui, á solicitud del demandado. 
— Que si bien se ha ventilado un juicio entre co- 
merciantes, la clase de acción que entabla el actor 
es de la competencia de la jurisdicción civil, por 
cuanto ella está regida por el cap. 9^ del libro 2® 
del Código Civil, como lo tiene declarado la Exce- 
lentísima Cámara en repetidos casos. — Por estas 
consideraciones, fallo: desechando la excepción de 
incompetencia opuesta por la parte demandada, con 
costas, á cuyo efecto regulo los honorarios del doctor 
Manuel Mujica Parias en la suma de 100 pesos mo- 
neda nacional, y los del procurador señor Darman- 
drail en la de 30 de igual moneda. — Hágase saber á 
las partes, cópiese en el libro de sentencias, y re- 
pónganse los sellos. — Felipe Arana. — Ante mí: Car- 
los M. Fragueiro^ secretario. 

{Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— Encuentro arreglados á derecho los fundamentos 
de la resolución recurrida de fs. 31. — Aunque los 
litigantes sean comerciantes, la acción deducida en 
la demanda es civil; el asunto se encuentra, enton- 
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'ees, regido por las leyes civiles, y el juez competen- 
te para conocer en él es el juez de lo civil, como lo 
dispone el art. 60 de la ley orgánica de los Tribu- 
nales. — Opino que V. E. debe confirmar la resolu- 
ción apelada. — Buenos Aires, agosto 24 de 1898. — 
Angel S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. — Y vistos: Por 
sus fundamentos, y de conformidad con el preceden- 
te dictamen fiscal, se confirma, en lo principal, el 
auto apelado de fs. 31.— Y considerando: Que el In- 
ferior ha hecho justa aplicación del art. 221 del Có- 
digo de Procedimientos, siendo equitativas las re- 
gulaciones hechas al efecto, se confirma también en 
esa parte el auto apelado; con costas, fijándose en 
20 pesos los derechos procuratorios de Darmandrail. 
— Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



El cesionario de los derechos y acciones de una testa- 
mentaría no puede oponerse á providencias que 
no se refieran á éi directamente. 

Antecedentes 

(Escrito) — Este juicio se encuentra pendiente de 
la justificación que debe hacer el señor Domingo 
Crossa del carácter de cesionario de la sucesión 



Digitized by 



Google 



demandada, que invocó en su escrito de fs.... Como 
en realidad, á quien únicamente puede interesar el 
cumplimiento de ese requisito es á mis representa- 
dos, y éstos aceptan como cierta la manifestación 
hecha por don Domingo Crossa, vengo á pedir á 
V. S. se sirva dejar sin efecto la providencia de 

fojas , y señalar día y hora para que tenga lugar 

el juicio verbal pendiente, debiendo notificarse las 
ulterioridades de este juicio al mencionado Crossa. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, mayo 27 
de 1898. — Atento lo expuesto, acéotase la persone- 
ría invocada por Crossa; constituya éste domicilio 
legal al notificarse, y comparezcan las partes á jui- 
cio verbal el 3 del entrante, á las 2 p. m. A los 
efectps del art. 31, Código de Procedimientos, se 
señalan los martes y viernes, ó los siguientes hábi- 
les, si éstos no lo fueran. — Benjamín Williams. — 
Ante mí: Rafael Ruis de los Llanos, secretario. 

(Escrito) — He sido notificado del auto de V. S. 
en que, á pedido de la contraparte, acepta la perso- 
nería por mí invocada, y convoca á las partes á jui- 
cio verbal. De este auto fluyen dos consecuencias 
que no puedo admitir, por lo cual recurro contra él. 
La primera consecuencia es, que se me hace á mí 
representante de la sucesión, mientras que yo he 
manifestado que he comprado las acciones y dere- 
chos de los herederos sobre los bienes de la suce- 
ción, pero en manera alguna me corresponde hacer- 
me cargo de las obligaciones que sobre ellos pesan. 
He dicho también que no soy apoderado de los 
herederos; por lo tanto, siendo este juicio contra 
la sucesión de don Luis Crossa, debe seguirse con- 
tra todos los herederos ó su representante común, 
y, por lo tanto, no es posible dar un paso adelante 
hasta que los demás interesados tomen la interven- 
ción que les corresponde. Como comprador de los 

Civil— Tomo 106—19 
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bienes hereditarios soy igual á cualquier extraño, y 
si la sucesión tiene obligaciones que cumplir, á ella 
corresponde estar en juicio y no á mí; como here- 
dero, no represento á la sucesión y, por lo tanto, 
espero que se dé intervención á los demás intere- 
sados, para adoptar el temperamento que nos con- 
venga. — La segunda consecuencia del auto recurri- 
do es, que sin más ni más se resuelve la prosecu- 
ción de un juicio que ha estado paralizado durante 
cerca de quince años; esto no puedo admitirlo, y 
por lo mismo en el primer escrito que presenté re- 
servé mi derecho de oponerme á ello, y solicité que, 
una vez resuelto quiénes debían intervenir en reprc: 
sentación de la sucesión, se me diera traslado de 
las peticiones del demandante, á fin de hacer valer 
las excepciones legales que tuviese. — Por estas con- 
sideraciones, debe V. S. reformar el auto de refe- 
rencia, ordenando á los actores soliciten lo necesa- 
rio, á fin de que la representación del demandado 
(la sucesión) sea completa y legal, y después de 
obtenido esto, darnos vista ó traslado de las peti- 
ciones del actor para hacer valer las excepciones 
que contra la prosecución del juicio nos compitieran. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 17 
de 1898. — Y vistos: Concretándose el auto de fojas 
44, contra el cual se deduce por Crossa el recurso 
de revocatoria, á aceptar la personería por él mismo 
invocada, y á citar á las partes á juicio verbal sin 
resolver por dicho auto que Crossa represente á la 
sucesión, sin que éste deba hacerse cargo de las 
obligaciones que pesaran sobre los herederos do don 
Luis Crossa, y siendo, por lo tanto, manifiestamente 
improcedentes los fundamentos en que se opone el 
expresado recurso, no ha lugar á la revocatoria so- 
licitada, y se concede, en relación, la apelación que 
en subsidio se interpone, debiendo elevarse los autos 
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á la Excma. Cámara en la forma de estilo. — Ben- 
jamín Williams.— Ante mí: Rafael Rui^ de los Lia- 
noSj secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. — Y vistos: Por 
los fundamentos de la resolución de fs. 51 vta., se 
confirma, con costas, el auto apelado de fs. 44 vuel- 
ta, fijándose en 15 pesos los derechos procurato- 
rios de Pittaluga. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Díaz. 

Ante mí: A'. González del Solar (hijo), secretario. 



En Juicios entre esposos sólo procede el embargo de 
bienes de la sociedad conyugal Justificando loe 
extremos de ia ley. 

Antecedentes 

(Escrito) —Según lo he manifestado, aun cuando 
la finca en cuestión está á nombre de Mercado, ella 
es bien propio de doña Eulogia. — Que aun cuando 
fuera ganancial, ella es la única garantía actual de 
que los alimentos sean abonados, garantía que des- 
aparecerá en horas si él la grava ó enajena. — Que 
tengo conocimiento de que ya ha comprometido ésa 
propiedad, garantizando con ella su excarcelación 
ante el señor juez doctor Navarro. — Que todo esto 
prueba también la necesidad, no sólo del embargo 
precautorio, sino la del nombramiento de un admi- 
nistrador que corra con esa finca, por cuanto Mer- 
cado podría hacer contratos de locación, cuyo pre- 
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cío aparezca reducido ó pagado de antemano, 
burlando así el abono de la pensión alimenticia. 

{Auto de !^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 5 
de 1898. — No siendo suficientes las consideraciones 
de que se hace mérito para reputar aplicable al 
caso la disposición contenida en el art. 74 de la 
ley de matrimonio civil, no ha lugar á lo solicitado. 
— Fórmese incidente por separado con este escrito 
y demás piezas pertinentes. — Benjamín Williams. — 
Ante mí: Alberto M, Rodrigues, secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 6 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 5, con calidad de por ahora y sin perjuicio del 
derecho del recurrente para producir las justifica- 
ciones necesarias á fin de determinar la procedencia 
de la medida de seguridad pedida. — Devuélvanse, y 
repóngase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: A^. González del Solar (hijo), secretario. 



Los Jueces tienen facultad para fijar á los agentes fis- 
cales término para despachar los expedientes en 
que intervienen. 

Antecedentes 

(Escrito) — Ha transcurrido el término dentro del 
cual el Agente fiscal debió evacuar la vista conferida 
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por V. S., sin que lo haj^a efectuado, por lo cual 
pido se la tenga por evacuada y se le ordene de- 
vuelva el expediente. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos i\ires, junio 30 
de 1898.- -Vista al fiscal, debiendo expedirse dentro 
del término de tres días. — Juan A. García. — Ante 
mí: Angel Montes de Oca, secretario. 

(Escrito del Agente Fiscal) — Buenos Aires, 
julio F de 1898. — Señor Juez: — El agente fis- 
cal que suscribe, en la información que está pro- 
duciendo don Abel E. Valenzuela, á V. S., como 
mejor proceda dice: Que se le acaba de notifi- 
car una resolución de V. S. fijando el término de 
tres días para que el agenté fiscal evacúe la vista 
que se le ha conferido, en razón de haberse que- 
jado el señor Valenzuela de demora en el despacho 
por parte de esta fiscalía. El expediente fué recibido 
en la oficina el día 10 de junio último. Los agentes 
fiscales intervienen en los juicios, no como partes 
interesadas, sino en razón del orden público com- 
prometido en alguno de ellos, y al solo efecto que 
determina la disposición contenida en los arts. 117 
y 119 de la ley de organización de los Tribunales; 
en este caso los agentes fiscales no están obligados, 
como las partes interesadas en el juicio, á presen- 
tar sus dictámenes dentro de los términos fatales 
que el Código de Procedimientos establece para 
aquéllas, puesto que no son litigantes sino funcio- 
narios públicos. Siendo esto así, las partes no pue- 
den acusar rebeldía al agente fiscal, y los jueces de 
primera instancia no pueden fijarles término peren- 
torio para que evacúe la vista, desde el momento 
que éstos no son superiores de aquél ni ejercen la 
superintendencia de los Tribunales, facultad conferi- 
da privativamente á la Excma. Cámara de Apela- 
ciones, única que podrá fijar término al agente fiscal 
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si la parte lo solicita. Si el agente fiscal interviene 
en un juicio, no por razón de lo dispuesto por los 
artículos 117 y 119 de la ley orgánica ya citada, 
sino en virtud de la disposición contenida en el 
artículo 1^ de la ley número 3367 de 8 de julio de 
1896, sobre representación del fisco nacional en los 
asuntos en que la nación sea parte, como actora ó 
demandada, en este caso al agente fiscal le corren 
los términos como á todo litigante, desde que inter- 
viene en el juicio con este carácter, como represen- 
tante de una entidad determinada, que sostiene un 
litigio con otro. — Por esta razón, V. S. se ha de 
servir dejar sin efecto la resolución, fijando tres días 
de término al agente fiscal para que se expida, y 
declarando que el señor Valenzuela no puede acusar 
rebeldía al representante del ministerio público, con- 
cediendo para el caso contrario el recurso de ape- 
lación que desde ya interpone libremente el agente 
fiscal para ante la Excma. Cámara. — Por tanto, á 
V. S. suplica el agente fiscal, se sirva resolver como 
lo tiene solicitado. — Es justicia. — Raymundo Navevra. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 4 de 
1898. — Autos y vistos: Importando la doctrina del 
Agente fiscal facultarlo para demorar indefinida- 
mente los juicios, lo que no puede haber sido el 
propósito del legislador, no ha lugar á la revocato- 
ria, y se concede, en relación, el recurso interpues- 
to. — Juan A. García. — Ante mí: Angel Montes de 
Oca, secretario. 

( Vista del Fiscal de Cámara ) — Excma. Cámara: 
— Los términos que el Código de Procedimientos 
señala á las partes para contestar los traslados ó 
para evacuar las vistas que se les acuerdan en la 
sustanciación de los juicios, no rigen para los repre- 
sentantes del Ministerio público; pero esto no sólo 
se debe á la naturaleza de los intereses que ellos 
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deben defender, sino también, y muy especialmen- 
te, porque debiendo velar el Ministerio público por 
el cumplimiento de las le3^es, decretos, reglamentos 
y demás disposiciones que deben aplicar los Tribu- 
nales, y pedir el remedio de los abusos que notasen 
sus representantes (inc. 4^, art. 117, de la ley or- 
gánica), no ha podido suponer la ley que éstos, 
contrariando su mandato, abusasen en daño de la 
buena administración de justicia, obstaculizándola ó 
retardándola. Que cuando esto sucede, los jueces de 
primera instancia, que pueden hasta corregir disci- 
plinariamente á los agentes fiscales, usando de la 
facultad que les acuerda el art. 52 del Código de 
Procedimientos, como V. E. ha resuelto repetidas 
veces, es indudable que también les pueden fijar 
términos prudenciales para que expidan los dictá- 
menes á que están obligados en el desempeño de 
sus funciones, pues el no hacerlo importa obstruir 
el curso de la justicia en daño de las partes. El 
agente fiscal doctor Naveyra tiene en su poder 
diecisiete días un expediente sobre información, lo 
que hace presumir que se trata de un asunto senci- 
llo. El interesado pide que se le dé por evacuada 
la vista conferida en atención al tiempo transcurri- 
do, y el Juez ordena que el Agente fiscal se expida 
dentro de tres días. ¿Por qué no se ha expedido 
ese funcionario durante los diecisiete días? ¿Ha te- 
nido recargo de trabajo, ó se trata de una ardua 
cuestión que requiere detenidísimo estudio? Si así 
fuese, debió hacerlo presente al Juez á los efectos 
consiguientes. Pero nada de esto aduce en su de- 
fensa el Agente fiscal, y escudándose en la falta de 
una disposición legal que lo obligue á expedir sus 
dictámenes en término fijo, apela de la resolución 
del Juez, que le ordena expedirse dentro de tres 
días, sin fijar ese término perentoriamenté, como 
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por error sin duda lo afirma el Agente fiscal. Si ese 
pudiese expedirse á voluntad, resultaría el absurdo, 
que hace notar el Juez, de estar facultado aquél 
para demorar indefinidamente los juicios. Si los fun- 
cionarios judiciales, haciendo abstracción oe sus 
personas, se penetrasen más de su alta misión y 
de la necesidad en que se encuentran de atender 
el servicio público, no se producirían incidentes 
como el presente, que redundan en menoscabo de 
la consideración y del respeto con que el público 
debe rodear siempre la administración de justicia. 
— Pido á V. E. que confirme la resolución apelada 
por el Agente fiscal. — Buenos Aires, agosto 31 de 
1898. — Angel S. Pizarro. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se confirma el auto apelado. — Devuélvanse, repuesto 
el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
Ante mí: A'. González del Solar (hijo), secretario. 



El comprador de un inmueble hipotecado no puede 
ampararse del fuero federal si el acreedor no in- 
tervino en la venta. 

Antecedentes 

(Dictamm del Agente Fiscal) — Señor Juez: — El 
señor Alfonso no cedió á don Carlos Herrans ningún 
crédito; el primero era deudor de La Previsora por 
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una suma determinada, garantiendo el pago de esa 
suma con hipoteca sobre un inmueble. Vendido éste 
por Alfonso á Herrans con intervención del acreedor 
hipotecario, y desde el momento que el inmueble 
hipotecado garante siempre al acreedor, cualquiera 
que sea el propietario, el señor Herrans vino de 
esta manera á transformarse deudor de La Previ- 
sora. — No existe, pues, la cesión de derechos á que 
el actor se refiere para excluir este asunto de la 
jurisdicción federal. — El señor Herrans ha probado 
acabadamente ser de nacionalidad francesa, así como 
que la parte ejecutante es una compañía nacional, 
por lo que V. S. debe aceptar la excepción de in- 
competencia opuesta. — Buenos Aires, julio 12 de 
1898. — Raymundo Naveyra. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 2 
de 1898. — Y vistos: Por los fundamentos del dicta- 
men del Agente fiscal * de fs. 73, y por las conside- 
raciones de los escritos del ejecutado, que el Juzga- 
do reproduce en lo pertinente por ser arregladas á 
derecho, y de acuerdo con las constancias de autos, 
no siendo aplicable al caso el art. 8^ de la ley de 14 
de setiembre de 1863; habiéndose justificado, por 
otra parte, según resulta de la prueba producida, la 
nacionalidad extranjera del ejecutado (declaraciones 
de fs. 60 y 61 y documentos de fs. 62), y siendo el 
caso, por lo tanto, de excepción y de jurisdicción es- 
pecial y privativa á que se refiere la mencionada ley 
de 1863, se declara incompetente este Juzgado, y 
ocurra el interesado donde corresponda, con costas 
al ejecutante, á cuyo efecto regulo los honorarios 
del doctor Almada en 800 pesos moneda nacional, 
atento la importancia de la ejecución. — Luis Méndez 
Paz. — Ante mí: Santiago Fontana, secretario. 

( Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— La sociedad anónima La Previsora demanda eje- 
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cutiv^amente cantidad de pesos á don Carlos He- 
rrans; el demandado opone la excepción de incom- 
petencia, fundándose en que él es extranjero y 
nacional la compañía demandante, de acuerdo con 
lo que dispone el art. 2^, inc. 2^, de la lej^ de 14 
de setiembre de 1863. El Juez dicta sentencia decla- 
rándose incompetente y la compañía ejecutante ape- 
la de esa resolución. — En concepto del fiscal no es 
procedente la incompetencia de jurisdicción opuesta 
por el demandado, y V. E debe revocar la senten- 
cia apelada. — Es verdad que el demandante es na^ 
cional y extranjero el demandado, pero esto no basta 
para que la cuestión entre ellos suscitada surta el 
fuero federal; es también necesario, como lo dispone 
el art. 8^ de la citada ley, que el derecho que se 
disputa pertenezca originariamente y no por cesión 
ó mandato á ciudadanos .extranjeros respectiva- 
mente, lo que no ocurre en el presente caso. — La 
Previsora hace un préstamo de dinero, garantido con 
hipoteca, á los señores Angel Miranda y José Gar- 
cía, y posteriormente éstos venden el inmueble Iii- 
potecado á don Benjamín Alfonso, quien toma á su 
cargo la deuda liquidada en 70,000 pesos, como re- 
sulta de la escritura pública de fs. 19. — Algún tiem- 
po después, Alfonso vende el mismo terreno á don 
Carlos Herrans, quien reserva del precio estipulado 
la cantidad de 70,000 pesos, para con ella satisfa- 
cer el gravamen hipotecario á favor de La Previsora, 
como se consigna en la escritura de compraventa 
de fs. 37. — Se ve, pues, que el derecho que se dis- 
puta, el crédito que se cobra, no ha pertenecido ori- 
ginariamente á La Previsora contra Herrans, sino 
contra Miranda y García primero, y contra Alfonso 
después; de suerte que, para que el asunto fuera 
de la competencia exclusiva del fuero federal, sería 
necesario que los deudores originarios y también 
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los deudores delegados posteriores fuesen extranje- 
ros, ya que el acreedor es nacional, lo que no se ha 
alegado por Herrans, sino únicamente que él es 
extranjero. — El crédito que La Previsora cobra es 
el que primitivamente contrató con Miranda y Gar- 
cía, ó si se quiere el que estipuló con Alfonso al 
autorizar la venta que á éste hicieron aquéllos; pero 
no habiendo intervenido en la venta que Alfonso 
hizo á Herrans, ni habiendo constancia en autos de 
que en forma alguna exonerase de su obligación á 
Alfonso y de que aceptase como único acreedor á 
Herrans, no puede decirse que haya existido reno- 
vación de la obligación que haya extinguido la 
deuda primitiva. — Herrans es deudor de La Previso- 
ra, delegado por Alfonso, y, por consiguiente, el caso 
se encuentra regido clara y netamente por el art. 8^ 
ya citado. — Herrans no es deudor de La Previsora 
porque sea propietario del inmueble hipotecado, 
como erróneamente se dice, puesto que el tercer 
adquirente de todo inmueble hipotecado, si por otro 
concepto no está obligado al pago de la deuda, no 
responde de ella, y el acreedor no tiene otro dere- 
cho que el de demandarle el abandone del inmueble 
si para conservarlo no prefiere redimirlo de la hi- 
poteca, pagando la deuda. Pero en el presente caso, 
Herrans ha tomado á su cargo la deuda de Alfon- 
so; es como mandatario de éste, en cierto modo, 
que debe pagar el crédito de La Previsora, — En 
muchos casos, fuera de los citados por el ejecutan- 
te, la Suprema Corte hd interpretado y aplicado el 
referido art. 8^, estableciendo que el derecho que 
la ley requiere para surtir el fuero federal, por ra- 
zón de las personas, debe corresponder á quien lo 
invoca originariamente y no por cesión. — Buenos 
Aires, agosto 31 de 1898. — Angel S. Pizarro. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1808. — Y vistos: 
Por los fundamentos del precedente dictamen fiscal 
se revoca el pronunciamiento apelado de fojas 74 
vuelta. — Devuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molixa Arrotea. 

Ante mí: A^. González del Solar (hijo), secretario. 



Aun cuando el hijo haya fallecido después de los pa- 
dres debe justificarse el carácter si se pretende 
incluirlo en la declaratoria de herederos. 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, maj^o 10 
de 1898. — Y vistos: No habiéndose presentado la 
fe de bautismo de doña María Pena, preséntese y 
se proveerá lo que corresponda. — Autoriza el secre- 
tario O'Donell por ausencia del titular. — Repóngase 
la foja. — Luis Méndez Paz. — Ante mí: Elias O'Do- 
nell, secretario. 

(Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— Con las partidas é informaciones producidas, se 
ha comprobado el matrimonio de don Agustín Pena 
y doña Teresa Viglizzo, el fallecimiento de ésta y 
el nacimiento de sus legítimos hijos Angel, Juan y 
Fortunata Pena. — Si la declaratoria de herederos se 
hubiese pedido á fs. 37 á nombre de esas personas, 
ningún obstáculo habría; pero se pide también á fa- 
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vor de doña María Pena, fallecida después de sus 
padres, y heredera, por consiguiente, de Agustín 
Pena. — Para incluirla en la declaratoria solicitada, 
es necesario comprobar su filiación, lo que no se ha 
hecho, ó que al menos la reconozcan en forma los 
herederos que han justificado su derecho heredita- 
rio. — En tal concepto, opino que V, E. debe confir- 
mar la resolución de fs. 85. -Buenos Aires, agosto 
29 de 1898.— AxGEL S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se confirma el auto apelado de fs. 85. — Devuélvanse, 
y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. GonBdlez del Solar {hijo), secretario. 



La multa por falta de estampilla en los recibos debe ser 
abonada por cada uno de los que han intervenido 

Antecedentes 

{Dictamen del Agente Fiscal) — Señor Juez: — 
Las multas en que se ha incurrido por los docu- 
mentos á que se refieren estas diligencias, deben 
pagarse en su totalidad por el que los presentó. En 
el caso siíh jtídice sólo se trata de abanar la co- 
rrespondiente á una de las partes, por cuyo motivo 
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no puede aceptarla este Ministerio. — Buenos Aires, 
mayo 28 de 1898. — Evaristo Barrexechea. 

(Escrito) — Hay error en el dictamen del señor 
Agente fiscal, pues la cantidad que importan los se- 
llos agregados es la que corresponde abonar como 
multa por infracción á la ley de sellos y nada más. 
La ley de sellos correspondiente á los años 1890 
hasta la fecha, excepción hecha de la de 1894, repite 
idéntica disposición, estableciendo que, por la omi- 
sión del uso de la estampilla de cinco centavos, se 
incurre en la multa de 10 pesos. De ahí se quiere 
sacar la consecuencia de que esa multa de 10 pesos 
debe ser pagada por tantas partes cuantos intervienen 
en el juicio con un interés distinto. — Estableciendo 
el art. 65 de la ley de sellos que cuando se suscite 
duda sobre la clase del papel sellado será resuelta 
por la Dirección general de rentas, por constituir 
esta repartición pública una autoridad consultiva en 
los casos de violación de la ley de sellos, por lo que 
debe oírsele antes de resolver el punto pendiente. 
— En mérito de lo expuesto, pido á V. S. que, dan- 
do psr evacuada la vista conferida, se sirva orde- 
nar pasen es eos antecedentes á la Dirección general 
de rentas de la Nación para que se sirva dictaminar 
respecto á la multa en que se ha incurrido en el 
presente caso por infracción á la ley de sellos. 

(Dictamen del Agente Fiscal) — Señor Juez: — Es 
prescripción legal que incurren en la multa por in- 
fracción á la ley de sellos, tanto el que otorga el 
documento multado, como el que lo recibe (art. 55, 
ley de sellos). En el presente caso, en cada uno de 
los recibos sujetos á multa hay dos partes: el que 
los otorgó y el que los aceptó y presentó en juicio. 
— El art. 65, que da intervención á la Dirección de 
rentas en los casos de duda sobre infracción á la 
ley de papel sellado, no tiene aplicación alguna en 
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el caso sub-Judice, porque esa disposición se refiere 
á los asuntos extrajudiciales, que no están someti- 
dos, por consiguiente, á la jurisdicción de los Tri- 
bunales. — Respecto de éstos rige expresamente la 
disposición del art. 45, que estatuye que: •< cuando 
se promoviese cuestión sobre el monto ó legalidad 
de la multa, será resuelta por los Tribunales, con 
apelación para ante el Superior, si dicha multa no 
hubiese sido aplicada por éste.»— Por todo lo ex- 
puesto insisto en mi dictamen anterior. — Buenos Ai- 
res, abril 2 de 1S98. — E\aristo Barrexechea. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, abril 11 
de 1898. — Téngase por resolución el precedente dic- 
tamen del Agente fiscal. — Repóngase la foja. — Juan 
A. García. — Ante mí: Pedro J. Hernández, secre- 
tario. 

(Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: — 
Aunque el art. 58 de la ley de sellos que impone la 
multa de 10 pesos no sea tan explícito como el in- 
ciso 1^ del art. 56, que emplea la frase pagarán 
cada uno», e^,sin embargo, bastante claro para acor- 
darle igual interpretación. — Por ello, el fiscal es de 
dictamen que procede la confirmación del auto ape- 
lado. — Buenos Aires, agosto de 1898. — Lisaxdro 
Segovia. 



RESOLUCION 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se confirma el auto apelado de fs. 402. — Devuél- 
vanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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Si el ausente no ha comparecido al llamado por edtctcs 
bajo apercibimiento, debe nombrársele defensor 

Antecedentes 

íAuto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 27 
de 1898. — Agréguense á los autos los diarios }' reci- 
bos acompañados, y certificando el actuario en este 
acto que el ejecutado don Abel Romaggiali no ha 
comparecido dentro del término de la publicación 
de edictos ordenada á fs. 22 á estar á derecho en 
este juicio, téngase presente; y no habiéndose de- 
mostrado plenamente por el actor la imposibilidad 
de saber el domicilio de éste, para que pueda pros- 
perar la disposición invocada, para nombrarle de- 
fensor de ausentes, de acuerdo con lo resuelto por 
la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil en 
casos análogos, no ha lugar. — Provee el infrascripto 
por autorización superior. — Luis Ponce y Gómez. — 
Ante mí: Enrique A, Pizarro^ secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
Atento el llamamiento ordenado por el auto de fo- 
jas 22 y el apercibimiento que él contiene, se revoca 
el apelado de fs. 30 vta. — Devuélvanse, reponiéndo- 
se el sello. 

Giménez. — Gelly. —Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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Justificados el derecho y el caudal es procedente la 
fijación de alimentos y litisexpensas 

x*\ntecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 1^ 
de 1898. — Autos y vistos: — Considerando: Que dofla 
María Teresa Brinso de Lante ha justificado, con 
la partida de matrimonió que corre á fs. 3 (traduci- 
da á fs. 5, expediente principal sobre divorcio), el 
título en virtud del cual demanda alimentos provi- 
sorios á su esposo don Luis Lante; que con el con- 
trato privado que corre á fs. 7 del mismo expediente 
se acredita aproximativamente el caudal de dicho 
señor; que comprobados como quedan los extremos 
legales exigidos por el art. 602 del Código de Pro- 
cedimientos, es procedente la fijación de alimentos 
solicitada; y finalmente: que instaurada por la es- 
posa, ante este mismo Juzgado y secretaría, la de- 
manda de divorcio^ procede también fijar la cantidad 
que para expensas en ese juicio necesita la mujer 
(artículo 68, ley de matrimonio). — Por estos funda- 
mentos, fíjase en 100 pesos la suma que mensual- 
mente y adelantada, para alimentos, debe pasar don 
Luis Lante á su esposa doña María Teresa Brinso 
de Lante, á contarse desde el 22 de junio, y en 400 
la que se destina para litisexpensas en el juicio de 
divorcio, que se hará efectiva á su debida oportu- 
nidad. — Luis F. Posse. — Ante mí: fulio Ramallo^ 
secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
. Resultando de autos equitativas las sumas fijadas en 

Civil— Tomo 106—21 
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la resolución apelada de fs. 3 para alimentos y litis- 
expensas, se confirman. — Devuélvanse, reponiéndose 
el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
Ante mí: JV. González del Solar (hijo), secretario. 



La absolución de posiciones no suspende el término 

para alegar 

Antecedentes 

{Escrito) — No habiéndose los demandantes expe- 
dido en término sobre el mérito de la prueba, vengo 
á acusarles rebeldía y pido que se les dé por decaí- 
do el derecho de alegar y se entreguen los autos á 
mi letrado para alegar. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, diciembre 
27 de 1898. — Téngase presente y entréguense los 
autos á los demandados á efecto de que aleguen 
sobre el mérito de las pruebas rendidas. — Angel 
Garay. — Ante mí: Alberto M. Rodríguez^ secretario. 

(Escrito)— Hdihitnáo sido notificado de la provi- 
dencia de V. S. por la cual manda entregar á la 
parte los autos para alegar de bien probado, vengo 
á manifestar á V. S. que se encuentra pendiente aún 
la absolución de posiciones del señor don Emilio S. 
Leanes. Vengo á hacer presente á V. S. que dicho 
acto debe tener lugar el día 12 de febrero del año 
1898, ordenado por V. S. Pido se sirva declarar 
que el término para alegar no está vencido hasta 
después de que las posiciones hayan sido absueltas. 
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{Auto de Instancia) — Buenos Aires, diciembre 
29 de 1898. — No siendo suficiente el hecho de en- 
contrarse pendiente la absolución de posiciones para 
suspender el término para alegar sobre el mérito 
de las pruebas rendidas, no ha lugar. —Angel Ca- 
ray. — Ante mí: Alberto M. RodrigtieB, secretario. 

(Escrito) — Nos hemos notificado de la providencia 
de V. S., por la que no se nos hace lugar á lo soli- 
citado en el escrito de fs. 68, y ordena que la parte 
contraria saque el expediente de la oficina para 
alegar sobre el mérito de las pruebas por nosotros 
producidas, haciendo que lo ordenado por V. S. 
nos perjudique notablemente en nuestros derechos^ 
acordados por la ley, tanto más si el Juzgado tiene 
en cuenta que el término no estaba vencido, porque 
aun faltaba una de las diligencias de prueba, que 
era la absolución de un pliego de posiciones que 
debía absolver el señor Silveyra Leanes. — Todo lo 
dicho consta de autos, por cuya razón venimos á 
pedir al Juzgado la reposición de su auto, declaran- 
do no estar vencido el término probatorio y que co- 
rran los autos según su estado; y para el caso de 
ser denegado lo solicitado, desde ya interponemos 
el recurso de apelación para ante la Cámara de lo 
Civil. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, febrero 15 
de 1898. — Y vistos: Por sus fundamentos, no ha lu- 
gar á la reposición del auto recurrido de fojas 67 
vuelta, y se concede en relación el recurso de ape- 
lación subsidiariamente interpuesto en el escrito de 
fojas 69, debiendo elevarse los autos á la Excelentí- 
sima Cámara. — Decláranse las costas del incidente 
de cargo de Araujo y de Latorre. — Angel Caray. 
— Ante mí: Alberto M, Rodrigues^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
fojas 67 vta. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly.— Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



El embargo preventivo debe ser afianzado cuando el 
demandado lo solicita 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 23 
de 1898.— Y vistos: Informando el actuario en este 
acto que el término para que el actor evacuara el 
traslado conferido á fs. 12 vta. se halla vencido 
con exceso, dase por decaído en su rebeldía el de- 
recho que ha dejado de usar é intímesele que den- 
tro de tercero día ofrezca caución suficiente por las 
costas, daños y perjuicios que pudiera ocasionar 
con el embargo decretado á su pedido, bajo aperci- 
bimiento de dejarse éste sin efecto. — Feupe Arana. 
— Ante mí: Carlos Federico Benitez^ secretario. 

(Escrito) — Por razones que expondré, debe V. S. 
desestimar la revocatoria solicitada, con costas al 
reclamante. — Mi petición á V. S. para que se 
intimara al ejecutante diera fianza bastante á res- 
ponder al juicio intentado, es perfectamente ajusta- 
da á derecho, desde que á ello me autoriza el artícu- 
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lo 444 del Código de Procedimientos, y no es 
exacto que esa petición fuera extemporánea como 
lo pretende el actor. — La actitud de ahora del eje- 
cutante demuestra la malicia con que inició este 
proceso, pues si su título fuera legítimo no tendría 
inconveniente en afianzar las resultas del juicio, 
desde que su derecho para proceder lo considera 
perfecto. — Además, mi representado no ha formula- 
do oposición, ni discute tampoco el título de la eje- 
cución; se ha limitado á pedir el afianzamiento de 
las costas y daños y perjuicios. — Por lo expuesto^ 
sírvase V. S. no hacer lugar á la revocatoria pedida, 
con costas al reclamante. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 10 
de 1898. — Autos y vistos: Por las consideraciones 
aducidas en el precedente escrito, que el fuzgado es- 
tima arregladas á derecho, se mantiene el auto re- 
currido, y se concede en relación el recurso de ape- 
lación subsidiariamente interpuesto. — Felipe Arana. 
— Ante mí: Carlos Federico Benitez, secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 7 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, y las consideraciones de que 
hace mérito la resolución de fs. 20 vta., se confir- 
ma el auto apelado de fs. 14 vta. — Devuélvanse, 
y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. GonzdleB del Solar (hijo), secretario^ 
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La liquidación para el cumplimiento de la sentencia que 
ordena la devolución de títulos de renta con inte- 
reses debe ser presentada por el deudor. 

Antecedentes 

(Escrito) — A fin de que se cumpla la sentencia 
dada por V. S., se hace necesario que pericos árbi- 
ti'os arbitradores procedan á efectuar una liquidación 
prolija de la cantidad adeudada, averiguando y de- 
terminando el valor que se le asignará á las cédulas, 
pues según afirma el demandado, que es lo presu- 
mible, éstas han sido sorteadas ó retiradas de la 
circulación, y al mismo tiempo fijarán las rentas de- 
vengadas por las mismas, ó en su caso por su im- 
porte, desde el fallecimiento de la señora i\ugusta, 
es decir, desde mayo de 1881. — Para obviar estas 
dificultades, y de acuerdo á lo dispuesto en el ar- 
tículo Ó57 del Código de Procedimientos, vengo á 
nombrar perito árbitro arbitrador por mi parte á 
don Horacio J. Ferrari, contador público, y á pedir á 
V. S. intime á la contraria designe el suyo dentro 
de tercero día. — Otrosí: Pido á \\ S. disponga que 
el actuario practique una planilla de los sellos, gas- 
tos y honorarios devengados en segunda instancia, 
fijados estos últimos por la Excma. Cámara. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 3 
de 1898. — En lo principal y otrosí, como se pide. — 
Luis F. PossE. — Ante mí: Julio Ramallo, secretario. 

(Escrito) — Notificado del auto por el cual V. S. 
oombra contador para que verifique la planilla de 
liquidación, me veo en el caso de pedir su reposi- 
ción por contrario imperio, ó en su defecto apelación 
en subsidio para ante el Superior. — El cumplimiento 
de la sentencia dictada por V. S. es sencillísimo. 
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Se trata de la devolución de un número de cédulas 
hipotecarias y sus rentas, planilla que me corres- 
ponde formular de acuerdo con el art. 542 del Có- 
digo de Procedimientos^ y de la que oportunamente 
se dará vista á la actora en los términos previstos 
por el art. 543 y será la oportunidad de que la acep- 
te ó la observe. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 15 
de 1898. — Autos y vistos: Por las consideraciones 
del escrito de fs. 424, que se considera en todo 
arreglado á derecho, no ha lugar á la revocatoria 
pedida, y se concede la apelación interpuesta para 
ante el Superior, á donde se elevarán los autos en la 
forma de estilo. — Luis F. Posse. — Ante mí: fulio 
Ramallo^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 9 de 189S. — Y vistos: 
No concurriendo en el caso los requisitos exigidos 
por el art. 557 del Código de Procedimientos, y 
siendo, por otra parte, de aplicación el art. 542 del 
citado Código, se revoca el auto apelado de fs. 421. 
— Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — GonzAlez del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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Sí la pensión alimenticia es equitativa debe ser con« 

firmada 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 
3 de 1898. — Y vistos: En virtud de lo que resulta 
de las posiciones absueltas de fs. 29 y de lo expues- 
to en el escrito de demanda, se declara que el de- 
mandado debe pasar como pensión alimenticia á su 
esposa é hijos la cantidad de 20 pesos mensuales. 
— Repóngase la foja. — Luis Méndez Paz. — Ante mí: 
José S. Oderigo^ secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 9 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, y siendo equitativa la suma 
fijada para alimentos, se confirma la resolución ape- 
lada de fs. 31. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — GonzAlez del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



La autenticidad de los documentos negados en las po- 
siciones puede probarse si la diligencia se pide 
en oportunidad. 

Antecedentes 

(Escrito) -Como parte de prueba necesito que un 
perito calígrafo practique un examen y cotejo de la 
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letra con que aparece escrita la copia que negó don 
Julio J. Fernández al contestar la pregunta octava 
de las posiciones que le puse ante S. S., con la que 
aparecen escritas las solicitudes que el mismo don 
Julio J. Fernández presentó en el juicio que seguía 
contra don Bartolomé Tessone, sobre cobro de pe- 
sos, ante el señor juez de comercio doctor Peyret, 
secretaría de don Carlos González. Para este objeto 
propongo al perito calígrafo nacional don Adolfo 
Aldao. — Por tanto, á V. S. suplico se digne man- 
dar que se practique esta diligencia por el perito 
nombrado, á quien se le hará conocer el nombra- 
miento para que, aceptado el cargo, proceda. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 9 
de 1898. — En lo principal, siendo improcedente la 
diligencia solicitada, no ha lugar; al otrosí, téngase 
presente. — Juan A. García. — Ante mí: Angel Mon- 
tes de Oca^ secretario. 

{Escrito) — Como medio de prueba pedía se nom- 
brase un calígrafo para que informase si la letra que 
aparecía en un documento acompañado con las po- 
siciones puestas al demandado era de Fernández, por 
haberlo éste negado, á lo que V. S. no me ha hecho 
lugar por decreto de fs. 9 vta. de mi cuaderno de 
prueba; y como considero agraviante á los intereses 
que represento, apelo de dicha resolución. — Sírvase 
V. S. concederme el recurso de apelación y orde- 
nar se eleven los autos á la Excma. Cámara. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 
17 de 1898. — Autos y vistos: Se concede en relación 
el recurso de apelación y elévense los autos al Su- 
perior. — Juan A. García. — Ante mí: Angel Montes 
de Oca^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 9 de 1898. —Y vistos: De 
acuerdo con el art. 108 del Código de Procedimien- 
tos, se revoca el auto de fs. 9 vta., en la parte ape- 
lada. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: A^. González del Solar (hijo), secretario. 



La testamentaría del heredero puede tramitar ante dis- 
tinto Juez que aquella en que tenga los derechos 
hereditarios. 

Antecedentes 

(Auto de P Instancia) — Buenos Aires, agosto 9 
de 1898. — Autos y vistos: No pudiendo este Juzga- 
do eludir el cumplimiento de sus deberes despren- 
diéndose sin razón legal del conocimiento de los 
asuntos que pueden y. están radicados ante su ju- 
risdicción, y no resultando del oficio de fs. 26 del 
señor juez doctor Williams fundamento alguno (que 
ni siquiera se expresa), en virtud del cual los juicios 
testamentarios que están radicados ante dicho se- 
ñor juez deban atraer el presente; que aun supo- 
niendo que fuese cierto que esta sucesión tuviese 
interés en aquéllos, tal motivo no sería razón legal 
para que tuviesen que tramitar juntos, y la práctica 
constante de los Tribunales enseña que tal proce- 
dimiento no se observa, ni podrá observarse, por- 
que atacaría las facultades propias de cada juez, fue- 
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ra de que esa atracción que unos juicios tienen 
sobre otros no puede reconocerse sino en los casos 
que textual y prácticamente están ordenados por la 
ley, lo que no puede suceder jamás cuando se tra- 
ta, como en el presente caso, de dos juicios testa- 
mentarios distintos. — Por estos fundamentos, contés- 
tese en esta forma al señor juez doctor Williams, 
con transcripción del presente auto, y repuestos los 
sellos, corran estos autos según su estado.— Luis 
Méndez Paz. — Ante mí: Ireneo Lima^ secretario. 

( Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— Encuentro arreglada á derecho la resolución ape- 
lada de fs. 30 y opino que V. E. debe confirmarla. 
— El juicio sucesorio de doña Paula Bordera, de que 
conoce el juez doctor Méndez Paz, es diferente del 
juicio testamentario de doña Luisa Baldes de Bor- 
dera y de doña Carmen Bordera de Camiña, que 
se sigue ante el juez doctor Williams, y cada juicio 
debe continuar su tramitación eñ el Juzgado que se 
radicó. — Nada influye que doña Paula Bordera sea 
la única y universal heredera de las señoras de 
Bordera y de Camiña, puesto que la ley no ordena 
la acumulación de autos en casos semejantes. — Los 
acreedores, de los que no puede prescindirse, serán 
diferentes, casi puede asegurarse. — Los herederos 
de doña Paula, una vez que justifiquen este carácter, 
deberán concurrir á la testamentaría que tramita 
ante el juez doctor Williams á ejercitar sus dere- 
chos. — Buenos Aires, setiembre 3 de 1898. — Angel 

S. PiZARRO. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 14 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
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se confirma el auto apelado de fs. 30.— Devuél- 
vanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



Los jueces de la Capital son competentes para autorizar 
la venta de bienes de menores situados en esta 
capital, aun cuando la testamentaría haya sido li- 
quidada en otra Jurisdicción. 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 27 
de 1898. — Y vistos: Resultando de la hijuela de fo- 
jas 1, que la testamentaría del señor CasuUo ha sido 
iniciada y liquidada en La Plata, siendo, por con- 
siguiente, al juez de la sucesión á donde debe ocu- 
rrir la solicitante á hacer su pedido para la enaje- 
nación del bien raíz á que hace referencia en su 
escrito de fs. 6, así se declara. — Luis Méndez Paz. 
— Ante mí: Ir éneo Limaj secretario. 

(Escrito) — He sido notificada del auto de V. S., 
en que se declara que el Juzgado no es competente 
para entender en el presente caso. Como creo que 
dicha providencia ha sido dictada por error, vengo 
á solicitar del Juzgado se sirva revocarla por con- 
trario imperio, y, caso denegado, concederme el re- 
curso de apelación, que subsidiariamente interpongo. 

-En efecto, señor juez, la testamentaría de don 
Francisco CasuUo se encuentra ya completamente 
liquidada y terminada. El bien que se trata de ven- 
der se encuentra situado en esta capital. Los me- 
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ñores á que aquél pertenece, y cuya patria potestad 
ejerzo, están igualmente domiciliados en la Capital; 
y, en consecuencia, es V. S. el juez competente 
para entender en todo lo que .\e refiera á los inte- 
reses de dichos menores (arts. 297 y 90, inc. 6^, 
del Código Civil). 

(Dictamen del Asesor de Menores) — Señor Juez: 
— Por los fundamentos del escrito de fs. 16, que 
considero arreglados á derecho, opino que debe 
V. S. revocar su auto. — Buenos Aires, julio 8 de 
1898. — Marcelino Meló. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 9 de 
1898. — Y vistos: Por los fundamentos del auto re- 
currido, no ha lugar á la revocatoria solicitada á 
fojas 16, y en virtud del recurso subsidiariamente 
interpuesto, se concede la apelación, elevándose los 
autos á la Excma. Cámara en la forma de estilo. — 
Luis Méndez Paz. — Ante mí: Ireneo Lima, secre- 
tario. 

(Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— Encuentro tan incontestables los fundamentos le- 
gales del escrito de fs. 16, que me limito á repro- 
ducirlos para pedir á V. E. la revocación del auto 
apelado de fs. 14 vta. — Buenos Aires, setiembre 3 
de 1898. — Angel S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 14 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se revoca el auto apelado de fs. 14 vta.— Devuél- 
vanse, y repóngase el sello. 

Giménez. — Gellv. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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El hijo legitimado por subsiguiente matrimonio no ne- 
cesita producir prueba sobre la soltura de los 
padres. 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, marzo 15 
de 1898. — Y vistos: Notando el Juzgado al estudiar 
estos autos, que no se ha justificado el estado de 
soltura de los padres del causante, requisito esen- 
cial para poderse dictar la declaratoria solicitada, 
llenado que sea, vuelvan los autos nuevamente al 
despacho. — Repóngase la foja. — Luis Méndez Paz. 
— Ante mí: losé S. Oderigo^ secretario. 

(Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— Las partidas traducidas á fs. 76 y 82 comprueban 
que Juan Maistrou fué hijo legítimo por subsiguien- 
te matrimonio de sus padres Bernardo Maistrou y 
Elena Casenave. — La justificación de soltura de los 
padres del causante, que el Juez a quo estima como 
esencial para poder hacer la declaratoria de here- 
deros, es en mi concepto innecesaria, desde que la 
filiación adulterina no se presume, porque los deli- 
tos no se presumen, ni nadie ha contestado la filia- 
ción legítima del causante Juan- Maistrou. — Soy de 
opinión, por consiguiente, que V. E. revoque la re- 
solución apelada de fs. 137. — Buenos Aires, setiem- 
bre 3 de 1898. — Angel S. Pizarro. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 14 de 1898. — Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se revoca el auto apelado de fs. 137. — Devuélvanse, 
y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: A'. González del Solar (hijo), secretario. 
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Procede la citación por edictos si de autos consta que 
se ignora el domicilio 

.*\ntecedentes 

(Diligencia) — En 15 de julio de 1898 nos cons- 
tituímos á la casa calle Piedad número 474, con el 
fin de cumplimentar lo ordenado, y habiendo reque- 
rido á don Bartolomé Giagnoni, se nos informó por 
una persona de la casa que el ocupante de ella, que 
lo era el doctor López, había trasladado su estudio 
á la calle San Martín número 195, por lo que nos 
constituímos á este último domicilio, y habiendo 
preguntado en el estudio del doctor don Alberto V. 
López por el ejecutado señor Giagnoni, se nos dijo 
por el señor Noguera, que este señor no vivía alJí 
y que ignoraba su domicifio. Y no habiendo denun- 
cia de bienes, ni conociéndoselos al deudor para la 
traba de embargo, dimos por terminado el acto, 
para dar cuenta á V. S. — Carlos Ponce. 

(Escrito)— \gnov?iVíáo el domicilio, corresponde, y 
á V. S. pido, que se haga la notificación por medio 
de edictos publicados en los diarios y bajo aperci- 
bimiento de nombrársele defensor, si no comparece 
á estar á derecho en juicio. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 13 
de 1898. — Acredítese previamente que se ignora el 
domicilio de don Bartolomé Giagnoni, y se proveerá. 
— Luis F. Posse. — Ante mí* Pedro Persiani, secre- 
tario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898.— Y vistos: 
Por lo que resulta de la diligencia de fs. 15, se re- 
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voca el auto apelado de fs. 17 vta.— Devuélvanse 3' 
repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: A^. Gonsdles del Solar (hijo), secretario. 



No puede fundarse el recurso de nulidad si se interpone 
con ei de apelación 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 6 
de 1898. — Y vistos: — Considerando: Que de los 
propios términos del escrito de fs. 28 se desprende 
que al fundarse el recurso de nulidad se funda in- 
directamente el de apelación. — Que es jurispruden- 
cia constante de la Excma. Cámara que las partes 
deben concretarse á la nueva interposición de los 
recursos, sin que les sea permitido fundarlos. — Por 
estos fundamentos, se revoca el auto de fs. 29, y 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 227 del 
Código de Procedimientos, devuélvase el escrito de 
fojas 28, poniéndose nota por el actuario de los 
recursos interpuestos. — Repóngase la foja. — Luis 
Ponce y Gómez. — Ante mí: Jacinto Fernández^ se- 
cretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. — Y vistos: 
No existiendo vicio alguno que origine el recurso 
de nulidad deducido, se declara improcedente. Y 
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por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
defs. 37. — Devuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez.- Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



Los acreedores no pueden embargar fondos del con- 
curso 

Antecedentes 

(Escrito)— No conociéndole bienes al deudor y 
estando diligenciado el mandamiento de embargo, 
que corre agregado en autos, á V. S. pido se sirva 
mandar librar oficio al señor presidente del Banco 
de la Nación Argentina, con el fin de que sea em- 
bargada al concurso la cantidad que me adeuda de 
las fondos que tuviera depositados en aquel Banco 
ó que se depositaran como producto de los inmue- 
bles que se irán vendiendo y que pertenecen al ex- 
presado concurso. — Otrosí digo: Que los fondos á 
embargarse deben ser retenidos y ser puestos á la 
orden de V. S. como pertenecientes á estos autos. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 9 
de 1898. — Siendo un concurso el ejecutado en el 
presente caso, debiendo los acreedores, por lo tan- 
to, esperar que se haga oportunamente la corres- 
pondiente distribución de los fondos que existan en 
la proporción que les corresponda, no ha lugar á lo 
solicitado en el presente escrito. — Luis Ponce y 
Gómez. — Ante mí: Jacinto Fernández^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
fojas 73 vta. — Devuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: JV. González del Solar (hijo), secretario. 



Los fondos pertenecientes á menores deben depositarse 
á usuras pupilares 

Antecedentes 

( Escrito) — Se me ha hecho saber que el Banco 
de la Nación no recibe oro á usuras pupilares; el 
Banco hace constar el hecho sin invocar disposición 
legal ni razón. El argentino de oro es, sin embar- 
go, la verdadera moneda del país, y no es posible 
convertir á papel, que hoy vale 278, y dentro de un 
año puede ser 450 ó más. Sería exponer el pe- 
queño peculio de la menor, que V. S. quiere prote- 
ger, ordenando que pase á usuras pupilares. No 
estoy inventando, señor Juez, sino recordando los 
hechos; en 1^ de enero de 1885, un peso oro equi- 
valía á un peso papel; á los pocos meses el valor 
del papel había bajado á la mitad, luego á la tercera, 
cuarta parte del valor del oro; hoy ha subido á 278 
por 100 pesos oro, y así brinca de un extremo al 
otro, reflejando los accidentes por que pasa el país. 
En fin, no es posible, sobre todo tratándose del 
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bien de una menor, renunciar á una moneda de un 
yalor estable en favor de un valor ficticio. Por lo 
que solicito de V. S. se sirva volver su decisión an- 
terior y disponer que la pequeña suma dejada por 
la causante á su hija aproveche á ésta y sea remi- 
tida á Alemania, donde el Ministerio de menores se 
hará cargo de que única y exclusivamente por la 
menor será aprovechada. El cónsul de Alemania 
es empleado del Gobierno alemán y no cabe dudar 
de que cumplirá. 

{Dictamen del Agente Fiscal) — Señor Juez:^ 
Ni encuentro aceptable la causal que se invoca para 
pedir la entrega de la suma perteneciente á la me- 
nor, ni las consideraciones que se aducen demues- 
tran, á mi juicio, la necesidad ó la conveniencia de 
dicha entrega. En consecuencia, pienso que V. S. 
no puede hacer lugar á lo solicitado en el preceden- 
te escrito (art. 426, Código Civil). — Luis B. Mo- 
lina. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 17 
de 1898. — Autos y vistos: Por las consideraciones 
de la precedente vista, no ha lugar á lo solicitado 
á fs. 60. — Repóngase la foja. — Luis F. Possf.— -Ante 
mí: Pedro Persiani^ secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 22 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 62. — Devuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: A". González del Solar (hijo), secretario. 
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En el Juicio de separación de bienes procede la abso- 
lución de posiciones 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 16 
de 1898. — Señálase la audiencia del día 25 del co- 
rriente, á las dos p. m., para que don Antonio Zine- 
lli comparezca al Juzgado á absolver posiciones, 
bajo apercibimiento de que si dejare de compare- 
cer sin justa causa será tenido por confeso. — Fe- 
lipe Arana. — i\nte mí: Francisco Ratto^ secretario. 

(Escrito) — El presente juicio es una conse- 
cuencia del de divorcio, cuya nulidad tengo opues- 
ta. — En tales juicios no es admisible la prueba de 
confesión ó juramento de los cónyuges (art. 75 de 
la ley de matrimonio civil). — Pido, por esto, á V. S. 
se sirva revocar el auto por el que se cita á mi 
representado á absolver posiciones, concediéndome 
en caso omiso ó denegado apelación ante el Su- 
perior. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 27 
de 1898. — Y vistos: — Considerando, que la disposi- 
ción del art. 70 de la ley de matrimonio civil se 
refiere exclusivamente á los juicios de divorcio y 
responde al propósito de evitar el divorcio por 
mutuo consentimiento.- -Por ello y las consideracio- 
nes aducidas precedentemente, se mantiene el auto 
recurrido; sin costas, por no encontrar mérito^ y se 
concede en relación el recurso interpuesto en sub- 
sidio, debiendo elevarse los autos á la Excma, Cá- 
mara en la forma de estilo. — Repónganse las fojas. 
— Felipe Arana. — Ante mí: Francisco Ratto^ secre- 
tario. 
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RESOLUCION 



Buenos Aires, setiembre 23 de 1898. — Y vistos: 
Por los fundamentos de la resolución de fs. 28, se 
confirma, con costas, el auto apelado, fijándose en 
30 pesos los honorarios del doctor Almada. — De- 
vuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



El escrito presentado después de vencido el término y 
acusada rebeldía debe ser devuelto 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 21 
de 1898. — Informando el actuario en este acto q«e 
el término para que el actor evacuara el traslado 
de la contrademanda se halla vencido con exceso, 
dase por decaído el derecho que ha dejado de usar 
la parte actora, y autos. — Felipe Arana. — Ante mí: 
Carlos Federico Benitez^ secretario. 

(Otro) — Buenos Aires, julio 12 de 1898. — Autos 
y vistos: — Considerando: Que la parte actora pre- 
sentó el escrito de fs. 15 después de vencido el tér- 
mino para contestar el traslado conferido y cuando 
ya estaba acusada la rebeldía por la parte demanda- 
da; por ello, se mantiene el auto recurrido y se 
concede en relación el recurso de apelación sub^^i- 
diariamente interpuesto. — Felipe Arana. — Ante mí: 
Carlos Federico Benitez^ secretario. 
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RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 23 de 1898.— Y vistos: 
Por Sus fundamentos y los de la resolución de fs. 19 
vuelta, se confinria el auto apelado de fs. 12 vuelta. 
— Devuélvahse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. Gonsdles del Solar (hijo), secretario. 



El auto que ordena «ocurra donde corresponda» es 

inapelable 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 30 
de 1898. — Ocurra ante quien corresponda. — Luis 
PoNGE Y Gómez. — Ante mí: Antonio de P. Bejara- 
na^ secretario. 

. (Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: — 
En mi opinión no procede el ejercicio de las accio- 
nes posesorias cuando la desposesión ó la simple 
turbación de la posesión reconoce por origen una 
resolución judicial. Son las vías de hecho arbitra- 
rias las que ponen en juego las acciones posesorias, 
y ciertamente que no pueden considerarse como 
tales las resoluciones judiciales por erróneas que 
puedan ser. En el caso citado por el apelante, V. E. 
no resolvió que el juez que ha ordenado la pose- 
sión es el competente para conocer en el interdicto 
de retenerla que inicie el desposeído, sino que im- 
portando un verdadero recurso contra la resolución 



Digitized by 



Google 



del juez que había ordenado la posesión, la petición 
que motivó la resolución de V. E. era á ese mismo 
juez y no á otro á quien correspondía el conocimien- 
to de tal pedido. El caso actual es muy semejante 
al referido, pero el apelante que invoca la resolu- 
ción de V. E. debió ajustarse á ella, interponiendo 
un recurso en el juicio en que se dictó la resolución 
que manda se le desposea sin oirlo, pero no dedu- 
cir como lo hace una acción de mantención en la 
posesión, lo que es muy diferente, como lo son los 
recursos de las acciones. ¿El escrito de fs. 1 es un 
recurso contra la resolución del juez doctor Ponce y 
Gómez, dictada á fs. 32 del expediente agregado y 
confirmada por V. E. á fs. 53? Si así fuese, es in- 
dudable que dicho juez es el único competente para 
tramitar y resolver el recurso con arreglo á dere- 
cho, que es lo establecido por V. E. en el caso antes 
citado. Pero si ese escrito no es un recurso que se 
interpone contra la resolución referida, sino una 
acción contra la persona á cuyo favor se dictó di- 
cha resolución, entonces el demandante ha debido 
deducirla ante el juez en turno, y la resolución ape- 
lada de fs. 2 vta. debe ser confirmada por V. E. 
Si es verdad que las acciones están caracterizadas 
por la ley, independientemente de la calificación que 
les den los interesados, no es menos cierto que esa 
regla es inaplicable á la forma y naturaleza de las 
peticiones que se formulan ante los jueces. La in- 
terposición de un recurso, aunque importe una de- 
manda, debe proveerse como recurso, y la deduc- 
ción de una acción como una demanda que es, sin 
que los Tribunales puedan convertirla en recurso, 
ni á éste en demanda, porque su misión es proveer 
con arreglo á lo que se les pide y no con arreglo 
á lo que debiera pedírseles. La petición de fs. 1 es 
una verdadera demanda posesoria fuera de toda 
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duda, y por consiguiente, de acuerdo con lo expues- 
to, opino que V. E. debe confirmar la resolución 
apelada de fs. 2 vta. — Buenos Aires, setiembre 13 
de 1898.— Angel S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 23 de 1898.— Y vistos: 
No causando gravamen irreparable el auto recurri- 
do de fs. 2 vta., devuélvanse, reponiéndose el- sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 



El Consejo de Educación no es parte en el juicio sobre 
nulidad del testamento aun cuando no existan he* 
rederos forzosos. 

Antecedentes 

(Escrito) — V. S. se ha de servir desechar, con 
costas, la injusta pretensión formulada en estos autos 
acerca de la nulidad de los testamentos de doña 
Juana Paula, doña Cayetana, doña Felisa y doña 
María de los Angeles Gómez. — Las reclamantes 
carecen de personería para exigir declaratoria de 
nulidad de testamento, desde que no son herederas 
forzosas ni aun abintestato de las testadoras, pues 
algunas de ellas están fuera del sexto grado en la 
línea colateral, lo cual aduzco como excepción de 
fondo. — Por otra parte, es sabido que por repetidos 
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fallos de la Cámara de lo Civil en esta capital se 
ha resuelto que los sobrinos nietos carecen de su 
cesores abintestato. 

(Auto de 1^ Instancia) Buenos Aires, octubre 6 
de 1897. — Traslado al representante del Consejo 
Nacional de Educación y vista al Agente fiscal. — 
Luis F. Posse. — Ante mí: lulio Ramallo, secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 24 de 1898. — Y vistos: 
No estando preceptuado por lej' alguna que en los 
juicios ó incidentes sobre nulidad de testamentos 
deba darse intervención al Consejo Nacional de Edu- 
cación, por ello, y sin perjuicio de que en los autos 
principales en la debida oportunidad y á los efectos 
indicados en el auto recurrido se le dé la interven- 
ción correspondiente, se revoca el mencionado auto 
de fs. 16 vta. — Devuélvanse y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly.- Molina Arrotea. 

Ante mí: N. Gonzáles del Solar (hijo), secretario. 



Los herederos que no se han presentado y cuyo domH 
cilio se ignora deben ser representados por el de* 
fensor de ausentes. 

Antecedentes 

(Dictamen del Asesor de Menores) — Señor Juez: 
— Debe darse intervención en estos autos al señor 
Defensor de ausentes en turno (art. 631, Código de 
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Procedimientos). — Buenos Aires, junio 3 de 1898. — 
Luis B. Molina. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 7 de 
1898. — Autos y vistos: Atento lo pedido en el es- 
crito de fs. 38, y lo dictaminado por el Asesor de 
menores en la vista que antecede, y teniendo pre- 
sente que doña Ramona y don Nicanor Torres no 
se han presentado á tomar la intervención que les 
corresponde en estos autos, como lo justifica el cer- 
tificado del actuario de fs. 25, y haciéndose efectivo 
el apercibimiento decretado á fs. 6, nómbrase al 
Defensor de ausentes en turno para que les repre- 
sente, á quien se le dará vista de este juicio para 
que pida lo que corresponda; debiendo hacérsele 
saber que los días designados para oir providencia 
en secretaría son los lunes y jueves ó los inmediatos 
siguientes hábiles, si alguno de ellos fuere feriado. 
Cese la intervención fiscal. — Repóngase la foja. — 
Luis Punce y Gómez.— Ante mí: Modestino C. Pi- 
zarra, secretario. 

( Dictamen del Asesor de Menores ) — Señor Juez: 
— Si se tratara de una demanda, sería de perfecta 
aplicación la jurisprudencia invocada por el señor 
Defensor de ausentes. En el caso sub-judice me pa- 
rece que no puede haber cuestión sobre la proce- 
dencia de la intervención de dicho funcionario, desde 
que sólo se ha cumplido con lo dispuesto en el ar- 
tículo 631 del Código de Procedimientos, á cuyo 
fin basta que haya ausencia presunta y no sea po- 
sible citar al heredero personalmente. Pienso, por 
esto, que debe mantenerse el auto recurrido. — Bue- 
nos Aires, julio 29 de 1898. — Luís B. Molina. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, agosto 16 
de 1898 — Y vistos: Atento lo expuesto en el escrito 
de fs. 41, y tomando el Juzgado como resolución la 
vista del Asesor de menores de fs. 42, no ha lugar 
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á la revocatoria pedida á fs. 40, y se concede en re- 
lación el recurso de apelación subsidiariamente in- 
terpuesto, debiendo elevarse los autos á la Exce- 
lentísima Cámara en la forma de estilo.— Luis Ponce 
Y Gómez. — x\nte mí: Modestino C. Pizarro^ secre- 
tario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 26 de 1898. — Y vistos: 
Por los fundamentos de la resolución de fs. 43, se 
confirma el auto apelado de fs. 39. — Devuélvanse^ 
reponiéndose el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: X, Gonsdle^ del Solar (hijo), secretario. 



La prueba supletoria de ia filiación legítima sólo es 
admisible justificada la imposibilidad de presentar 
las partidas. 

Antecedentes 

( Dictamen del Agente Fiscal ) — Señor Juez: — 
Las disposiciones del art. 263 del Código Civil son 
varias, pues admiten que la filiación legítima se prue- 
ba por la inscripción del nacimiento y del matri- 
monio de los padres ó por la posesión de estado ó 
por todo medio de prueba, cuando no existe cons- 
tancia de la inscripción. La redacción de este ar- 
tículo ha inclinado la opinión del antiguo fiscal de 
Cámara doctor Cortés á establecer que puede ha- 
cerse uso de la prueba de la posesión de estado, 
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prescindiendo de la que arrojen los instrumentos pú- 
blicos como prueba de la filiación. La conjunción o, 
colocada en el artículo, yo no la interpreto como 
disyuntiva á efecto de poder valerse de uno ú otro 
medio de prueba; creo que dicha conjunción se em- 
plea para determinar el orden en que la prueba debe 
ser admitida; es decir, en primer lugar la inscrip- 
ción, y en segundo, á falta d€ ésta, la posesión de 
estado. Esta es mi opinión y en ella insisto; V. S., 
sin embargo, con mejor criterio, puede resolver lo 
que crea más arreglado á derecho. — Buenos Aires, 
octubre 13 de 1897. — Raymündo Naveyra. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, octubre 
20 de 1897. — Vistos: Teniendo en consideración que 
el art. 114 de la ley de matrimonio civil, reforma- 
torio del 263 del Código Civil, establece que á falta 
de inscripciones ó cuando la inscripción en los re- 
gistros se ha hecho bajo falsos nombres ó como de 
padres no conocidos, la filiación legítima puede 
probarse por todos los medios de prueba; que, en 
consecuencia, no puede recurrirse á la prueba su- 
pletoria sino en los casos de que no exista la prue- 
ba directa é instrumental prescripta en el mismo 
artículo 114; que en el presente caso no se ha ni 
intentado siquiera valerse de la citada prueba ins- 
trumental y menos comprobado la imposibilidad de 
presentarla. — Por esto, y de conformidad con la 
parte concordante del dictamen del Agente fiscal, 
no ha lugar á la información que se pretende pro- 
ducir. — Repóngase la foja. — Luis Ponce y Gómez. — 
Ante mí: fuan B, Palacios^ secretario. 

(O/rí?)— Buenos Aires, octubre 29 de 1897 — 
Autos y vistos: — Y considerando: 1^ Que el recurso 
de reposición tiene lugar contra las providencias in- 
terlocutorias y no contra las sentencias definitivas 
3' las interlocutorias que decidan algún artículo ó 
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causen gravamen irreparable (arts, 223 y 226 del 
Código de Procedimientos, y Caravantes^ tomo 4^, 
página 60, número 1439). — 2^ Que la resolución que 
recaiga en caso de reposición hará ejecutoria, dice 
el art. 225 del Código de Procedimientos, á menos 
que el recurso fuese acompañado del de apelación, 
y la providencia reclamada reuniese las condiciones 
establecidas en el 226, para que la interlocutoria 
sea apelable. Esto no quiere decir, sin embargo, 
que pueda pedirse reposición de una sentencia in- 
terlocutoria con fuerza definitiva, como es la de fojas 
47, quet:oncluye el incidente que la motivó y la 
jurisdicción del Juzgado al respecto; no pudiendo, 
por consiguiente, cambiar ni aun modificarse esa re- 
solución, á estar á lo que enseña Caravantes, tomo 
"^^1 pág. OO, número 1438. — Por esto, no ha lugar á 
la revocatoria pedida, y se concede en relación para 
ante el Superior la apelación subsidiariamente inter- 
puesta, y elévense los autos en la forma de estilo. 
— Repóngase la foja.— Luis Ponxe y Gómez. — Ante 
mú /uan B. Palacios, secretario. 

( Vista del Fiscal de Cámara ) — Excma. Cámara: 
- -El fiscal adhiere á las conclusiones del auto co- 
rriente á fs. 47, y solicita su confirmación. — Buenos 
Aires, julio 20 de 1898.— Lisandro Seoovia. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 26 de 1898. — V vistos: 
Atento la disposición contenida en el art. 114 de la 
ley de matrimonio civil, y de conformidad con lo 
dictaminado por el señor Fiscal, se confirma, con 
costas, el auto apelado. — Devuélvanse, reponiéndo- 
se el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: NMomdlez del Solar {J[i\]o),stQvtt^x\o. 
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Justificada en autos la ausencia, del demandado debe 
intervenir el defensor de ausentes 

Antecedentes 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, ma\'o 23 
de 1898. — Y vistos: Por lo que resulta del prece- 
dente certificado del actuario y haciéndose efectivo 
el apercibimiento decretado á fs. 17 vta., nómbrase 
al detensor de ausentes en turno para que represen- 
te á don Nicolás Gatri, á quien se le pasarán los 
autos, no haciéndose lugar á la declaración de re- 
beldía de Gatri, en razón de haberse aceptado y 
consentido la expresada providencia de fs. 17 vuelta. 
— Luis Ponce y Gómez. — Ante mí: Ventura Lima^ 
secretario. 

(Dictamen del Defensor de ausentes) — Señor Juez: 
— Según jurisprudencia sentada por la Excma. Cá- 
mara de lo Civil (serie 6^, tomo 4^ (tomo 73), pá- 
gina 384, de los Fallos), es necesaria la compro- 
bación de la ignorancia del domicilio del demandado, 
para que recién proceda su citación en la forma 
prescripta por el art. 80 del Código de Procedimien- 
tos. En otros términos, antes de publicarse la cita- 
ción por edictos^ debe el actor justificar la ignoran- 
cia que alega tener del domicilio del demandado. 
— En estos autos, si bien se produjo una informa- 
ción, en la cual los testigos presentados declararon 
que el demandado está ausente, el defensor no se 
cree autorizado á aceptarla como comprobante su- 
ficiente de la ignorancia á que se ha referido: prime- 
ro, porque la información no se ha producido con 
ese objeto; y segundo, porque de todos modos el 
Juzgado lo consideró insuficiente para los fines que 
se propuso el actor al producirla. Por tanto, V. S. 
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se ha de servir por contrario imperio revocar el 
auto de fs. 31 vta. en cuanto se ordena y da inter- 
vención al defensor, mandando al actor pida pre- 
viamente lo que corresponda. — Sin perjuicio de lo 
expuesto, debe V. S. también tener presente que en 
las publicaciones de fs. 28 y 29 se ha incurrido en 
serios errores respecto al nombre del actor, que 
aparece llamarse Pablo Alem y C''*, cuand^ según 
lo que resulta de autos se llama Pablo Abreu y C^. 
— De todas maneras, pues, es procedente la revo- 
catoria solicitada; caso omiso ó denegado, interpo- 
ne el defensor los recursos de apelación y nulidad 
para ante la Excma. Cámara. — Buenos Aires, junio 
7 de 1898.— Julio A. García. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 12 de 
1898. — Y vistos: — Considerando: Que por la infor- 
mación de fs. 19 vta. á fs. 22 se ha justificado que 
Gatri se ausentó á Montevideo y desde luego la 
ausencia del demandado es innegable. — Que nada 
importa que dicha información no se haya produci- 
do con el fin de comprobar la ausencia de Gatri, 
desde que ninguna razón existe para no tomarla en 
consideración al efecto. — Que, desde luego, es inne- 
gable que el demandante ignora el actual domici- 
lio del demandado. — Que el hecho de que el Juzgado 
no la haya considerado suficiente á la información 
producida á los fines del embargo preventivo soli- 
citado, no obsta á que la encuentre bastante para 
justificar la ausencia, porque se trata de extremos 
distintos en verdad. No se hizo lugar al embargo, 
porque no se comprobaron los hechos consignados 
en el inc. 5^ del art. 443 del Código de Procedi- 
mientos, entre los que no figura la ausencia del de- 
mandado. — Que ni siquiera puede tomarse en cuenta 
el error de las publicaciones, pues que sólo en el 
Boletín Judicial aparece la citación bajo el nombre 
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de Pablo Alem y C^, circunstancia que, por otra 
parte, no afecta el valor de la publicación, desde 
que el error no es respecto del citado sino del nom- 
bre del juicio en que se le cita, y desde que no hay 
diferencia ni en el nombre del juez ni de la secre- 
taría. — Si Gatri hubiese tenido conocimiento de lá 
citación, hubiera concurrido á este Juzgado y secre- 
taría á^l autorizante, y entonces el error habría 
desaparecido con facilidad, no causando perjuicio 
alguno á Gatri. — Por estas consideraciones, no ha 
lugar á la rev^ocatoria del auto de fs. 31 vta., y se 
conceden en relación los recursos de apelación y 
nulidad que se interponen, elevándose los autos al 
Superior en la forma de estilo. — Repóngase la foja. 
— Luis Ponce y Gómez. —Ante mí: Ventura Lima, 
secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. — Y vistos: 
Por los fundamentos del auto de fs. 36, y no siendo 
aplicable al caso la resolución invocada por el de- 
fensor á fs. 32. — Atento lo que resulta de la infor- 
mación producida al tenor del interrogatorio de fs. 16 
vuelta, pregunta segunda, se confirma, con costas, 
el auto apelado de fs. 31 vta. — Devuélvanse, repo- 
niéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molixa Arrotea. 

Ante mí: N. GonsdleB del Solar (hijo), secretario. 
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La intimación de pago de los honorarios puede hacerse 
ai mandatario representante de ios herederos 

Antecedentes 

(Escrito) — Que no habiéndoseme aún abonado mis 
honorarios, corresponde se sirva ordenarse libre 
contra la sucesión mandamiento de ejecución y em- 
bargo por la cantidad de 280 pesos moneda nacio- 
nal, que ellos importan, sus intereses y costas; de- 
biendo la diligencia entenderse con el representante 
de la sucesión don Esteban Lamadrid, en el domi- 
cilio constituido en autos. — Otrosí digo: Que V. S. 
se ha de servir ordenar también se practique la li- 
quidación de los gastos sufragados por mí. 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, mayo 18 
de 1898.— No teniendo el doctor Lamadrid, apode- 
rado de la sucesión, en el poder de fs. 26 facultad 
para efectuar pagos, no ha lugar á lo que se soli- 
cita. — Juan A. García. — Ante mí: Julio R. Guyot, se- 
cretario. 

( Escrito) — La Excma. Cámara de Apelaciones en 
lo Civil ha resuelto en la ejecución que por hono- 
rarios sigo por ante este mismo Juzgado y secreta- 
ría del escribano Taquini, contra la sucesión de don 
Carlos T. Badell y doña Adela Doglioli, que el po- 
der conferido para un juicio autoriza al procurador 
para intervenir en el incidente por cobro de hono- 
rarios. La autoridad jurídica de una resolución de 
ese alto Tribunal me evita entrar en otras conside- 
raciones y aducir otros argumentos para pedir á 
V. S. se sirva revocar por contrario imperio el auto 
que antecede, ordenando que la diligencia del man- 
damiento se entienda con el apoderado que* tiene 
la señora viuda de Gaetani en autos; concediéndo- 

Civil— Tomo 106-22 
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me en caso contrario el recurso de apelación que 
subsidiariamente interpongo. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 26 
de 1898. — Por los fundamentos que contiene la pro- 
videncia de fs. 81 vta., y teniendo además presente 
que el doctor Lamadrid no es más que un mero 
apoderado especial de la señora viuda del causante, 
no ha lugar á la revocatoria solicitada, y se concede 
en relación el recurso de apelación que subsidiaria- 
mente se interpone para ante la Excma. Cámara, 
á donde se elevarán los autos en la forma de estilo. 
— Juan A. García. — Ante mí: fulio R. Guyot^ secre- 
tario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. — Y vistos: 
Teniendo presente que el doctor Lamadrid es re- 
presentante de la sucesión demandada, que es, por 
lo tanto, con él con quien deben entenderse las 
acciones que contra dicha sucesión se instauren, se 
revoca el auto apelado de fs. 81 vta. — Devuélvan- 
se y repóngase el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: A^. González del Solar (hijo), secretario. 
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Los peritos nombrados para fijar el precio de ia ioca- 
ción sólo pueden tener en cuenta la prueba que 
resulte de autos anterior á la sentencia. 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, julio 22 de 
1898. — Y vistos: Habiendo la sentencia de fs. 131 
sometido la cuestión del importe de los trabajos re- 
clamados á la decisión de jueces árbitros, y estando 
nombrados éstos, según consta del acta de fs. 183 
vuelta, el señor Juan Adeil debió presentarse con el 
documento de fs. 179 ante los árbitros por carecer 
el Juzgado de jurisdicción, y, en consecuencia, de- 
vuélvase al interesado el expresado documento con 
la traducción de fs. 180, para que los haga valer 
en la forma que viere convenirle. — Repóngase la 
foja. — Luis Méndez Paz. — Ante mí: Santiago Fon- 
tana^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. — Y vistos: 
Debiendo los árbitros expedirse con arreglo á las 
constancias de autos anteriores á la sentencia, y 
siendo, en consecuencia, indebida la agregación de 
nuevos documentos, se confirma, con costas, la re- 
solución apelada de fs. 194. — Devuélvanse, repo- 
niéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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Sólo procede información supletoria si se justifica la 
imposibilidad de presentar las partidas 

Antecedentes 

{Dictamen del Agente Fiscal) — Señor Juez: — De 
acuerdo con la vista de fs. 33 vta., este . Ministerio 
prestó su aprobación á que se produjera la informa- 
ción, sin perjuicio de apreciarla en oportunidad en 
su verdadero mérito. — Soy de opinión, que la in- 
formación producida no llena los propósitos que se 
han tenido en vista al solicitarla, y que V. S. no 
debe prestarle su judicial aprobación. — La informa- 
ción supletoria que la ley autoriza para justificar el 
nacimiento de las personas, es en tanto cuanto 
previamente se justifique que la partida de naci- 
miento no se encuentra en el lugar donde debía 
haberse extendido; no basta que en términos gené- 
ricos se dirija, como se ha hecho, un oficio al señor 
Intendente municipal, y que este funcionario con- 
teste que no se encuentra esa partida en aquellos 
registros, sino que ha debido justificarse previa- 
mente dónde y en que fecha nacieron las personas 
cuya filiación se trata de probar, y con el informe 
del jefe del registro del lugar donde debieron exten- 
derse esas partidas, recién entonces producir la in- 
formación supletoria. -Admitir lo contrario, sería 
facilitar que la ley se eludiera á cada momento, 
pues bastaría pedir que informaran los jefes del 
registro de todas las localidades menos el de aque- 
lla en que el niño debió nacer (tomo 12 (tomo 44), 
página 377, serie 4^). — Independientemente de este 
hecho, la información es en sí deficiente. El testigo 
Miró aparece con un domicilio distinto del que se 
denuncia en el escrito de fs. 32 vta. — Con respecto 
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á la tercera pregunta del interrogatorio de fs. 32, 
su declaración se funda en el hecho, no de haber 
conocido á los ascendientes de la causante y cons- 
tarle su muerte, sino en que nunca oyó decir á la 
causante que tuviera ascendientes, lo que por cier- 
to es bien distinto. — Igual cosa ocurre con el testigo 
Reluchi en su declaración de fs. 35 vta. — Buenos 
Aires, ma)^o 27 de 1898. — Julio Moreno. 

(Otro) — Señor Juez: — Por el Código Civil ante- 
riormente, y por la ley de registro civil hoy, el 
matrimonio como la filiación se demuestran por las 
respectivas partidas anotadas en las parroquias ó 
secciones que corresponde (arts. 179 y 80 del Có- 
digo Civil, y 31 y 45 de la ley de matrimonio civil). 
— Para que la información supletoria proceda á 
defecto de las partidas es necesario denunciar por 
lo menos dónde se efectuó el matrimonio ó dónde 
nacieron los hijos, para que informando el párroco 
ó el encargado del registro, la información reconozca 
una base en que pueda legalmente apoyarse. — A 
falta de pérdida ó destrucción de los libros que por 
duplicado se llevan, las partidas no pueden dejar 
de existir en el lugar donde el hecho se produjo sino 
por una de estas dos causas: ó por negligencia de 
los padres ó por negligencia del encargado del regis- 
tro. — En el primer caso existiría una violación de la 
ley de registro civil, penada y castigada, que el fiscal 
debe velar por su cumplimiento, y que se haría sen- 
cillo evadir con estas informaciones supletorias fáci- 
les de producir. — En el segundo caso, sobre ser muy 
improbable, existiría igualmente otra contravención 
á la ley, penada y castigada por el art. 92.— Todo 
esto está demostrando que las informaciones suple- 
torias, cuando se refieren á matrimonios ó nacimien- 
tos producidos en la República, deben reconocer una 
base que los autorice y que hagan presumible por 
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lo menos la razón en que se funda ese pedidO; que 
no puede ser otra que la inexistencia de la partida 
en el lugar donde debió extenderse. — Con respecto 
á los otros puntos, y al mérito de la prueba produ- 
cida, este Ministerio reproduce su vista de fs. 38. 
—Buenos Aires, junio 2 de 1898. — Julio Moreno. 

{Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 4 
de 1898. — Téngase por resolución lo dictaminado 
por el señor Agente fiscal. —Repónganse las fojas. 
— Benjamín Williams. — Ante mí: losé Aspiazú^ se- 
cretario. 

(Vista del Fiscal de Cámara) — Excma. Cámara: 
— De la partida de fs. 3 resulta que don José Anto- 
nio Araujo, esposo de la causante de esta sucesión, 
doña Adelina Basualdo, estaba domiciliado en La 
Plata en julio de 1888. — De la información de fojas 
14, resulta igualmente (segunda pregunta del inte- 
rrogatorio de fs. 10), que dichos esposos se radica- 
ron en esta capital recién en 1892. — Y de la partida 
de fs. 4, resulta, por último, que Adelina Basualdo 
de Araujo falleció en agosto de 1893. — En el escri- 
to de fs. 8 se expresa que las menores Pastora, 
Mercedes 3^ Clorinda son hijas legítimas de la cau- 
sante, pero no se dice cuál es su edad, ni el lugar 
donde han nacido, lo que verosímilmente no puede 
ignorar el padre. — No es extraño que su nacimiento 
no esté inscripto en los registros del estado civil 
de esta capital, según la nota de fs. 27, puesto que 
á estar á la época indicada en el escrito de fs. 25, 
años 1888 á 1893, durante casi toda ella los espo- 
sos Araujo estaban domiciliados en La Plata, como 
queda referido. — Es allí, entonces, donde deben bus- 
carse las partidas de nacimiento de las menores, 
para que. en su caso, proceda la prueba supletoria 
de información de testigos. — Y en definitiva la pro- 
ducida, porque mientras uno de los testigos (fs. 35), 
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afirma que Clorinda tiene ocho años, y Pastora 
Mercedes seis, el otro testigo (fs. 35 vta.) asegura 
que la primera sólo tiene seis, y la segunda cuatro, 
lo que nunca puede ser cierto, pues van á hacer 
cinco años que falleció Adelina Basualdo. Siem- 
pre resultaría discordancia en la afirmación de los 
dos únicos testigos, en parte principal, lo que des- 
poja á sus declaraciones de importancia probatoria. 
— Por lo demás, habiendo la resolución apelada de 
fs. 45 reproducido el dictamen del Agente fiscal 
de fs. 44 vta., que está fundado en ley, entiendo 
que no existe la nulidad deducida. — Opino, pues, 
que V. E. debe confirmar la resolución apelada de 
fojas 45. — Buenos Aires, junio 21 de 1898. — Angel 

S. PlZARRO. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. Y vistos: 
De conformidad con el precedente dictamen fiscal, 
se declara improcedente el recurso de nulidad, y 
se confirma el auto apelado de fs. 45 vta. — De- 
vuélvanse, reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: N, Gonsále^ del Solar (hijo), secretario. 
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Una obligación de hacer no puede fundar un embargo 

preventivo 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 7 
de 1898. — Y vistos: — Y considerando: Que la dis- 
posición del art 437 del Código de Procedimientos 
no debe ser de aplicación sino en los mismos ca- 
sos en que la tienen las otras disposiciones del 
mismo Código sobre el embargo preventivo. — Que 
en todas las demás disposiciones sobre embargo 
preventivo, la jurisprudencia tiene establecido que 
éste no procede cuando se trata de obligaciones de 
hacer en que no existe cantidad líquida; luego, igual 
limitación tiene que tener en su aplicación la dis- 
posición del mencionado art. 437. — Por ello, y tra- 
tándose en el presente caso de una obligación de 
hacer, no ha lugar al embargo preventivo solicita- 
do. — Repóngase la foja. — Luis Méndez Paz. — Ante 
mí: Envigué O'Donell, secretario. 



RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. — Y vistos: 
— Considerando: Que el embargo que autoriza el 
artículo 437 del Código de Procedimientos, es por 
su naturaleza y objeto un verdadero embargo pre- 
ventivo. — Que, para que proceda un embargo pre- 
ventivo, es necesario que exista cantidad líquida 
(artículos 455 y 475 del Código citado), — Que en el 
caso sub'judice no se persigue el cobro de una 
suma determinada de dinero, sino el cumplimiento 
de una obligación de hacer. — Por estos íundamen- 
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tos, los del auto apelado de fs. 2, y de conformidad 
con la jurisprudencia sentada por el Tribunal, entre 
otros casos en el que se registra en el tomó 7^ 
(tomo 7^), serie 1^, pág. 218, colección de Fallos, 
se confirma dicho auto, con costas. — Devuélvanse, 
reponiéndose el sello. 

Giménez. — González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: A'. GonsáleB del Solar (hijo)^ secretario. 



La declaración de los coherederos sobre diferencias 
en el nombre no bastan para reconocerlos en ese 
carácter. 

Antecedentes 

(Auto de 1^ Instancia) — Buenos Aires, junio 25 
de 1898. — Autos y vistos: Siendo necesario com- 
probar que la heredera presunta que se titula Luisa, 
es la misma persona á que se refiere la partida 
acompañada de fs. 3, pues no basta la simple ma- 
nifestación que se hace en el escrito precedente para 
acreditar y constatar que en familia se le daba úni- 
camente el nombre de Luisa, no ha lugar por ahora 
á la declaratoria solicitada. — Benjamín Williams. — 
Ante mí: José Aspiasü^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 28 de 1898. — Y vistos: 
Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 55. — Devuélvanse, y repóngase el sello. 

Giménez — Gelly.— Molina Arrotea. 

Ante mí: N. González del Solar (hijo), secretario. 
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No procede el embargo preventivo de ios muebles que 
se pretende reivindicar si no se acompañan re- 
caudos que hagan verosímil el derecho. 

Antecedentes 

{Escrito) — Soy propietario de los muebles cuyo 
detalle acompaño, y según consta del testimonio de 
la escritura pública que presento, cuyos muebles han 
sido indebidamente embargados á pedido del Nue- 
vo Banco Italiano, en poder y por una deuda de 
mi locatario señor Braulio G. Gires, en un juicio 
que tramita ante el Juzgado á cargo del doctor 
Peyret, secretaría de Blanco. En mérito de lo ex- 
puesto, y en ejercicio del derecho que me concede 
el Gódigo Givil en su libro 3^, título 9^, capítulo 1^, 
vengo á interponer formal demanda reivindicatoría 
contra el Nuevo Banco Italiano, en la persona de 
su representante legal, señor Gésar Bernasconi, y 
el señor Braulio G. Gires, poseedores de los bienes 
expresados, á fin de que V. S. oportunamente se 
sirva condenarlos á la entrega de ellos, con espe- 
cial condenación en costas, daños y perjuicios. — 
Otrosí digo: 1^ Que á fin de que no se haga iluso- 
ria mi acción, ruego á V. S. se sirva ordenar que 
bajo mi responsabilidad se trabe embargo preventi- 
vo sobre dichos muebles, de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 447 del Gódigo de Procedimientos, los 
cuales se encuentran actualmente en el domicilio 
del señor Gires, librándose al efecto el mandamien- 
to respectivo. — 2^ Que á la vez se ha de senir 
librar oficio, sin más trámite, al señor juez doctor 
Peyret, para que en tanto se solucione este juicio 
suspenda todo procedimiento en el juicio arriba in- 
dicado, que importa hacer ilusoria la reivindicación 
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de los expresados muebles. ~ 3^ Que á pesar de lo 
expuesto, no acompaño el testimonio de la escritura 
pública que acredita mi propiedad, por no haber 
podido obtener su desglose de unos autos á que se 
encuentran agregados; pero de acuerdo con lo dis- 
puesto en el art. 72 del Código de Procedimientos, 
manifiesto á V. S. que la escritura matriz fué otor- 
gada ante el escribano público Santiago M. Vincenti 
en el año 1895, constando en ella la agregación de 
un inventario en que se detallan los muebles de mi 
propiedad, siendo los que motivan el juicio de rei- 
vindicación. 

(Auto de 1^ Instancia,! — Buenos Aires, setiembre 
18 de 1897. — Por presentado en cuanto ha lugar 
por derecho j' por constituido el domicilio legal in- 
dicado; de la demanda que se deduce, traslado á los 
demandados, á quienes se les citará en forma para 
que comparezcan á contestarla dentro del término 
de nueve días; al primer otrosí: de acuerdo con lo 
dispuesto en los arts. 447 y 449 del Código de Pro- 
cedimientos, bajo la responsabilidad j' previa cau- 
ción juratoria del solicitante, trábese el embargo 
preventivo solicitado, librándose el correspondiente 
mandamiento, teniéndose presente para el embargo 
los bienes que se expresan en el tercer otrosí; al 
segundo: no siendo procedente, no ha lugar; y al 
tercero: téngase presente.— Y á los efectos del ar- 
tículo 31 del Ct5digo de Procedimientos, se fijan los 
días lunes y viernes ó el inmediato siguiente, si 
alguno de aquéllos fuera feriado. — Luis Méndez 
Paz. — Ante mí: Modesto Benavente^ secretario. 

(Escrito) — Antes de entrar al fondo del asunto, 
tengo que pedir reposición del auto de embargo de- 
cretado por V. S. sobre los muebles que constituyen 
el objeto de la reivindicatoría, interponiendo, desde 
luego, para el inesperado caso en que ella me fuese 
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denegada, el recurso de apelación que corresponde, 
todo ello en virtud de las razones que paso á ex- 
poner. — El art. 447 del Código de Procedimientos 
dispone que puede pedirse embargo en la cosa mue- 
ble ó inmueble que se demanda por acción reivin- 
dicatoría. ¿Pero este embargo procede siempre y en 
todos los casos, aun cuando la demanda reivindica- 
toría no descanse en otro recaudo que en meras afir- 
maciones del pretendido reivindicante? La Excelen- 
tísima Cámara de Apelaciones, no en uno, sino en 
muchos casos, tiene resuelto que el embargo sólo 
procede cuando el que lo pide acompaña título de 
dominio que á prima facice hacen verosímil el de- 
recho invocado. Excuso citar tales casos, porque 
tratándose de una jurisprudencia copiosa 3' harto 
conocida, incurriría en demasías fatigosas. Y no 
puede ser de otro modo que como lo ha resuelto el 
Superior. La acción de reivindicación nace del do- 
minio en cosas particulares. Ella se concede al pro- 
pietario que ha perdido la posesión de aquéllas 
para reclamarla de aquel que tiene esa posesión. 
Una afirmación no es una demostración. Y después, 
¿qué decir en presencia de las propias afirmaciones 
del actor? Nos dice, en efecto, que es propietario 
de los muebles, los cuales han sido embargados á 
pedido del Nuevo Banco Italiano, en un juicio por 
una deuda de su locatario, que tramita en el juzga- 
do del doctor Peyret. secretaría de Blanco. ¿Y cómo 
entonces, sin título escrito y sin posesión, puede el 
actor obtener un embargo? Esto no entra cierta- 
mente en los designios de la El día en que tal 
jurisprudencia prevaleciera, no habría hora segura 
para ningún derecho. — Yo no he de abusar de 
V. S. llevando adelante mis demostraciones, porque 
siendo el caso sencillísimo, no trepido en creer que 
V. S. accederá á mis pedidos. 
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( Auto de 1^ Instancia ) — Buenos Aires, mayo 26 
de 1898. — Y vistos: Por las consideraciones aduci- 
das en el escrito de fs. 17, que el Juzgado reprodu- 
ce en lo pertinente, revócase por contrario imperio 
el auto de fs. 2 vta., en la parte recurrida. — Se 
recibe á prueba la excepción de cosa juzgada, por 
quince días comunes y prorrogables, debiendo, du- 
rante dicho término, concurrir las partes diariamen- 
te á secretaría á oir providencia. — Juan A. García. 
— Ante mí: Pedro J, Hernández^ secretario. 

RESOLUCIÓN 

Buenos Aires, setiembre 29 de 1898. — Y vistos: No 
acompañándose recaudos bastantes para justificar la 
medida solicitada en el escrito de fs. 1, y atento la 
jurisprudencia de este Tribunal, declarada entre 
otros casos en el que se registra en la serie 3^, 
tomo 1^ (tomo 20), pág. 354, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de fs. 40 vta. — Devuélvanse, 
reponiéndose el sello. 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 

Ante mí: A^. González del Solar (hijo), secretario. 
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CAUSA -240 

Sumario — Si letra ha sido debidamente protestada á 
su vencimiento, la testamentaria adeuda los inte^ 
reses.—2^ La testamentaria no puede ser respon^ 
sabilizada por las costas, si por existir menores 
interesados el acreedor debió justificar la aufenti* 
cidad de la firma de la letra. 

Antecedentes 
(Dictamen del Asesar de Menores) 
Señor Juez: 

En mérito de la prueba producida, que considero 
bastante para justificar el crédito reclamado en la 
demanda, puede V. S. declarar dicho crédito de 
legítimo abono. 

Buenos Aires, abril 23 de 1898. 

Marcelino Meló. 



fSenteHcta de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos, seguidos por don Jacomio 
Barragán contra la sucesión de don Jenaro Iranzo, 
sobre cobro de pesos; de los que resulta: 

1^ Que á fs. H y 10 se presentó al Juzgado don 
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Lorenzo C. Ferrari, con poder en íorma del señor 
Barragán, entablando demanda contra la sucesión de 
don Jenaro Iranzo por cobro de la suma de 1,000 
pesos moneda nacional, importe del pagaré de fs. 3, 
que el causante suscribió como garante; que pedía 
que oportunamente se condenara á la sucesión de- 
mandada al pago de la expresada suma, intereses 
y las costas del juicio. 

2^ Que corrido traslado de la demanda, fué eva- 
cuado á fs. 13, 15 y 17 por los representantes de 
la sucesión de don Jenaro Iranzo, señores Juan L. 
Bisso, Marcelo T. Bosch y señora drña Ventura 
Díaz de Iranzo, diciendo: Que sin negar ni recono- 
cer la firma del pagaré de fs. 3, que se atribuía al 
causante, pedía que se justificara en forma, por cuan- 
to no les constaba su existencia. 

3^ A fs. 18 vta. dictaminó el Asesor del Minis- 
terio de menores solicitando que se abriese la causa 
á prueba, lo que se hizo por el auto dictado en la 
misma foja, habiéndose producido la que expresa el 
certificado del actuario de fs. 30 vta. 

4^ A fs. 32 alegó de bien probado el actor y á 
fojas 34 doña Ventura D. de Iranzo, habiéndoseles 
dado por decaído de ese derecho á los que dejaron 
de hacerlo á fs. 36 vta., después de lo cual se expi- 
dió el Asesor de menores á ts. 37, llamándose en 
seguida autos. 

Y considerando: 

Que con la prueba pericial producida por el ac- 
tor á fs. 26, se ha justificado que la firma atribuida 
al causante don Jenaro Iranzo que suscribe el pa- 
garé de fs. 3 como garante, es la que éste usaba 
en todos sus actos, así como que la palabra garan- 
to es de su puño y letra. 

Que esta prueba es suficiente para comprobar la 
existencia del crédito reclamado y la obligación en 
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que se encuentra la sucesión demandada de sol- 
ventarlo. 

Que no es procedente el pago de intereses solici- 
tado por el actor por cuanto los herederos de don 
Jenaro Iranzo han hecho uso de un derecho legíti- 
mo al solicitar que se probara el crédito gestionado. 

Por estos fundamentos, y de acuérdo con lo dic- 
taminado por el Asesor del Ministerio de menores, 
fallo: declarando de legítimo abono el crédito recla- 
mado por don Jacomio Barragán, importante la su- 
ma de 1,000 pesos moneda nacional, sin intereses. 

Sin especial condenación en costas, por no haber 
mérito para imponerlas. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en Buenos Aires, á 13 de mayo de 1898. 

Repónganse las fojas. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Jacinto Fernández^ secretario. 



(Vista del Asesor de Menores) 

Excma. Cámara: 

El demandante pide revocatoria de la sentencia 
del Inferior en la parte que exime á la sucesión del 
pago de los intereses del crédito y de las costas 
del juicio. En mi opinión la revocatoria no procede, 
pues no habiéndose estipulado el pago de intereses 
en el documento que sirve de fundamento á la de- 
manda, la sucesión no está obligada á abonarlos. 
Respecto á la exoneración de las costas del juicio, 
pienso igualmente que el fallo debe confirmarse por 
cuanto el actor estaba obligado á justificar el crédi- 
to reclamado, en razón de intervenir menores. 

Buenos Aires, julio 23 de 1898. 

Marcelino Meló. 
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ACUERDO 



En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 1^ de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Jacomio Barragán contra don Jenaro Iranzo (su su- 
cesión), sobre cobro de pesos; respecto de la sen- 
tencia corriente á fojas 40, el Tribunal estableció !a 
siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia de fojas 40 en la parte 
apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gonzá- 
lez del Solar, Giménez, Gelly, Díaz, Molina Arrotea. 

El doctor González del Solar dijo: 

La sentencia del Inferior declara de legítimo abo- 
no el crédito reclamado por el actor contra la su- 
cesión de don Jenaro Iranzo y á que se refiere el 
documento ó pagaré que corre agregado á fs. 3, sin 
hacer lugar al pago de los intereses y costas del 
juicio, pedido también en la demanda, lo que ha 
motivado el recurso interpuesto contra dicho fallo. 

Dada la naturaleza del crédito reclamado y lo 
dispuesto expresamente por el Código de Comercio 
en el art. 737, considero incuestionable el perfecto 
derecho que asiste al actor para exigir el pago de 
los intereses. 

Se trata de un documento que el mismo Código 
de Comercio considera como una letra de cambio 
(artículo 740), y habiendo sido debidamente protes- 
tado á su vencimiento (véase testimonio de fs, 5), 
se deben sus intereses desde el día del protesto, co- 

Civil— Tomo 106-23 
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mo lo establece Ja disposición recordada, intereses 
que deben satisfacerse al tipo que cobra el Banco 
de la Nación. 

No sucede lo mismo en cuanto á las costas del 
juicio, por cuanto la sucesión demandada ha podido 
exigir la comprobación de la autenticidad de la 
.obligación, sin incurrir en la responsabilidad de los 
gastos que en su comprobación haya podido causar 
al actor. 

Por lo expuesto, pienso que debe revocarse la 
sentencia apelada en cuanto no hace lugar al pago 
de los intereses reclamados y confirmarla en la 
parte que exonera de la responsabilidad de las cos- 
tas á la sucesión demandada. 

En este sentido emito mi voto por la negativa. 

Los doctores Giménez, Gelly, Díaz y Molina Arro- 
tea se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez . — Gelly. — Molina Arrotea . — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 1° de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia apelada en cuanto exime á la sucesión 
demandada del pago de los intereses reclamados 
por el actor, los ^^ue deberán satisfacerse por la .su- 
cesión demandada á estilo de Banco desde la fe- 
cha del protesto del documento de fojas 3, confir- 
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mándose en cuanto á la exoneración délas costas,. 
— Devuélvanse,, y repónganse los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly.— Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor GoíÍ- 

zAlez del Solar. — Delfín B. Díaz. 

I 

Ante mí: Jorge L. Dupiiis^ secretario. 



CAUSA 241 

I i 

Sumario — P Para que exista precio en el contrato de compra- 
venta, basta Que se estipule el valor de un papel 
de comercio en época determinada— 2^ El firman- 
te de un boleto de compraventa está obligado al 
otorgamiento de la escritura pública, si es la fot- 
ma exigida por la ley para la validez del con- 
trato. 

Antecedentes 

í 

{Sentencia de 1^ Instancia) 

.. Y vistos: estos autos, seguidos por don Francis- 
co B. Bosch y otros contra don Francisco S. Menn^ 
sobre escrituración, para dictar sentencia definitiva; 
y resultando: 

1^ Que á fs. 8 se presentó don Jenaro Patiño, 
por los señores general Francisco B. Bosch, doc- 
tor Mariano Orzábal y don Honorato Carozzi, con 
la respectiva escritura de poder, entablando deman- 
ida contra don Francisco s. Menn, á fin de reducir 
á escritura pública un boleto de venta de una frac- 
ción de campo ubicada en el partido de Vecino, 
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provincia de Buenos Aires, compuesta de 11,378 
hectáreas, á cuya escrituración se obligó el deman- 
dado á favor de sus mandantes, por el boleto sim- 
ple que en tres fojas útiles acompañaba, siendo el 
importe de la venta el importe del gravamen en 
favor del Banco Hipotecario de la provincia de 
Buenos Aires, que reconoce dicho campo, en cédu- 
las hipotecarias de la serie O, teniendo los compra- 
dores el derecho de exigir la escrituración cuando 
sean puestos al día los servicios atrasados, ó antes 
si se conseguía encontrar los medios de cancelar 
el gravamen (cláusula tercera de dicho boleto); que 
fué expresamente convenido que el demandado arren- 
daría el campo y percibiría el importe de los arren- 
damientos, depositándolos en el Banco, con destino 
á la compra de cupones y bonos para amortizar los 
servicios atrasados de la hipoteca (cláusula cuarta); 
que á pesar de la claridad de estas estipulaciones 
el demandado no ha cumplido con hacer el depósito 
de los fondos que ha percibido desde la fecha del 
convenio y se niega á depositar los que sigue per- 
cibiendo; que habiendo sus mandantes conseguido 
los fondos necesarios para cancelar la hipoteca, exi- 
gieron al demandado otorgase la escritura á que se 
obligó, reduciendo á documento público el boleto 
que suscribe, cosa á la cual se negó caprichosamen- 
te, lo que indujo á creer á sus mandantes que no 
cumpliría con los compromisos contraídos, y les 
pone en el caso de compelerlo judicialmente; que 
el art. 1185 del Código Civil establece: que los con- 
tratos que debiendo ser hechos en escritura pública 
lo fuesen en instrumento particular suscritos por las 
partes, valdrán como instrumentos en que las partes 
se obligan á otorgar escritura; y el 1187 del mismo 
Código dispone: que la obligación resultante de con- 
tratos de esta naturaleza se resuelve en una obliga- 
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ción de hacer, es decir, de otorgar escritura, bajo 
apercibimiento de resolverse la obligación con la 
indemnización de pérdidas é intereses; que fundado 
'^n éstas y en la negativa del demandado á cum- 
plir lo estipulado, entablaba, en nombre de sus re- 
presentantes, formal demanda sobre escrituración 
del referido boleto, y se le condene á reducir á es- 
critura pública el contenido de dicho boleto en un 
plazo prudencial y bajo apercibimiento de rescin- 
dirse la obligación con pago de pérdidas é intere- 
ses, pidiendo también la condenación en costas. 

2^ Que por el auto de fs. 10 se corrió traslado de 
la demanda, presentándose á fs. 13 el señor Menn 
sin contestar dicha demanda, oponiendo la excep- 
ción de incompetencia de jurisdicción como artículo 
de previo y especial pronunciamiento, fundando di- 
cha excepción en ser el excepcionante de nacionali- 
dad alemán y los demandantes argentinos, y en el 
artículo 2^ de la ley federal de 14 de setiembre de 
1863, cuya excepción fué rechazada por el auto 
de fs. 31, en virtud de haberse opuesto fuera de 
término. 

3^ Que á fs. 19 se presentó el demandado con- 
testando la demanda, exponiendo: que los actores 
habían faltado á la verdad al afirmar que se le había 
hecho interpelación privada con el fin de que se 
diera cumplimiento á lo estipulado en el boleto que 
acompañan; que ni siquiera una insinuación se le 
había hecho en tal sentido; que la acción deducida 
no podía prosperar, desde que se trata de que se 
reduzca á escritura pública un boleto privado que 
llaman de compraventa, pero que en realidad no lo 
era, por faltarle uno de los elementos esencialmente 
práctico para la existencia de dicho contrato. Para 
que exista un contrato de compraventa es de abso- 
luta é imprescindible necesidad que se estipule un 
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precio en dinero, y bien se ve que el boleto ad- 
junto no hace mención alguna de esta circunstancia, 
lo que valía decir que ese convenio no es ni podía 
ser de compraventa, y que la acción deducida era 
improcedente y debía desestimarse, con costas á 
los actores. 

4^ Que por el auto de fs. 45 vta. se recibió la 
causa á prueba, produciéndose solamente por Ios- 
actores la que corre de fs. 52 á 111, como consta 
del certificado del actuario de fs. 112 vta., y presen- 
tándose por ambas partes los alegatos de fs. 116 y 
122, con lo que se llamó autos para definitiva á fo- 
jas 125 vta. 

Y considerando: 

• 1^ Que como resulta de la relación que precede, 
la demanda sólo tiene por objeto conseguir la escri-* 
turación del boleto de fs. 2, y á este respecto no 
puede ser más explícito y terminante el pétitum 
dé ella. ' ^ ' 

• 2^ Que aunque el demandado en su contestación 
há negado que se le hubiese exigido esa escritura-' 
ción, ello ha quedado demostrado por las posiciones 
de fs. 98, pregunta 3^, que deben darse por absuel- 
tas, haciendo efectivo lo dispuesto en el auto de fojas' 
87, ejecutoriado y confirmado por la Excma. Cá- 
mara, que el demandado no niega haber suscrito el 
boleto. 

3^ Que si resulta entonces que, habiendo el de- 
mandado suscrito el boleto cuya escrituración se 
solicita, se ha negado á hacer esa escrituración, 
según queda establecido en el considerando ante- 
rior, la demanda es completamente procedente, por- 
que son absolutamente improcedentes las excepcio- 
nes que el demandado opone en su contestación, 
respecto á que el boleto mencionado no contiene un 
contrato de venta, etc., pues que en este juicio 
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no se trata de hacer efectiva la venta y la corres- 
pondiente escrituración de ella, sino simplemente de 
escriturar el mencionado boleto, cualquiera que sea el 
contrato que se haya consignado en ese documento. 

Será en otra oportunidad, cuando los actores exi- 
jan que se haga efectiva la venta que ellos preten- 
den, que tal discusión podrá no ser extemporánea. 
Ahora lo que está en tela de juicio, es que cual- 
quiera que sea, y como quiera que se llame el con- 
trato celebrado, se reduzca él á escritura pública. 

En cuanto á la excepción de incompetencia opues- 
ta en la misma contestación, ella es igualmente im- 
procedente, en virtud de lo dispuesto en el art. 99 
del Código de Procedimientos. 

El demandado ya había interpuesto esa excepción 
como dilatoria y ella fué rechazada, y no le era 
permitido volver de nuevo á oponer esa excepción, 
aparte de que en la estación de prueba el deman- 
dado ni siquiera ha intentado justificar los extre- 
mos en que fundó dicha excepción. 

Por estos fundamentos 3^ concordantes pertinentes 
del alegato de fs. 116, definitivamente juzgando, 
fallo: haciendo lugar á la demanda, y en virtud de 
lo dispuesto en el art. 1185 del Código Civil, con- 
denando á don Francisco S. Menn á reducir á es- 
critura pública, dentro del término de diez días, el 
convenio celebrado en el boleto de fs. 2, bajo pena 
de pagar pérdidas é intereses, con especial condena- 
ción en costas, en virtud de lo que dispone el ar- 
tículo 221 del Código de Procedimientos, á cuyo 
efecto regulo los honorarios del doctor Medina en 800 
pesos y los derechos procuratorios de Patiño en 200. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Ai- 
res, capital de la República, á 7 de mayo de 1898. 

Luis Méndez Paz. 

Ante mí: José S. Oderigo^ secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 1^ de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Francisco B. Bosch y otros contra don Francisco 
S. Menn, sobre escrituración; respecto de la sentencia 
corriente á fs. 130, el Tribunal estableció las si- 
guientes cuestiones: 

1^ ;Es nula la sentencia de fs. 130? 

2^ Caso negativo: ¿es justa en lo demás que con- 
tiene ? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar en el orden siguiente: doctores Mo- 
lina Arrotea, Giménez, Gelly, Díaz, González del 
Solar. 

A la primera cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo : 

El pronunciamiento recurrido se ajusta á la litis- 
contestación y ha sido sustanciado con estricta ob- 
servancia de las reglas prescriptas por el pronun- 
ciamiento ordinario, por lo que emito mi voto por 
la negativa. 

Los doctores Giménez, Gell3% Díaz y González del 
Solar se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Molina Arrotea 
dijo: 

Los demandantes promueven, según expresamente 
lo dicen en su escrito de fs. 8, formal demanda so- 
bre escrituración del boleto privado que acompañan 
á la misma, y que corre agregado á fs. 2, y piden 
que en oportunidad se condene al demandado á re- 
ducir á escritura pública el contenido de dicho bo- 
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leto en un plazo prudencial y bajo apercibimiento de 
rescindirse la obligación, con pago de pérdidas é 
intereses. 

Hago mérito de estos términos expresos de la 
demanda, porque ellos ponen de manifiesto los erro- 
res de concepto en que se incurre por el apelante 
en su escrito de agravios. 

Se demanda, como se ve, la reducción á escri- 
tura pública del boleto de fs. 2, fundándose este 
pedido en la disposición de los arts. 1185 y 1187 
del Código Civil. 

La letra de estos artículos y la interpretación que 
constantemente le ha dado la jurisprudencia, coloca 
fuera de todo debate la procedencia de la acción 
instaurada y consiguientemente la justicia del pro- 
nunciamiento que á ella hace lugar. 

Se impone tanto más esta conclusión cuanto que 
el reo no ha negado la autenticidad de su firma, ni 
ha alegado ninguna otra causal legal que obste al 
cumplimiento de la obligación de hacer, como cali- 
fica el art. 1187 á los contratos regidos por el 1185 
ya citado, y cuando, finalmente, es inexacto que en 
el boleto no se haya estipulado precio. Allí se dice, 
en efecto, que el precio de la venta es la mitad de 
la deuda que el total del campo reconoce á favor 
del Banco Hipotecario de la provincia de Buenos 
Aires, en cédulas de la serie O, con cuya mitad car- 
gan los compradores. 

El precio será cierto, según el art. 1349 del Có- 
digo Civil, entre otros casos, cuando lo sea con re- 
fjsrencia á otra cosa cierta, y es sin duda esto lo 
que importa la estipulación ó referencia que dejo 
mencionada. 

La validez de la convención no se ajusta, pues, 
dentro del texto y espíritu de este artículo, porque 
no se haya determinado como precio una suma de 
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dinero, siempre que la misma convención contenga 
bases ó cláusulas suficientes para determinarlo, in-* 
dependiente de la voluntad de las partes. 

Respecto de la imposición de costas, considero que 
el Inferior ha aplicado con recto criterio la regla ' 
establecida en el art. 221 del Código de Procedi- 
mientos. 

Por las consideraciones expuestas emito mi voto 
por la afirmativa. 

Los doctores Giménez, Gelly y Díaz se adhirieron . 
al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

Que la demanda de fs. 8, según resulta de sus 
términos expresos, se promovía al solo objeto de 
reducir á escritura pública el contenido del boleto 
de fs. 2. 

Trabada la litiscontestación conforme á estos tér- 
minos, la sentencia ordena esa escrituración, ajus- 
tándose á lo dispuesto en los arts. 216 y 217 del 
Código de Procedimientos. 

En este concepto, y no obstante sus opiniones 
reiteradamente manifestadas sobre el alcance jurídi- 
co de los arts. 1185 y 1187 del Código Civil^ emitía 
igualmente su voto por la afirmativa. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 1*^ 189S. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instru3'e el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia de fs. 130 en lo principal, 
confirmándose igualmente en cuanto á la estimación 
de honorarios que contiene, por ser equitativa. — Re- 
gúlanse los honorarios del doctor Medina en esta 
instancia en 150 pesos y en 40 los derechos procu- 
ratorios de Patiño. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gellv. — Car- 
los Molina Arrotea, — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



CAUSA 242 

Sumario — Las declaraciones prestadas en el juicio criminal 
por adulterio no forman prueba en el juicio civil 
de divorcio. 

Antecedentes 
(Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

V. S. no debe hacer lugar á la acción de divor- 
cio instaurada por don Miguel Perissé contra doña 
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María Montezún, por cuanto el primero no ha acre- 
ditado el hecho en que la fundó con la prueba pro- 
ducida. 

En efecto; ésta se reduce á dos testimonios ex- 
pedidos por los Tribunales de lo criminal, en que 
consta que la demandada confesó el abandono del 
hogar conyugal y el adulterio que más tarde se le 
ha imputado. 

Pero la confesión en juicio, si bien puede consti- 
tuir prueba, según los casos, en materia criminal, no 
es admisible en los juicios de divorcio. El art. 70 de 
la ley de matrimonio civil dispone expresamente 
lo siguiente: <Toda clase de prueba será admitida 
en este juicio (el de divorcio), con excepción de la 
confesión ó juramento de los cónyuges. 

Se ve, pues, que las probanzas presentadas por 
el actor ningún valor tienen en el caso; y que, por 
consiguiente, V. S. debe proveer de acuerdo con lo 
que dejo expuesto. 

" Buenos Aires, octubre 14 de 1897. 

Evaristo Barrenechea. 



( Sentencia de 1^ Instancia ) 

Y vistos: estos autos seguidos por don Miguel 
Perissé contra doña María Montezún, sobre divor- 
cio; de los que resulta: 

1^ Que con fecha 31 de mayo de 1895, se pre- 
sentó al Juzgado don Luis J. Cano, por don Miguel 
Perissé, según el testimonio de poder que acompa- 
ñaba, diciendo: Que tenía encargo de su mandante 
para iniciar un juicio de divorcio contra su esposa 
doña María Montezún, y en mérito de las considera- 
ciones de hecho y de derecho que pasaba á expo- 
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ner: que su mandante contrajo matrimonio con aque- 
lla señora el 12 de mayo de 1879, en la parroquia 
del partido del Azul, provincia de Buenos Aires, 
como se comprobaba con la partida que en testi- 
monio acompañaba; que después de varios años de 
unión tranquila, hasta los primeros meses del co- 
rriente año, en que la esposa, impulsada por sus 
propios extravíos ó guiada por malos consejeros, ha 
hecho el más completo abandono del hogar marital, 
faltando, por consiguiente, á todos los deberes que 
la ley y la moral le imponen; que un día del mes 
de enero fué sorprendido su mandante con que su 
esposa se rebelaba contra su autoridad, abandonan- 
do su hogar para trasladarse á casa de sus padres; 
que su mandante perdonó esta grave falta y obtuvo 
del señor juez doctor Garay, las medidas necesarias 
para compelerla al cumplimiento de la obligación 
que le impone el art. 53 de la ley de matrimonio 
civil; que más tarde abandonó nuevamente el hogar; 
que la acción de divorcio, en el presente caso, tie- 
ne su fundamento legal en el inc. 7^ del art. 67 de 
la ley de matrimonio civil; que, en consecuencia, 
entablaba formal demanda de divorcio, y pedía que 
en oportunidad se decretase la separación personal 
de los esposos (art. 64 de la misma ley), establecien- 
do ser la esposa quien ha dado causa al divorcio y 
disponiendo !o establecido en el art. 115 de la ley 
citada. 

2^ Que convocadas las partes al juicio verbal de 
conciliación, y no habiendo podido realizarse, á soli- 
citud de la parte actora, á fs. 1 1 vta., se dejó sin 
efecto, corriéndose traslado de la demanda y vista 
al Agente fiscal, el que fué evacuado á fs. 17 por 
doña María M. de Perissé, diciendo: que el Juzgado 
se había de servir rechazar esta demanda, con 
costas; que los hechos manifestados son falsos; que 
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en el juicio que ella ha promovido sobre divorcio 
ante el juez doctor Garay ha explicado la causa de 
la separación de hecho, que son los malos trata- 
mientos usados con ella y el abandono completo de 
todos sus deberes de esposo. 

3^ Que á fs. 22, previa vista fiscal, y de confor- 
midad con lo dictaminado, se recibió la causa á 
prueba, habiéndose producido la que expresa el 
certificado del actuario de fs. 40, y puestos los 
autos en secretaría para alegar, se ha presentado el 
escrito que corre agregado á fs. 44, llamándose 
autos para definitiva á fs. 47. 

Y considerando: 

Que la única prueba rendida por la parte acto- 
ra es la que resulta de los testimonios de fs. 30 á 
fojas 32 y de fs. 36 á fs. 37. 

Que de los mencionados testimonios resulta com- 
probada la unión ilegal de la demandada con don 
José Vaccio ó Elbao Toledo, así como su fuga con 
éste de casa de sus padres. 

Que este hecho ha sido corroborado por el 
mismo José Elbao Toledo en la declaración pres- 
tada ante el señor juez de instrucción doctor N. Ro- 
dríguez Bustamante. 

Que por el testimonio de fs. 36 se comprueba 
que contra las mencionadas personas se decretó pri- 
sión preventiva y se mandó remitir el sumario para 
su conocimiento al señor juez de sentencia en turno, 
doctor Ernesto Madero. 

Que no obstante lo que resulta de los referidos 
testimonios, tratándose de una acción civil sobre 
divorcio, la prueba rendida no basta á su objeto, 
puesto que la confesión de los cónyuges no es ad- 
mitida (art. 70 de la ley de matrimonio). 

Que no habiéndose probado en otra forma el 
adulterio de que se acusa á la demandada María 
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Montezún de Perissé, el rechazo de la acción dedu- 
cida se impone. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo dicta- 
minado por el Agente fiscal, y atento lo dispuesto 
en la ley 1^, tít. 14, part. 3^, fallo: absolviendo á 
doña María Montezún de Perissé de la demanda 
instaurada; sin especial condenación en costas, por 
no encontrar mérito para imponerlas. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, man- 
do y firmo, en Buenos Aires, á P de diciembre 
de 1897. 

Inscríbase en el libro respectivo y repónganse los 
sellos. 

Luis Ponce y Gómez. 
Ante mí: Antonio de P. Bejarano^ secretario. 



(Vista del Fiscal de Cámara) 

Excma. Cámara: 

Si es cierto, como se afirma por el esposo de- 
. mandante, señor Miguel Perissé, que su esposa ha 
sido condenada por sentencia firme, como adúltera, 
el actor ha podido pedir que esta causa se abriera 
nuevamente á prueba, en esta instancia, de con- 
formidad á lo dispuesto en el núm. 1 del art. 247 
del Código de Procedimientos civiles. 

La omisión del demandante sólo podría suplirse 
por V. E. mediante autos para mejor proveer, y el 
fiscal estima que al esposo le quedaría siempre el 
recurso de oponer el adulterio de su esposa como 
excepción. 

Entretanto, en el estado actual de la prueba, y 
mientras no se establezca la condenación por adul- 
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terio, este Ministerio sólo puede aconsejar la confir- 
mación del fallo apelado. 

Buenos Aires julio 19 de 1898. 

LiSANDRO SeGOVIA. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 1^ de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don 
Miguel Perissé contra dofSa María Montezún, sobre 
divorcio; respecto de la sentencia corriente á fs. 49, 
el Tribunal estableció la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 49? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gonzá- 
lez del Solar, Giménez, Gelly, Díaz, Molina Arrotea. 

El doctor González del Solar dijo: 

La demanda de divorcio deducida por el actor 
en su escrito de fs. 3, se funda en el abandono 
voluntario y malicioso que la demandada ha hecho 
del hogar conyugal, lo que se ha negado por ésta 
última, manifestando en su escrito de contestación 
de fs. 17 que en el juicio que había pr<L/movido tam- 
bién sobre divorcio ante el señor juez doctor Garay, 
explicaba la causa de su separación, que en resu- 
men son los malos tratamientos, dice, usados con 
ella y el abandono completo de todos sus deberes 
para con su esposa. 

Sustanciado el juicio, resulta que Jio se ha pro- 
ducido otra prueba por el actor que la que expre- 
san los testimonios de fs. 30 á fs. 32 y de fs, 36 y 
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37, la que si bien acredita que ante el señor juez 
del crimen doctor Madero se sigue una causa de 
adulterio contra la misma demandada, considero de 
todo punto insuficiente para la justificación del di- 
vorcio solicitado, desde que este hecho no ha sido 
articulado. 

Por lo expuesto, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor Fiscal, pienso que en el estado actual 
de este juicio procede la confirmación de la senten- 
cia apelada, por lo que emito mi voto por la afir- 
mativa. 

Los doctores Giménez, Gelly, Díaz y Molina 
Arrotea se adhirieron al yoto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
.siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mi: Jorge L. Dtipuis, secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 1"^ de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de fs. 49. 

Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 



Civil— Tomo 106—24 
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CAUSA 243 

Sumario — Reconocida la autenticidad del boleto de compra- 
venta, debe obligarse d otorgar escritura pública 
del mismo: la posesión del comprador no basta 
para dar por consumado el contrato. 

Antecedentes 

{Seíitcucía de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos; de los que resulta: 
Que á fs. 6 se presenta don Manuel A. Fernández, 
en representación de don Juan Von Arx, y expone: 
Que en virtud de las consideraciones de hecho y 
de derecho que expresará viene á entablar demanda 
contra don Augusto P. Potel, por escrituración y 
daños y perjuicios; que en 23 de mayo de 1876, su 
mandante compró en remate público una casa situa- 
da en La Plata, calle 61 núm. 576, vendida por 
orden de su dueño, don Augusto P. Potel, y que 
acompaña el boleto suscrito por el martiliero Jáure- 
guí; que no obstante la declaración contenida en los 
anuncios del remate, de que los títulos eran de pri- 
mer orden, una vez verificada la compra no apare- 
cieron, y habiendo pedido Potel al Juez de primera 
instancia se le dieran nuevas copias, diciendo ha- 
bérsele extraviado las primeras, no se le hizo lugar, 
en vista de la oposición del vendedor, que manifestó 
que las primeras copias obraban y habían obrado 
siempre en su poder, por haber sido simulada la 
venta, y que Potel ha abusado de la amistad y de 
la confianza en él depositada al vender el bien que 
se había puesto á su nombre, y cuya reivindicación 
intentaría; que por estas circunstancias, y en salva- 
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guarda de los derechos de su mandante, promueve 
esta demanda, fundándola en los derechos que le 
conceden los arts. 1183 y 1425 del Código Civil, 
para que se condene á don Augusto P. Potel á la 
escrituración del boleto de compraventa acompaña- 
do, y á indemnizar los daños y perjuicios que resul- 
ten de la inejecución del contrato, y para que se 
autorice á su mandante á retener el precio hasta 
tanto desaparezca el peligro de evicción, á menos 
que el vendedor afiance la restitución. 

Que corrido traslado de la acción instaurada, se 
presenta don Augusto P. Potel, sin evacuarlo, dedu- 
ciendo excepción dilatoria de incompetencia de ju- 
risdicción, á la que, previos los trámites legales, no 
se hizo lugar, mandando que se contestara derecha- 
mente la demanda. 

Que habiendo expirado el término que tenía Potel 
para contestar la acción instaurada, diósele por de- 
caído el derecho para hacerlo á fs. 23 vta. 

Que abierta la causa á prueba por el auto de 
fojas 23 vta., se produjo la que expresa el certifi- 
cado del actuario de fs. 53, y después de alegar 
las partes á fs. 64 y 70, se llamaron los aütos para 
sentencia á fs. 70 vta. 

Y considerando: 

1^ Que citado Potel á contestar la demanda^ 
opuso la excepción de incompetencia de jurisdicción, 
la que fué desechada, é intimado para que evacua- 
ra el traslado conferido de la acción interpuesta, no 
cumplió con su deber, por lo cual se le dió por eva- 
cuado en su rebeldía á pedido de la parte actora. 

2^ Que ese silencio autoriza á tener por recono- 
cida la exactitud del hecho aseverado por el 
demandante (inc. art. 100, Código de Procedi- 
mientos), de haber comprado en remate público al 
martiliero Carlos Jáuregui el bien que expresa el 
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boleto corriente á fs. 3, vendido por cuenta y or- 
den de don Augusto P. Potel. 

3^ Que además la prueba plena del hecho expre- 
sado resulta de la confesión prestada por el deman- 
dado al absolver las segunda 3' tercera preguntas del 
pliego de posiciones de fs. 38, con arreglo á lo 
dispuesto en la ley 2^, tít. 13, part. 3^ y del con- 
tenido en las posiciones del pliego de fs. 58. 

4^ Que resulta asimismo probado por el silencio 
del demandado al no contestar el traslado de la 
demanda y por la confesión prestada al absolver 
las posiciones contenidas en los pliegos de fs. 38 y 
51, así como también de los términos del escrita 
de fs. 70, que Potel no tiene en su poder el testimo- 
nio de los títulos de la propiedad, 5' que una segun- 
da copia de éstos fué solicitada ante el Juzgado en 
lo civil de La Plata, á cargo del doctor Gamboa. 

5^ Que probados plenamente los hechos afirma- 
dos por el actor en el escrito de demanda, de la 
disposición del art. 1185 del Código Civil surge 
evidente el derecho del demandante para exigir que 
el boleto de fs. 3 sea reducido á escritura pública, 
pues, según dicha disposición, «los contratos que 
debiendo ser hechos en escritura pública fuesen he- 
chos por instrumento particular firmado por las 
partes, ó que fuesen hechos por instrumento parti- 
cular en que las partes se obliguen á reducirlo á 
escritura pública, no quedan concluidos como tales 
mientras la escritura pública no se haya firmado, 
y sólo quedan concluidos como contratos en que las 
partes se han obligado á hacer escritura pública 

6^ Que ante los términos claros y explícitos del 
artículo citado, no puede sostenerse, como lo hace 
el demandado en su escrito de fs. 70, que el contra- 
to de compraventa está consumado por el hecho de 
liallarse el actor en posesión del inmueble com- 
prado. 
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7^ Que según disposición del art. 1187, la obli- 
gación de que habla el art. 1185 será juzgada como 
una obligación de hacer, y la parte que resistiere 
hacerlo podrá ser demandada por la otra parte 
para que otorgue la escritura, bajo pena de resol- 
verse la obligación en el pago de pérdidas é inte- 
reses. 

8^ Que, por lo tanto, con arreglo á la disposición 
citada, 3- habiéndose demandado á Potel la escritu- 
ración del boleto de ís. 3, es prematura é improce- 
dente la condenación que se solicita por el deman- 
dante de los daños y perjuicios ocasionados por el 
demandado. 

9^ Que es igualmente previa á la concesión de 
la autorización que también se solicita para retener 
el precio de la compra, la escrituración del referido 
boleto, pues la disposición del art. 1426, invocado 
por el demandante para fundar su petición, sólo 
tiene aplicación cuando el contrato de compraventa 
se hubiera celebrado; en el presente caso, con arre- 
glo á las disposiciones anteriormente citadas, y á 
la del art. 1184, inc. 1^, del Código Civil, cuando 
se hubiere verificado la respectiva escritura pú- 
blica. 

Por los fundamentos expuestos, definitivamente 
juzgando, fallo el presente juicio: condenando al 
demandado Potel á escriturar ante el escribano 
público que el actor designe, dentro de treinta días, 
el boleto agregado á fs. 3 de estos autos, bajo pena 
de resolverse la obligación en el pago de pérdidas 
é intereses, y á pagar las costas causadas (art. 221, 
Código de Procedimientos), y lo absuelvo de la con- 
denación al pago de los daños y perjuicios, no ha- 
ciéndose lugar á la autorización solicitada por el 
demandante. 

Regulo los honorarios del doctor Torello en 150 
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pesos moneda nacional, en 400 pesos los del doc- 
tor R{ varóla, y en 200 los del procurador Fer- 
nández. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en el salón de 
mi despacho, en Buenos Aire>, á 31 de marzo 
de 1898. 

Repónganse las fojas. 

Benjamín Williams. 
Ante mí: José Aspiazii, secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 4 de octubre de i SOS, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del recur- 
so interpuesto en los autos seguidos por don Juan 
Von Arx contra don Augusto P. Potel. sobre escritu- 
ración y daños y perjuicios; respecto de la sentencia 
corriente á fs. 77, el Tribunal estableció las siguien- 
tes cuestiones: 

1^ ¿Es justa la sentencia apelada de fs. 77? 

2^ En caso afirmativo: ¿es justa en cuanto impone 
al vencido el pago de las costas? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Gimé- 
nez, Gelly, Díaz, Molina Arrotea, González del Solar. 

A la primera cuestión el doctor Giménez dijo: 

Nada tengo que agregar á los fundamentos de 
la sentencia para votar, como lo hago, por la afir- 
mativa, pues la decisión en el punto apelado se ajus- 
ta estrictamente á lo dispuesto en el art. 1103 del 
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Código Civil 3- á lo resuelto por esta Cámara en 
numerosos casos análogos. 

En mérito, pues, de los sólidos fundamentos que 
informan dicha sentencia, de los^ preceptos legales 
que en la misma se invocan, y de la jurisprudencia á 
que acabo de referirme, voto en el sentido indicado. 

El doctor Gelly se adhirió al voto anterior. 

A la primera cuestión el doctor Díaz dijo: 

Considero, como los señores vocales preopinantes, 
que la sentencia es justa y que debe confirmarse 
por sus fundamentos, con excepción del alcance que 
el Inferior atribuye á la incontestación de la deman- 
da, por no haber manifestado opiniones contrarias 
en diversos fallos dictados por el Tribunal. 

Voto por la afirmativa. 

El doctor Molina Arrotea se adhirió á los votos 
anteriores. 

A la primera cuestión el doctor González del So- 
lar dijo: 

Mi voto es también por la afirmativa, por conside- 
rar que conforme á los términos de la demanda 
procedía ordenar tan sólo el otorgamiento de la es- 
critura pública del convenio que expresa el boleto 
de fs. 1, bajo apercibimiento de resolverse esta obli- 
gación en el pago de pérdidas é intereses, como lo 
resuelve la sentencia apelada, desde que no se ha 
puesto en duda la autenticidad de dicho boleto. 

A la segunda cuestión el doctor Giménez dijo: 

La demanda no ha prosperado en todas sus par- 
tes, 'y esta sola razón ha debido bastar para hacer 
una excepción á la regla que consagra el art. 221 
del Código de Procedimientos. 

En tal concepto, mi voto es por la negativa en 
esta cuestión. 

Los doctores Gelly, Díaz, Molina Arrotea y Gon- 
zález del Solar se adhirieron al voto anterior. 
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, Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar.— Díaz. 

Ante mí: [orge L. Dupuis^ secretario. 

SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 4 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma en 
lo principal la sentencia apelada, y se revoca en 
cuanto impone al vencido el pago de las costas. 

Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. DupuiSy secretario. 



CAUSA 244 

Sumario — El administrador que compra los bienes adminis' 
Irados no queda exonerado de la rendición de 
cuentas hasta la fecha en que judicialmente se le 
dé la posesión. 

Antecedentes 

{Dictamen del Asesor de Menores) 

Señor Juez: 

Por las consideraciones aducidas en el escrito 
de fs. 53, que encuentro pertinentes y arregladas á 
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derecho, soy de opinión que debe V. S. resolver en 
definitiva, de conformidad con lo solicitado en la 
demanda. 



Buenos Aires/abril 9 de 1897. 



Marcelino Meló. 



(Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos, caratulados <doña Juliana 
Matheu de Baygorri, su sucesión, contra don Do- 
mingo de Baygorri, sobre rendición de cuentas»; de 
los cuales resulta: 

1^ Don Alfredo C. Fernández, por doña Cecilia 
P. de Baygorri y por los menores Héctor, Sara y 
Raúl Baygorri, dice á fs. 1: Que don Domingo Bay- 
gorri ha sido separado de la administración de los 
bienes de la testamentaría de doña Juliana Matheu 
de Baygorri; que de la diligencia practicada por el 
oficial de justicia para dar posesión de las fincas 
al nuevo administrador, don Mariano López, resulta 
que ellas, sin incluir la de la calle San Juan, produ- 
cen 480 pesos moneda nacional de alquiler men- 
suales, no debiendo extrañarse el ridículo alquiler que 
aparece produciendo la de la calle San Juan, ni el 
pago adelantado del alquiler de la misma, dada la 
circunstancia de que la que la habita es la señora 
que vive con Baygorri; que Baygorri ha intentado 
rendir cuentas hasta enero de 1890, en que se ce- 
lebró el remate de las fincas indicadas, estando 
obligado, por consiguiente, á rendir cuenta de la 
administración ejercida y de los alquileres percibi- 
dos desde esa fecha hasta el 26 de junio de 1695, 
día de la posesión dada al nuevo administrador; que, 
por tanto, de acuerdo con lo establecido en el ar- 
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tículo 682 del Código de Procedimientos, y por lo 
que resulta de las constancias de autos, pide se 
intime á Baygorri rinda las cuentas expresadas, 
consignando en el Banco los fondos de la sucesión 
dentro de seis días. 

2^ Intimado Ba3'gorri por el decreto de fs. 4 que 
rinda, dentro de quince días, las cuentas pedidas, 
presenta escrito á fs. 8, diciendo: Que ya ha 
presentado sus cuentas con todos los comprobantes 
y fueron observadas por la parte contraria; que 
desde el momento de esa rendición cesó de hecho 
y de derecno de ser administrador de la testamen- 
taría, pasando á ser dueño de todas las propiedades 
por la compra que de ellas hizo, aun cuando se 
haya pedido la anulación de la misma; que aproba- 
do el remate á su favor, se le eximió de la obliga- 
ción de depositar el precio, en virtud de ser acree- 
dor de la sucesión por mayor suma; y que, como 
hijo legítimo de la causante, con arreglo á lo esta- 
blecido en el art. 3410 del Código Civil, no tuvo 
necesidad de pedir la posesión. Solicita al final se 
declare que ya ha presentado la rendición de cueji- 
tas de la administración de la testamentaría. 

3^ Abierta la causa á prueba por el auto de fojas 
17, se ha producido la que expresa el certificado 
de fs. 50 vta. La demanda alega á fs. 53 y la 
defensa á fs. 60; dictamina el Asesor del Ministe- 
rio de menores á fs. 64 vta., llamándose autos para 
definitiva en la misma foja. 

Y considerando: 

1^ Que el demandado, don Domingo Baygorri, no 
niega los hechos aseverados en la demanda, no acep- 
tando, sin embargo, la obligación de rendir cuen- 
tas, fundado en que ya lo ha hecho. 

Efectivamente, así resulta comprobado por el cer- 
tificado de fs. 48; pero solamente desde el 13 de 
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febrero de 1891 hasta el 10 de enero de 1892; y 
como del certificado de fs. 41 aparece transigido el 
incidente trabado con motivo de la oposición for- 
mulada á dicha operación y cancelados los alquile- 
res hasta el 31 de agosto de 1893, faltan las cuentas 
correspondientes al tiempo que media entre esta 
última fecha y el 26 de junio de 1895, en que se le 
dió posesión al nuevo administrador á fs. 309 de los 
autos testamentarios de doña Juliana Matheu de 
Baygorri, que es la época precisamente á que se 
refiere la demanda. 

2^ Que la defensa de Baygorri, basada en que ha 
sido comprador en remate de las fincas administra- 
das, no es suficiente en derecho para eximirlo de la 
obligación que le impone el art. 1909 del Código 
Civil y el 682 del de Procedimientos, porque aun 
cuando se aprobó el remate, no se le hizo tradición 
traslativa de la posesión consiguiente, no habiendo, 
en consecuencia, adquirido el dominio de las fincas 
compradas; y en segundo lugar, porque en tal situa- 
ción, es decir, sin tener dominio aún, desistió ex- 
presamente de la compra en que hoy se ampara, 
repitiendo lo expuesto en los escritos que pro- 
vocaron las resoluciones de fs. 283 y 314 de los 
autos testamentarios anteriormente enunciados, cons- 
tando el desistimiento en la cláusula cuarta de la 
transacción testimoniada á fs. 41. 

3^ Que, por otra parte, dado lo establecido en 
los arts. 2352, 2353 y 2354 del Código Civil, Bay- 
gorri no ha podido cambiar por si mismo su calidad 
de administrador, simple tenedor, y pasar por su 
propia voluntad á poseer como propietario los bie- 
nes que administraba, en tal caso no es correcto 
que no rinda cuentas retenga los frutos civiles 
de esos bienes devengados después del 31 de agos- 
to del 93, fecha hasta donde únicamente se declara- 
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ron cancelados, como queda establecido en el con- 
siderando primero. 

Por estos fundamentos, los concordantes del ale- 
gato de fs. 53 y de conformidad con lo dictaminado 
por el Asesor del Ministerio de menores á fs. 64 
vuelta, definitivamente juzgando, fallo: condenando, 
con costas, á don Domingo Baygorri á que rinda 
cuentas, dentro de quince días, de la administración 
que ha ejercido sobre los bienes de la sucesión de 
doña Juliana Matheu de Baygorri, desde el 31 de 
agosto de 1893 hasta el 26 de junio de 1895, como 
se pide en la demanda de fs. 1. Regulo los hono- 
rarios del doctor Calzada en la suma de 600 pesos 
moneda nacional, y los derechos procuratorios de 
Fernández en 150 pesos de igual moneda. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en el salón del 
Juzgado, en Buen(»s Aires, capital de la República 
Argentina, á los 19 días del mes de abril de 1898. 

Luis Ponce y Gómeí. 

Ante mí: Juan B, Balados, secretario. 



( Vista del Asesor de Menores) 

Excma. Cámara: 

Nada tengo que agregar á las consideraciones en 
que el Inferior funda su fallo; ellas se ajustan per- 
fectamente á las constancias del expediente, y á las 
disposiciones legales que rigen el caso en cuestión, 
sin que el escrito de agravios desvirtúe ninguno de 
sus fundamentos. 

En consecuencia, opino que debe V. E. confirmar 
el fallo. 

Buenos Aires, julio 5 de 1898. 

Marcelino Meló. 
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ACUERDO 



En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 4 de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en 
lo Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por doña 
Juliana Matheu de Baygorri (su sucesión) contra don 
Domingo de Baygorri, sobre rendición de cuentas; 
respecto de la sentencia corriente á fs. 81, el Tribu- 
nal estableció las siguientes cuestiones: 

1^ ¿Es nula la sentencia apelada de fs. 81? 

2^ En caso negativo: ¿es justa? 

3^ En caso afirmativo: ¿es justa en cuanto impone 
al vencido el pago de las costas? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Giménez, 
Gelly, Díaz, Molina Arrotea, González del Solar. 

A la primera cuestión el doctor Giménez dijo: 

Mi voto es por la negativa, pues tanto en la sen- 
tencia, como en los procedimientos del juicio, apa- 
recen observadas todas las solemnidades prescriptas 
en la ley procesal. 

Los doctores Gelly, Díaz, Molina Arrotea y Gon- 
zález del Solar se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Giménez dijo: 

La obligación en que se encuentra el demandado, 
de rendir las cuentas que le reclama el actor, se 
encuentra concluyentemente demostrada en los con- 
siderandos de la sentencia apelada, que no se ha 
intentado rebatir en el escrito de agravios, por cuyo 
motivo me limito á reproducirlos como fundamentos 
de mi voto afirmativo en esta cuestión. 

Los doctores Gelly, Díaz, Molina Arrotea y Gon- 
zález del Solar se adhirieron al voto anterior. 
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A la tercera cuestión el doctor Giménez dijo: 
El Juez ha aplicado rectamente el precepto del ar- 
tículo 221 del Código de Procedimientos. 
Voto por la afirmativa. 

Los doctores Gelly, Díaz, Molina Arrotea y Gon- 
zález del Solar se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupiiis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 4 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada, y notando el Tri- 
bunal que en el escrito de agravios se vierten con- 
ceptos inconvenientes é incompatibles con los res- 
petos debidos á los magistrados, se apercibe por 
ello al apelante Baygorri, debiendo testarse las pa- 
labras subrayadas. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez, — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dnpins^ secretario. 
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CAUSA 245 

Sumario — El denuuciante de un delito no puede ser respon- 
sabilizado por daños y perjuicios en tanto no se 
Justifique que procedió con dolo. 

Antecedentes 
{Sentencia de 1^ Instancia) 

Vistos: este juicio, seguido por don Luis Van den 
Brock contra don Rufino Luro, por daños y per- 
juicios; del que resulta: 

1^ Que á fs. 13, se presentó el actor, por inter- 
medio de apoderado, exponiendo: Que el día 8 de 
mayo del año 1896 había sido constituido en prisión 
á consecuencia de una denuncia hecha por el de- 
mandado ante el Juzgado de instrucción á cargo 
del doctor Rodríguez Bustamante, en cuya denun- 
cia, cuj^o testimonio obra á ís. 5 de estos autos, el 
señor Rufino Luro manifestó que en la casa de 
compraventa de don José S. Fernández, establecida 
en esta capital calle Moreno número 927, existían 
dos medallas de oro del Tiro á la paloma», que le 
fueron sustraídas á su hermano doctor don Pedro 
Luro, con motivo del incendio que se originó en su 
casa habitación calle Libertad número 757, el día 3 
de julio de 1894; que su mandante negó en el su- 
mario que se le había instruido que las referidas 
medallas hubieran sido robadas, y que él las hubo 
de don Lamberto Thomas, su exsocio^ que se las 
prestó para que las empeñase, á fin de hacerse de 
dinero; que seguidos los trámites del sumario, se so- 
breseyó definitivamente respecto de Van den Brock, 
con declaración de que dicho sumario no perjudica- 
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ba el buen nombre y honor de que gozare; que en 
esa virtud, y habiendo sufrido los perjuicios que 
enumera en su escrito de demanda, entabla el pre- 
sente juicio contra el demandado por la suma de 
12,000 pesos moneda nacional, con las costas del 
juicio, fundado e;i los arts. 901 á 903 y 1066 y 
siguientes del Código Civil. 

2^ Que corrido traslado de la demanda, el señor 
Luro la contestó á fs. 21, manifestando: ser falsa 
la afirmación hecha por el actor, puesto que nunca, 
ante ningún juez ni funcionario policial ha formu- 
lado denuncia ó acusación contra Van den Brock, 
ni pedido la detención del mismo, ni nombrádolo 
siquiera, siendo la demanda que contesta la primera 
noticia que tiene de la existencia de dicha persona. 
Agrega, que la única intervención que ha tenido 
respecto á las medallas, es la siguiente: que pocos 
días después del incendio ocurrido á su hermano 
don Pedro Luro, pasando por la casa de compra- 
venta á que se refiere la demanda, notó en la vi- 
driera unas riiedallas que le parecieron las que su 
citado hermano perdió con motiv^o de ese incendio; 
que habiendo penetrado al negocio y preguntado 
por las medallas, el dueño, visiblemente turbado, 
no quiso mostrárselas ni indicarle su precio, lo que 
confirmó sus sospechas de que dichas medallas fue- 
ran las robadas á su hermano, por cuya razón lla- 
mó al vigilante de facción, manitestándole lo que 
ocurría; que en seguida hizo la misma manifestación 
ante la policía, aunque sin hacer inculpación ni al 
mismo Fernández de ser autor del hurto de las me- 
dallas, habiéndose producido de oficio las diversas 
medidas adoptadas por la policía y el Juzgado de 
instrucción; que en consecuencia, la detención de 
Van den Brock ha sido un hecho puramente casual, 
que no trae aparejada responsabilidad para el dc- 
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mandado. Invoca en su defensa los arts. 901, 904, 
905, 899 y 1067 del Código Civil, y pide que, en 
virtud de lo expuesto se rechace, con costas, la 
acción instaurada. Al final de su escrito de contes- 
tación á la demanda, invoca la prescripción conte- 
nida en el art. 4037 del mismo Código, que limita 
á un aflo el tiempo dentro del cual pudo iniciarse la 
acción instaurada. 

3^ Que abierta la causa á prueba, se ha produ- 
cido por las partes la que expresa el certificado del 
actuario corriente á fs. 79 vta. 

4^ Que puestos los autos en la oficina por el 
término de ley á los efectos del art. 213 del Código 
de Procedimientos, alegaron ambas partes, insistien- 
do en las peticiones que tenían hechas en juicio. 

5^ Que posteriormente se dictó la providencia de 
autos para definitiva, que ha quedado consentida. 

Y considerando: 

1^ Que ante todo, el Juzgado debe pronunciarse 
sobre la prescripción opuesta por el demandado al 
contestar la demanda. 

Dicha excepción no puede prosperar, si se tiene 
en consideración que el sobreseimiento definitivo 
respecto de Van den Brock ocurrió en 28 de mayo 
de 1896, como se desprende de los expedientes 
agregados ad effectum videndi, y la presente de- 
manda fué iniciada en 28 de abril de 1897, dentro 
del año. En efecto, el tiempo útil para prescribir debe 
contarse desde la fecha del sobreseimiento y no 
desde la iniciación del sumario, pues mientras el 
juez competente no dictara su fallo y en el caso 
presente absolviese al encausado, éste no podía de- 
mandar al señor Luro, desde que la declaración 
judicial á ese respecto es lo que hace surgir su 
derecho de accionar (contra non valente agere^ non 
currit prescriptionemj, 

Civil-Tomo 1C6— 25 
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2^ Que resolviendo respecto de lo principal, es 
fuerza declarar que con la prueba rendida en autos 
no ha demostrado el actor, como era de su deber, 
el acto ilícito que le atribuye al demandado, pre- 
tendiendo que éste es pasible de responsabilidades 
por daños }' perjuicios. 

Que basta la anterior consideración para no hacer 
lugar á la acción instaurada. 

Todo lo que resulta de autos es lo que surge de 
lo manifestado por el demandado, á saber: que el 
señor Luro denunció á la policía el hecho de haber 
visto las medallas en el cambalache, sin acusar á 
persona alguna. Esta actitud no constituye acto ilí- 
cito, ni puede, en consecuencia, traer aparejada res- 
ponsabilidad. 

En efecto, el demandado pudo lógicamente equi- 
vocarse al creer que las medallas vistas por él en 
la casa de compraventa de Fernández fueran las 
robadas á su hermano, el doctor Pedro Luro, cuando 
el mismo actor que las empeñó en dicha casa y el 
dueño de ellas, don Lamberto Thomas, no pudieron 
reconocerlas, y declararon ante el Juzgado de ins- 
trucción no poder asegurar con fundamento si las 
dos medallas que se les exhibían, y que fueron 
secuestradas en el negocio de Fernández, eran las 
mismas dos medallas que uno prestó y otro empeñó 
respectivamente. A esto puede agregarse que fueron 
dos las medallas que perdió el doctor Luro con 
ocasión del incendio de su casa, y que son dos tamr 
bién las medallas vistas por el demandado en la 
vidriera del cambalache. Esta coincidencia ó casua- 
lidad es lo que ha dado motivo al señor Luro para 
incurrir en error y efectuar la denuncia, pues es 
raro encontrar juntas en manos de una misma per- 
sona dos medallas del mismo cuño, de la misma fe- 
cha y destinadas á idéntico objeto, siendo así que 
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sólo se han distribuido pocas medallas como pre- 
mios del firo á la paloma >, y lo común es que 
ellas estén repartidas entre varias personas. 

Por otra parte, toda la prueba producida por el 
actor consiste en las posiciones absueltas por el 
demandado á fs. 44, que son desfavorables para 
aquél, y la declaración del testigo Baye, de fs. 56, 
que no se refiere á la responsabilidad del demanda- 
do por su denuncia, sino á los pretendidos perjui- 
cios que dice el actor haber sufrido como conse- 
cuencia de la denuncia. 

Si á esto se agrega que las posiciones absueltas 
por el actor á fs. 74 son contrarias al mismo ab- 
solvente, tendremos elementos más que sobrados 
para declarar que la acción sub-judice no puede 
prosperar. 

Por estos fundamentos, y por las consideraciones 
concordantes del escrito de fs. 94, íallo: absolvien- 
do á don Rufino Luro de la demanda que por da- 
ños y perjuicios le ha promovido don Luis Van den 
Brock, con declaración de que las costas se abona- 
rán en el orden causadas por no encontrar mérito 
bastante para imponerlas. 

Notifíquese á quienes corresponda, cópiese en el 
libro de sentencias, devuélvanse en oportunidad los 
expedientes traídos ad effectum videndi al Juzgado 
de su procedencia, y repónganse los sellos. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, á los 31 días del mes de 
marzo de 1898. 

Felipe Arana. 
Ante mí: Alejandro Lucadamo, secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 4 de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del recurr 
so interpuesto en los autos seguidos por don Luis 
\^an den Brock contra don Rufino Luro, sobre daños 
y perjuicios; respecto de la sentencia corriente á 
fojas 105, el Tribunal estableció la siguiente cues- 
tión: 

¿Es justa la sentencia apelada de fs. 105? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Giménez, 
Gell}', Díaz, Molina Arrotea, González del Solar. 

El doctor Giménez dijo: 

Ni de los autos corrientes, ni de los agregados, 
consta que el demandado haya hecho denuncia al- 
guna contra el actor, ni que la prisión por éste 
sufrida haya sido pedida por aquél, ni mucho menos 
que se haya mostrado parte en los procedimientos 
seguidos ante el juez de instrucción. 

Tampoco aparece de la causa antecedente alguna 
que autorice á pensar que en la conducta del de- 
mandado haya mediado dolo, culpa ó negligencia, 
no habiendo, por consiguiente, sin tales circunstan- 
cias, acto ilícito punible, con arreglo al art. 1067 dd 
Código Civil. 

Además, se ha declarado ya por esta Cámara 
(serie 1^, tomo 7^ (tomo 7^), pág. 443), que la vícti- 
ma de un robo que se encierra en un rol pasivo de 
denunciante, que sólo suministra á la autoridad los 
datos que pueden conducirla á la averiguación del 
delito, y que no pide la pena del presunto reo, usa 



Digitized by 



Google 



— 3S9 - 



de un derecho y hasta cumple con un deber, y, por 
consiguiente, á nadie daña. 

En estas razones y las de la sentencia fundo mi 
voto por la afirmativa en esta cuestión. 

Los doctores Gelly, Díaz, Molina Arrotea y Gon- 
zález del Solar se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. — 
González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 4 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada, fijándose en 150 pesos 
los honorarios del doctor Albarracín Guerrico y en 
40 los derechos del apoderado Cano. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — DelfIn B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupiiis, secretario. 
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Sumario — El dictamen del perito tercero, que reúne los re- 
quisitos que la ley exige, forma prueba plena so- 
bre el valor de la obra construida. 

Antecedentes 
* Sentencia de 1^ Instancia 
Vistos: y resultando: 

1^ Que don Juan Gelindo Andreoni se presentó 
á fs. 12 deduciendo acción ordinaria contra el doc- 
tor Juan D. Piñero, por cobro de pesos, fundándola 
en que en el año 1880 celebró con el doctor Piñero 
el contrato que acompaña á fs. 2. para la construc- 
ción de diez casas contiguas en esta ciudad calle 
Progreso entre Salta y Santiago del Estero, por el 
precio de 105,500 pesos moneda nacional, cuya su- 
ma debía satisfacerse en cuotas, como lo establece 
el mencionado contrato; pero el doctor Piñero dejó 
de cumplir con los pagos, lo que le obligó á sus- 
pender la obra; que esta falta de pago puso al 
actor en la necesidad de pedir moratorias á sus 
acreedores, y que éstos convinieron con el doctor 
Piñero en que se pagase la obra según tasación 
que harían dos peritos; pero que esa diligencia no 
pudo efectuarse por no haber concurrido nunca el 
perito propuesto por el doctor Piñero; que según 
resulta de la cuenta acompañada las obras realiza- 
das valen 56,020 pesos con 96 centavos, y el actor 
sólo ha recibido 12,000 pesos en efectivo y 20,000 
en pagarés, quedando en su favor un saldo de 24,020 
pesos con 96 centavos moneda nacional, para cuyo 
pago, con sus intereses y costas, entabla demanda 
contra el doctor Piñero. 
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2^ Corrido traslado al demandado, éste lo evacuó 
á fs. 24, diciendo: Que con arreglo al contrato de 
fojas 2 pagó al señor i\ndreoni las dos primeras 
cuotas; que sin estar obligado á ello, adelantó al 
mismo 5,000 pesos á cuenta de la tercera cuota, ¿í 
la que no tenía derecho por no haber colocado aún 
los tirantes de las casas. Poco después el deman- 
dante manifestó que no podía proseguir la obra sino 
se introducían condiciones ventajosas á su favor en 
el contrato y no habiéndose puesto de acuerdo so- 
bre esto convinieron en que los trabajos hechos se 
tasarían y serían pagados, quedando Andreoni tan 
sólo como director de la obra. Hecha la tasación 
por el señor Ferrer, Andreoni no la aceptó y re- 
solvió continuar la obra, mediante la entrega, que se 
efectuó, de 7,000 pesos moneda nacional; pero' á los 
pocos días Andreoni había hecho parar la obra y 
reunir á sus acreedores, y dos de éstos, Caldente}' 
y Boschetti, en nombre de Andreoni y de los demás 
acreedores, fueron á verlo y entonces convinieron 
entre el doctor Piñero dichos señores en que 
ambas partes nombrarían peritos para estimar las 
obras practicadas y un tercero para dirimir cual- 
quier discordia, y el doctor Piñero abonaría la di- 
ferencia entre los trabajos hechos y el precio que 
ya tenía por los mismos entregado. — Los acreedo- 
res y Andreoni mudaron después de parecer y se 
dejó todo sin efecto, sin que Andreoni continuara 
la obra. Termina pidiendo el rechazo de la deman- 
da y reconviniendo á Andreoni por el pago de 9,800 
pesos moneda nacional, importe de la multa esti- 
pulada en el contrato, á razón de 350 pesos por 
semana, en razón de no haberse concluido la obra 
en el plazo estipulado. 

3^ Andreoni contestó el traslado de la reconven- 
ción á fs. 32, alegando que solamente había sido 
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abonada en forma la primera cuota; que la segunda 
cuota, en vez de serlo en dinero, como se estipula 
en el contrato, tuvo que admitirla en un pagaré del 
doctor Piñero, que no pudo ser descontado; que ante 
la imposibilidad de procurarse fondos con los docu- 
mentos del doctor Piñero, que en todas partes eran 
rechazados, convinieron en la tasación de la obra y 
pago de su importe; pero que sin intervención de 
Andreoni hizo el doctor Piñero tasar la obra por el 
señor Ferrer, tasación que no aceptó Andreoni; que 
si bien es cierto que por falta de pago en forma no 
pudo colocar los tirantes de hierro á dos de las 
diez casas en construcción, en cambio convinieron 
con el doctor Piñero que continuaría la obra en 
aquello que requiriera menos gastos, y que se ha- 
rían la mitad de los revoques, después de lo cual 
completaría el doctor Piñero el pago de la cuarta 
cuota. — Hechos los revoques el doctor Piñero no 
cumplió su promesa y entonces el actor vióse obli- 
gado á llamar junta de acreedores. Estos convinie- 
ron efectivamente con el doctor Piñero en que se 
pagara la obra según tasación; pero el perito del 
doctor Piñero jamás concurrió á las citaciones que 
se le hicieron, siendo falso que ni Andreoni ni los 
acreedores desistieran del peritaje convenido. — Ca- 
lifica de injusta y temeraria la reconvención y pide 
su rechazo, con costas. 

Recibida la causa á prueba por el auto de fs. 36, 
se ha producido por ambas partes, y presentados 
los respectivos alegatos de fs. 236 y 246, llamóse 
autos para sentencia. 

Y considerando: 

1^ Que las partes convienen en que la obra debía 
hacerse con arreglo al contrato de fs. 2, en cuya 
cláusula octava se estipula el pago en dinero efec- 
tivo, dividido en diez cuotas. Según las partidas 
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de dinero recibidas en la cuenta de fs. 1, que no 
han sido impugnadas, y según confesión del de- 
mandado al absolv^er la primera posición, fs. 89, y 
primera repregunta, fs. 91 vta., el pago de la se- 
gunda cuota no fué hecho en dinero efectivo sino 
con el pagaré de 10,000 pesos corriente á fojas 86; 
diciendo, para justificar esa forma de pago, que la 
cuota no había vencido aún cuando entregó el pa- 
garé como una concesión, pues Andreoni no estaba 
en condiciones de exigir el pago. 

Esto no es exacto, pues el pagaré es de fecha 31 
de diciembre de 1889, y á fojas 18 el ingeniero 
Echagüe, inspector de la obra, certifica con fecha 27 
del mismo mes y año: que el señor Andreoni ha 
concluido los trabajos que lo habilitan para cobrar 
la segunda cuota de 10,000 pesos moneda nacional. 

2^ Que según la cláusula octava del contrato de 
fojas 2, la tercera cuota de 10,000 pesos debía pa- 
garse cuando estuvieran colocados los tirantes de 
los techos, y la cuarta cuota de igual suma á la mi- 
tad de los revoques interiores. Resulta de la inspec- 
ción ocular de fs. 192 y de la declaración del inge- 
niero Ferrer á fs. 188, que de las diez casas en 
construcción, á dos de las altas y parte de una ter- 
cera le faltan la colocación de los tirantes. 

Sostiene Andreoni, que en vista de la dificultad en 
adquirir los tirantes que faltaban, pues carecía de 
crédito y el doctor Piñero sólo le entregaba pagarés, 
convinieron con éste en suspender la colocación de 
esos tirantes de hierro y seguir la obra en lo que 
exigía menos gastos, y así se hizo, efectuándose la 
mitad de los revoques interiores, que le daban de- 
recho á percibir la cuarta cuota. El Juzgado encuen- 
tra en autos elementos que acreditan esta explica- 
ción. En efecto, consta por la cuenta de dinero 
recibido á fs. 2 y por las posiciones absueltas por 
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el demandado (preguntas primera á cuarta, fs. 87), 
que de los 32,000 pesos que el doctor Piflero pagó 
á Andreoni, sólo fué abonada en efectiv^o la suma 
de 12,000 pesos y el resto en pagarés. 

Las actas de fs. 70 y 72, en que constan las sesio- 
nes celebradas por los acreedores de Andreoni y 
las gestiones que éstos hicieron ante el doctor Pi- 
ñero para el pago, así como lo declarado por los 
testigos Boschétti, fs. 77, Rabaglino. fs. 79 vuelta, 
Trapolli, fs. 81 vta. y Caldentey, fs. 190, y confesa- 
do por el doctor Piñero, pregunta undécima, fs. 190 
vuelta, demuestran las dificultades surgidas á An- 
dreoni por falta de pago de sus trabajos. En cuanto 
al hecho de haberse efectuado la mitad de los 
revoques interiores, consta por la inspección ocular 
de fs. 192 y por las declaraciones de los tres peri- 
tos. Ferrer, perito propuesto por la parte del doc- 
tor Piñero, estima Ils revoques á fs. 121 en 5,237 
pesos con 19 centavos; Otamendi, propuesto por 
Andreoni, los estima en 6,922 pesos 40 centavos, y 
el tercer perito, nombrado por el Juzgado, ingeniero 
Ramón Lizarralde, los estima en 5,579 pesos con 98 
centavos. 

Ahora bien: ejecutándose la obra bajo la inspec- 
ción del ingeniero señor Echagüe, designado por el 
doctor Piflero, según resulta de la cláusula quinta 
del contrato de fs. 2, si éste consintió en que se hi- 
cieran los revoques antes de terminar la colocación 
de los tirantes, ello induce al consentimiento del 
doctor Piflero para que se procediera en esa forma. 

3^ Que aun prescindiendo de los considerandos 
anteriores, hay un hecho capital que sirve de base, 
para la resolución de este juicio. Dice el doctor Pi- 
flero contestando la demanda (fs. 25): «Convinimos 
entonces en que los trabajos hechos se tasarían, los 
que serían pagados por mí. Después de multitud de 
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conferencias, mi perito, que lo era el señor Ferrer, 
avaluó los trabajos practicados en 35,379 pesos^ 
tasación que el demandante no aceptó.» Dice á su 
vez Andreoni; contestando la reconvención (fojas 
32 vta.): < Ante las dificultades surgidas se convino 
en que se tasaría la obra y se abonaría su importe. 
Pocos días después fui sorprendido con una tasa- 
ción hecha sin mi consulta ni intervención por un 
señor Ferrer, perito nombrado exclusivamente por 
el doctor Piñero. Es natural que no aceptara. > De 
modo, pues, que convienen las partes en que se pu- 
sieron de acuerdo para la tasación y pago de la 
obra efectuada, pero que no se llevó á cabo el peri- 
taje y continuó Andreoni el trabajo. 

Después de esto, Andreoni llamó á junta á sus 
acreedores, les expresó las dificultades en que se 
encontraba y éstos designaron una comisión de su 
seno para que se entendiera con el doctor Piñero. 
Esa comisión llenó r u cometido, conv-iniendo con el 
doctor Piñero en que se tasaría la obra y éste pagaría 
el saldo que existía á favor de Andreoni. Estos he- 
chos están plenamente probados: 1^ Por las actas de 
fojas 70 y 72. 2^ Por lo manifestado en los escritos 
de reconvención y contestación. Dice el doctor Piñero 
á fojas 25 vta.: «Dos de los acreedores de Andreoni, 
Caldentey y Boschetti, vinieron á verme en nombre 
de Andreoni, como de los demás acreedores, para 
proponerme abonara yo la diferencia de las obras 
entre los trabajos hechos y lo que ya tenía por los 
mismos entregado. Accedí gustoso á semejante soli- 
citud, etc.» Andreoni á fs. 34, reconoce igualmente 
esos hechos. 3^ Por lo confesado por el demandado á 
la undécima posición, fs. 90 vta.; y, finalmente, por lo 
declarado por los testigos Boschetti, fs. 77, Rabagli- 
no, fs. 79, Trapolli, fs. 81, contestando la quinta pre- 
gunta del interrogatorio de fs. 76, Caldentey á la 
undécima pregunta, fs. 190. 
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4^ De lo que antecede resulta que hubo acuerdo 
perfecto entre el actor y el demandado en someter 
á peritaje el valor de la obra y pagar al constructor 
la diferencia entre las sumas recibidas por éste y 
el valor de la obra. 

Se designaron por ambas partes los peritos y no 
se llevó á cabo el arreglo; fué, según el doctor Pi- 
ñero, porque los acreedores desistieron. Esto ha sido 
negado por la parte de Andreoni, quien sostiene que 
no se llevó á efecto porque el perito del doctor 
Piñero nunca concurrió á los llamados para hacer 
el peritaje. El doctor Piñero no ha producido prueba 
alguna del desistimiento que alega, y en cambio la 
parte de Andreoni ha justificado, con los testigos Si- 
monazzi, fs. 63, Boschetti, quinta pregunta, fs. 77, 
Rabaglino, ídem, fs. 80, Trapolli, ídem, fs. 82, y con 
la tarjeta de fs. 10, presentada por el demandante, 
la falta de concurrencia del perito Ferrer, designa- 
do por el doctor Piñero. 

5^ Que habiéndose apartado las partes de la for- 
ma de pago convenida en el contrato de fs. 2, se- 
gún queda establecido en los dos primeros conside- 
randos, y habiendo, por otra parte, convenido en 
que se tasaría la obra y se pagaría su valor, como 
queda también establecido en los considerandos ter- 
cero y cuarto, es evidente que carece de derecho 
la parte demandada para reconvenir al constructor 
por las multas estipuladas para el caso en ^ue no 
se concluyera la obra en el plazo fijado, por lo cual 
debe desecharse la reconvención deducida. 

6^ Que las partes, por el acta de fs. 93, convinie- 
ron en el nombramiento de peritos para tasar la 
obra, designándose por la parte actora al ingeniero 
don Eduardo Otamendi, por la demandada á don 
Jorge M. Ferrer, facultándose al Juzgado para de- 
signar el tercero en caso de discordia. 
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El perito señor Ferrer presentó su dictamen á 
fojas 122, estimando la obra en 30,001 pesos con 
74 centavos, y el perito señor Otamendi se expidió 
á fs. 126, estimándola en 60,103 pesos con 59 cen-» 
tavos moneda nacional. El Juzgado, ante esta diver- 
gencia de opiniones, y haciendo uso de la facultad 
que le habían conferido las partes, por el auto de 
fojas 143 designó como tercer perito al ingeniero 
don Ramón Lizarralde, que se expidió á fs. 150, 
acompañando los planos de la obra corrientes á 
fojas 145 y siguientes, el detalle de las condiciones 
y los precios, y fijando á la obra y materiales de 
construcción en ella existentes un valor total de 
53,415 pesos con 5 centavos moneda nacional. 

7^ Que las sumas entregadas por el doctor Pi- 
ñero á Andreoni en efectivo y pagarés importan 
32,000 pesos, según resulta de la cuenta de fs. 2, 
no contradicha ni observada por el demandado, y 
de las posiciones primera á cuarta absueltas por 
éste á fs. 89, siendo la diferencia entre esta suma 
y la tasación del tercer perito, de 21,415 pesos con 
5 centavos. 

8^ Que si bien es cierto que el perito señor 
Lizarralde enumera en el capítulo 5^ de su dicta- 
men los útiles de construcción existentes en la 
obra, y el actor en su escrito de fs. 236 pide se 
condene al demandado á su entrega, el Juzgado no 
puede pronunciarse sobre este punto por no haber 
sido articulado en la demanda. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al doc- 
tor don Juan D. Piñero á pagar á don Juan Gelin- 
do Andreoni, dentro del término de quince días, la 
suma de 21,415 pesos con 5 centavos moneda na- 
cional, con sus intereses á estilo de Banco, desde la 
fecha de la notificación de la demanda, y absuelvo 
al señor Andreoni de la reconvención deducida; todo 
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sin especial condenación en costas, por no encon- 
trar el Juzgado mérito bastante para eximir del 
pago de ellas á la parte vencida (art. 221, Código 
de Procedimientos). 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando 
y firmo, en Buenos Aires, capital de la Nación, á 
20 de octubre de 1896. 

Repónganse las fojas. 

Angel Garay. 
Ante mí: José M, Casabais secretario. 



ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 6 de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos seguidos por don Juan 
G. Andreoni contra el doctor don Juan D. Piflero, 
sobre cobro de pesos; respecto de la sentencia co- 
rriente á fs. 264, el Tribunal estableció las siguientes 
cuestiones: 

1^ ;Es justa en lo principal la sentencia apelada? 

2^ ¿Lo es en cuanto exime de las costas al vencido? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Díaz, 
Giménez, González del Solar, Molina Arrotea, Gell3\ 

A la primera cuestión el doctor Díaz dijo: 

Los minuciosos y sólidos fundamentos del fallo 
recurrido facilitan grandemente mi tarea, pues me 
eximen de entrar en mayores desenvolvimientos. 

Me bastará referirme á aquéllos al pronunciarme, 
como lo hago desde ya, por la confirmación de la 
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sentencia, no agregando sino muy breves conside- 
raciones. 

El Inferior establece con verdad en el quinto con- 
siderando que las partes convinieron en el nombra- 
miento de peritos para qué tasaran la obra de que 
se trata, cuyo saldo de precio cobra el actor, en 
virtud de lo cual nombraron cada una de ellas un 
ingeniero y autorizaron al Juzgado para nombrar 
un tercero en caso de disidencia. 

Efectuada la pericia en disidencia á fs. 123 y 126, 
el Juez a quo nombró un tercero, que se expidió á 
fojas 148, fijando el importe de las obras ejecuta- 
das en la suma de 52,815 pesos con 5 centavos. 

Tal dictamen es aceptado por la sentencia y con 
razón. 

El art. 1 78 del Código de Procedimientos dispone: 
que siempre que los peritos nombrados tuviesen tí- 
tulo y sus conclusiones fuesen terminantemente aser- 
tivas, tendrán éstas fuerza de prueba legal. 

Como respecto del perito tercero, señor Liza- 
rralde, á que me he referido precedentemente, se 
cumplen las condiciones de la ley, su dictamen de- 
be tomarse como prueba legal del importe de las 
obras de referencia. 

En cuanto á la reconvención, las razones que se 
aducen por el Inferior en los considerandos prime- 
ro al quinto inclusive para desestimarla son con- 
cluyentes. 

La expresión de agravios ha sido refutada de 
antemano por el alegato de fs. 236. Aquél no modi- 
fica mis opiniones sobre la sentencia. 

Reproduciendo los fundamentos de la sentencia 
apelada, voto por la afirmativa en esta cuestión. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Mo- 
lina Arrotea y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el doctor Díaz dijo: 
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La demanda no ha prosperado en todas sus par- 
tes, puesto que la sentencia da al actor menos que 
lo que pedía; y desde luego era de aplicación, como 
lo decide el Inferior, la segunda parte del art. 221 
del Código de Procedimientos. 

Voto por la afirmativa. 

Los doctores Giménez, González del Solar, Mo 
lina Arrotea y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada 
la siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dtipuis, secretario. 



SENTENCIA 

Buenoíí Aires, octubre 6 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, en 
todas sus partes, la sentencia apelada. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis, secretario. 
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CAUSA 247 

Sumario — P Los jueces no pueden negar un pronuncia- 
miento expreso sobre el estado civil de una per- 
sona, aun cuando la sentencia pueda afectar 
, derechos ó intereses de parientes que no han in- 
tervenido en el Juicio por no haber sido demanda- 
dos. — 2^ Nq siendo requisito indispensable el 
reconocimiento expreso del padre, para que exista 
posesión de estado de hijo natural; el hijo póstu- 
mo puede justificar los extremos que la ley exige 
por hechos que importen el reconocimiento de los 
mismos que tengan interés en contestar su filia- 
ción.— 3^ Justificado el carácter hereditario del 
hijo natural^ debe prosperar la acción de petición 
de herencia tan sólo por la cuota parte detentada 
por el heredero demandado. 

Antecedentes 
{Dictamen del Agente Fiscal) 
Señor Juez: 

Habiendo nacido Elias Zacarías después de la 
muerte de su padre natural, pero dentro del térmi- 
no en que pudo ser engendrado por éste, debe 
entonces reputársele como tal hijo natural de don 
Elias Arroyo. 

Como es consiguiente, el padre no pudo recono- 
cerlo, ni menos discutirse si ha tenido ó no la po- 
sesión de estado. 

De la prueba producida resulta, en opinión del 
agente fiscal, que el actor ha probado concluyentc- 
mente su filiación natural por la línea paterna, y 
que el uso del apellido Arroyo con que se distin- 
guía, sin oposición por parte de los hermanos y 
hermanas del padre, con quienes vivía, confirma 

Civil— Tomo 106—21 
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más esta opinión, por lo que V. S. debe así decla- 
rarlo. 

Es sensible que en asuntos de esta naturaleza 
ni el Juzgado ni las partes se hayan apercibido de 
que el agente fiscal es parte esencial en él. 

Buenos Aires, octubre 16 de 1897. 

Raymuxdo Naveyra. 



Saiteucia de P- Instancia) 

Y vistos: estos autos, seguidos por don Elias 
Arroyo contra don Marcelino Arroyo, sobre peti- 
ción de herencia; de los que resulta: 

Don José María Barsoba expone á fs. 4, como 
apoderado del actor: Que al fallecimiento de don 
Marcos Arroyo y su esposa doña María de las Nie- 
ves Cejas quedaron siete hijos, llamados Nicolás, 
Victoriano, Marcelino, Paula, Juana, Eugenia y Elias, 
padre de su representado. El juicio sucesorio de los 
cónyuges nombrados fué abierto cuando ya habían 
fallecido Juana, Eugenia y Elias, haciendo aparecer 
como únicos herederos á los sobrevivientes, que se 
dividieron todos los bienes. Don Elias Arroyo ha- 
bía dejado seis hijos naturales, uno de los cuales 
es Elias, que fué educado desde pequeño al lado de 
sus tíos, que lo trataban como sobrino, hasta el 
punto de que muchas personas creían que era 
hijo legitimo de don Elias, como aparece en la par- 
tida de fs. 1^. Al practicar la partición de los bie- 
nes se hizo una maliciosa ocultación de los suce- 
sores naturales de don Elias, porque su existencia 
era conocida de todos. Don Marcelino Arroyo ad- 
quirió los derechos hereditarios de sus hermanos 
Victoriano y Paula. La acción entablada tiene por 
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objeto exigir la entrega de la herencia correspon-? 
diente á su representado, Elias Arro30, que fué 
dividida en el juicio sucesorio ya citado, archivado 
en La Plata. El derecho que tiene para iniciar este 
juicio resulta de las prescripciones de los artículos 
3421, 3422, 3423, 3425 y 3577 del Código Civil, y 
el carácter de hijo natural, invocado por su repre^ 
sentado, ha sido reconocido por toda la familia de 
su padre, y especialmente por don Marcelino Arro- 
yo, que lo ha tenido á su lado hasta pocos meses 
antes de la demanda, manifestándole que en la casa 
en que vivían tenía parte por herencia de su pa- 
dre. La vida común que hicieron los padres del 
actor, don Elias Arroyo y doña Fermina Moyano, 
fué un hecho público conocido de toda la familia 
y que pasaba ante los extraños como una unión 
legítima, siendo todos los hijos bautizados en tal 
carácter, y duró desde el año 1855 hasta la muerte 
del primero. Deduce, fundado en lo manifestado, 
acción de petición de la herencia del padre de su 
representado contra don Marcelino Arroyo, en su 
carácter de heredero de los cónyuges Marcos Arro- 
yo y María de las Nieves Cejas, y como cesionar 
rio de sus hermanos Victoriano y Paula, pidiendo 
se le condene á entregarle los bienes correspondien- 
tes, con más los frutos é intereses, y á las costas 
del juicio. 

Después de resuelto un incidente sobre falta de 
personería, contestó la demanda don Antonio Pozzo, 
como apoderado de don Marcelino Arroyo, diciendo: 
Que su mandante no se halla en posesión de bie- 
nes dependientes de la sucesión de don Marcos 
Arroyo y doña María de las Nieves Cejas, y qu^ 
puedan corresponder al actor; al arreglarse dicha 
sucesión se repartieron los bienes entre los seis 
hijos, llamados Marcelino, Mauricio, Francisca, Vic- 
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toriano, Paula y Nicolás, y por muerte de éste, entre 
sus tres hijos; de modo que, no teniendo el deman- 
dado sino su parte y la que le cedieron Paula 3" 
Victoriano, es improcedente la acción que' se dedu- 
ce contra él por el total de la herencia que dice el 
actor corresponderle con frutos é intereses. Es 
falso que el demandado reconozca ó haya reconoci- 
do al actor como sobrino legítimo; que los que llama 
sus hermanos hayan sido bautizados como hijos le- 
gítimos; que se haya hecho manifestación recono- 
ciendo derechos ó bienes; que fuera considerado 
como hijo natural de don Elias Arroyo, y que 
haya habido ó sido posible la posesión de estado 
que se pretende. La acción es improcedente, porque 
no puede probarse la posesión de estado cuando, 
como en el presente caso, el padre ha fallecido 
cuatro meses antes del nacimiento del hijo, y 
entonces falta la base de la petición de herencia, que 
es el carácter de hijo natural, probado por la po- 
sesión de estado. Pide se rechace la demanda, con 
costas. 

Declarado el Juzgado competente, se recibió la 
causa á prueba, produciendo las partes la que ex- 
presa el certificado de fs. 54, y habiéndose alegado 
sobre su mérito, se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

Dos cuestiones deben resolverse en esta senten- 
cia, á saber: si el demandante es hijo natural de 
don Elias Arroyo, y si don Marcelino Arroyo debe 
entregar la herencia que se le reclama. 

La primera es la base de la segunda. Estudiando 
aquélla, se nota que la acción de filiación natural 
no ha podido entablarse sólo contra uno de los su- 
cesores universales de don Elias Arroyo, porque se 
deja sin defensa á los demás, qufe sufrirían las con- 
secuencias de una declaración sobre la cual no pue- 
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de volverse una vez pasada en autoridad de cosa 
juzgada. 

Aunque todos los herederos hubieran hecho á fa- 
vor del demandado la misma cesión que se dice 
hicieron Victoriano y Paula, no estarían represen- 
tados, porque dicha cesión no puede referirse al de- 
recho de intervenir en las relaciones de familia: sólo 
un poder en forma daría al demandado la persone- 
ría necesaria. 

Esta sola consideración bastaría para declarar 
improcedente la demanda; pero suponiendo que haya 
sido bien entablada la acción, veamos el objeto y 
resultado de la prueba producida. 

Según la última parte del art. 325 del Código 
Civil, después de muerto el padre sólo puede fun- 
darse la acción de filiación natural en la posesión de 
estado. Esta disposición no admite excepciones, y 
aunque el hijo sea póstumo tiene que demostrarse 
que, durante el embarazo de la madre, el padre la 
trató, haciendo saber que reconocía el feto como 
hijo suyo. 

El actor no lo ha entendido así, y toda su prueba 
sólo tiende á demostrar que era considerado por 
el demandado y sus hermanos como hijo natural 
de don Elias Arroyo. 

La testigo Guillermina Frías de Ferrer (fs. 82), 
no sabe de quién es hijo el actor. 

El testigo Manuel J. Sanabria (fs. 86 vta.), en la 
primera parte de su declaración se refiere á época 
muy anterior al nacimiento del actor; y en la se- 
gunda, tan sólo al reconocimiento hecho por el de- 
mandado. 

El testigo Tomás Blanco (fs. 84), se refiere á diez 
años después de la muerte de don Elias Arroyo. 

El testigo Luis» F. Barruti (fs. 89), sólo declara 
sabré el reconocimiento hecho por el demandado y 
sus hermanos. 
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El testigo Nicolás Scasso (fs. 103), sabe de oídas 
que al actor se le consideraba como hijo natural de 
don Elias Arroyo; lo demás de su declaración no 
tieííe importancia. 

El testigo Daniel Rodríguez {fs. 104 vta.), si bien 
se refiere á la época en que vivía don Elias Arroyo, 
no declara sobre la posesión de estado. 

Las posiciones absueltas á fs. 68 y 144 por don 
Marcelino Arroyo se contradicen, y sin entrar á 
juzgar si las segundas anulan la.s primeras, supo- 
niendo que éstas conservan todo .^u valor, los hechos 
que resultan confesados en ellas no se refieren á re- 
conocimiento alguno hecho por don Elía> Arroyo, 
manifestándose, por el contrario, que los hijos de 
doña Fermina Moyano no habían .sido reconocidos 
pior aquél, lo que está corroborado por las partidas 
de fs. 160, 164, 166, 16S, 170 y 172, en las que 
aparecen los hijos de la Moyano como naturales, y 
no, como lo afirmaba el actor en su escrito de de- 
manda, reconocidos por el padre como legítimos. 
Por otra parte el reconocimiento hecho por un solo 
heredero no puede obligar á la sucesión; sólo cons- 
tituj^e una fuerte presunción. 

La partida de fs. 1 no tiene ningún valor como 
prueba de la paternidad, porque en ella no pudo 
tener intervención don Elias Arroyo, que había 
muerto con anterioridad, además dice falsamente 
que el bautizado era hijo legítimo. 

La prueba rendida por el demandado, con excep- 
ción de las partidas citadas, no se refiere á esta 
cuestión. 

De todo lo expuesto resulta que el actor sólo ha 
justificado que don Marcelino Arroyo lo trataba 
como sobrino. Si éste fuera el único y universal 
heredero, la prueba sería concluyente; pero de au- 
tos resulta que hay otros coherederos que no han 
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sido oídos y 'que serán afectados en sus relaciones 
de familia por este pronunciamiento. ¿Puede el Juz- 
gado en estas condiciones declarar la filiación? Es 
evidente que no. 

La petición de herencia debe rechazarse, porque 
está basada y es consecuencia exclusiva de la rela- 
ción de familia. 

Además, en la hipótesis de que no fuera exacto lo 
expuesto, el demandado no sería responsable sino 
por la cuota parte de su haber hereditario y del de 
sus cedentes, porque no se trata de obligaciones 
solidarias. De manera, que tampoco procede la rei- 
vindicación del total de la herencia, como se ha pe- 
dido por el actor. 

Por estos fundamentos, especialmente los men- 
cionados en el primer considerando, y de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 325 del Código Civil y 
ley 1^, título 14, part. 3''^, fallo: absolviendo á don 
Marcelino Arroyo de la demanda interpuesta; sin 
especial condenación en costas, por no encontrar 
mérito para imponer su pago á la parte vencida. 

Inscríbase, repónganse las fojas y archívese. 

Dado y firmado en Buenos Aires, á los 27 días 
del mes de noviembre de 1897. 

Juan A. García. 

Ante mí: Angel Montes de Oca. secretario. 



( Vista del Fiscal de Cdmara^ 

Excma. Cámara: 
Don Elias Arroyo, como hijo natural de don Elias 
Arroyo, deduce demanda de petición de herencia 
contra don Marcelino Arroyo, á fin de que, como 
heredero de don Marcos Arroyo y de doña María de 
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las Nieves Cejas, y como cesionario de los herma- 
nos Victoriano y Paula, entregue al demandante los 
bienes que le correspondieron en la sucesión de sus 
padres referidos á su otro hermano don Eh'as, padre 
del actor, con los frutos, rentas y demás que re- 
clama. 

Funda^ su acción en los arts. 3421 á 3423, 3425 y 
3577 del Código Civil, y en la siguiente relación de 
hechos: 

Que don Marcos Arroyo falleció en 1862, doña 
María Nieves Cejas en 1864, y el hijo legítimo de 
éstos, don Elias Arroyo, en 1868. 

Que cuando murió doña María Nieves, le sobre- 
vivían sus hijos legítimos Nicolás, Victoriano, Mar- 
celino, Elias, Paula, Juana y Eugenia Arroyo y Cejas, 
pero que cuando se arregló el juicio sucesorio de 
sus padres, habían ya fallecido Juana, Eugenia y 
Elias, y sólo hicieron aparecer como únicos here- 
deros los otros cuatro hermanos, entre los que se 
repartieron los cuantiosos bienes que componían la 
herencia. 

Que Elias Arroyo había dejado seis hijos natura- 
les, Patricio, Raymundo, Modesto, María, Rafaela y 
el demandante, Elias Arroyo, que fué educado desde 
muy pequeño al lado de sus tíos, estando los demás 
al lado de la madre natural, doña Fermina Moyano, 
con excepción de Modesto y María, fallecidos. 

Que recuerda el hecho de que el demandante ha 
vivido siempre con su tío Marcelino Arroyo, para 
demostrar que la posesión de estado que invoca era 
un hecho público en la familia de su padre, y su 
parentesco reconocido por propios y extraños, hasta 
el punto de que la generalidad de las personas que 
conocían al actor creían que era hijo legícimo de 
don Elias Arroyo, como lo demuestra la partida de 
bautismo que presenta. 
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Que cuando se procedió al arreglo testamentario 
de don Marcos Arroyo y su esposa, se ocultó mali- 
ciosamente la existencia de los hijos naturales de 
don Elias, puesto que era conocida por todos los 
herederos legítimos, y el demandante ya vivía con 
su tío don Marcelino Arroyo, dando por resultado 
esa ocultación que todos los bienes se dividiesen 
entre don Nicolás, representado por sus menores 
hijos legítimos, don Victoriano, doña Paula y don 
Marcelino, quien adquirió después los derechos here- 
ditarios de los dos anteriores, quedando con tres 
cuartas partes de la herencia. 

Que no se trata de un hijo natural cuya existen- 
cia sea un misterio para los parientes legítimos y 
una duda para los extraños, pues la vida en común 
que hicieron sus padres Elias Arroyo y Fermina 
Moyano fué un hecho público, conocido por toda la 
familia, aparentando ante los extraños que se trata- 
ba de una unión legítima, á cuyo efecto todos los 
hijos fueron bautizados en tal carácter, y duró desde 
1855 hasta que tuvo lugar la muerte de don Elias. 

Que mientras el demandante ha vivido al lado de 
don Marcelino Arroyo, hasta pocos meses antes de 
la demanda, no sólo lo reconocía como sobrino, sino 
que no cesaba de repetirle que en la casa en que 
vivían el actor tenía una parte por herencia de su 
padre, y que así habrían continuado si no se hubie- 
ra interpuesto un tercero extraño á la familia, quien 
hizo desalojar al demandante con el deseo de gober- 
nar al tío don Marcelino, lo que obliga á deducir 
esta demanda, para que se le entregue lo que le 
corresponde. 

Contestando la demanda, don Marcelino Arroyo 
afirma que la herencia de sus padres don Marcos y 
doña María de las Nieves se dividió entre los seis 
hijos, sin tomar en cuenta á don Elias, y que legal- 
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mente no le puede exigir el actor la parte íntegra 
de éste como lo hace, pues ninguna disposición legal 
establece solidaridad entre los herederos sobre el 
particular. 

Que en cuanto al fondo, es falso que reconozca ó 
haya reconocido como sobrino legítimo suyo al de- 
mandante; que es falso que los que el actor llama 
sus hermanos hayan sido bautizados en la calidad 
de hijos legítimos á que hace referencia, y que es 
también falso que el demandado haya hecho al actor 
manifestación de ninguna especie respecto de sj 
reconocimiento de derecho á parte de la finca en 
que ha vivido ó de los bienes que dependían de los 
bienes de la sucesión de don Marcos Arroyo y doña 
María de las Nieves Cejas, y que también es falso 
que nunca lo haya considerado como hijo natural 
de su hermano don Elias, y que haya habido ó sido 
posible la posesión de estado que se pretende. 

Que la partida que se presenta acredita que el 
bautismo tuvo lugar el 22 de octubre de 1868 de un 
niño Elias Zacarías, nacido el 3 de junio del mismo 
año, hijo legítimo de Elias Arroyo y de Fermina 
Moyano, domiciliados en Lobos, y no puede refe- 
rirse al hermano del demandado, don Elias Arro} o, 
que había fallecido en Navarro el 4 de febrero de 
1868. 

Que es evidente que el actor no puede invocar 
la posesión de estado de hijo natural á que se refie- 
re, puesto que el pretendido padre había fallecido 
cuatro meses antes de su nacimiento; que, en con- 
secuencia, es improcedente la acción, porque sólo en 
virtud de aquella calidad, debidamente comprobada, 
podría iniciar una acción de petición de herencia. 

Que el actor no podrá comprobar jamás la calidad 
de hijo natural de don Elias Arroyo, que el deman- 
dado le desconoce, porque jamás ha tenido antece- 
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dentes que lo autorizasen á reconocerla, y porque 
en todo caso no era él quien podía en ninguna forma 
hacer un reconocimiento válido de una paternidad 
ajena. 

Que si el actor ha estado desde su niñez en la 
casa que habitaban los hermanos del demandado, y 
en la que éste paraba cuando venía de su estableci- 
miento de campo, ello no significa sino que ha reci- 
bido beneficios, que no ha debido olvidar, hasta el 
extremo de iniciar demanda reclamando herencias 
que no le corresponden; que nunca pensó que los 
beneficios que pudiera dispensar sirvieran de ante- 
cedentes para fundar pretensiones injustificables, y 
que cree que no podrá aceptarse por la justicia que 
ello sea suficiente para dar al reclamante una cali- 
dad que no tiene, y que el demandado nunca le ha 
reconocido. 

Llenados los trámites legales, se pronuncia por el 
Juez a qiio la sentencia apelada, rechazando la de- 
manda, y presentados los escritos correspondientes 
ante V. E., vienen los autos en vista á este Mi- 
nisterio. 

He creído necesario hacer esta minuciosa relación 
de la demanda y de la contestación, porque gene- 
ralmente la forma de pedir 3' la forma de negar re- 
velan á veces involuntariamente el pensamiento ver- 
dadero de los litigantes: lo que expresamente se 
dice, y lo que no quiere hacerse conocer, lo que se 
piensa y se reserva. 

¿Cómo descubrir esto último? La prueba casi 
siempre lo revela con su poder demostrativo de la 
verdad, y también con su impotencia ante la ley, no 
obstante su eficiencia ante el criterio individual. 

Y así, en el presente caso, llama la atención, desde 
luego, en la contestación á la demanda, que su parte 
principal ó dominante es la no solidaridad de los 
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herederos que han dividido la sucesión para respon- 
der á la acción de petición de herencia deducida, 
y la imposibilidad del actor para comprobar su po- 
sesión de estado de hijo natural por haber nacido 
después de la muerte del padre, y no la negati\*a 
de esa filiación y de la posesión de ese estado, aun- 
que también se formula, lo que produce en el ánimo 
el pensamiento de que es esa imposibilidad la razón 
determinante de la negativa, lo que no obsta para 
limitar la responsabilidad del demandado ante todo. 

Entrando de lleno á la cuestión que al Ministerio 
público interesa, la relativa al estado civil de las 
personas, ;es verdad que el hijo natural póstumo no 
puede gozar de la posesión de ese estado civil, y 
que, por consiguiente, no puede usar del derecho 
que á todos los hijos naturales acuerda el art. 325 
del Código Civil en su parte final? 

Los derechos del hijo natural están le^rislados de 
un modo especial en nuestro Código, y si por moti- 
vos de interés general y de grandes conveniencias 
públicas sus derechos hereditarios están restringidos 
á los que expresamente le acuerda la ley, ésta no 
ha podido desconocer los que nacen en la generación 
misma, los que se originan en el vínculo de la san- 
gre entre el que da y el que recibe la vida, entre 
los padres y el hijo; y por esto, el art. 337 estable- 
ce: ' que los hijos naturales tienen un derecho de su- 
cesión sobre los bienes de sus padres muertos, que 
será determinado en el lugar correspondiente». 

Ese derecho de sucesión sobre los bienes de los 
padres muertos, que la ley acuerda al hijo natural 
y con calidad de legítima forzosa, es reclamado por 
la naturaleza misma, como condición de existencia 
para los hijos, para que no sean una carga de la 
sociedad; que tendría que proveer á sus medios de 
vida ó que soportar los inconvenientes consiguientes 
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de individuos con necesidades relativas al medio en 
que han vivido, y que por la muerte de sus padres 
se ven privados de los bienes necesarios para sa- 
tisfacerlas. 

Si el fundamento de la legítima de los hijos, tanto 
legítimos como naturales, nace de las obligaciones 
que la naturaleza impone para con ellos á los padres, 
no puede desconocerse que el hijo póstumo tiene el 
mismo derecho que los que nacieron en vida de sus 
padres, por lo menos, puesto que el mismo desam- 
paro en que vienen al mundo hace más imperiosas 
sus necesidades y las obligaciones de sus padres. 

No hay motivo, entonces, para suponer siquiera 
que el póstumo carezca .de los derechos que la ley 
acuerda á los hijos naturales todos. 

Y sería un contrasentido jurídico y legal que, te- 
niendo iguales derechos, el póstumo no pudiese usar 
de los medios necesarios para hacerlos efectivos 
después de muertos los padres, él que ha estado en 
absoluta imposibilidad de emplearlos en vida de 
éstos. 

Pero no es así: la posesión de estado de hijo na- 
tural puede invocarla el póstumo, y precisamente 
la misma dificultad en que se encuentra por las 
circunstancias ajenas á su voluntad para adqui- 
rirla y demostrarla con la amplitud y notoriedad 
que lo pueden hacer los hijos naturales que se han 
criado y educado al amparo de la sombra protecto- 
ra de los padres, es una razón, más bien, para que 
los jueces sean menos rigurosos y más liberales en 
la apreciación de la prueba que para justificarla 
deben producir, porque es bien sabido, y la sana ra- 
zón lo enseña, que las exigencias legales en materia 
de pruebas son proporcionadas á la facilidad de 
producirlas y á la clase y naturaleza de los hechos 
que las reclaman. 
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Cuando se discutió en el Senado la reforníia del 
artículo 325 del Código Civil, reforma que consiste 
precisamente en que, muertos los padres, el hijo na- 
tural sólo puede demandar el reconocimiento de la 
filiación comprobando su posesión de estado, se 
suscitó la cuestión del hijo póstumo por el senador 
doctor Del Valle, y la sanción de esa reforma se 
hizo, aceptándose las doctrinas y teorías del senador 
doctor Cortés, miembro informante de la comisión 
respectiva. 

Y digo, además, que aun fuera del matrimonio, 
son las palabras de este ilustrado jurisconsulto, 
*<cuando un individuo presta á la mujer con quien 
tiene relaciones amorosas, en igual caso estando 
ella embarazada, las mismas atenciones, los cuida- 
dos especiales que un marido prestaría á su esposa, 
cuando ese individuo no niega esas relaciones ni 
desconoce ser fruto de ellas el embarazo, cuando 
tal ve/ lo ha recomendado á sus amigos, ó tomado 
alguna providencia á su favor, el no nacido se en- 
cuentra realmente en la posesión de estado como 
hijo natural, y podría indudablemente aducir esta 
prueba después de muerto el padre: . 

No cabe duda, después de leer esas palabras, que 
la intención y la voluntad del legislador han sido 
reconocer al hijo natural póstumo el derecho de 
probar, por los medios indicados ú otros semejan- 
tes, su posesión de estado. 

¿Y qué es la posesión de estado de hijo natural? 
¿Qué hechos la constituyen? 

El doctor José M. Moreno, citado por los deman- 
dados en este juicio, tan exigente para la compro- 
bación del estado del hijo natural, hace esas interro- 
gaciones, para contestarlas en estos términos: 

El estado consiste en las relaciones que la natu- 
raleza y la ley civil establecen, independientemente 
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de la voluntad de las partes, entre un individuo y 
las que le han dado el ser.> 

La posesión de estado, agrega, puede definirse: 
la reunión de hechos que connprueban la condición 
civil de una persona, y que refiriéndose á la filiación, 
consiste en el nombre que lleva esa persona y con 
el cual es conocida del público, en el lugar que ocu- 
pa en la fannilia según su calidad, en la reputación 
de que goza en la sociedad, en el tratamiento favo- 
rable que ha recibido del padre y madre que han 
provisto á sus alimentos y educación, en el recono- 
cimiento de sus ascendientes y demás parientes que 
lo han recibido y acogido como tal, en la opinión 
que siempre han abrigado sobre su condición los 
vecinos y los amigos de la familia, en fin, en las re- 
laciones de parentesco que la fama le atribuye. > 
(Obras jurídicas^ tomo 1^, pág. 228.) 

Sin aceptar que todas y cada una de esas cir- 
cunstancias comprendidas en la fórmula nomen, trac- 
tatus, fama, sean indispensables para acreditar la 
posesión de estado, he transcripto las palabras del 
doctor Moreno, para fijar la idea del estado civil de 
las personas y la clase de hechos que lo demuestran. 

La posesión de estado de hijo natural, no es el 
reconocimiento que el padre ó la madre hayan 
hecho de la filiación únicamente; un hijo natural 
puede tener un reconocimiento expreso de su filia- 
ción hecho por sus padres, y no gozar de la posesión 
de estado, y á la inversa. 

La posesión de estado está determinada por el 
lugar que el hijo natural tiene en la sociedad en 
que vive, en la familia de sus padres, ante sus rela- 
ciones, ante los vecinos; de manera que todas esas 
personas concurren á dar y á la vez á reconocer la 
posesión del estado civil. 

' El estado de una persona, decía el camarista 
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doctor Sauze, es la posición social que cada uno 
ocupa en la colectividad con arreglo á su condición. 

Es un hecho que un individuo ocupa en la so- 
ciedad el lugar de hijo de otro determinado^ por 
más que sean múltiples las manifestaciones de esa 
relación de dependencia, traducidas en hechos va- 
riados, de los que en el mundo físico nos llevan 
por inducción á la existencia del principio. 

En menos palabras: la posesión de estado no 
puede confundirse con los medios de acreditarla 
como un hecho, no se confunde con su prueba, y 
puede existir con independencia de ella. 

La posesión de estado implica, sí, el reconoci- 
miento presunto, porque el estado social se forma, 
no con la acción individual del que lo ocupa, sino 
con la colectiva de aquellos entre quienes se des- 
arrolla; y así, el hijo es tal hijo, no sólo por sus de- 
mostraciones propias, sino por las que recibe de 
sus primogenitores, de su familia y de la sociedad.» 
(Fallos, tomo 7^ (tomo 16), serie 2^, pág. 436.) 

La posesión de estado no es en definitiva un he- 
cho simple, susceptible de comprobación directa y 
circunscripta, sino un hecho complejo, cuya forma es 
intraducibie objetivamente y sólo se encuentra en la 
convicción jurídica del magistrado. 

Aplicando ai caso presente esta doctrina, que es 
la que ha prevalecido en lo que ya se puede llamar 
nuestra jurisprudencia, resulta de la prueba pro- 
ducida: 

P Que don Elias Zacarías Arroyo es hijo de don 
Elias Arroyo y de doña Fermina Moyano, nacido 
después de muerto el padre (partida de nacimiento 
de fs. 1^ y de defunción de fs. 162). 

El escribano don Manuel J. Sanabria (fs. 87), de- 
clara: que desde el año 58 hasta el 63, en que se 
retiró del partido de Navarro, conoció á don Elias 
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Arroyo, que vivía mari talmente con una mujer, cuyo 
nombre no recuerda, con la cual tenía aquél varios 
hijos. 

El testigo don Daniel Rodríguez (fs. 105), decla- 
ra: que al fallecimiento de don Elias Arroyo, dejó 
éste cinco hijos naturales, llamados María, Patricio, 
Raymundo, Rafaela y Elias, habidos en sus relacio- 
nes con doña Fermina Moyano, con quien vivió ma- 
ritalmente muchos años, hasta que murió; que don 
Elias le presentó esos hijos naturales y los recono- 
cía como tales; pero que Elias nació después de 
morir el padre; que los ha visto vivir juntos en la 
estancia y en el pueblo de Navarro, y que una hija 
de don Elias, María, fué casada con un hijo del de- 
clarante. 

2^ Resulta igualmente: que después de morir don 
Elias Arroyo, sus hermanos Victoriano, Marcelino, 
Mauricio, Francisca y Paula, trajeron á su lado, junto 
con los otros hijos naturales de aquél, al demandan- 
te don Elias, á quien criaron, educaron y atendieron 
como sobrino, presentándolo y reconociéndolo como 
á tal; que éste usó siempre el apellido de Arroyo, 
siendo conocido en ese carácter por las relaciones 
de la familia de Arroyo y por los vecinos de la casa 
donde vivían en Flores. 

Asi lo declaran, dando detalles circunstanciales 
que convencen de la verdad de sus declaraciones, 
los testigos Guillermina Frías de Ferrer (fs. 82), To- 
más Blanco (fs. 84), Manuel J. Sanabria (fs. 87), Luis 
F. Barruti (fs. H9), Nicolás Scasso (fs. 113) y Daniel 
Rodríguez (fs. 105). 

Basta leer esas declaraciones de testigos que no 
han sido tachados, algunos íntimos amigos y vincu- 
lados con el demandado, para adquirir el convenci- 
miento de que el demandante Elias Arroyo, nacido 
después de muerto su padre natural, fué reconocido 
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siempre por los hermanos de éste como hijo natu- 
ral del mismo, que lo criaron y educaron con el 
mismo nombre del padre, Elias Arroyo, y que ha go- 
zado públicamente de su estado civil en la familia de 
Arroyo. 

Las declaraciones de los testigos que afirman las 
relaciones amorosas de don Elias Arroyo con doña 
Fermina Moyano y la procreación de los hijos que 
nombran, están corroboradas con las partidas de na- 
cimiento de esos hijos, presentadas por el deman- 
dado á fs. 160, 164, 166, 168, 170 y 172. 

Esas partidas han sido traídas á los autos para 
destruir la afirmación contenida en la demanda, de 
que los hijos de don Elias y doña Fermina habían 
sido bautizados como hijos legítimos, hecho que 
carece de importancia, porque es bien sabido que 
la legitimidad de los hijos no se prueba con la sola 
partida de nacimiento, sino con la de matrimonio 
de los padres conjuntamente. 

Pero esas mismas partidas revelan un hecho que 
el demandado ha pretendido negar: que los hijos á 
que ellas se refieren son de doña Fermina Moyano, 
madre también del demandante, según la de fs. 1^, 
lo que, unido á la vida marital que con esa señora 
hizo don Elias Arroyo hasta que murió, á la aco- 
gida que todos esos hijos, inclusive el póstumo, 
recibieron de los hermanos de aquél, á la educación 
y tratamiento que le dieron como sobrino, y del 
uso constante del apellido, demuestra acabadamen- 
te que el demandante, como los demás hijos natu- 
rales de doña Fermina, proceden de su unión con 
don Elias Arroyo. 

Y sobre toda esta prueba, está la declaración 
jurada del mismo demandado, don Marcelino Arro- 
yo, quien, contestando las posiciones de fs. 66, con- 
fiesa (tercera posición): que al fallecimiento de su 
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hermano Elias le quedaron á éste cuatro hijos natu- 
rales, llamados María, Patricio, Raymundo, Rafaela y 
Elias Z. Arroyo, que nació después de ese falleci- 
miento, agregando que eran hijos naturales de aquél, 
pero que no fueron reconocidos. 

No se explica cómo, si no reconoció como suyos 
esos hijos naturales don Elias Arroyo, los herma- 
nos de éste los reconocieran y trataran como tales. 

No puede ser cierto que á don Marcelino no le 
conste que esos hijos fueron habidos con doña Fer- 
mina Moyano (posición veintiuna), puesto que ha 
presentado las partidas de nacimiento que lo de- 
muestran, y cuando confiesa en la posición quinta, 
que afirma: que tres ó cuatro meses después del 
fallecimiento de don Elias, doña Fermina Moyano 
dió á luz un hijo, que bautizaron con el nombre de 
Elias Z. Arroyo, agregando el absolvente que fué 
bautizado después de ocho meses de fallecido el 
padre. 

Y prescindiendo de otros muchos detaUes de la 
confesión de don Marcelino, éste confiesa que, poco 
más de un año de la muerte de don Elias, el absol- 
vente y su hermano don Victoriano Arroyo traje- 
ron á su lado tres hijos del hermano del absolvente, 
don Elias, incluso en éstos el que nació después de 
su muerte, llamado Elias, atendiendo á la subsis- 
tencia y educación de los mismos (posiciones sexta 
y séptima); y que este último, que es el demandan- 
te, desde que tuvo uso de razón se ha llamado Elias 
Z. Arroyo (primera posición adicional). 

Es entonces indudable que, no obstante haber 
nacido después de fallecido su padre, don Elias Z. 
Arroyo ha gozado siempre de la posesión de estado 
de hijo natural de éste, siendo digno de llamar la 
citención que, á pesar de su calidad de póstumo, ha 
comprobado todas las condiciones de la prueba, 
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nonieu^ tractatus^ fama^ que los más exigentes re- 
q vieren para acreditarla. 

Si los hermanos del finado don Elias Arroyo re- 
conocieron como hijo natural de éste al póstumo, ha 
sido indudablemente por la vida marital que hasta 
su fallecimiento hizo con la madre, quedando ésta 
embarazada, y porque, como decía el senador doc- 
tor Cortés: cuando un individuo presta á la mujer 
con quien tiene relaciones amorosas (y don Elias 
h:ibía tenido ya varios hijos con doña Fermina) 
k's mismas atenciones, los cuidados especiales que 
u:: marido prestaría á su esposa, cuando ese indi- 
viduo no niega esas relaciones, ni desconoce ser 
fruto de ellas el embarazo, cuando tal vez lo ha re- 
comendado á sus amigos ó tomado alguna provi- 
dencia á su favor (en el caso presente muy verosí- 
mil, por la conducta de los hermanos del padre 
muerto), el no nacido se encuentra realmente en la 
posesión de estado como hijo natural, y podrá in- 
dudablemente aducir esta prueba después de muer- 
to el padre . 

Y esa posesión de estado, en cuanto es posible, 
hu sido ratificada, afirmada y hecho pública por las 
únicas personas que podían contestarla^ que son los 
hermanos legítimos del padre natural, que no dejó 
descendientes ni ascendientes legítimos. 

Si el demandado, don Marcelino Arroj o, reconoció 
como hijo natural póstumo de su hermano don Elias 
al demandante; si lo reconoció, lo alimentó y lo 
educó; si ante las relaciones y vecinos lo hizo co- 
nocer como sobrino suyo; si consintió que durante 
treinta años se llamase Elias Z. Arroyo, y que así 
fuese por todos conocido, no puede desconocerse 
ese estado civil ahora, cuando le reclama la heren- 
cia de su padre natural, alegando que el padre no 
lo reconoció en forma autentica. 
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No obstante lo convincente de la prueba produci- 
da por el demandante, el Juez a quo rechaza la ac- 
ción de petición de herencia ejercitada por don 
Elias Arroyo ¿Cuáles son los fundamentos de esa 
sentencia? 

Porque la acción de filiación natural no ha podido 
entablarse contra uno solo de los sucesores univer- 
sales de don Elias Arroyo; porque se deja sin de- 
fensa á los demás, que sufrirían las consecuencias 
de una declaración sobre la cual no puede volverse 
una vez pasada en autoridad de cosa juzgada, dice 
la sentencia. 

Ese fundamento es completamente erróneo. 

La demanda no se ha entablado contra don Mar- 
celino Arroyo, como sucesor universal de don Elias 
Arroyo, sino como detentador de la herencia (ar- 
tículos 3423 y 3425 del Código Civil), contra un pa- 
riente del difunto de grado más remoto que ha en- 
trado en posesión de ella, por inacción del más 
próximo que la ejercita. 

El heredero puede ejercitar esa acción contra uno 
ó algunos de los detentadores de la herencia, sin 
que esté obligado á hacerlo contra todos, ni juntos 
ni separadamente, pues ninguna disposición legal se 
lo impide. 

El ejercicio de la acción de petición de herencia, 
como el de todos los derechos puros, es mera- 
mente facultativo; puede hacerlos valer contra unos 
y no contra otros, si el dueño del derecho así lo 
encuentra conveniente, por cualquier motivo que sea. 

Que los demás parientes del finado Elias Arroyo 
no han sido parte en este juicio, y que la sentencia 
va á hacer cosa juzgada contra ellos. 

¿Y que deja el Juez a quo para resolver cuando 
el demandante ejercite su derecho, si llegara á ejer- 
citarlo contra esos herederos? 
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En el juicio presente no se trata absolutamente 
de los derechos y obligaciones de esos parientes, 
que no son actores ni demandados, sino de las re- 
laciones de derecho entre don Elias Z. Arroyo y 
don Marcelino Arroyo; nada más. 

No es posible que la sentencia resuelva una 
cuestión entre dos personas, teniendo en conside- 
ración los intereses ni los derechos no cuestiona- 
dos en forma alguna de otras personas ajenas al 
pleito. 

La sentencia debe contener decisión expresa, po- 
sitiva y precisa, con arreglo á las acciones deduci- 
das en el juicio, declarando el derecho de los liti- 
gantes, dice el art. 216 del Código de Procedimien- 
tos; de manera, que si el actor ha comprobado la 
existencia de su derecho contra el demandado, la 
sentencia debe declararlo. 

La sentencia apelada contraviene á esa disposi- 
ción cuando dice: que el actor sólo ha comprobado 
que don Marcelino Arroyo lo trataba como sobrino, 
y que si éste fuese el único y universal heredero 
(de don Elias, padre) la prueba sería concluyente; 
pero que de autos consta que hay otros coherede- 
ros que no han sido oídos y que serán afectados en 
sus relaciones de familia por el pronunciamiento, y 
en su mérito rechaza la demanda. 

Repito: no se trata de los derechos de las perso- 
nas que no han sido demandadas, sino de los dere- 
chos ejercitados contra don Marcelino Arroyo, como 
demandado, y si la prueba es concluyente contra 
él, la sentencia no ha podido, sin incongruencia y 
sin faltar á la lógica, reconocer ese derecho y dene- 
gar su ejercicio, como lo hace. 

Además, agrega dicha sentencia, en la hipótesis 
de que no fuera exacto lo expuesto, el demandado 
no sería responsable sino por la cuota parte de su 
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haber hereditario y del de sus cedentes, porque 
no se trata de obligaciones solidarias, de manera 
que tampoco procede la reivindicación del total de 
la herencia, como se ha pedido por el actor. 

El Juez a quo ha olvidado también aquí el pre- 
cepto del citado art. 216, que en su parte final or- 
dena que la sentencia declare el derecho de los 
litigantes, condenando ó absolviendo de la demanda 
en el todo ó en parte. 

Si don Marcelino Arroyo no es el detentador de 
toda la herencia reclamada por el demandante, don 
Elias Arroyo, sino de su cuota parte y de la de sus 
cedentes, conformándose á esa prescripción legal, la 
sentencia debió condenarlo á la restitución de esas 
cuotas partes y absolverlo en lo demás; pero no 
absolverlo completamente como lo hace. 

En definitiva: el demandante ha comprobado su 
posesión de estado como hijo natural de don Elias 
Arroyo, especialmente con relación á don Marcelino 
Arroyo, que la ha reconocido, por consiguiente, 
es procedente la acción de petición de herencia de- 
ducida contra éste, para que le restituya la parte de 
la herencia del padre del demandante, que el de- 
mandado tomó en la sucesión de los padres del 
finado don Elias Arroyo. 

¿Cuál es esa parte? ¿En qué forma debe hacerse 
la restitución? Estas cuestiones son ya del resorte 
del interés meramente privado ó particular de los 
litigantes, y nada afectan los derechos é intereses 
de orden público que determinen la intervenci 'm 
del fiscal en esta clase de asuntos. 

Opino, pues, que V. E. debe revocar la senten- 
cia apelada de fs. 261. 

Buenos Aires, mayo 10 de 1S98. 

AXGEL S. PiZARRO. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 8 de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en los autos seguidos por don 
Elias Arroyo contra don Marcelino Arroyo, sobre pe- 
tición de herencia; respecto de la sentencia corriente 
á fs. 260, el Tribunal estableció la siguiente cues- 
tión: 

¿Es justa la sentencia de fs. 260? 

Practicado el sorteo resultó que la votación de- 
bía tener lugar en el orden siguiente: doctores Mo- 
lina Arrotea, Gelly, Díaz, González del Solar, Gi- 
ménez. 

El doctor Molina Arrotea dijo: 

La sentencia del Juez inferior no hace lugar á la 
demanda, fundándose principalmente en que ésta 
no ha podido entablarse contra uno de los suceso- 
res universales del causante dejándose sin defensa 
los demás, que sufrirían las consecuencias de una 
declaración que tendría autoridad de cosa juzgada, y 
en que no se ha producido prueba suficiente de la 
posesión de estado, única admisible, muerto el pa- 
dre, para demostrar la filiación natural, según el 
artículo 325 del Código Civil. 

Considero erróneo este pronunciamiento. 

La declaratoria de filiación ha sido promovida 
por persona nacida con posterioridad al deceso c el 
presunto padre, y es esta la primera dificultad que 
surge en el pleito. 

No hay en la sentencia mayores consideraciones 
sobre este punto, si bien de sus términos se deduce 
que el Inferior juzga procedente la acción (fs. 263 
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in fine), aun cuando dentro de un concepto jurídico 
equivocado, como se verá más adelante. 

Es incuestionable que el póstumo puede invocar 
la posesión de estado de hijo natural, conforme el 
artículo 325 citado y á los antecedentes ilustrativos 
que informan su inteligencia. 

Este artículo reformó, como es sabido, el segun- 
do del título 5^, libro 1^, del Código Civil, agregán- 
dole las siguientes palabras finales: No habiendo 
posesión de estado, este derecho sólo puede ser 
ejercitado por los hijos durante la vida de sus pa- 
dres. 

Durante la amplia discusión á que dió lugar esta 
enmienda en el Senado, 3^ como se interrogara en 
el curso de la misma sobre la situación legal en que 
quedaría el hijo póstumo, el doctor Jerónimo Cortés 
se expresaba de la siguiente manera: 

<E1 hijo póstumo puede comprobar la posesión 
de estado ó no puede. Si puede comprobarla, la 
comisión no intenta quitarle su acción de reconoci- 
miento. Sé muy bien, agregaba, que hay autores 
que sostienen que un hijo antes de nacer no puede 
tener posesión de estado. 

Considero eiTónea esta doctrina, y sostengo lo 
contrario, porque al niño que todavía se encuentra 
en el vientre de la madre se le tiene por nacido en 
todo lo que le aprovecha. 

>Por lo que respecta al matrimonio, esto es in- 
dudable. Y digo, además, expresaba por último este 
ilustrado maestro, que aun fuera del matrimonio, 
cuando un individuo presta á la mujer con quien 
tiene relaciones amorosas, en igual caso estando ella 
embarazada, las mismas atenciones, los cuidados es- 
peciales que un marido prestaría á su esposa; cuando 
ese individuo no niega esas relaciones, ni desconoce 
ser fruto de ellas el embarazo; cuando tal vez lo ha re- 
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comendado á sus amigos ó tomado alguna providencia 
en su favor, el no nacido se encuentra realmente en la 
posesión de estado como hijo natural, y podrá indu- 
dablemente aducir esta prueba aun después de muer- 
to el padre.» 

Continuando el debate, siempre alrededor de la 
enmienda, decía otro señor senador: 

<E1 pensamiento de la comisión, según lo dice 
ésta, es que el hijo póstumo pueda probar su filia- 
ción por la posesión de estado, y no por ese cúmulo 
de pruebas que la ley, en el artículo á que se re- 
fiere la modificación, deja en manos del hijo natu- 
ral para que pueda hacerlas valer durante la vida 
del padre.» 

Esta es la información y el espíritu jurídico de la 
enmienda introducida al art. 325 del Código Civil. 

Si, pues, la comprobación de la filiación natural 
por la posesión de estado es admitida para el hijo 
póstumo, sólo corresponde averiguar si ella se ha 
producido en el presente litigio en condiciones sufi- 
cientemente eficaces al derecho del reclamante. 

La posesión de estado, como lo dice un distingui- 
do expositor, es una cuestión esencialmente de he- 
cho, y los hechos varían de un caso á otro, por la 
diversidad infinita de las razones individuales y 
sociales. 

Y bien se comprende que los caracteres de la 
prueba tendente á demostrar esta posesión en jui- 
cio contradictorio, y el criterio en que debe ser juz- 
gada, tienen que ser fundamentalmente distintos 
cuandO; como en el caso sub-judice, se trata de un 
hijo nacido después de muerto el padre. 

Considero así, como el señor Fiscal, que precisa- 
mente la misma dificultad en que se encuentra el 
hijo póstumo para adquirirla y demostrarla con la 
amplitud y notoriedad que los demás hijos natura- 
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les, es una razón más bien para que los jueces sean 
menos rigurosos y más liberales en la apreciación 
de la prueba que para justificarla deben producir, 
por ser bien sabido que las exigencias legales en 
materia de prueba son proporcionadas á la facilidad 
de rendirla y á la clase y naturaleza de los hechos 
que la reclaman. 

Veamos, entretanto, los resultados de la prueba 
testifical, que es la que principalmente se ha produ- 
cido en esta causa. 

El primer testigo (fs. 82), ignora, en efecto, de 
quién es hijo el actor, cjomo lo dice la sentencia del 
Juez inferior; pero esto, no obstante, declara que 
aquél, de la misma manera que sus hermanos, han 
sido criados y atendidos por los Arroyo, como igual- 
mente que Elias ha vivido desde su más tierna edad 
siempre al lado de sus tíos, los cuales lo llamaban 
con el nombre y apellido de Elias Z. Arroyo. 

Este mismo conocimiento lo tiene el testigo Blan- 
co (fs. 84), según resulta de su contestación á la 
sexta pregunta del interrogatorio de fs. 81. 

El testigo Manuel J. Sanabria (fs. 86 vta.), dice: 
que desde el año 1858 conoció en el pueblo de 
Navarro á don Elias Arroyo, quien vivía marital- 
mente con una mujer con la que tenía varios hijos, 
aun cuando no puede afirmar si eran naturales ó 
legítimos. Este testigo hace la siguiente importante 
declaración: que cuando redactó el testamento del 
señor Barruti, hallándose presente al acto don Mar- 
celino Arroyo, y como faltara un testigo, dijo éste: 
«voy á traer á mi sobrino Elias para que sirva de 
testigo , saliendo y volviendo en seguida con el 
demandante, quienes firmaron, en tal concepto, el 
acto testamentario. Y es de observarse que, repre- 
guntado para que manifestara si don Marcelino le 
manifestó al declarante que el testigo que iba á 
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traer y que dijo era su sobrino, le expresara tam- 
bién que éste era hijo de don Elias Arroyo, contesta 
que se le presentó en ese carácter. 

Don Luis Barruti dice: que desde el año 1880, 
en que fué á residir á Flores, ha visto constante- 
mente al actor en casa de los hermanos Arroyo, 
juienes lo presentaban como sobrino á sus relacio- 
nes. Este testigo es hijo del testador á que se hace 
referencia en el testimonio del escribano Sanabria, 
cuyo dicho ratifica en cuanto á la presentación del 
demandante en el carácter ya enunciado. 

A fs. 103 declara el testigo Nicolás Scaso, di- 
ciendo: que ha visto á los Alijos naturales de don 
Elias Arroyo (entre los que incluye al demandante) 
viviendo en casa de los hermanos de aquél, y á 
fojas 104 vta., don Daniel Rodríguez, vecino anti- 
quísimo de Flores, lugar de la residencia habitual 
de los Arroyo, depone á su turno en un todo con- 
forme al interrogatorio de fs. 102. 

Es indudable, entretanto, que este conjunto de 
hechos, dada la forma en que aparecen relacionados 
y comprobados en juicio, precisos, contestes, unifor- 
mes, como surgen de las declaraciones analizadas, 
con el conocimiento circunstanciado y personal que 
sobre ellos tienen los testigos, es indudable, lepito, 
que son de decisiva eficacia legal con relación al 
punto fundamental de este litigio. 

Es el caso, sin embargo, que, según la sentencia 
recurrida, el actor ha debido comprobar que durante 
el embarazo de la madre, el padre la trató, hacien- 
do saber que reconocía al feto como hijo suyo; no 
habiéndolo empero entendido así, pues toda su prue- 
ba sólo tiende á demostrar que era considerado 
por el demandado y sus hermanos como hijo natu- 
ral de don Elias Arroyo. 

Pero la prueba de la posesión de estado por el 
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hijo póstumó sería, dentro de está fórmula, poco 
menos que imposible, fuera de que el reconocimien- 
to directo de la paternidad natural, como la prueba 
directa de la filiación, son jurídicamente cosas bien 
diversas del reconocimiento tácito que resulta de la 
posesión de estado. 

Cuando tenemos una persona nacida en las condi- 
ciones del actor, no es seguramente en los actos 
del padre que debe buscarse la prueba de la pose- 
si(|n de estado, es en la consideración que constan- 
temente ha tenido en la íamilia del mismo, en el 
lugar que ha ocupado en ella, en el reconocimien- 
to de los demás parientes que lo han recibido y 
acogido como tal, en la opinión que siempre han 
abrigado sobre su condición los vecinos y los ami- 
gos de la familia, en ñn, en las relaciones de paren- 
tesco que la fama le atribuye. 

Es, entretanto, esta la situación, y prescindiendo 
de lo que el mismo demandado, don Marcelino Arro- 
yo, confiesa al absolver la tercera pregunta y primera 
repregunta del pliego de ís. 63, la que incontesta- 
blemente determina la prueba que acabo de exami- 
nar, juzgada de conformidad á las reglas estable- 
cidas en el artículo 204 del Código de Procedi- 
mientos. 

Respecto á las conclusiones establecidas en la pri- 
mera parte de la sentencia del Juez inferior, y á 
que hago referencia en el comienzo de mi voto, 
debo limitarme á reproducir las consideraciones que 
sobre este particular aduce el señor Fiscal en su 
precedente dictamen, por ser arregladas á de- 
recho. 

Estos son los fundamentos que deciden mi voto 
por la negativa. 

Los doctores Gelly, Díaz, González del Solar y 
Giménez se adhirieron al voto anterior. 
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Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. — Molina Arrotea. 
— González del Solar. — DIaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 8 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se revoca la 
sentencia apelada de fs. 260, haciéndose, en conse- 
cuencia, lugar c1 la demanda interpuesta á fs. 4, en 
razón de haber justificado el demandante la calidad 
de hijo natural de don Elias Arroyo, declarándose 
que la responsabilidad del demandado está limitada 
á la cuota parte que le haya correspondido en la 
herencia de su causante, y por la porción que por 
derecho corresponda al actor. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález del Solar. — Delfín B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Diipuis, secretario. 
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CAUSA 248 

Sumario — La rendición de cuentas al administrador ó ma- 
yordomo de una sociedad, sólo puede ser exigida 
por la autoridad designada en los estatutos. 

Antecedentes 

(Sentencia de 1^ Instancia) 

Y vistos: estos autos, seguidos por don Pedro 
Soto, don Lorenzo y otros contra don Pascual 
Mirazo, sobre rendición de cuentas; de los que re- 
sulta : 

Que los demandantes, como miembros de la Co- 
fradía del Santísimo Rosario de Menores, entablaban 
formal demanda contra el mayordomo don Pascual 
Mirazo, sobre rendición de cuentas, fundándose en 
que hace veintisiete meses que recibe las entradas 
en general de lá hermandad, sin que hasta la íecha 
pueda rendir cuentas, ni hacer saber á la asociación 
su estado actual, todo lo cual está en contravención 
del capítulo sexto de la constitución de la cofradía, 
de la cual acompañan un ejemplar; que el hecho de 
continuar percibiendo los frutos de la cofradía, aun 
después de haber cesado en su puesto de mayor- 
domo, que venció en el mes de junio del año 1894, 
aumentó el abuso de poder de parte de dicho ma- 
yordomo; que dándose por deducida dicha rendición 
de cuentas contra el citado mayordomo, por el tér- 
mino de veintisiete meses que ha administrado los 
bienes de la cofradía, consistentes en tres propie- 
dades en esta capital, en las calles Salta núm. 225, 
Belgrano núms. 1351 al 53 y Lima 658 al 60, y 
seis mil socios, poco más ó menos, á razón de un 
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peso de cuota, y además un panteón en el cementerio 
deia Recoleta, limosnas y donaciones; \' se le con- 
dene al pago de las costas, gastos, daños y perjui- 
cios que se ocasionaren. 

Que tramitada la demanda, respecto de la compe- 
tencia del juez ante quien se había iniciado, como 
por la falta de poder en forma de los demandantes, 
quedó resuelta la primera excepción por la Excelen- 
tísima Cámara en lo Comercial á fs. 13, ocurriendo 
los interesados ante este Juzgado con el escrito de 
fojas 18, en el que reproducen la demanda entablada. 
Y en cuanto á la personería, habiendo presentado el 
poder que corre á fs. 26, se pidió á fs. 38 que se 
corriese traslado de la demanda, como así se hizo. 

Presentando el demandado los escritos de fs. 40 y 
43, en los cuales, sin contestar la demanda, se opo- 
ne la excepción de falta de personalidad de los de- 
mandantes, pues no son socios de la cofradía, la 
que tampoco los ha autorizado para entablar esta 
demanda, como no puede hacerlo en vista de que 
la asamblea general aprobó todas las cuentas del 
mayordomo de la misma cofradía. 

Que corridos los trámites necesarios sobre la ex- 
cepción opuesta, el Juzgado la ha resuelto por el 
auto de fs. 96, no haciendo lugar á la excepción, 
mandando se conteste derechamente la demanda, 
cuyo auto fué confirmado por la Excma. Cámara á 
fojas 105. 

Que por el escrito de fs. 111 se contesta la de- 
manda, en el que se manifiesta: que las cuentas á 
que se refieren los demandantes fueron presentadas 
á la comisión directiva, y ésta las aprobó, lo mismo 
que la asamblea general, únicas autoridades que 
reconocen los estatutos que corren agregados á los 
autos; que aprobadas esas cuentas en la forma le- 
gal, no procede que unos exhermanos de la co- 
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fradía pretendan exigir que vuelva á rendirlas; que 
además tampoco se expresa por los demandantes 
ante quién ha de rendirse las cuentas, porque no 
entiende que sea ante ellos, ni tampoco ante el Juz- 
gado, ya que las únicas autoridades competentes 
son, como se ha dicho, la comisión directiva y la 
asamblea, y éstas ya las han aprobado, como cons- 
ta de los certificados que obran en autos; que por 
otra, parte, el reverendo padre provincial del con- 
vento de Santo Domingo, autoridad incuestionable, 
prohibió terminantemente á Pedro Soto y adláteres 
que sin su consentimiento promoviesen pleito alguno 
contra la cofradía, y contra ella viene á ser el 
pleito actual, por cuanto Pascual Mirazo era mayor- 
domo cuando se inició esta demanda; que aun su- 
poniendo que las cuentas hubiesen sido aprobadas 
indebidamente, no les asiste ningún derecho para 
dirigirse contra él, sino contra la misma cofradía, 
que es en suma la que habría cometido el error, vo- 
luntaria ó involuntariamente; que suponiendo que 
los ex hermanos tuviesen derecho para promover 
esta tan absurda demanda, sería preciso que antes 
acreditasen haber cumplido todos sus deberes de 
tales, porque no se concibe el derecho sin llenar 
primero los deberes, y los demandantes no han pa- 
gado las cuotas establecidas por los estatutos, con- 
virtiéndose además en piedra de escándalo en una 
cofradía religiosa; que don Pascual Mirazo, aun cuan- 
do quisiera, no puede rendir las tan anheladas cuen- 
tas, pues una vez que le fueron aprobadas por 
quienes correspondía, hizo entrega á esas autorida- 
des de todos los documentos ó comprobantes; que, 
por último, pide el rechazo de la demanda, con cos- 
tas, por no tener derecho á exigir la rendición de 
cuentas á don Pascual Mirazo, por estar aprobadas 
por quienes corresponde. 

Civil—Tomo 106— 2S 
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Que declarándose el Juzgado competente, se reci- 
bió la causa á prueba, produciéndose la que ins- 
truye el certificado de fs. 155; agregándose los ale* 
gatos, quedaron los autos en estado de pronunciar 
sentencia. 

Y considerando: 

1^ Que según el principio general, no puede ca- 
ber duda que á los actores les incumbía la prueba. 

2^ Que producida ésta, su principal objeto ha 
debido ser. acreditar el derecho con que se exigían 
las cuentas materia de este litis. 

3^ Que según el reglamento de la sociedad en 
cu5'o nombre se gestiona por los actores la rendi- 
ción de cuentas, sólo puede exigirse por la junta 
de gobierno de la cofradía (capítulo 6^ del mencio- 
nado reglamento, agregado á fs. 3), y en la forma 
que en dicho capítulo se determina. 

4^ Que por consiguiente, á los actores incumbía 
haber justificado que ellos componían la referida 
junta de gobierno, y mientras tanto no han pre- 
sentado más comprobante al respecto que el testi- 
monio del acta de fs. 1, cuya autenticidad ni si- 
quiera han intentado demostrar, pues aunque el 
demandado confiesa, contestando á la primera pre- 
gunta de las posiciones de fs. 145, que los actores 
formaban parte de la junta de gobierno en la época 
en que se inició este juicio, el hecho de que tales 
personas tuvieran ese carácter no demuestra que 
el documento de fs. 1 sea auténtico, que sería de 
donde únicamente podría arrancar el legítimo dere- 
cho de exigir las cuentas que se pretenden. 

5^ Que además, según los estatutos de la cofradía 
(capítulo 6^ citado), en el párrafo que principia: «en 
la primera junta que se celebre, etc., etc.>^, está de- 
terminada la forma en que dicha rendición de cuen- 
tas debe pedirse, y esa forma no puede ser alterada 



Digitized by 



Google 



acudiendo á una autoridad distinta de aquella que 
ha sido creada al efecto por la voluntad de los co- 
frades, que, como lej^ especial, es á ella que deben 
sujetarse en estas controversias. 

6^ Que no estando, pues, demostrado siquiera, 
que la junta de gobierno de la cofradía (por la falta 
de autenticidad del documento de ís. 1), haya adop- 
tado la resolución que dicho documento contiene, 
los actores carecen de acción para litigar sine ac- 
tione agis^ aun en el supuesto de la competencia de 
este Juzgado. 

7^ Que, además, el demandado ha demostrado 
con los documentos de fs. 68 y 69, autenticados 
por las ratificaciones de fs. 77 vta., 78 y 80, haber 
rendido cuenta en la forma legal; el Juzgado debe 
absolverle de la demanda. 

8^ Que resulta, pues, en cuanto á los actores, que 
es de aplicación estricta el principio general acto- 
ris non probantis reus absolvitur. 

Por estos fundamentos, y en virtud de lo dispuesto 
en los arts. 216 y 217 del Código de Procedimien- 
tos, definitivamente juzgando, fallo: no haciendo lu- 
gar á la demanda instaurada á fs. 7, é imponiendo 
silencio á los actores, con costas al vencido (ar- 
tículo 221 del citado Código), á cuyo efecto regulo 
los honorarios del doctor Angulo y Laguna en 300 
pesos moneda nacional. 

Así lo pronuncio, mando y firmo, en Buenos Ai- 
res, á 29 de abril de 1898. 

Repónganse las fojas. 

Luis Méndez Paz. 
Ante mí: Santiago Fontana, secretario. 
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ACUERDO 

En Buenos Aires, capital de la República Argen- 
tina, á 11 de octubre de 1898, reunidos los señores 
vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, en su sala de acuerdos, para conocer del 
recurso interpuesto en loe autos seguidos por los 
señores don Pedro Soto, don Lorenzo Bó y otros 
contra don Pascual Mirazo, sobre rendición de cuen- 
tas; respecto de la sentencia corriente á fs. 164, el 
Tribunal estableció la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia de fs. 164? . . ^ 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Molina 
Arrotea, González del Solar, Giménez, Gelly, Díaz. 
• El doctor Molina Arrotea dijo: 

El pronuQciamiento recurrido no infiere en dere- 
cho agravio á los apelantes. 

Correspondía incuestionablemente á los actores la 
prueba de que ellos constituían la junta de gobierno 
de la cofradía, en cuya calidad accionan en el pre- 
sente juicio, siendo evidente que esa prueba no ha 
sido rendida en autos. 

La contestación á la primera pregunta del pliego 
de fs. 145 no acredita esa personería, pues allí se 
excluyen algunas de las personas mencionadas en la 
misma, en cuyo caso debió comprobarse que las 
restantes formaban efectivamente la junta ó la ma- 
yoría de ella, fuera de que el Juez inferior aprecia 
con sano criterio la importancia que esa confesión 
tiene con referencia á la autenticidad del documento 
áic ís. 1. 

Ajustándose, pues, la sentencia al reglamento de 
fojas 3, que es ley de las partes, y al principio conte- 
nido en la ley 1^, tít. 14, part. 3^, su confirmación 
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se impone, en mi concepto, por lo que, y reprodu- 
ciendo las demás consideraciones que la fundan, 
emito mi voto por la afirmativa. 

Los doctores González del Solar, Giménez, Ge- 
Uy y Díaz se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la 
siguiente sentencia: 

Giménez. — Gelly. - - Molina Arrotea. 
— González del Solar. — Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 



SENTENCIA 

Buenos Aires, octubre 11 de 1898. 

Y vistos: Atento el resultado de la votación de 
que instruye el acuerdo precedente, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada, regulándose en 50 pe- 
sos los honorarios del doctor Laguna. 

Devuélvanse, y repónganse los sellos. 

Emilio Giménez. — Julián Gelly. — Car- 
los Molina Arrotea. — Nicanor Gon- 
zález DEL Solar. — DelfIn B. Díaz. 

Ante mí: Jorge L. Dupuis^ secretario. 
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Competenoia — Véase Bienes, jurisdicción, Menores 
Testamentaria, 

Comprador— Véase Compraventa, Hipoteca, Fuero fe- 
deral, Inmueble, Mejoras. Posesión, 

Comprawenta— Para que exista precio en el contrato de 
compraventa basta que se estipule el valor de un 
papel de comercio en época determinada 355 

Comprawenta— Reconocida la autenticidad del boleto de 
compraventa» debe obligarse á otorgar escritura pú- 
blica del mismo; la posesión del comprador no basta 
para dar por consumado el contrato 370 

Comprawenta — Véase Administrador, Rendición de 
cuentas 

Conourse— Los acreedores no pueden embargar fondos 

del concurso 321 

Condioién— Al ejecutado corresponde justificar que ha 
cumplido la condición que lo exoneraba de pagar el 

impuesto fiscal cuyo pago se Ip exige 244 

Condémino— £1 denunciante de herencia vacante» cual- 
quiera que sea la compensación acordada, no es 

condómino en los bienes 281 

Consejo de eduoaolén— No es parte en el juicio sobre 
nulidad del testamento aun cuando no existan here- 
deros forzosos 328 

Conetruotor— Justificada la existencia de un saldo líqui- 
do en fecha determinada á favor del constructor só- 
lo pueden aceptarse como descargo documentos de 



Contrato— La violación del contrato de concesión por 
parte de la Municipalidad no enerva su derecho á 
exigir de la contraria las prestaciones convenida^. . 181 
Contrato— La declaración de caducidad de un contrato 
antes de la época estipulada hace pasible á la Muni- 
cipalidad de los daños y perjuicios causados 181 

Contrate— La sentencia qué» estudiados los resultandos 
de la causa» rechaza la acción por ser ilícito el con- 



Contrate— Véase Falta de personería. Sociedad, 
Contrato de oemprawenta— Véase Boleto, Compraven- 
ta, Escritura pública, Precio. 
Contrate de iooaoión— Véase Fianza^ Locación, 

Civil— Tomo 106—29 
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Contrato ilfoito— Debe rechazarse toda acción entre so- 
cios que se funde en la existencia de un contrato 
ilícito 194 

Cónyuge- Aun cuando el cónyugfe supérstite haga ocul- 
tación de bienes, los herederos que, mayores de 
edad, reconozcan su derecho sobre todos los que 
forman 1" herencia no pueden reclamar derechos 
hereditarios sobre los ocultados 114 

Cootas— La testamentaría no puede ser responsabilizada 
por las costas, si por existir menores interesados 
el acreedor debió justificar la autenticidad de la fir- 
ma de la letra 350 
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OaSo— Justificada la existencia del daño pero no su mon- 
^ to procede juramento estimatorio 181 

Daño— La acción por daños causados por un embargo 
corresponde á la jurisdicción civil, aun cuando ha- 
ya sido decretado por la comercial 287 

Danoo y perjuioioo— Las diligencias periciales del su- 
mario criminal carecen de valor legal en el juicio 
civil por daños y perjuicios para probar la respon- 
sabilidad del absuelto ante aquella jurisdicción 5 

DaSoo y porjuioioo— Cuando los escribanos públicos, 
por culpa ó por simple negligencia, redactan, ex- 
tienden y autorizan actos perjudiciales á los otor- 
gantes, son responsables de los daños y perjuicios 
^ que ocasionan 123 

Daiioo y perjuicioo— Para gue los daños y perjuicios 
sean procedentes debe justificarse la culpa del de- 
^ mandado 175 

Danoo y perjuicioo— La declaración de caducidad de 
un contrato antes de la época estipulada hace pasi- 
ble á la Municipalidad ae los daños y perjuicios 
causados 181 

Danos y perjuicios— £1 denunciante de un delito no 
puede ser responsabilizado por daños y perjuicios en 
tanto no se justifique que procedió con dolo 383 

Doclaracioneo— Véase Adulterio, Divorcio. 

Dooiaratoria de herederos— Véase Herederos. 

Defensor de ausentes— Los herederos que no se han 
presentado y cuyo domicilio se ignora deben ser re- 
presentados' por' el defensor de ausentes 329 

Defensor de ausentes— Justificada en autos la ausencia 
del demandado debe intervenir el defensor de au- 
sentes 334 

Delito- Véase Daños y perjuicios. 
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Demanda— La deficiencia ú obscuridad de la demanda no 
obsta á su progreso, siempre que el derecho haya 
sido comprobado por la prueba resultante de autos. 99 

Demolioién— Es procedente el interdicto de obra nueva 
y la consiguiente demolición si el nuevo muro tomó 
más terreno que el ocupado por el antiguo aun 
cuando sea fijado por la ley 250 

Denunoiante— Véase Daños y perjuicios. 

Dependientes— Véase Embargo, Tercería. 

Deudas— £1 reconocimiento de las deudas del causante 
hecho por la viuda ó su representante exime al 

acreedor de justificar su crédito 226 

' Dilipenoias perioiales— Las diligencias periciales del 
sumario criminal carecen de valor legal en el juicio 
civil por daños y perjuicios para prooar la respon- 
sabilidad del absuelto ante aquella jurisdicción 5 

Diligsncias preparatorias— No puede admitirse prueba 
sobre autenticidad de la firma como diligencia pre- 
paratoria del juicio ejecutivo 283 

Diworoio— No procede el divorcio si el accionante no 

produce prueba sobre las causales invocadas 56 

Dlworcie— Justificadas las injurias graves v el peligro 
para la existencia de la esposa debe declararse di- 
vorcio 233 

Diworcio— Las declaraciones prestadas en el iuicio crimi- 
nal por adultério no íorman prueba en el juicio civil 
de divorcio ; 363 

Documentos— La autenticidad de los documentos nega- 
dos en las posiciones puede probarse si la diligencia 
se pide en oportunidad 312 

Dooumentos— Véase Compensación, Honorarios. 

Dolo— Véase Daños y perjuicios. 

Domicilio— Procede la citación por edictos si de autos 

consta que se ignora el domicilio 319 

Domicilio- Los herederos que no se. han presentado y 
cuyo domicilio se ignora deben ser representados 
por el defensor de ausentes 329 
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edictos— Si el ausente no ha comparecido al llamado por 
edictos bajo apercibimiento debe nombrársele de- 
fensor 304 

Edictos- Procede la citación por edictos si de autos 

consta que se ignora el domicilio 319 

Embargo— La tercería deducida por el principal sobre la 
suma embargada, fundada en adelantos hechos al 
dependiente, no puede prosperar si sólo una parte 
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era descontable y el embargo recayó sobre menor 
cantidad 72 

Embargo— Los acreedores no pueden embargar fondos 

del concurso 321 

Embargo— La acción por daños causados por un erabar- 
ffo corresponde a la jurisdicción civil, aun cuando 
naya sido decretado por la comercial 287 

Embargo— En inicios entre esposos sólo procede el em- 
bargo de bienes de la sociedad conyugal justificando 
los extremos de la lev 291 

Embargo prewentiwo— El embargo preventivo debe ser 

afianzado cuando el demandado lo solicita 308 

Embargo prowentiwo— Una obligación de hacer no pue- 
de fundar un embargo preventivo 344 

Embargo prowontiwo— No procede el embargo preven- 
tivo de los muebles que se pretende reivindicar si 
no se acompañan recaudos que hagan verosímil el 
derecho 34f^ 

Eooribano— Cuando los escribanos públicos, por culpa ó 
por simple negligencia redactan, extienden y auto- 
rizan act'is perjudiciales á los otorgantes, son res- 
ponsables de los daños y perjuicios c^ue ocasionan. 123 

Csoribano— El escribano que ha protocolizado el poder 
no está obligado á transcribirlo en las sustituciones 
que otorgue el mandatario 26i 

Eaorito— Presentado después de vencido el término y 

acusada rebeldía debe ser devuelto '.325 i 

Cooritura públioo— Las cláusulas insertas erróneamen- | 
te en la escritura de compraventa deben ser anula- 
das á petición y con audiencia de los contratantes. 123 

EoorHura pública— El firmante de un boleto de compra- 
venta está obligado al otorgamiento de la escritura 

f)ública si es la forma exigida por la ley para la va- 
idez del contrato 7 355 

Eooritura pública-^Véase Compraventa, Posesión. 
E«pok*a— La espera fundada en la convención de cobrar 
los honorarios á la terminación del juicio, no puede 

prosperar si antes el mandante revoca el poder 247 

Éopooa— Véase Divorcio, injurias graves. 
Eopoooo— Véase Bienes, Embargo, Sociedad conyugal. 
Eotado olwll— Los jueces no pueden neg^arun pronuncia- 
miento expreso sobre el estado civil de una persona, 
aun cuando la sentencia pueda afectar derechos ó 
intereses de parientes que no han intervenido en el 

juicio por no haber sido demandados 401 

Eotampiiia— La multa por falta de estampilla en los re- 
cibos debe ser abonada por cada uno de los que han 

intervenido 301 

Eotatuto —Véase Administrador, Rendición de cuen- 
tas, Sociedad. 

Exoopoic n do pago— Véase Locación de servicios, Pago. 
Exoopoiéfi do falta do porooaoria— El mandato de Tos 
herederos autorizando la ejecución de una hipoteca 
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A favor de la testamentaría, hace improcedente la 
excepción de falta de personería 266 

Excepción de falta de pea*eoneria— Véase Falta de 
personería. Sociedad. 

Exoepoiones— El carácter ejecutivo de la obligación no 

Euede ser alegado después del término que la ley 
ja para oponer excepciones 260 

Exoepoionee— El carácter de heredero concurrente con 
el de acreedor no basta para fundar excepciones en 

el juicio ejecutivo 268 

Expedientes— Los jueces tienen facultad para fijar á los 
agentes fiscales término para despachar los expe- 
dientes en que intervienen 292 
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Falieoimiento— Véase Herederos, 

Faita de personeria— Al que alega la falta de persone- 
ría del sustituto por carencia de facultades en el sus- 
tituyente corresponde la prueba 254 

Faita de pepaoneria— £1 poder y la demanda á nombre 
personal hacen procedente la excepción de falta de 
personería si se demanda el cumplimiento de un 
contrato con la sociedad 275 

Fianza— Siendo la fianza un contrato de interpretación 
restrictiva, el fiador sólo puede ser responsabilizado 
por las obligaciones expresamente consignadas en 
el contrato de locación 62 

Fiiiaoién legitima— La prueba supletoria de la filiación 
legítima sólo es admisible justificada la imposibili- 
dad de presentar las partidas 331 

Fliiacién— Véase Hijo natural, Hijo póstumOy Posesión 
de estado. 

Firma— No puede admitirse prueba sobre autenticidad de 
la firma como diligencia preparatoria del juicio eje- 
cutivo 283 

Firma— Véase Cosías, Testamentaria. 

Fuero ffederai— £1 comprador de un inmueble hipoteca- 
do no puede ampararse del fuero federal si el acree- 
dor no intervino en la venta 2% 
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Herederos— La acción de simulación deducida por el que 
se dice heredero debe ser desestimada si no justifica 
su carácter hereditario ni presenta el contradocu- 
mento que haría viable la acción deducida por su 
antecesor 12 

Heredero»— Que no se han presentado y cuyo domicilio 
se ignora deben ser representados 'por el defensor 
de ausentes 329 

Herederos— Aun cuando el hijo haya fallecido después de 
los padres debe justificarse el carácter si se pretende 
incluirlo en la declaratoria de herederos 300 

Herederos— Véase Bienes, Cónyuge, Excepción de falta 
de personería, Hijo natural, Honorarios, Mandato, 
Petición de herencia. Testamentaria. 

Herederos forxosos— \'éase Consejo de educación, Nu- 
lidad, Testamento, 

Herencia vacante— El denunciante de herencia vacante 
cualquiera que sea la compensación acordada, no es 
condómino en los bienes 281 

Hijo legitimado— £1 hijo legitimado por subsiguiente 
matrimonio no necesita producir prueba sobre la 
soltura de los padres 318 

Hijo natural— Justificado el carácter hereditario del hijo 
natural, debe prosperar la acción de petición de he- 
rencia tan sólo por la cuota parte detentada por el 
heredero demandado 401 

Hijo naturai— Véase Hijo póstumo. 

llijo péatumo— No siendo requisito indispensable el re- 
conocimiento expreso del padre para que exista po- 
sesión de estado de hijo natural, el hijo póstumo 
puede justificar los extremos que la ley exige por 
hechos que importen el reconocimiento de los mis- 
mos que tengan interés en contestar su filiación 401 

Hijo— Véase Herederos. 

Hipoteca— El comprador de un inmueble hipotecado no 
puede ampararse del fuero federal si el acreedor no 
intervino en la venta 296 

Hipoteca— Véase Excepciópi de falta de personería. 

Hoaorarioa— La jurisdicción ante la cual se ha pactado 
el arbitraje es la competente para entender en la 
ejecución por los honorarios de los árbitros 38 

Honorarios— La cuenta de honorarios presentada parti- 
cularmente no impide la demanda judicial por una 
suma mayor, si aquélla no fuese expresamente 
aceptada 44 

Honorarios— El juez competente para conocer en la eje- 
cución por honorarios cualquiera que sea su monto, 
es el del juicio en que han sido devengados 247 
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Hsnoparios—Si la ejecución se sigue entre mandante y 
mandatario por cobro de honorarios regulados, la 

inhabilidad de título no puede prosperar 247 

Hoaopaplos— Aun cuando la regulación de honorarios 
puede considerarse sentencia, la ejecución seguida 

como juicio ejecutivo no adolece de nulidad 247 

Honorarios— La espera fundada en la convención de co- 
brar los honorarios á la terminación del juicio, no 
puede prosperar si antes el mandante revoca, el 

poder 247 

Honorarios— El pago de los honorarios debe resultar de 
documento emanado del acreedor; la declaración de 
testigos no es admisible si son de mayor cuantía.. . 257 
Honorarioo— La intimación de pago de los honorarios 
^ puede hacerse al mandatario representante de los 



Impuesto fiscal— Al ejecutado corresponde justificar 
que ha cumplido la condición que lo exoneraba de 

pagar el impuesto fiscal cuyo pago se le exige 

Información supletoria— Sólo' procede información su- 
pletoria si se justifica la imposibilidad de presentar 



Inhabilidad de titulo— i la ejecución se sigue entre 
mandante y mandatario por el cobro de honorarios 
regulados 'la inhabilidad del título no puede pros- 
perar 247 

Injurias grawem— Justificadas las injurias graves y el 
peligro para la existencia de la esposa debe decla- 
rarse el divorcio 233 

Inmueble— Véase Fuero federal, Hipoteca, Jurisdicción, 

Mejoras. Préstamo, Recusación, Retrotraer. 
Instrumentos privados— Los instrumentos privados ca- 
recen de valor legal contra los terceros cesionarios 
que ignorando su existencia han aceptado las cons- 
tancias de los instrumentos públicos emanados de 

las mismas partes 202 

Instrumentos públicos— Véase Instrumentos privados. 
Interdicto de obra nueva— Es procedente el interdicto 
de obra nueva y la consiguiente demolición si el 
nuevo muro tomó más terreno que el ocupado por 

el antiguo aun cuando sea el fiiado por la ley 250 

Intoreoes— Si la letra ha sido debidamente protestada 
á su vencimiento, la testamentaría adeuda los in- 
tereses 350 
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Juec*»— Véase Agentes fiscales, Estado civil, Expe- 
dientes, Parientes^ Sentencia, Término. 

Juicio ciwil^ Véase Adulterio, Divorcio, 

Juicio criminal— Véase Adulterio, Divorcio, 

Juicio ejocutiwo— Véase Diligencia*^ preparatorias, Ex- 
cepción, Firma, Honorarios, Nulidad. 

Juicio ordinario— Véase Pared medianera, 

Jurameato eotimatorio— Justificada la existencia del 
daño, pero no su monto, procede juramento estima- 
torio 

Juraadiccién— La ejecución del inmueble c^ue garante el 
préstamo debe hacerse ante la jurisdicción en que 
por el contrato se haya estipulado el pago de la 
deuda 

Juriadiccién— Los jueces de la Capital son competentes 
para autorizar la venta de bienes de menores si- 
tuados en esta Capital, aun cuando la testamentaría 
haya sido liquidada en otra jurisdicción 

Juriadiccién —La jurisdicción ante la cual se ha pactado 
el arbitraje -es la competente para entender en la 
ejecución de los honorarios de los árbitros 

Juriaaicciéa ciwii— Véase Daño^ Embargo. 



Lotra— Si la letra ha sido debidamente protestada á su 

vencimiento, la testamentaría adeuda los intereses. . 350 

Liquidación— La liquidación para el cumplimiento de la 
sentencia que ordena la devolución de títulos de 
renta con intereses debe ser presentada por el 
deudor 310 

Litisexpeaaas— Justificados el derecho y el caudal, es 

procedente la fijación de alimentos y litisexpensas. . 306 

Locación— Siendo lá fianza un contrato de interpretación 
restrictiva, el fiador sólo puede ser responsabilizado 
por las obligaciones expresamente consignadas en 
el contrato de locación 62 

Locación— Los peritos nombrados para fijar el precio de 
la locación sólo pueden tener en cuenta la prueba 
que resulte de autos anterior á la sentencia 339 

L^cacióa— Véase Arrendamiento, Perjuicios, 




Digitized by 



Goo 



ÍNDICE 



Págt, 

Lecaoiéa de ••rvioiM~La excef)ción de pago al con- 
testar, importa reconocer la existencia ae la locación 
de servicios en que se funda la demanda 216 
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■aadato— £1 mandatario no puede ser responsabilizado 

Eersonalmente por las sumas indebidamente perci- 
idas á nombre de su mandante 99 

■andato— La intimación de pago de los honorarios pue- 
de hacerse al mandatario representante de.lps^ber' 

rederos 337 

■andato— El escribano que ha protocolizado el poder no 
está obligado á transcribirlo en las sustftacioxies . 

que otorgue el mandatario 1B4 

■ ito— Véase Excepción de jfalta de personería, 
naaie— Véase lítjo legitimado, Soltura. 
Wajoraa— Reconocida la voluntad de ejercer oportuna- 
mente el derecho de retrotraer el inmueble vendido, 
el comprador debe ser obligado á otorgar la escri- 
tura, salvo su derecho á reclamar las mejoras he- 
chas en el inmueble 167 

■eaoraa — Los jueces de la Capital son competentes 
para autorizar la venta de bienes de menores situa- 
dos en esta Capital, aun cuando la testamentaría 

haya sido liquidada en otra jurisdicción 316 

■enorea— Los fondos pertenecientes á menores deben 

depositarse á usuras pupilares 322 

■aaoraa— Véase Costas, Testamentarla, 
■ueblea— No procede el embargo preventivo de los mue- 
bles que se pretenden reivindicar si no se acompa- 
ñan recaudos que hagan verosímil el derecho. 34B 

■alta— Por falta de estampilla en los recibos debe ser 

abonada por cada uno de los que han intervenido. . 361 
Municipalidad— La declaración de caducidad de un con- 
trato antes de la época estipulada, hace püsibíe á la 
Municipalidad de tos daños y perjuicios cansados.*. 181 
■unlolpallaad— La violación del contrato de coscesidii 
por parte de la Municipalidad no enerva su derecho 
á exigir de la contraria las prestaciones conve- 
nidas 181 

■uro— Véase Demolición, Interdicto de obra nueva. 
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■lombr*— Véase Coherederos. 

■•tiffioacién— Si de la diligencia de mandamiento y 
demás notificaciones consta la ausencia del ejecu- 
tado no procede sentencia de remate 285 

Huiidad— Las cláusulas insertas erróneamente en la es- 
critura de compraventa deben ser anuladas á peti- 
ción y con audiencia de los contratantes 123 

Mulidad— La sentencia que estudiados los resultandos 
de la causa rechaza la acción por ser ilícito el con- 
trato que la funda, no adolece de nulidad 194 

Nulidad— Aun cuando la regulación de honorarios pue- 
de considerarse sentencia, la ejecución seguida 
como inicio ejecutivo no adolece de nulidad 247 

Nulidad --No puede fundarse el recurso de nulidad si se 

interpone con el de apelación 320 

Nulidad— El Consejo de educación no es parte en el 
juicio sobre nulidad del testamento, aun cuando no 
existan herederos forzosos 328 
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Obligaoién aooeaaria— Véase Obligación á plazo. 

Obiigaolén á plazo— Cuando en la obligación á plazo 
fijo se reconoce una obligación accesoria, la última 
subsiste en tanto no se cumple la principal 25 

Obligaoión de hacer— Una obligación de hacer no pue- 
de fundar un embargo preventivo 344 

Obra oonatrufda— £1 dictamen del perito tercero, que 
reúne los requisitos que la ley exige, forma prueba 
plena sobre el valor de la obra construida 390 

Obra nuewa— Véase Demolición, Interdicto de obra 
nueva. 



Padre— Véase Hijo natural, Hijo póstumo, Posesión de 
estado. 

Pago— La excepción de pago al contestar, importa recono- 
cer la existencia de la locación de servicios en que 
se funda la demanda 216 
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Pared medianera— £1 derecho á tomar el vecino la mitad 
del terreno necesario para la reconstrucción de una 
pared medianera, debe solucionarse en juicio ordi- 
nario 250 

Parientes —Los jueces no pueden negar un pronuncia- 
miento expreso sobre el estado civil de^ una persona, 
aun cuando la sentencia pueda afectar derechos ó 
intereses de parientes oue no han intervenido en el 
juicio por no haber sido demandados 401 

Partidas— La prueba supletoria de la filiación leg:ítima 
sólo es admisible justificada la imposibilidad de pre- 
sentar las partidas '. 331 

Partidas— Sólo procede información supletoria si se jus- 
tifica la imposibilidad de presentar las partidas 340 

¡fritos— Reconocida la prestación de servicios, debe nom- 
brarse peritos para fijar el precio 2X6 

Peritos— Los peritos nombrados para fijar el precio de 
la locación sólo p ueden tener en cuenta la prueba 
que resulte de autos anterior á la sentencia 339 

Peritos- El dictamen del perito tercero que reúne los re- 
quisitos que la ley exige, forma prueba plena sobre 
el valor de la obra construida 390 

Perjuioios— El arrendamiento de un establecimiento in- 
dustrial obliga al locatario á la devolución del mis- 
mo con todos sus accesorios ó al pago de los per- 
juicios que cause al locador 88 

Personería— Véase Falta de personería. 

Petición de iierencia- Justificado el carácter heredita- 
rio del hijo natural, debe prosperar la acción de pe- 
tición de herencia, tan sólo por la cuota parte de- 
tentada por el demandado 401 

Pedei»— El escribano que ha protocolizado el poder no 
está obligado á transcribirlo en las sustituciones que 
otorgue el mandatario 254 

Peder— Véase Espera^ Honorarios, 

Posesión— Las acciones para recuperar la posesión per- 
dida por sentencia judicial, sólo pueden prosperar 
si la posesión en gúe se funda se tenía con ánimo 
de poseer; reconocida la posesión precaria ó á nom- 
bre de otro la acción debe rechazarse 138 

Poseeión— Reconocida la autenticidad del boleto de com- 
praventa, debe obligarse á otorgar escritura pública 
del mismo; la posesión del comprador no basta para 
dar por consumado el contrato 370 

Posesión— No siendo requisito indispensable el recono- 
cimiento expreso del padre para que exista posesión 
de estado de hijo natural, el hijo póstumo puede jus- 
tificar los extremos que la ley exige por hechos que 
importen el reconocimiento de los mismos que ten- 
gan interés en contestar su filiación 401 
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